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(Suey^o que tan dignamente dirigía. 

S^l ver la luz pública otra segunda obra áobre la 
miima m,ateria y eáctita también jyor un individuo 
del (Suerpo general de la (armada, ruego á *í'. S- per- 
mita que áe eicude con óu nomhr-e y la acepte comAi 
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ej de 'P. S. au seguro servidor y antiguo subordi- 
nado, 

^alvador flo^^io. 

Barctlona, Mar^o de i8ff. 



PRÓLOGO 



Bl estudio d€ la Ley internacional aplicada al comercio 
y á la navegacióii ñié por mucho tiempo en Europa y con- 
tíi^úa giendo en Bepaña, objeto de un lamentable abandono 
y de una muy acentuada negligencia; en el primer tercio 
e nuestro siglo, la ciencia del derecho internacional y muy 
particularmente la del marítimo internacional, era patrimo- 
nio dé algunas elevadas inteligencias, de pocos, muy pocos 
hombres de Estado y de algunos eminentes jurisconsulto» 
y distinguidos publicistas. 

La aplicación del vapor á la navegación, la facilidad, 
la comodidad y rapidez que ha introducido en las comuni- 
caciones' entre diferentes y muy apartados pueblos, ha ligado 
de tal modo y variada forma sug intereses morales y mate- 
riales, ha establecido y mantiene una tan poderosa corriente 
de unión y un tan apretado lazo de solidaridad entre estos 
mismos intereses, les ha dado un tan magnífico y creciente 
desenvolvimiento que, en todas partes y por todas las nacio- 
nes se ha experimentado y experimenta la' necesidad de re- 
gularizar aquellas relaciones poniéndolas bajo la custodia 
del derecho y el amparo de la Ley. 

Hoy puede afirmarse con* perfecta verdad y completa 
exactitud, que el estudio de la Ley Internacional en cuanto 
se relaciona con la navegación y comercio marítimo, reviste 
el carécter de una necesidad absoluta, reconocida y confe- 
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sada no tan solo por los hombres de Estado, sino también 
por aquellos ciudadanos cuya ilustración, posición social, la 
importancia de su industria ó comercio ó las funciones que 
le son anexas dentro de las esferas de sus respectivas acti- 
vidades, aconsejan influir de un modo directo, en la opi- 
nión para sentar sobre sólidas bases el legítimo desarrollo y 
desenvolvimiento de la riqueza pública. 

Esta necesidad se manifiesta con más salientes caracte- 
res en ciertas y determinadas clases sociales, porque afec- 
tando á unas y compitiendo á otras la práctica y ejercicio 
de obligaciones más ó menos perfectas ó de derechos más ó 
menos absolutos, la forma de su existencia, dentro de su 
respectiva nación depende, en cierto modo, de la extensión 
que alcancen aquellas obligaciones ó del límite que se asig- 
ne á estos derechos. 

El estudio de la Ciencia del Derecho marítimo interna- 
cional entraña en primer término, no solo una capital im- 
portancia, sino una obligación perfecta para el oficial de la 
marina militar, porque estando llamado muchas veces á 
intervenir en cuestiones de carácter internacional, resulta- 
rían ineficaces y hasta peligrosas sus gestiones sino tuvie- 
ran por apoyo un perfecto y completo conocimiento de los 
derechos y deberes generalmente admitidos entre naciones 
civilizadas. 

Natural protector del comercio de sus conciudadanos en 
apartadas regiones en donde, á veces, su nación no tiene 
agentes diplomáticos ó consulares, siéndolo muchas él 
mismo, debe iniciar inteligencias con los poderes públicos 
ó las autoridades que conduzcan á la mejor defensa de los 
intereses de sus nacionales ó de los derechos de su nación 
en su calidad de Estado soberano. 

Sencillos y poco numerosos son los derechos y deberes 
que un estado de paz y amistad impone á las naciones: con 
el conocimiento de los tratados públicos que ligan á la suya 
con los Estados á donde tiene que residir, fácil es para el 
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ofioial de marina la práctica de aquellas amistosas y corte- 
ses correspondencias. 

Pero á veces en el pleno goce de este estado pacifico, ya 
por efectos de la política interior, ya por ideales que se 
persiguen en la exterior, ya por legitimas ó ilegítimas am- 
biciones comerciales, se apartan los gobiernos del cumpli- 
miento de compromisos contraídos, peijudicando más ó 
menos directamente los intereses de los ciudadanos residen- 
tes en el territorio de su listado. 

A veces las discordias civiles de un país haciendo impo- 
tente al gobierno constituido para garantizar el ejercicio de 
los derechos de los extranjeros que lo habitan, aconsejan 
aceptar el apoyo material que ofrecen los Comandantes de 
fuerzas navales surtas en el puerto. Otras los subditos de un 
soberano intervienen voluntaria ó involuntariamente en 
las discordias intestinas que sostienen los del Estado en 
cuyo territorio residen y son tratados más 6 menos dura- 
mente como consecuencias de estas luchas. 

Ejemplos muy recientes tenemos en las repúblicas his- 
pano-americanas . 

Para depurar la verdad, para saber lo que puede tolerar 
y aloque viene obligado á oponerse,. para saberlo que 
debe reclamar y hasta á dónde y por qué medios es lícita 
la reclamación, para obrar de motu propio sin esperar ins- 
trucciones de su gobierno, pues la urgencia de ciertos casos 
no lo permite, es evidente que el Oficial Comandante de un 
buque de guerra debe saber con entera precisión cuáles 
son sus derechos y cuáles son sus deberes. 

La guerra altera profundamente las relaciones entre 
Estados soberanos. Admitiendo que su existencia modifica 
la forma y modo de algunos derechos de las naciones pací- 
ficas espectadoras de la lucha, hay que aceptar igualmente 
que estas modificaciones alcanzan á la práctica de sus debe- 
res y al ejercicio de sus derechos. El conocimiento de esta 
parte del Derecho marítimo internacional ofrece particular 
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intcréspára «l'Ofitia'l dé la marina urilitef,' pera 'que,- en el^^ 
ejercicio de sus numerosas y delicadas funtíc^defé^de^ neutral 
ó beligerante etL los' mares, no cometa errore^'ó labusoe que 
puedan atraer funestan responsabilidades sobi-een ptftria; 

Fidles y -eü corto núm^o son las relaciones qtrepuedeft 
existir entre beligerantes: pero complicadas y dé muy dis-^ 
tinter índole y tendencias son las que se praeti^n -y deM^ 
rroUan entre beligerantes y neutrales; 

Portador el Comandante de un buque dcí guerra, de un * 
pedazo de la patria, dé la patria misma, pone ^^cAa en con- 
taeto; por su frecuente roce con lad marinas esirasjetas, con ^ 
todas las naciones del universo. Depositario del hímorj del 
emblema déla soberanía de su patria,- de su pabellón, le 
sería harto difícil mantenerlo ileso siti el conookniento de' 
las regias qué fijan las relaciones marítimas entre todOsflos - 
pueblos. 

Para tener un cabal conocimiento deltas- reglad,' se* 
hace preciso estudiarlas desde su origen, saber su funda^ 
mentó, apreciar sus variacionee y grado dé'deftarroUoque 
han alcanzado. 

El estudio del Derecho de Gentes es inme)»so; Siendo 
una de sus ramas el Derecho Internaeienal, debé$n así* ésle 
como el marítimo internacional, reconocer por' base los 
principios que sirven de fundamento al prime fo.' 

Nó es ni puede ser nuestro ánimo examhiar aquí el 
grado de bondad y certidumbre que entrañan -ciertOB prin- 
cipios de moral y de justicia que, por ser reoibMOe y acep^ 
lados universalmente, sirven de apoyo y sostén á- la existen*' 
cia legal de las naciones modernas. Investigaciones de esta 
índole darían á la presente obra un carácter filblK^co in-* 
compatible con el práctico que pretendemos * imprimirle^ 
Aspiramos é exponer los principios y á disentir los sistemas^ - 
á señalar los errores cometidos en la aplieacitSii deles mis^ 
moB' principios, la fragilidad de ciertas doctrinas y «us funes^ 
^s consecuencias. Entendiendo que la juísticia es una y unc^ 
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también el dereeho, debemos rekuaar sometemos en nuestro 
estudio á la autoridad, muchas veces invocada, de los hechos 
históricos. 

La historia 4a4A humaaidad podrá sei* un fiel relato de 
sufr revoluciones y evoluciones, una expresión de laS teoría» 
aceptadas, de los sistemas praeticados, de las variaciones 
introducidais en estos sistemas, de las verdades morales que 
entrañan ó de los vicios qu&abrigan; pero su misma varíe** 
dad, su abigarrado y betepogéneo conj/ui^to, su carácter mu^ 
dabfa»^ 'progresivo se encuentra en conflicto con la sublime 
quietud 'y augusta majestad del Dére^hey con lo> sagrado 
de su elevado origen. 

Enr elf estudio» q^e emprendemos aceptaremos el concurse * 
de la historia más bien: como ayuda en el examen de los 
progresos del dereoho queeomo autoridad en el deteeho 
mismo; señalaremos sus variaciones, seguiremos su marcha 
alt^vé» áe loís siglos y de las civilizecioaes', estudiaremos 
la influeüeia K}ue han ejercido ciertas teorías y ciertas doc- 
trmas|>are venir en ccmocimienta' del grado de justicia que 
informa el orden actual en todo cuanto se refiere á las 
relajones -marítimas de las -modernas nacione». 

E^el estudio del Dereeho Internacional se presentan 
dos sicoma». El puramente práctico, el que pretende dédu'^ 
cir el' derecho del hecho, el que acata la aütorídad de la 
práctica y la acepta como Ley suprema y el que apoyado 
en los ' principios universales de justicia, en esa augura voz* 
de la concienoia humana, establece la igualdad absoluta, 
reconoce la existencia de una Ley suprema y cou'^evera 
imparcialidad señala sus infracciones en la marcha de los 
siglos y en el curso de los tiempoe. 

El primero ha conducido ínvariablementeal desacuerdo 
y lamentable confusión en la práctica de las relaciones in- 
ternacionales, á veladas dudas y manifiestas vacilaciones 
en lo9 escritos de loe más distinguidos publicistas, á funesr- 
tas contradicciones en las jurisprudencias y en último tér- 
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mino al imperio de la arbitrariedad sobre la justicia y el 
derecho. 

En el estado actual de la civilización, envuelta y arras* 
tada la humanidad porosa magnífica é irresistible corriente 
de investigación y análisis que ha invadido todos los cere- 
bros, en presencia de esas poderosas fuerzas que, obedecien- 
do á la sabia ley que lo gobierna, gravitan en distintos sen- 
tidos para introducir un equilibrio estable en el orden 
moral, se hace materialmente imposible el sostenimiento 
de la autoridad del hecho y de los tradicionales sistemas. 

La razón de Estado, la misteriosa oscuridad de los Ga- 
binetes, las causas ocultas que impulsaban sus decisiones y 
las llamadas altísimas conveniencias que informaban su 
conducta, se despojan de sus prestigios en presencia de esa 
augusta voz de la conciencia pública que amante de la luz 
y de la verdad, desmenuza los hechos, analiza las circuns- 
tancias, condena los vicios, y aspira á llevar é las altas esfe- 
ras del Derecho Internacional los sacrosantos principios de 
perfecta igualdad y soberana justicia que impulsan su 
conducta é informan su criterio. 

Para nosotros la elección no aparece envuelta en dudas 
y preñada de vacilaciones. Nacidos en el siglo marchamos 
con el siglo; envueltos por la corriente seguimos el curso de 
sus aguas; con la verdad por guía y la justicia por escudo, 
nos afiliamos al segundo de los sistemas: Tributaremos 
nuestros respetos al orden establecido y á los solemnes com- 
promisos contraidos por naciones soberanas é independien- 
tes, sin que, por esto, admitamos que aquel orden y estos 
compromisos sean la fuente del derecho é inmóviles é inva- 
riables como la justicia misma; señalaremos lo justo sin 
apartamos de lo conveniente; procuraremos establecer la 
línea divisoria y marcar los límites que separan la propia 
naturaleza de un Estado independiente, de aquello que 
puede otorgar sin lastimar su misma independencia; estu- 
diaremos cuidadosamente lo que ha sido; expondremos lo 
que es y señalaremos lo que debe ser, porque las variacio- 
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nes que se observan y los progresos que se advierten indi- 
can que no son nuevas las aspiraciones de la humanidad 
hacia la realización de un orden estable en armonía con 
sus altos ideales. 

Nuestro modesto trabajo debe inspirarse en los princi- 
pios expuestos. 

En el orden de materias hemos adoptado un sistema que 
satisfaga á las^exigencias de la teoría y á las necesidades 
de la práctica; no hemos subordinado nuestro plan al esta- 
blecimiento del irrealizable concurso entre la idea y la 
práctica establecida, pero hemos procurado resolver todas 
las cuestiones llevando al derecho los nuevos elementos 
que la civilización y el progreso continuo en la práctica de 
las relaciones marítimas internacionales han introducido 
modernamente. 

En armonía con este plan, dividimos nuestra obra en 
dos partes: Derechos inherentes al estado de paz y derechos 
inherentes al estado de guerra. 

No hemos dado gran desarrollo á la parte primera porque 
admitidos los principios su práctica no ofrece graves dificul- 
tades, pero hemos procurado enriquecer el texto con los 
artículos de tratados, leyes interiores y opiniones de repu- 
tados publicistas para que pueda apreciarse inmediatamente 
la extensión y límite de los derechos y las obligaciones 
reispectivas. 

Con alguna mayor extensión trataremos los derechos 
inherentes al estado de guerra porque su práctica y ejerci- 
cio afecta en mucho á los intereses comerciales de los beli- 
gerantes y neutrales. 

En todo el curso de la obra hemos procurado llevar el 
convencimiento al ánimo del lector, expresando los funda- 
mentos de nuestras razones y expresando nuestros argu- 
mentos, esperando iniciar saludables discusiones que con- 
duzcan á formar ideas exactas sobre algunos puntos oscuros 
y á llenar las lagunas que se advierten en el Derecho ma- 
rítimo inteniacional. 
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CAPITULO I 

ORÍGEN DEL DERECHO INTERNACIONAL 

Al considerar la humanidad si su estado actual se ad- 
vierte que no tiene una organización común; se presenta á 
nuestra vista dividida en fracciones, en agrupaciones de in- 
dividuos constituyendo Naciones independientes, Estados 
6ob€;ranoB, pueblos y tribus. 

El derecho público debe considerar estas fracciones, 
apreciar sus diferencias y dictar reglas para sus necesarias 
relaciones. 

Por Nación independiente ó Estado soberano, se entiende 
en el Derecho público la colectividad de individuos residen- 
tes en un determinado territorio que, sometidos á un solo 
poder, se rigen por sus propias leyes como legítima conse- 
cuencia de su independencia. 

La independencia de la Nación presupone la existencia 
de un lazo político, de un organismo viviente, de un poder 
constituido y en constante función para hacer efectiva la 
independencia . 

Este organismo de la Nación, esta personalidad política- 
mente organizada con facultades para obligarse y para ad- 
quirir y poseer, esta perfecta personalidad jurídica de la 
Nación es también lo que el Derecho piíblico llama ó reco- 
noce como Estado soberano. 

El pueblo es, en sí mismo, un ser sin cultura y sin con- 
diciones de existencia política, es un organismo imperfecto 
que aspira á constituirse en Nación. 
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La Nación puede abrazar distintos pueblos, así como el 
Estado puede comprender diversas naciones. 

La expresión más perfecta del Estado es la de una sola 
Nación independiente y políticamente constituida en un de- 
terminado territorio. 

En el Derecho internacional y sobre todo en el marítimo 
internacional debemos conaidesai'^ala al Estado, como per- 
sonalidad jurídica de una ó varias naciones. 

La cualidad de independencia y soberanía de una Nación 
presupone ^u -igualdad respecto á -otras también indepen- 
dientes. 

©e la* necesaria relación entre naciones nacen obligacio- 
nes y derechos recíprocos; y de- esto ciertas reglas obligato- 
^as para todos. 

-Al conjunto de reglas que garantizan el completó ejerci- 
cio de todos los derechos y aseguran el cumplimiento exacto 
de todas las obligaciones entre naciones soberanas es á lo 
que se llama Derecho internacional. 

El Derecho internacional propiamente dicho ó derecho 
externo de las naciones es el que fija las reglas para toda 
clase de relaciones entre naciones ó estados soberanos, 
para distinguirlo' del Derecho interior ó derecho público in- 
terno que es el destinado á marcar las que sirven de guía y 
apoyo para las relaciones entre los poderes públicos y los 
ciudadanos. 

El Derecho marítimo internacional es el conjunto de re- 
glas para las relaciones marítimas entre naciones ó estados 
soberanos. 

Siendo una rama del Derecho internacional necesaria- 
mente ha de tener por base los principios en que éste se 
apoya, y para de éstos deducir sus leyes y las reglas aplica- 
bles al Marítimo internacional debemos remontarnos hasta 
sus origen ó sea la Ley divina, natural ó primitiva. 

Todas las religiones y todas las escuelas filosóficas con- 
ceden al hombre la apreciación correcta, el sentimiento 
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exacto de lo justo y de lo injusto; de aquí ciertos principios 
que obedecen ó derivan de este sentimiento que» por ser 
inherente á la naturaleza humana, son iguales para todas 
las naciones. 

Estos principios son los que no pocos autores han llama* 
do Ley Divina, Natural ó Primitiva. 

Algunos escritores antiguos pintan al hombre en su origen 
viviendo solo, lejos de sus semejantes. La mayor y más sen* 
sata parte de los modernos describen al hombre en su esta- 
do primitivo como un ser esencialmente sociable y aspirando 
á la perfección. El hombre en el estado de la naturaleza 
vivió en ^familia; aumentándose ésta continuamente log^ 
nuevos individuos impulsados por ese mismo deseo, por ese 
espíritu de sociabilidad permanecieron unidos, dando origen 
á la tribu: de la tribu nació el pueblo y del pueblo la nación. 

De la aspiración constante á la perfección debieron nacer 
para el hombre ciertas necesidades tan imperiosas como 
las primitivas de su existencia: para satisfacerlas debió ape- 
lar á su propia inteligencia transformando los materiales 
primeros y dando de este modo vida á la industria. 

La formación de diferentes tribus debió dar á conocer la 
diversidad de sus producciones y los goces que cada uno 
proporcionaba: aspirando á ellos, el hombre, guiado por los 
sentimientos de justicia innatos en su alma, propuso el pri- 
mer cambio de efectos; aceptado éste, el comercio había na- 
cido. 

Es indudable que al comercio entre tribus, que bien 
puede llamarse cuna del comercio internacional, debió pre-. 
ceder el cambio de efectos entre los individuos de una. 
misma tribu ó familia que, sin duda, tuvieron en su princi- 
pio un carácter puramente privado sin intervención del/ 
jefe ó jefes de aquellas. 

Poco á poco debió generalizarse entre tribus el deseo .y 
gusto de las producciones respectivas, y tomando los cam- 
bios cierto carácter de regularidad casi periódica que de- 

2 
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bieron regirse por leyes, por costumbres tan sencillas como- 
los objetos á que se aplicaban. 

Más tarde el hombre impulsado por ese mismo deseo, 
por esa aspiración continua á la perfectibilidad, se lanzó al 
mar, primero sobre el tronco de un árbol, después ahuecó 
éste y por último construyó las primeras embarcaciones 
imperfectas sin duda aún para la navegación costera, pero 
que aplicadas al reciente comercio debieron darle un im- 
pulso y desarrollo inmenso. 

Creado el comercio marítimo, progresando la naciente 
industria y haciéndose más general el gusto y deseo de las 
producciones respectivas, cada día el tranco debió hacerse 
más intenso y adquirir mayor desarrollo. 

Como en tierra las leyes, si así pueden llamarse las 
costumbres que se observaban, eran contratos entre particu- 
lares fundados única y esclusivamente en la recíproca buena 
fé de ambas partes. 

Los soberanos ó jefes de los pueblos ó tribus compren- 
dieron la utilidad que podía reportar á sus subditos la re- 
gularidad del comercio marítimo: recopilaron las costum- 
bres, las hicieron leyes obligatorias para sus subditos é 
impusieron el pago de ciertas cantidades á los buques ex- 
tranjero» ya por la simple entrada en sus puertos, ya por 
loa* géneros que abordo traían. 

Los fioberanos, cuyos subditos ^venían obligados, al pago- 
de estos derechos apreciaron las ventajas que obtenía el so- 
berano ó país; que los percibía, y establecieron en sus Esta- 
dos los mismos ó impuestos simileres.: De equí la^ nepoesi- 
ded de una inteligencia para- el €eaiercie«s(^9reetis mfciones 
respeotivas: estes relaeioiie» adquirieron inmediAteneate el 
csonáetei' de'intemadona'lesv 

Para asegurar á 9us naciones -y á suaiéúMitosleti'venta- 
308 qvia mútiutmenie ee 'Conoedieroa, < paro g«raiitianT y 
hacer ^«ter..krft;d»r0cho8. vtóbjttiridosí'perieíliM'^fecípwíoeB 
eeftoewme&, ^itsMiramn* l«i;(9otMBiies «ierAes^Aiiiveti^ki» io* 
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lemnes adonde se escribían las obligaciones y derechos de 
ambas partes contratantes. Estos convenios son los conoci- 
dos hoy con el nombre de Tratados públicos entre naciones. 

Generalizándose entre naciones estos convenios, hacién- 
dose cada día más indispensables por ser mayores y más 
complicados sus mutuos intereses, aplicados después á los 
inherentes al estado de paz ó de guerra,'así en tierra como 
en la mar, fundaron una especie de jurisprudencia interna- 
cional que adquirió gran desarrollo con el progreso conti- 
nuo de las naciones. 

Esta jurisprudencia, que algunos autores llaman Ley 
internacional, apoyada deducida de Ley Primitiva y que 
ha servido para explicar y ampliar los sencillos principios 
de ésta, es en unión con aquella soberana Ley, la base 
única del Derecho internacional. 



. '.-^ '!■ Ví:ívl%-\&fívr3íb\^ '.GC ii--W'AiK^'45^'A-X^A::^::'.Q^--&. v<a\HÍDv^:>fív' iíHv ^ísv- - ' 



CAPITULO II 



LEY PRIMITIVA O LEY DIVINA 



Considerados en absoluto, aisladamente, todos los indi- 
viduos de la humanidad son perfectamente iguales. La 
identidad de origen rehusa la creación de diferencias y el 
establecimiento de privilegios. Cada hombre nace y se de- 
sarrolla con los mismos derechos, con idénticas obligaciones, 
alcanzando, con el pleno uso de sus facultades morales, 
la soberanía individual para hacerse responsable de sus 
acciones. 

Creada la familia, viviendo todos sus miembros bajo la 
autoridad del padre común debieron sus individuos despo- 
jarse de parte de su soberanía. Pero este voluntario des- 
pojo, esta que bien puede llamarse abdicación de parte 
de sus derechos en manos del Gefe, encontraba su com- 
pensación en las ventajas de la vida común, porque el ejer- 
cicio de los derechos abdicados traía aparejada la obligación 
de velar por su propia existencia. 

Bajo la más perfecta base de igualdad, debió ser el que 
dirimía las disputas, el que obligaba á dar satisfacción de 
la ofensa, el que protegía al débil contra los abusos del 
fuerte; el Gefe era la personificación de los derechos de to- 
dos y de cada uno de los individuos de la pequeña sociedad 
que no reconocía otro que el elegido por ella. Respecto á 
sus iguales, era soberana é independiente: atacaba y se de- 
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fendía, arreglaba, por medios pacíñcos y por las armas, sus 
cuestiones interiores ó exteriores, no reconcía á nadie el 
derecho de juzgarla é imponerla leyes conservando^ de este 
modo, una independencia é igualdad absoluta respecto á las 
de su especie. 

Creadas las tribus compuestas de diferentes familias, 
los Gefes de éstas debieron abdicar con 'el Gefe común 
el ejercicio de los derechos que le habían confiado los res- 
pectivos miembros de aquellas. Pero ahora, comeantes, es- 
ta nueva sociedad conservaba intacta su independencia 
soberana, se regía por sus propias leyes y era perfectamente 
igual, cualquiera que fuere el número de sus individuos, á 
todas las demás tribus y familias. 

De la reunión de las familias, de la amalgama de tribus 
y pueblos nacieron las naciones: siendo, en su origen, per- 
fectamente iguales, cualesquiera que fuere la extensión de 
su territorio y el número de sus habitantes, tienen los 
mismos derechos de igualdad, de sol)eranía é independencia, 
todos son responsables de sus propios actos y á Dios solo 
corresponde juzgarlos. 

La identidad de origen y la suprema igualdad de las 
naciones excluye la idea de un legislador y de una Ley con 
poder suficiente para someterlos á sus mandatos y, por con- 
siguiente, sus relaciones deben necesariamente reposar sobre 
los eternos y sublimes principios de igualdad y de justicia 
que sirven de apoyo á su propia existencia. 

Estos principios aparecen definidos con igual sencillez y 
precisión en todos los tiempos, en todos los climas y en to- 
dos los pueblos. Lo mismo el salvage de las Islas de Occea- 
nta que el hombre civilizado de Europa, tienen conocimien- 
to exacto de lo justo y de lo injusto; por todos se concibe y 
se explica el derecho de propiedad y la obligación de respe- 
tar la agena: todos tienen el instinto de su propia consen^a- 
ción: en todas se halla la idea de reparar el dtíño causado, 
dar satisfacción de la ofensa inferida y el sentimiento de ven- 
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:gaiiza cuando ésta se rehusa. Estos sentimientos, estas ideas 
y estos instintos son' innatos en el hombre, se encuentran 
grabados en su alma por la mano de Dios mismo, y en su 
-conjunto constituyen los ^preceptos de la Ley Divina. 

Algunos publicistas niegan la existencia de esta Ley: 
Moser, Benthan y los de su escuela materialista solo conoe- 
•den al hombre sensaciones, atribuyendo sus acciones al 
impulso de aquellas. Q) 

En la vida agitada de las ciudades, en el retiro de los 
gabinetes se hace extremadamente difícil comprender la 
'existencia del materialismo: pero los que, por largos y dila- 
4ados años hemos cruzado les inmensas soledades del Occéa* 
no, los que hemos alcanzado á comprender y apreciar si- 
•quiera una pequeña parte del magníñco organismo del 
Universo, tenemos que admitir otra doctrina en armonír 
con las imperiosas necelsidades de nuestra alma. 

Para nosotros, Dios, no es solo el autor de todo lo oreado, 
«ino también el soberano legislador de todos los pueblos, de 
todas las naciones. En este concepto cómo negarle uno de 
.sus principales atributos, la justicia? Puede admitir la razón 
humana que el Sor Supremo que ha otorgado al hombre un 
destello de su inteligencia para que pueda admirar su poder 
y apreciar parte de la magniñcencia de sus obras lo áseme- 

(1) Ce qa'il y a de natarel dans rhomme ce sont de sentiment 
■4!e peine ou de plaisir, des penchants: mais appeler ees penchants des 
lois c'est intrudoire une idee fauase et dansereuse; c^est mettre le 
langage en opposicion ayec loi méme, ear il fánt faire des lois precl- 
flément ponr reprimer ees penchants. An Jieu de les regarder comme 
des lois, il fant les soumettre aux lois. C'est contre les penchants na* 
taréis les plns forts qn'il íant iaire les plus reprimentes, etc., etc. 

Y después añade ei mismo antor: 

Ce qa'il y a de natarel dans Thomme ce sont des rnoyens des 
facultes, mais appeler ees moyens, ees facultes des droiU naturel» 
c'est encoré mettre le lengage en opposition avec lui méme; ear les 
droUs sont étabiis ponr assuier rezercice de^ moyens et des facultes. 
Le droit est la garantía, la faculté est la chose ^rantie etc , etcétera. 
.{Benthan. Traite de Legislation. Fausses maméres de raisonner aa& 
matíéres de legislatioa.) 
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je al bruto, haciéndole esclavo de sus sensaciones materia- 
les? Con vista de los diferentes desarrollos del cuerpo del 
hombre en distintos climas cómo explicar esa comunidad de 
ideas de sentimientos y de principios? 

En el orden moral nuestras acciones y pensamientos 
no son . única y exclusivamente buenas ó malas; á unos 
los llamamos justas y á otros injustas. Pero conviene 
observar que esta última distinción no ha cedido, ni varia- 
do, ni en los tiempos, ni en los lugares: jamás se ha acomo- 
dado á los intereses particulares; nunca ha sido defíni- 
-áñ, explicada, ni escrita, ni necesita serlo; cada hombre 
4a lleva grabada en el fondo de su conciencia y, por su 
propia autoridad, esta voz augusta ha gobernado y gobier- 
na así á los hombres como á las naciones, así á los siglos 
como á los días. 

Esta razón universal, esta verdad perdurable, infinita, 
eterna, inmóvil é increada, este brillante faro adonde vie 
nen á encontrarse todos los senderos de la. inteligencia hu-- 
mana y todas sus generosas aspiraciones, es el centro del 
mundo moral que, por llevar en sí mismo todas las inefables 
señales de su origen divino, es lo que en la más remota an- 
tigüedad llamaba Ley verdadera ó Primitiva. 

Cicerón decía, es nuestra regla y nuestra defensa, la 
recta razón de Dios Todopoderoso. Universal, invariable, 
eterna, nos enseña el bien y nos aparta del mal; no puede 
ser derogada, ni alterada; ni el pueblo, ni el Senado pueden 
dispensar á nadie de su obediencia. Intérprete de sí misma 
no es una en Roma y otra en Atenas, una hoy y otra ma- 
ñana; ley inmutable y santa que regirá en todos los tiempos 
y en todas partes y con ella el Dios que la ha hecho, dis- 
cutido y sancionado, el Dios que es el arbitro y soberano 
del Universo. (Cicerón. De las Leyes. Libro 2. 

Pascal, Domat, Galiani y otros grandes pensadores han. 
escrito que las ciencias exactas y las del Derecho se aseme- 
jan porque se apoyan en un corto número de verdades, de 



CAPITULO iir 

LEY SECUNDARIA 



Nada se presenta en la práctica del Derecho de genles 
que DO haya sido previsto y prejuzgado por la teoría, por 
los principios eternos de justicia, dice Reynaval en su ex- 
celente obra titulada «Institutions du Droít de la Nature et 
des Gens.» 

La estricta j severa observancia de los preceptos de la 
ley Primitiva bastaría para dar paz y felicidad al Universo 
al mismo tiempo que regularidad y desarrollo á las relacio- 
nes internacionales. 

Pero esta Ley no escrita, esta ley de cuyos principios 
generales ha sido necesario deducir los aplicables á casos 
y hechos concretos, fué desde el principio mal interpretada. 
No siempre la justicia ha presidido á los actos de las nacio- 
nes. Han existido algunas que han pretendido subordinar 
el derecho estricto á la fuerza bruta imponiendo costum- 
bres, tributos y leyes que estaban más en armonía con el 
desarrollo de su riqueza que con los preceptos de ley pri- 
mitiva. 

La evitación de estos abusos y la necesidad de aclarar 
ciertos puntos que perecían dudosos mirados al través de 
distintos prismas, aconsejó á las naciones recordar así los 
preceptos de la ley primitiva como sus interpretaciones, en 
contratos escritos. Estos contratos, como ya hemos dicho, se 
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•D cou el nombre de Tratados públicos y forman 6 
Luyeu la base humana del Derecho Internacional, 
udo los tratados hijos del acuerdo de las voluntades 
ictan, son única y exclusivamente obligatorios para 
piones que en ellos intervienen, 
pretensión de hacerlos aplicables é otros Estados so- 
]s, constituye una lesión á sus derechos de soberania, 
en su calidad de soberano é independiente, no puede 
irse á ninguno. 

i tratados en general puedeu y deben considerarse 
os distintos aspectos. 

ando esplican uno ó varios principios de la ley pr¡~ 
, cuando establecen y de0nen la forma y modo del 
io de uno ó mág derechos absolutos, cuando han sido 
,os y recibido sanción práctica por la mayor parte de 
clones civilizados, establecen, en su conjunto; una 
3 de jurisprudencia internacional. Es evidente que 
ñones que no han intervenido en estos tratados no 

obligados, en absoluto, á su observancia, pero sen- 
tos de sociabilidad, de benevolencia y de amistosa 
ía aconsejan acatar y aún, á veces, no rehusar las 
;as establecidas jjor que los tratados de referencia que 
otra cosa que la pública expresión del mundo civiliza- 
re determinados puntos del dertcho internacional. 
pleno ejercicio de su independencia soberana autori- 
<da nación para tratar libremente con una ó varia» 
lales en soberanía. Puede modificar las aplicaciones 
ey primitiva, dulcificar ó agravar el ejercicio de sus 
os absolutos, conceder ventajas, establecer privile- 
Ic, etc. Ninguna nación tiene derecho para oponerse 

convenios, salvo los casos de que por la virtud y 
1 de aquellos se lastimen sus derechos absolutos ó 
idos. 

conjunto de iodos los tratados que cada nación ha 
ido con cada una de sus iguales es á lo que los publi- 



— 29 — 



cistas llaman derecho de gentes voluntario, convencional, 
particular ó secundario. 

En el Derecho internacional entran por consiguiente dos 
distintos elementos. Uno absoluto, inmutable, fundado solo 
en la augusta voz de la conciencia, en los eternos é inmuta- 
bles principios de igualdad y de justicia, y otro esencialmen- 
te variable, apoyado en hechos, en usos, en costumbres y 
sobre todo, en tratados solemnes entre naciones soberanas. 
El primero obliga á todos, es la ley universal y los manda- 
tos del segundo alcanzan solo á las naciones que pactan. 

Algunos publicistas así antiguos como modernos consi- 
deran el derecho internacional como oriundo de los hechos 
históricos, de los usos, de las costunibres de las naciones 
t^n sus diferentes edades. 

Esta doctrina cuyos fundamentos se encuentra en la 
célebre obra De Legibua ac Deo legiatore del no menos cé- 
lebre teólogo español Francisco Suarez, impresa en 1619, 
fué acogida con ciertas reservas por Grotins y otros autores 
del siglo XVII; algún favor alcanzó en el siglo XVIII y ha 
sido desarrollada y defendida modernamente por Enrique 
Wéathon y Carlos Calvo 

Su aceptación destruiría jpor su base todo el ediñcio del 
derecho internacional: cada .nuevo 'gratado modificaría la 
' ' ■ ley de las naciones: su práctica conduciría iiiévitablemente 
• á la- vloleií ta ittJíbSiéíóií de ía fuerza bruta . Basta ría la con- 
8uniá(;ión de un hecho, de un astuto despojo, de una brutal 
conquista para amparar su establecimiento con el augusto 
nombre del Dereóho. En absoluto, no puede negarse la po- 
¿ibilidad de que se'iníróduzcan en'el derecho internacio- 
nal práctico ó positivo máximasnuevas, costumbres distin- 
fas; á las hoy existentes, peto siempre la augusta toz de la 
¿Dífrciefeínahumana feerá te^'q^ tex'prééé 'y' determine si las' 
'" "■ ñtté^tj^^SfftiíáS^ fenMñttií'tóá^ mieñtS-íiijustftíáf T? 

cuentran en armonía con los inmutables preceptos de la 
ley primitiva. ' 
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Enrique Wealthou en su ^bra «Elementos del Derecho 
internacional» y Carlos Calvo en su ^(Derecho internacional 
teórico y práctico de Europa y América» consideran como 
fuentes del derecho las ordenanzas de los Estados sobera- 
nos, para regimentar las presas marítimas en tiempo de 
guerra. 

Las ordenanzas de marina (dice el diplomático america- 
no) pueden considerarse no tan solo como los testimonios 
históricos de los usos de este Estado en lo que se refiere á 
la práctica de las guerras marítimas, sino también como 
la opinión de sus jurisconsultos sobre las reglas general- 
mente reconocidas como conformes al derecho de gentes 
universal. 

Sin perjuicio de ocupamos de este importantísimo asun- 
to cuando tratemos de las presas marítimas diremos, por 
ahora, que los sentimientos de igualdad, de independencia 
y soberanía han aconsejado á las naciones someter el juicio 
de las presas maríti];nas al conocimiento y decisión de su& 
tribunales respectivos. Los miembros ó jueces de estos tri- 
bunales han sido^ son. y serán subditos del soberano apresa- 
dor; las leyes que aplican, las sentencias que dictan y los 
juicios qu^ ^ijaiten se inspiran asi en los mandatos de su 
propio soberano, como ,ep. Ipsinterjdses políticos y comercia- 
leS| déla ns^ción á quQ pertenecen. 

Conside^rar estas l^yes y aq\:^eUos mandatos como una 
de .lasi fuentes del ^clerie|cbo.,iii.teniaciojial, inyoparsn au- 
toridad j?ara bPkcerlos o^l,ig;fttprips á Efit^^^s indepciii^ien- 
dientes y soberanps^ parjócenps. ¡viiji .cftjjiflic^ cpi^ If r^izón^ en 
abi^JrtA oposición . con ,el Pf^pci|>io..q^\ie í^a.vida ¿ lias leyes 
a,queUas, y ¿ Ips ,tfibW?t|es,q^elítí|,a0|cíin, puesto que, si 
de j/Ln^ pai;t^jp8 ijentinwpntips dc^i^dpppii^ftiifiia de cfidana^ 
cito^P?,^fibei3L que. el. (^npcJLm^to,^4^|K^iMnii^ 
SUÉI, pres^fi xpafítimas 4^í)í)¡^ co¿jíU|^^^ ¿,fm jpropip? tribuixa- 
les» con igual, gro^Q ,d^ J]^$Up9 é i^^i^tica^ fioli4eK de fuiífla^ 
mentó pueden rehusar lasn aciones extrañas q^i^pM^r coipo 
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CAPITULO IV 



PRINCIPIOS DE LEY PRIMITIVA APLICABLES 
AL DERECHO INTERNACIONAL 



Las reglas fundamentales del Derecho de Gentes, son 
hijas del principio de sociabilidad inherente á la naturaleza, 
humana, y su teoría se apoya en este axioma. 

Las naciones ó Estados soberanos son susceptibles del 
ejercicio y práctica de los mismos derechos y deberes que 
los individuos que los componen. 

La absoluta igualdad entre naciones ó Estados sobera- 
nos, se deduce de la identidad perfecta del género humano. 

«La idea de un Estado, dice Ortolan, implica necesaria- 
» mente la de propiedad de un pedazo de tierra más ó menos 
» extenso, que constituye lo que se llama el territorio: no 
» se concibe un Estado sin territorio determinado, á donde 
» los individuos que forman la asociación puedan fijarse y 
» vivir sometidos á las leyes que los gobiernan». 

No constituye la igualdad de las naciones la igualdad de 
territorio, el mismo número de habitantes, ó de fuerzas pú- 
blicas de tierra ó mar; lo que hace efectiva esta igualdad, es 
el principio del Derecho de gentes que concede á todos el 
ejercicio de iguales derechos y la práctica de idénticas obli- 
gaciones. 

Así como el hombre es libre por naturaleza, las naciones 

son también libres; pero este derecho de libertad absoluta, 

3 
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66 enbuentra limitado por el recíproco de otras también 
libres. 

Es indudable que la libertad de las naciones alcanza al 
desarrollo legítimo de todos los elementos de su riqueza, á 
perseguir el bienestar y perfección así física como moral de 
todos sus ciudadanos, pero siempre con la obligación de 
ajustar su conducta en el ejercicio da su derecho, al respeto 
hacia la libertad de otras naciones. 

El -primer derecho que el hombre ha recibido dé la Natu- 
raleza, es el de propia conservación; en este concepto, el 
derecho de propia conservaciones absoluto, para las nacio- 
nes, debiendo sacrificar á su ejercicio, los intereses más 
vitales, las afecciones más caras. 

El primer sentimiento de la naturaleza humana, es el 
de completa independencia. Cada nación debe gozar de una 
independencia perfecta, respecto á las demás naciones ó 
Estados: esta cualidad esencial de las naciones es lo que 
constituye su soberanía; entendiéndose por soberanía de un 
Estado ó una nación su completa independencia, y se llama 
Estado soberano propiamente dicho, el que aparte de su 
constitución interna, ejercita por sí mismo y sin ninguna 
clase de presión ó influencias extemas los derechos de so- 
beranía. 

El ejercicio de los poderes públicos de una nación, la 
acción de su gobierno establecido, el derecho absoluto que 
tiene para constituirse y gobernarse bajo la forma y leyes 
que estime convenientes, se llama soberanía interior de una 
nación; entendiéndose por soberanía exterior, el derecho 
que, apoyada en su independencia absoluta, tiene para 
tratar por sí misma, de igual á igual con otras naciones 
soberanas, las cuestiones de política exterior ó de interés 
general que puedan afectarla. 

El Derecho interior ó sea el Constitucional ó Público 
interno, establece. la forma y modo del ejercicio de la sobe- 
ranía en cada nación; el Derecho externo ó sea el Público 
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internaci onal, vienta obligado é reípettff fá óonstítúción ín- 
lerior da cada nacién ó Estado Boberano, extendi«nda su 
acción 3r dictando roglas para sus relaciones exteriores. 

La ^berania ^de un Estado comienza desde el momefiio 
que 8& coQstilujmS, ya sea como una Sociedad formada con 
elementos antes dispersos, ya porque se separa de otro Es- 
tado. Este prinjoípio es aplicable así á la soberanía interior, 
como á la exterior. 

Un Estado nu^vo no necesita ser reconocido por ningún 
otro Estado, para el pleno ejercicio de su soberanía interior, 
pero sí ha mencfiier del reconocimiento de las naciones, para 
que éstas le concedan el ejereieio de los derechos y deberes 
inherentes á la soberanía exterior. 

Apoyándose la soberanía de un Estado en su completa 
independencia, y siendo éste indispensable para su propia 
existencia, resulta necesariamente que atentar á su inde- 
pendencia, equivale á atacar su vida. De aquí nace el dere- 
cho de legítima defensa de todo Estado soberano. 

Cada Estado soberano tiene derecho absoluto y obliga- 
'Ción perfecta, para oponer la fuerza á la fuerza, para hacerse 
justicia á sí propio. El último medio de obtener justicia 
entre naciones, es la guerra, es pues evidente que el derecho 
de hacer la guerra deriva directamente de la soberanía del 
Estado, y es indispensable para su existencia. 

De aquí nace el perfecto derecho de cada Estado sobe- 
rano, para levantar ejércitos, construir, equipar y armar 
escuadras, eregir fortificaciones, y aumentar ó disminuir 
sus fuerzas militares; ninguna nación tiene derecho para 
oponerse á estos armamentos, salvo siempre el caso de con- 
venciones expresas para lo contrario: pero como las naciones 
no solo tienen derecho para hacerse justicia á sí propia, sino 
también para prevenir cualquier ataque á su independencia 
ó al ejercicio de los derechos absolutos ó adquiridos, el De- 
recho de gentes admite la facultad de pedir explicaciones 
sobre los armamentos extraordinarios, y hasta exigir segu- 
ridades y garantías. 
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CAPITULO V 

LIBERTAD DE LOS MARES 



La libertad absoluta de los Occéanos ee la base funde- 
mental del Derecho Marítimo intemacíonaL Sin e3ta liber- 
tad no se concibe la existencia del Derecho. Si los maree 
pudieran estar sometidos á la autoridad de alguno, sí una 
nación ó un soberano pudiera reclamar y ejercer sobre sus 
aguas los derechos de soberanía, si alguien pudiera atri- 
buirse el poder de dictar leyes y hacerlas efectivas en el 
Occéano, en la forma y modo que cada nación las edicta y 
hace obligatorias en su propio territorio, habría necesidad 
de crear esta misma libertad para garantizar la existencia 
d« las naciones modernas. 

£1 principio absoluto de la libertad de los Occéanos, se 
funda en su propia esencia y en naturaleza propia. 

El ejercicio de uno ó todos los derechos de soberanía, es 
lícito para cada Estado dentro de su propio territorio. Ahora 
bien, la mar puede considerarse como el territorio de un 
Estado? El lazo que une los continentes, el alma del comer- 
cio, el camino más rápido y seguro para el deseuTolvimiento 
de la prosperidad y riqueza de las naciones, el elemento 
más necesario para el progreso y civilización de la huma- 
nidad, ha adquirido 6 puede adquirir alguna vez el carácter 
de propiedad exclusiva de alguna nación ó Estado soberano? 
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Para resolver esta importante cuestión, basta examinar 
los caracteres esenciales de la propiedad é investigar si tie- 
nen aplicación á los mares. 

La idea de la propiedad implica necesariamente: 

1° La posesión exclusiva, es decir, el derecho y el 
poder para disponer, por su propia voluntad, del objeto po- 
seído. 

2.** El derecho para excluir á todos los hombres de los 
goces que proporciona la posesión y 

3.*" La necesidad de hacer efectiva esta exclusión para 
el goce de los beneficios inherentes á la posesión. 

Por territorio de un Estado se entiende el pedazo de 
tierra sometido á su dominio, por la ocupación material de 
los habitantes que viven bajo el imperio de sus propias le- 
yes. La acción de su gobierno alcanza inmediata y directa- 
mente de uno á otro de sus límites opuestos. Dentro de estos 
límites se levantan y construyen ciudades, fortalezas, habi- 
taciones y monumentos que llevan el sello, el signo destin- 
tivo de la nación propietaria; en todas y para todas partes 
se observan señales inequívocas, signos indestructibles de 
su soberanía; en una palabra, el Estado, la sociedad que lo 
forma, abarca y ocupa materialmente su territorio. 

En la mar trazemos, si se pueden, límites, multiplique- 
mos hasta lo infinito las escuadras, aglomeremos si posible 
«s, todos los elementos de fuerzas navales del mundo, y 
todavía no habremos tomado posesión de los Occéanos. Un 
soplo de viento, la acción de incontrastables corrientes, esa 
magnífica y constante circulación de sus aguas, arrastrará 
los buques á regiones tal vez desconocidas é inexploradas. 
La ola dividida por la potente proa del más poderoso de los 
blindados, no conserva el más lijero signó ó rastro de su 
paso, poco después de haberlo efectuado; la permanencia 
de fuerzas navales en los Occéanos, tiene un carácter acci- 
dental é inestable en armonía con su propia naturaleza. 

La mar como el aire, como el calor, como el fuego, colno 
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la electricidad, elementos necesarios para la armonía de la 
naturaleza, es libre por esencia; ha sido creada por la su- 
prema inteligencia, como lazo de unión de los continentes 
y de la humanidad. 

La mar es inagotable: la inmensidad y variación de sus 
productos, bastan para el uso y aún para el abuso de todos 
los pueblos del mundo. El paso de uno ó mil buques por el 
Occéano no afecta en lo más mínimo al que siga la misma 
derrota; el empleo de sus aguas en cualquiera de las indus- 
trias humanas, la pesca de sus producciones alcanzan á 
cubrir las necesidades simultáneas de la humanidad, en 
distintas islas ó continentes. La posesión de la mar privaría 
á la humanidad de los goces ó beneficios que la mar propor- 
ciona, sin ventaja alguna para el pretendido posesor. Y no 
existiendo causas que puedan aconsejar la posesión, no hay 
ciertamente noción de justicia que sirva de apoyo al dere- 
cho de propiedad. 

Los territorios de cada Estado soberano son de propiedad 
exclusiva, considerados como la suma de las propiedades de 
sus habitantes. Cualesquiera que sea el origen de esta pro- 
piedad, ya por simple toma de posesión, ya por cesión, 
venta ó conquista, en armonía ó desacuerdo con los precep- 
tos de la Ley natural ó primitiva, ha encontrado su sanción 
en la Ley secundaria ó convencional; cada nación tiene 
tratados que marcan sus límites y definen sus fronteras. 
Apoyada en su derecho de propiedad y en los tratados que 
la reconocen, excluye de su territorio á los soberanos ó de- 
pendientes de otro Estado. Pero cual sería el derecho* que 
serviría de base á una nación para atribuirse la posesión de 
los Occéanos? Si atendido su origen todos tienen iguales 
derechos é idénticas obligaciones, cómo excluir alguna de 
un elemento libre por esencia, y por consiguiente incom- 
patible con el ejercicio del derecho de propiedad? Cuál pue- 
de ser el origen de esta y cuándo ha sido reconocida y san- 
cionada por la comunidad de las naciones? Existen conve- 
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nios solemnes, actos públicos que garanti2en á cualquiera 
de las del mundo la propiedad de los mares ó el derecho de 
imperio sobre sus aguas? 

Así en el Derecho de gentes, como en el orden pura- 
mente filosófico ó religioso, se advierten verdades y axio- 
mas cuya existencia se encuentra en armonía no solo con 
los principios fundamentales de la ciencia, sino también 
con los sentimientos naturales del alma humana. 

De esta índole es el principio que proclama la libertad 
absoluta de los mares. 

Cuando el hombre de mar se encuentra aislado en el 
Occéano, cuando las costas de la patria ó de una nación 
amiga se dibujan en el horizonte como las vagas líneas de 
lejanas nubes, ó las fantásticas figuras de caprichosas 
neblinas, cuando al extender la vista hacia diferentes pun- 
tos del extenso círculo, cuyo centro ocupa, se mira en 
presencia de Dios, de la magnífica armonía de la natu- 
raleza, y escucha las palpitaciones de aquel elemento cuya 
vida y organismo no se aprecia desde la tierra firme, un 
sentimiento de libertad y de generosa independencia nace 
en su alma y exalta su naturaleza. 

La contemplación de aquellas inmensas soledades, de 
aquel ordenado mecanismo de vientos y corrientes que obe- 
deciendo é la única y suprema ley de equilibrio, riza sus 
azules aguas ó las agita en montañas de espuma, amena- 
zando sepultar bajo sus elevadas crestas, todos los elemen- 
tos de fuerza de cien pueblos distintos, de cien Estados 
soberanos, arraiga en su alma aquella misma independen- 
cia y eleva hasta la altura del sentimiento, la verdad cientí- 
fica, la base fundamental del Derecho Marítimo internacio- 
nal, la libertad absoluta de los Occéanos. 

De este primero y absoluto principio, se origina el dere- 
cho de libre navegación para todos los pueblos del mundo. 
Todos lo tienen absoluto para recorrer el Occéano en todas 
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direcciones, para la libre pesca en sus aguas, y por consi- 
guiente, cada buque aislado en el Occéano, conserva la 
misma libertad é independencia de la nación que autoriza 
s\x armamento. 



Apesar de lo sencillo, de lo evidente que es, en sí mismo, 
el principio de la libertad de los mares, podemos afirmar 
sin temor de equivocarnos, que se encuentra escrito en la 
historia del mundo con la sangre de todos los pueblos nave- 
gantes. 

Desde el descubrimiento de América y fundación de las 
primeras colonias europeas en aquel continente, datan los 
primeros síntomas del pretendido imperio sobre los Cecéa- 
nos (*). 

A fines del siglo xvi, aspiran los portugueses á que Fe- 
lipe n dé España reconozca su soberanía sobre las islas, 
costas y mares del Golfo de Guinea. 

Más tarde, aparacen los ordenanzas del Rey de Portugal, 
prohibiendo así é sus subditos como á los extranjeros, tra- 
ías, resgatas, menguerrear, en todas las tierras y mares de 
Guinea é Indias, y en todas las tierras y mares de su con- 
quista, pena de la vida y confiscación de bienes. 

Como consecuencia de estas Ordenanzas, pretenden im- 
pedir que los galeones españoles se dirigieran á Filipinas 
por el Cabo de Buena Esperanza. 

España á su vez se llama á sí misma Señora del Pacífico. 
Los embajadores de Felipe II se quejan á Isabel de Ingla- 
terra de las depradaciones, atropellos, robos y piraterías del 

(^) No creemos deber ocupamoB en estos escritos de la soberanía, 
€(¡ercida por V^necia en el Grolfo de este nombre y mar Adriático, sim- 
bolizada por el anillo que el Papa Alejandro lU regaló al Dnx, en el 
siglo XII, diciéndole estas palabras: 

<Por medio de este anUlo contrae matrimonio con la mar, y qae 
> ésta te quede sometida como la esposa lo está á su esposo».^ 

Más tarde, en la segunda mitad del siglo xiii, Veneoia exigia un 
tributo á todos los buques que navegaban el Adriático. 
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corsario inglés Francisco Draque: reclaman enérgicamente 
ante aquella soberana el reconocimiento del derecho que 
asistía á España para dominar en los mares de América, y 
la soberana que soelenia, con una energía digna de mejor 
causa, BU imperio sobre los mares de Europa, á loe que ya 
daba el nombre de mares Británicos, contesta que: «el uso 
» de la mar y del aire es común para todos, ningún pueblo, 
» persona alguna, puede tener derecho sobre el Occéano, 
» puesto que por su uso público no puede ser ocupado.» 

Reinando Jacobo I, empiezan á manifestarse las preten- 
siones de Inglaterra. 

El sucesor de Isabel dio orden á sus buques, de exigir á 
todo extranjero encontrado en los mares británicos, que se 
extendían hasta el Cobo Finisterre, el saludo á su pabellón, 
sin que á esta muestra de respeto y deferencia, debieran 
corresponder los buques de la Gran Bretaña. El saludo con- 
sistía en abatir el pabellón y vetas altas, á la vista 'de las 
armas de Inglaterra. 

Las Ordenanzas de Felipe II de España, prohibían ter- 
minantemente á sus naves, el saludo á los ingleses, pres- 
cribiendo á los entonces Capitanes ó Cabos de sus reales 
galeras, rechazar la fuerza con la Fuerza, y perderse antes 
que abatir su estandarte como signo de vasallaje. 

La rebelión entonces de los Países Bajos, la prolección 
prestada á estas provincias por Inglaterra y la poca regula- 
ridad de las fuerzas navales de todas las naciones, fué causa 
de frecuentes y reñidos combates motivados por la soberanía 
que pretendía la Gran fireta&a sobre el Cana! de la Moncha 
y Mar del Norte. 

Las naciones cuya potencia naval permitía la lucha con 
Inglaterra, no reconocieron jamás su pretendido imperio en 
loB mares británicos; las débiles, entonces como posterior- 
mente y por mucho tiempo, se sometieron é las exigencias 
de los monarcas ingleses. 

Calos I fiel á la política inagurada por Isabel, cedía ante 
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el derecho convenientemente apoyado por la fuerza pública 
de algún soberano, que se mostraba inexorable cuando 
podía imponer su caprichosa voluntad á monarcas débiles. 

La Francia bajo el reinado de Luis XIII empezaba á re- 
poner sus fuerzas perdidas en las sangrientas luchas reli- 
giosas y civiles que por tanto tiempo la habían sumido en 
la mas horrorosa de las anarquías. 

En 1634, Carlos I cede ante las exigencias de Francia y 
fírma un convenio estipulando que en los casos de encon- 
trarse en los mares Británicos, buques pertenecientes á 
ambas coronas la iniciativa del saludo partiría de aquellos 
que se encontraran mas alejados de sus respectivas costas. 

Había una nación cuya bandera empezaba á contrariar 
los planes de Inglaterra. 

La pequeña república de Holanda que en 1609 había 
tomado puesto entre las naciones de Europa, tuvo habilidad 
suñciente para hacerse dueña del comercio de la India y 
para arrojar después á los portugueses de sus posesiones de 
Asia y Oceanía. 

Antes de la conquista de Portugal por el Duque de Alba, 
los buques holandeses cargaban en Lisboa todos los produc- 
tos asiáticos para llevarlos á los distintos mercados. Todo el 
poder de Felipe II no alcanzó á debilitar este tráfico que 
' era el primer elemento de riqueza para las provincias suble- 
vadas. Aclamado Rey de Portugal en 1581, prohibió bajo 
severísimas penas toda clase de comercio con los rebeldes. 

Golpe terrible era este para Holanda: la osadía de los 
Estados generales la salvó de una ruina cierta: decidieron 
ir á la misma India en busca de las producciones asiáticas 
que eran el principal alimento de la riqueza de la Repúbli- 
ca. En 1604, los holandeses se apoderan de Sumatra, quince 
años después conquistan á Java y Borneo y establecen su 
poderoso imperio colonial. 

Con estas conquistas se acreció extraordinariamente la 
fuerza y el comercio de la pequeña república: sus buques 
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surtian de los productos orientales, á todo el mundo cono-' 
ciño; encargados exclusivamente de traer á Europa las per- 
las, sederías, perfltmes y todas las producciones asiáticas, 
volvían á aquellas apulentas regmieft llevando los productos 
industriales de Europa. 

El pueblo inglés no podía ver pacientemente que, casi á 
sus puertas se desarrollaba y crecía una poderosa rival: su 
conveniencia le aconsejaba oponerse á los planes de otra na- 
ción que aspiraba al comercio del mundo, al imperio de los 
mares. El gabinete de San Jorge decidió la ruina de Holan- 
da puesto que en esta ruina se apoyaba el poderío de Ingla- 
terra. Empezaron á consumarse una larga serie de actos 
hostiles que debían ser el preludio de la guerra que, al ñn, 
se encendió entre ambas repúblicas. 

Bajo pretexto de algunos buques mercantes apresados 
por los holandeses, el parlamento británico otorgó cartas 
derepresalías y los armadores ingleses hicieron numerosas 
presas sobre el comercio holandés: más de doscientos buques 
propiedad de los ciudadanos de Holanda fueron llevados á 
los puertos de Inglaterra. Por este tiempo el parlamento 
inglés, publicó su célebre acta de navegación cuyos artícu- 
los se erigieron expresamente contra el comercio holandés. 
Los Estados generales enviaron embajadores á Londres para 
alcanzar asi la devolución de los buques apresados como la 
nulidad del acta de navegación que lastimaba profunda- 
mente al comercio marítimo. Sus reclamaciones no fueron 
escuchadas, se formularon nuevas exigencias entre los 
cuales aparecía que el pabellón holandés se abatiera ante el 
el Leopardo de Inglaterra en los mares Británicos. 

La negativa de Inglaterra á recoger los cartas de repre- 
salias, obligó á concederlas á los Estados Generales sobre el 
comercio inglés; la protección á sus respectivos comercios, 
obligó á ambas naciones á dar órdeües á sus respectivas 
escuadras x>AFa cruear en el Canal de la Muncha en mayo 
de 16$^. No lejos de Doüvers, se avistaron ambas flotas, la 
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holandesa al mando del almirante Trowmp, y la inglesa 
bajo la» órdenes de Blake. 

El almirante inglés demandó el saludo á las armas de 
Inglaterra: negado éste, tuvo lugar un combate que duró 
cuatro horas; dos buques holandeses fueron apresados, y 
dos meses después se declaró la guerra, que fué fatal para 
Holétnda. Por el tratado de 5 de abril de 1654, reconoció* 
Holanda la existencia de los mares Británicos, obligándose 
á que sus buques de guerra y corsarios, abatieran pabellón 
y velas altas, á la vista del pabellón de la Gran Bretaña. 

Pocos años debían trascurrir sin que Europa tuviera una 
prueba de la lealtad y buena fé inglesa y del respeto é im- . 
portañola prestado á los tratados por los soberanos de Ingla- 
terra. 

El astro de España caminaba visiblemente hacia su 
ocaso, en la segunda mitad del siglo xvi. Dueña todavía 
de medio mundo, no tenían sus gobernantes ni habilidad, 
ni vigor, ni patriotismo, ni talento para mantener su nom- 
bre en Europa, á la altura que había alcanzado por sus 
glorias anteriores. A la muerte de Felipe el Grande, como 
le llamaba su primer ministro, la gran monarquía de Car- 
los I, era un cadáver galvanizado y su cetro estaba en las 
impotentes manos de un niño inepto, regido por una madre 
fanática. 

La reciente pérdida de Portugal, los visibles y mal disi- 
mulados auxilios que para alcanzar su independencia le 
habían otorgado Inglaterra y Francia, la impunidad que 
obtuvo la primera infracción del tratado de los Pirineos por 
Luís XIV, consumaron nuestro descrédito en Europa. 

Nuestra escasa marina militar no servía ni aún para 
traer á la Península los caudales de Indias. Los galeones 
españoles que venían del Perú ó de Méjico, eran apresados 
por los holandeses, los portugueses ó los ingleses, ó por lo 
que causa rubor confesar, por los filibusteros ó piratas de 
las Islas de las Tortugas. No sorprende, pues, leer en núes- 
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tra historia, que un Presidente del Consejo de Hacienda, el 
Conde de Castrillo, propusiera la destrucción y aniquila- 
miento de la marina de guerra, puesto que para nada servía 
y costaba fuertes sumas al Real Erario. 

Escasa importancia alcanzaban las fuerzas navales de 
Francia que apenas llegaban á 18 viejos navios en 1661. 

La ocasión pareció propicia á Inglaterra para sentar 
sobre sólidas bases su pretendido imperio sobre los Occea- 
nos. Los cruceros ingleses recibieron nuevas órdenes para 
exigir de los buques de guerra ó mercantes encontrados en 
los mares Británicos, el saludo á las armas victoriosas de 
Inglaterra. 

Luis XIV protesta, invoca el tratado ajustado con Car- 
Ios I en 1654, amenaza la guerra y después de muchas y 
muy agrias contestaciones convienen ambos soberanos en 
dar órdenes á sus buques respectivos para evitar encuentros 
en la mar y en caso fortuito los pabellones de ambas poten- 
cias se abatirían á un tiempo ó permanecerían firmes en 
en sus topes (1662). 

Esta modificación de las cláusulas del tratado de 1654, 
dejaba indecisa la cuestión del imperio marítimo á que ya 
aspiraban las dos monarquías: sin embargo asi los buques 
franceses como los ingleses en sus casuales ó premeditados 
encuentros exigían el saludo del pabellón y velas altas, de 
lo que resultaban actos de verdadera hostilidad, que á pesar 
de su gravedad, no alcanzaban á alterar la armonía y bue- 
nas relaciones entre las cortes de Londres y Versalles. 

Los rápidos y brillantes triunfos de las escuadras de 
Luis XIV en el litoral africano del Mediterráneo estimula- 
ron sus mal disimuladas tendencias al dominio de los mares. 
En 1665 promulgó su célebre ley sobre saludos, de lo cual 
solo excluía á ingla térra. Asi España como Holanda y las 
potencias de segunda orden venían obligadas á plegar sus 
respectivos pabellones, aun en sus mismas costas, antes las 
flores de lis del monarca francés. 
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Apoyaba Luís XIV sus exigencias respecto á Holanda, 
•en que no reconociendo la Francia superioridad en nación 
alguna si los colores holandeses se bajaban ante el pabellón 
inglés, con igual razón debían abatirse ante la bandera de 
la casa de Borbón. Pero el pabellón de España no se plegaba 
á la vista de las armas de Inglaterra; frecuentes y reñidí- 
simos combates se empeñaban á diario por las exigencias 
de los comodoros ingleses que, obedeciendo las órdenes del* 
-Consejo de la Corona, aspiraban á apoderarse de los cauda- 
les de la India, y á destruir por completo nuestra escasa 
marina militar. Un año antes, en 1664, se había de nuevo 
encendido la guerra entre Inglaterra y Holanda. Aprove- 
•chando una paz de diez y ocho años, la pequeña república 
aumentó considerablemente sus armamentos, y rehusó el 
cumplimiento del tratado que le impusieron en 1654, las 
armas victoriosas de la Gran Bretaña. Las escuadras ingle- 
sas y holandesas, fuertes de cien navios, se disputaban en 
-el Canal de la Mancha el imperio de las mares. Vencida 
Inglaterra en varios encuentros, solicitó el apoyo de España, 
-de Suecia y del Emperador de Austria, sabiendo que Ho- 
landa negociaba un tratado con Luis XIV para que uniese 
sus escuadras contra Inglaterra. Estos auxilios fueron ne- 
gados, y solo el obispo de Memster puso sus fuerzas á sueldo 
del soberano inglés. 

Cuando Luís XIV rompió abiertamente con Inglaterra, 
ya Holanda se había aliado con Dinamarca, con el elector de 
Brandeburg y el Duque de Brunswiks. Una escuadra fran- 
cesa sale para las Antillas y vence á la inglesa que operaba 
en aquellas costas en el combate de San Cristóbal. Poco 
tiempo después una escuadra holandesa remonta el Támesis, 
é insulta á Londres. £1 soberano inglés firma la paz ¿ ins- 
tancias de su pueblo. Por el tratado de Breda (31 de julio 
de 1667) se modifica el acta de navegación inglesa en favor 
de Holanda, pero el artículo 19 de este tratado estipulaba 
que Holanda venía obligada á saludar el pabellón inglés en 
los mares británicos* 4 
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La paz de Breda. la medifiGación del acta de ua vejación 
inglesa y la triple alianza que detuvo el progreso áa la& 
arma» de Luía XIY, imponiéndole el tratado de Aix-la4Iha- 
pelle, colocaban á Holanda en la posición de arbitros de 
Europa. Fuertes y ricos con sus veinte mil buques mer- 
cantes, no desperdiciaban ocasión para mortificar el orgullo 
del monarca francés, ya prohibiendo la entrada de las mer- 
' cencías francesas en el territorio de las Provincias Unidas» 
ya con las célebres medallas que representaban á Josué 
deteniendo el Sol en su carrera, ya con los folletos, libelos, 
y mil sátiras que se imprimían en Holanda, censurando el 
, fausto de su corte, y el lujo de sus queridas. 

Por este tiempo (1667), la marina militar francesa, se 
componía de sesenta navios de línea y cincuenta entre fra- 
gatas y buques menores. La marina mercantil había tam- 
bién alcanzado un considerable desenvolvimiento. Desde 
1655, estaban vigentes grandes privilegios para la forma- 
ción de una Compaííía de Indias que, á imitación de la 
holandesa, aspiraba é establecimientos coloniales en Occea- 
nía. Diversas expediciones habían salido de los puertos 
franceses para aquellas regiones, pero todas ó casi todas 
fueron perfectamente inútiles, por las intrigas y auxilios 
que prestaban á los naturales de aquellas islas los agentes 
de las Compañías inglesas y holandesas. 

Los desastres de la Compañía de Indias francesa en 
Madagascar (1670), se debieron en su mayor parte á los 
esfuerzos y auxilios de la Compañía de Indias de las Pro- 
vincias Unidas. 

£1 orgullo del monarca francés se hacía incompatibltr 
con tantas y tan repetidas humillaciones. La idea de domi- 
nar en el Occéano, turbó su espíritu hasta el extremo de 
pretender arrojar á los holandeses de sus posesiones en 
Oriente, y apoderarse del imperio de los mai>es. En vano 
hombres como Colbert y Lionne intentaron separar al Rey 
de tan funesto camino: los representantes y los intereses de 



— 51 - 

Francia fueron humillado^ en Oriente, pero se decidió Is 
impolítica guerra contra Holanda. Lo» proyectos del mO"-- 
narca francéB se encuentran en sus mismas palabras. «Mis 
padres, decía, han stibido ele\'arla, pero yo sabré des- 
truirla.» 

El primer cuidado de Luís XIV, fué deshacer la triple 
alianza que detuvo los progresos de sus armas victoriosas 
en 2 de mayo de 1668, para después de lo que llamaba /aei/ 
empresa la conquista de Holanda, apoderarse de lo que aun 
conservaba en Flandes la abatida y desmembrada monar- 
quía española. Hábil conocedor de todas las cortes, envió á 
todas sus agentes secretos para halagar y atraerse á las^ 
potencias de Europa ó comprar su neutralidad. No se ocul- 
taba á su claro talento que era más difícil destruir las es- 
cuadras de Holanda que vencer su exiguo y reducido ejér* 
cito: bien comprendía el monarca francés que sus fuerzas 
navales eran impotentes para luchar con las disciplinadas y 
numerosas naves de las Provincias Unidas, y que le era 
menester la alianza de Inglaterra, para combatir con la 
flota holandesa, mandada por almirantes tan expertos como 
Ruy ter y Van-Tromp. 

La hermana de Garlos II, duquesa de Orleans, pasó á 
Dowers, acompañada de una escasa pero joven y brillante 
corte femenina, para comprar la alianza de Inglaterra con 
el oro y las mujeres de la Francia. En 22 de mayo de 1670, 
siempre bajo la influencia de la Princesa y los encantos de 
sus damas de honor, se firmó un tratado secreto entre Luís 
y Carlos, por el cual se obligaba Francia á pagar al sobe- 
rano inglés, una pensión anual de doscientas mil libras 
esterlinas^ en cambio de cincuenta navios y dieciseis mil 
hombres de desembarco para ayudar á la gueiTa contra 
Holanda. Otros artículos de este tratado, se referían á la 
eventual partición de la monarquía española en ambos 
mundos y á la unión y confirmación de algunos puertos ó 
islas de Holanda. Este tratado permaneció secreto, publi- 
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candóse uno de alianza ofensiya y defensiva contra la repú- 
blica de las Provincias Unidas. 

Ligado por este tratado, empezó Carlos II por dotar y 
abastecer sus buques para entregarlos á la corte de Versai- 
Ues, pero antes creyó conveniente el gabinete de San Jorge, 
imprimir cierto carácter de legalidad y justicia á su ruptura 
con Holanda. Era necesario crear una atmósfera de hostili- 
dad entre ambas naciones, para ocultar la degradación de 
un monarca que se ponía á sueldo de Luis XIY. 

La cuestión de la preponderancia marítima, la del impe- 
rio en los maree briídnicoe, sirvió de pretexto á Carlos II 
para sus fines. Los vejámenes de todo género al comercio 
marítimo holandés, el derecho que se atribuyó Inglaterra 
para visitar en plena paz los buques de las Provincias Uni- 
das y el saludo á los bajeles de guerra ingleses, provocaron 
-agrias comunicaciones entre los gabinetes de Londres y La 
Haya. A medida que se mostraban más conciliadores los 
Estados generales, crecían las exigencias del monarca britá- 
nico, hasta el extremo de que en agosto de 1671, el Almi- 
rantazgo inglés despachó desde Londres al pequeño yacht 
Merlin, con órdenes de buscar en sus puertos á la escuadra 
holandesa y exigir el saludo al pabellón inglés. 

En las bocas del Escalda, y fondeada en Westkappel 
encontró el «Merlin» á la escuadra de las Provincias Unidas: 
después de cambiar un saludo al cañón, el yacht inglés hizo 
fuego sobre uno de los buques insignia porque no había 
arriado su pabellón á la vista de las armas de Inglaterra. 

El embajador inglés en La Haya, Mr. Doivning, recibió 
instrucciones para reclamar contra ésta, que Inglaterra 
calificaba infracción de los tratados, y en una de sus notas 
decía: «que el imperio de la mar pertenecía á Inglaterra, y 
que no solo todo buque suelto, sino también toda escuadra 
debía bajar su pabellón á la vista de la bandera de la Gran 
Bretaña.» 

Las hábiles gentes de Luis XIY habían ya alcanzado 
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volver la Europa contra Holanda; la triple alianza estaba 
deshecha: Suecia prometía, por el tratado de 15 de abril de 
1G72, permitir la leva de diez y seis mil hombres en sus 
estados, y atacar al -Emperador siempre que se opusiera á 
los proyectos del soberano francés, mediante el pago de 
quinientas mil libras: la mayor parte de los principes ale- 
manes, excepción hecha del Duque de Brandeburg, se some- 
tieron dócilmente á la voluntad de Luís XIY, y algunos 
aceptaron su alianza, con la misma buena fé, que poco 
tiempo después habían de solicitarla amistad de sus enemi- 
gos: solo nuestra patria, la débil y casi impotente España 
no se sometióla la voluntad del Rey Cristianísimo; antes 
al contrario, se preparó secretamente para aliarse con 
Holanda; en vano Luís XIV agotó los recursos de su inmo- 
ral política; ni los halagos, ni ius amenazas, pudieron arran- 
car de la Reina Mariana, otra cosa que la vaga promesa de 
una neutralidad que no pensaba observar. 

A pesar de los muy escasos de nuestros recursos nava- 
les, debilitados por el huracán que azotó á Cádiz en mayo 
de 1675 y que destrozó la mayor parte de nuestras naves, 
todavía haciendo sacrificios, pudieron enviarse tropas y di- 
nero al conde de Monterey, Gobernador entonces de los Paí- 
ses Bajos, para guarnecer y fortificar plazas, y en caso ne- 
cesario, ayudar á los holandeses. 

Cuando los soberanos de Francia é Inglaterra hubieron 
tomado bien sus medidas, declararon abiertamente la gue- 
rra á Holanda. En sus respectivos manifiestos se quejaban 
ambos Reyes de la conducta de Holanda. En el de Inglaterra 
se acusaba á la República de haber obligado á los buques 
ingleses á abatir su pabellón en los mares de la India: «in- 
» solencia llena de ingratitud, decía el Rey Carlos, querer 
;> disputarnos el imperio de la mar, los que, en el reinado 
» del difunto Rey, nuestro padre, nos pedían licencia para 
> pescar pagándonos un tributo.» 

No podía Holanda por si sola resistir á tan poderosos 
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«üéÉiigos; vendida por SuBCia é Inglaterra, buscó aliados 
má^ nobles j más fiel«s qu% tuvieran al misno tiempo uá 
tilel interés en que las Provineias Unidas no ñieran pt^áá 
Áe Luis XiV; acudid á España y ai Imperio, antiguos ñvm*^ 
tos de Francia é irreconciliables enemigos de te casa de 
Borbón. 

No podía ocultarse á la Reina Regante de fisptüsi qut 
una vez dueño de H<denda el monarca francés, sería difícil, 
tino imposible para los españoles» conservar la posesión de 
los Paises-BajoB» y en consecuencia el Gobernador de estaA 
provincias recibió instrucciones secretas para auxiliar á los 
holandeses, j cuando el joven Statuder Guillermo III ponía 
sitio á Charlesroy, formaba parte de su ejército un cuerpo 
de seis mil españoles al mando del Conde de Marsin. 
Luís XIV reclamó contra esta infracción de la paz de A(|uiS'» 
gran y solo obtuvo por respuesta que España auxiliaba é 
sus aliados en virtud de un tratado conocido por el Rey Cris- 
tianísimo antes de su ruptura con Holanda. 

Á pesar de las solemnes protestas del soberano francés 
añrmando que su intención era observar religiosamente el 
tratado de Westfalia. el emperador de Austria, mirando á 
su seguridad y escuchando los consejos de España y Holan- 
da, aumentaba rápidamente sus armamentos y se confede- 
raba con los príncipes feudatarios del Imperio para romper 
abiertamente con Francia. 

Antes de esta pública ruptura, las escuadras aliadas 
fuertes de ochenta navios y treinta entre fragatas y buques 
menores, intentaron un desembarco en Zelanda. Mandaba 
la holandesa el célebre Almirante Ruyter, que con sus 
sesenta navios y cuarenta fragatas presentó combate á las 
notas de Francia é Inglaterra á la vista de la bahía de 
Southword en 7 de junio de 1672. Terrible y sangriento fué 
él choqué: los ingleses cuentan como una de las glorias de 
su Almirante el Duque de York, la jornada del 7 de junio, 
pero la escuadra aliada se retiró maltratada sin haber podido 
apoderarse de Zelanda. 
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Paro InglalerjB, á quien pcN* el tratado de 1670 correara 
pondia k -iipeodióa de la guerra «larítítna, bo perdía de vistA 
sus particulares iatereaes; &el á »u poUtica de dei»irulr todo 
comercio que pudiase competir en s«l8 mares eo» su propio 
tráfico* hizo inover las eecuadraa aliadas para ^lue al mismo 
tiempo que intentaban uu husto desembarco en Holanda* 
pudiesen destacar una división para apresar las ilotas qua 
Tenían de la India. Bl Almirante Ruyter en los combates de 
7 de junio y 23 da agosto de 1673 destruyó los planes del 
Príncipe Ruperto y salvó de nuevo á la República y á los 
ríooB cargamentos de la Compañía de Indias. 

Los reveses de las escuadras aliadas causaban profunda 
impresión en Inglaterra; ddspués del combate de Texel, el 
Almirante inglés decía que la escuadra francesa »e habia 
poriado eohardemente por instrucciones expresas de la corte 
de Versailies. Era voz pública en Londres y en el Parla- 
mento que Carlos II y que la marina inglesa se arruinaban 
«a provecho de Holanda para engrandecer á Luis XIV; Sa- 
pa!^ y el Imperio habían: declarado solemnemente la guerra 
á Fjraucia : el 30 de agosto de 1673 se publjjcó ea La Hay^ «I 
tratado de amis4ad y alianza entre España, Austria y \a» 
PiHdvincias Unidas y los embajadores espa&oles declararon 
confidencialmente en Londres que declararían la guerra á 
Is^aterra sino se separaba de la alianza francesa. Por otra 
parle, la mayoría protestante del Parlamento británico in- 
citada por el Statuder Guillermo III, presentaba su bilí del 
text y obligaba al Duque de York á dimitir el mando de las 
escuadras, al mismo tiempo que negaba toda clase de sub- 
sidios para la guerra. Todas estas circunstancias obligaron 
á Carlos II á firmar la paz con Holanda , sin dejar de percibir 
la pensión que, por trimestres, le babia asignado Luís XIY 
y obligándose á interponer sus buenos oficios para reconci^ 
liar ¿ los beligerantes. 

Por este tratado (19 de febrero de 1674) los buques holán* 
deses así sueltos como en escuadra, debían abatir su pabe*" 
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Uón y velas altas á la vista de cualquier buque de guerra 
inglés encontrado en los mares británicos. La extensión de 
estos mares se fija por primera vez en este tratado, exten- 
diéndose desde el Cabo Staten al de Finisterre. 

No tardó mucho Suecia en imitar la conducta de Ingla- 
terra abandonando á Luís XIV en unión de los príncipes- 
alemanes que habían aceptado su alianza en 1667. 

No creemos pertinentes á nuestro objeto relatar aquí los 
diferentes episodios de esta guerra siempre de gloria y pro- 
vecho para Francia; como españoles nos dolemos y lamen- 
tamos de las desgracias y abatimiento de nuestra patria y 
tributamos un respetuoso homenaje de admiración á los 
marinos españoles muertos en los gloriosos pero funestísi- 
mos combates de Stroomboli, Agosta y aguas de Siracusa 
que acabaron con las ya muy escasas fuerzas navales de 
España (7 de enero, 21 de abril y 2 de junio de 1676). 

La alianza de Inglaterra con Holanda (8 enero de 1678) 
apresuró las negociaciones que se iniciaron en Nimega para 
la paz general. Todavía el rey Carlos, arbitro de la paz de 
Europa, intentó la alianza de Luís XIV, pidiendo seiscien- 
tas mil libras esterlinas como premio de sus servicios. El 
monarca francés, desde el sitio de Gante, rechazó esta in- 
digna oferta del monarca británico. 

El 17 de noviembre de 1678 se firmó la paz entre España 
y Francia, paz humillante y vergonzosa para nuestra patria, 
que sin embargo fué aceptada con júbilo en Madrid, po- 
niendo de manifiesto á la Europa á qué grado de abatimiento 
y de marasmo había llegado la monarquía que Carlos I 
y Felipe II pretendieron hacer universal en sus cabezas. 

Inglaterra fué cediendo poco á poco en la cuestión de 
nombre de preponderancia marítima y si no insistía con la 
tenacidad que distinguió su política en el reconocimiento 
de su imperio en los mares, si no exigía á los buques de 
guerra de otras potencias el abatimiento del pabellón y ve- 
las altas en los mares británicos, era porque los hechos que 
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consumaban bus cruceros por órdenes de su Almirantazgo, 
estaban en armonía con su pretendido imperio, sin que fuera 
necesario humillar á las potencias marítimas demandando 
su reconocimiento en tratados solemnes. 

Sin embargo, en el tratado de paz con Holanda en 1784, 
todavía se incluyó el del 14 de 1674 que estipulaba el saludo. 

Durante todo el siglo xvm fué Inglaterra dueña absoluta 
de los Occéanos; en el curso de esta obra al tratar de los de- 
rechos de visita y de bloqueo, tendremos ocasión de reclamar 
para aquella potencia el funesto y poco envidiable privilegio 
de haber violado todos los tratados y lastimado los derechos 
más legítimos de todas las naciones navegantes. 



CAPITULO VI 



MARES TERRITORIALES 



El principio obsoluto de la libertad de los mares admití 
dos importantes excepciones. 

1,° Mares territoriales, y 

2.' Mares cerrados, Golfos, Bahías, Radas, Calas j 
ínertos 

Entiéndese en el Derecho marítimo internacional poi 
mar territorial de una nación 6 aguas de un Estado, la zoni 
marítima de una extensión determinada y paralela á su: 
costas. 

La mar territorial no puede consideraree Ubre como li 
alta mar, ni tampoco como propiedad exclusiva del Estadi 
cuyas tierras moja: no puede haber en sus aguas la liber- 
tad absoluta inherente á todo buque que flota en el Occéano 
ni tampoco ejercerse en su limitada superficie todos los de 
techos de soberanía: tiene un carácter mixto que la aproxim. 
mucho á lo que expresa el nombre conque impropioment 
se le ha designado, de territorio marítimo de un Estado. 

El derecho de legítima defensa, la prevención contr 
cualquier ataque inesperado ó falto de fé de la nación veci 
na, la obligación de protejer las vidas é intereses de su 
ciudadanos, aconsejan á un Estado ocupar militar y cons 
tflntemente los puntos de sus fronteras más accesibles a 
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jércitoB enemigos. Los reductos, plazas, baterías y 
r otro género de fortiGcaciones eo las líneas de 
ion otras tantas garantías que el Estado presta á 
:8 y extranjeros residentes en su territorio: en 
)uede decirse que escogidos y fortificados para sí 
ya puntos más apropósilo de sus fronteras, toda 
t encuentra á cubierto de una iuvasit^n repentina, 
ique á su legitima independencia; los accidentes 
mo oponen siempre, ó casi siempre, obstáculos 
bles para penetrar en un país por otra part« que 
irntoa en que artificialmente los presenta de otro 
1 soberano del territorio que se trata de invadir, y 
Lificada oglomeración de fuerzas en las provincias 
son siempre causa suficiente para una justa alarma 
tmaudar esplicaciones y tomar medidas de pre- 

'onteras marítimas de un Estado, las orillas de sus 
n esencialmente distintas de sus límites terrestres: 
sn general sus playas, inhabitadas en su mayor 
I, accesible, no solo á una nación, sino á todas las 
Jrso, en virtud de un derecho de libre navegación, 
esario, para asimilarlas á las fronteras de tierra, 
msa linea de fortificaciones que protegiera no solo 
itantes y propiedades de las orillas sino también é 
intes en sus proximidades. 

ponerla establecida, el derecho de prevención con- 
uier ataque conferiría al Estado el de imperio sobre 
paralela á sus costas cuya eslensión sería igual la 
á los puntos desde donde pudiera intentarse cual- 
de hostilidad contra el propio territorio, .\poyado 
erecho de imperio el Estado lo tendría para alejar 
as aguas á los buques sospechosos, para regimen- 
letración y aproximación de los extranjeros, para 
n fin, una vigilancia constante que garantice su 
1: el establecimiento de reglamentos fiscales y de 
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policía sería una consecuencia natural del imperio de un 
estado sobre sus aguas vecinas. 

Pero estas mismas riberas, estas orillas de los mares arma- 
das ó sin defensa, erizadas de cañones ó desiertas sus pací- 
ficas arenas, son siempre el territorio del Estado, que es 
libre para establecerse en ellas de una manera militar y 
permanente. El derecho de imperio sobre la zona marítima 
no se origina del hecho material de levantar fortalezas en 
las playas, se apoya única y exclusivamente en el de pre- 
vención, en el de legítima defensa. 

^ Pero no es solo el derecho y la obligación de atender á 
su propia conservación el que sirve de apoyo á una nación 
para el imperio en sus mares territoriales. Como soberana 
lo tiene perfecto para dictar Ordenanzas y Reglamentos que 
sirvan de base al comercio de sus subditos con los extranje- 
ros, para señalar y habilitar los puertos que aparezcan más 
convenientes para la importación y exportación de mer- 
cancías, para la administración de unas y las limitaciones ó 
absoluta prohibición de otrae, etc., etc. Las fronteras marí- 
timas parecen á propósito para el comercio ilícito para tornar 
en ineficaces las leyes del Estado que al comercio se refieren. 
Protector el Estado de los legítimos intereses de sus ciuda- 
danos, viene obligado no solo á impedir, sino á prevenir la 
comisión de cualquier acto que pueda lastimar su natural 
y legítimo desarrollo. Armonizando esta obligación con el 
perfecto derecho que tienen todas las naciones para recorrer 
los mares en todas direcciones, un Estado soberano no puede 
impedir el paso de buques extranjeros por las aguas some- 
tidas á su imperio, pero tiene derecho para prohibir su per- 
manencia en ellos y aún para su expulsión. 

La carencia de derecho para oponerse al paso de extran- 
jeros por sus mares territoriales, es la razón en que nos 
apoyábamos para decir que era impropia la frase de territo- 
rio marítimo con que algunas veces se ha designado á los 
mares territoriales. 
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Sin disda un Estado es soberana ea sus mares territona- 
les, pero esta soberanía es limitada é imperfecta, porque no 
permite el ejercicio de todos sus atributos y porque no al- 
canaa á impedir la penetración de extranjeros, ni á someter- 
los á sus leyes. Salvo la obligación de respetar los regla*- 
mentos ñscalea y de policía, el buque que navega por aguas 
territoriales de un Estado es libre en absoluto, sin alcanzar 
á sus tripulan tas la legislación del soberano de la costa. 

Si los productos de la alta mar son inagotables, no tie- 
nen el mismo carácter los contenidos en los mares territo- 
riales: la industria pesquera, principal elemento de vida y 
aun algunas veces único sostén de los habitantes de las 
costas, puede resentirse y aun anularse por completo por el 
abuso de su ejercicio. Así los animales riberianos como el 
coral, nácar, perlas, etc., etc., son de la propiedad exclusiva 
del Estado en cuyas aguas territoriales se encuentren: so^ 
berano imperfecto de aquella zona, es señor absoluto de sus 
productos, teniendo poderes para hacer leyes que prohiban 
á extranjeros la explotación de aquellas industrias. 

La extensión de la zona territorial de un Estado se dedu- 
ce lógicamente del principio que dá vida á su imperio en las 
aguas vecinas. Apoyada su imperfecta soberanía en aque- 
llas aguas en el derecho de prevención para la legítima 
defensa, parece natural que su jurisdicción acabe á donde 
principien las aguas desde las cuales no pueda intentarse 
acto alguno de hostilidad contra la costa. El tiro de cañón 
de las playas debe, pues, ser el límite de los mares territo- 
riales porque si, dentro de este determinado espacio, putde 
hostilizarse a la costa vecina, también el señor ó soberano 
de ésta puede rechazar la agresión sirviéndose de los mis- 
mos elementos de guerra. 

La opinión general de los publicistas así antiguos como 
modernos pone este jueW limite á la zona marítima some- 
tida al imperio de un Estado soberano. Sin embargo, algu- 
nos de los escritores de nuestros días, piensan que sería 
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conveniente qtte, por un acuerdo unánime de las naciones, 
se asignaran á los mares territomles limites menos vagos 
que el tiro de cañón de las orillas. 

El abogado francés E. Cauchy en su importante cuanto 
excelente obra titulada «Le Droit Marítime International, 
consideré dans ses origines et ses rapports avec les progrés 
de la civilisatión» dice en apoyo de su opinión «que con la 
perfección que cada día adquiere ese arte formidable de la 
artillería podrán variar los límites hoy asignados á las zonas 
marítimas terriloriales.» 

La consecuencia es lógica, pero sin potencia para alterar 
la exactitud del principio. Es posible y aún probable que los 
progresas en ese formidable arte de la artillería extiendan 
el espacio recorrido por los proyectiles que sus piezas arrojan, 
pero al mismo tiempo será forzoso reconocer que las fronte- 
ras marítimas de una nacióh pueden hostilizarse desde 
mayor distancia, y si su imperio sobre las aguas vecinas á 
sus costas se apoya única y exclusivamente en el principio 
de legítima defensa, natural y perfectamente lógico parece 
que la extensión de esta zona se limite por lo» adelantos que 
realicen las ciencias y las industrias unidas. Si los progre- 
sos en artillería alargan las líneas que sus proyectiles re- 
corren, aumentará al mismo tiempo la extensión de la zona 
determinada por el último punto de caida y sí apoyados en 
los sencillos preceptos de la Ley primitiva, parece que los 
medios de defensa deben ser iguales á los de ataque, la am- 
plitud de los mares* territoriales oscilará al mismo tiempo 
que los adelantos que introduzca la ciencia en la construc- 
ción de las armas de niego. 

Por otra parte si de común acuerdo las naciones ñjaran 
un límite exacto, una extensión determinada á sus mares 
territoriales, no sería posible que los adelantos introduci- 
dos en ese formidable arte alcanzaran á imprimir á sus pro- 
yectiles el necesario impulsa para salvar los ideales, líneas 
trazadas por el consentimiento unánime de todos los pue- 



^ 64 — 

blos. ¿Puede fijarse hoy el límite de lo8 progresos científicos 
é industríales de la humanidad? 

£1 Sr. D. Antonio Riquelme en su obra titulada «Ele- 
mentos de Derecho público Internacional» acepta como con- 
forme á derecho que la extensión de los mares territoriales 
debe alcanzar hasta donde lleguen los medios de acción que 
tiene^el Estado para sostener su soberanía en aquellas 
aguas. 

«Algunos escritores» dice después, han pretendido que 
como consecuencia del principio de la propia defensa, el lí- 
mite marítimo debía determinarse por la distancia ó alcan- 
ce del tiro de cañón: esta doctrína, aunque en apariencia 
menos vaga, en la práctica puede ofrecer graves dificultades, 
porque pueden darse situaciones en que el tiro de cañón sea 
demasiado como sucede en la bahía de Gibraltar, en que los 
tiros de esta plaza se cruzan con los de las islas vecinas y 
pueden presentarse circunstancias en que un buque coloca- 
do fuera del tiro de cañón ofrezca más peligro para la costa 
que otro situado á la mitad de la distancia. }> 

La plaza de Gibraltar es un caso anómalo é irregular en 
el estado de las naciones. Propiedad de la Gran Bretaña, 
desde la sorpresa de 4 de agosto de 1704, tiene determinados 
sus límites así terrestres como marítimos, en los tratados 
concluidos con posterioridad al de su cesión á Inglaterra 
en 11 de abril de 1713. La ley secundaria en armonía ó en 
desacuerdo con la ley primitiva, ha marcado sus fronteras 
marítimas; así España como Inglaterra, en su cualidad de 
estados soberanos, han podido y pueden extender ó estre- 
char estos límites. De un hecho aislado no puede deducirse 
lógicamente la incompetencia de un sistema, ni para soste- 
ner como posteriormente pretende el Sr. Riquelme, que 
cada nación tiene libertad para determinar por sí misma, 
la extensión de sus mares territoriales. 

Es indudable que los tratados que cada una haya cele- 
brado le asegurarán el reconocimiento por parte de los fir- 
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maoUts de la exteoslán arbitraria que Be dé en aqueUoB do- 
cumectoB, á la exieasión de las zonaa marítimas re^tectl- 
vas; peio estas estipulaciones ó tratados, origiuarioa de la 
ooBveoieacia y acuerdo mutuo de les naciones que pactan, 
no alcanzan i obligar jamás á los que no han intervenido en 
ellas que, en principio y en derecho, no pueden reconocer el 
imperio en la zona marítima á mayor distancia que la mar' 
cada por el tiro del cafión de las orillas. 

A pesar de lo expuesto, la práctica general de las nacio- 
nes Im asignado distiatos límites é la extensión de sus m»> 
res territoriales. La zona de aduana y pesca se han deter- 
minado en diferentes trotados sin que aparesca igual la 
distancia de las costas para el ejercicio de la jurisdicción 
marítima. 

La ley inglesa limita á tres millas de la baja mar la zona 
de pesca y de aduanas. (Convenio entre Francia é Inglate- 
rra relativo á pesca costera en 2 de agosto de 1839, y Ley 
de 28 de agosto de 1833 relativa á buques mercantes encen- 
trados en mares territoriales ingleses). 

Francia en el convenio arriba citado extiende á tres 
millas de la baja mar la zona de pesca, pero la relativa á 
aduanas alcanza i doce millas. • 

Por la convencióD de 1818, entre los Estados-Unidos 5 
Inglaterra quedó limitado el derecho de pesca esclusivo 
para los ciudadanos de los Estados-Unidos al radio de tres 
millas de la costa. La zona de navegación y aduana alcanza 
i doce millas. 

La ley del antiguo reino de Cerdefia limitaba á cinco mi- 
llas la acciiSn de su resguardo marítimo; la moderna Italia la 
extiende ¿ tres millas de sus costas. 

La zona marítima territorial de España tiene seis millas 
de extensión á tenor de lo dispuesto en las Reates cédulas 
de 17 de diciembre de 1760 y 1." de mayo de 1766. El Real 
decreto de 3 de mayo de 1830 conSrma estas reales dispo- 
siciones. 
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Las Ordenanzas de matrículas de 1803 reservan é los súb- 
ditos españoles matriculados el exclusivo privilegio de la pes- 
ca tanto en los puertos como costera, quedando anulada la 
misma concesidn que para las pescas en sus respectivas cos- 
tas se hicieron Francia y Espafia en el tratado de 2 de 
enero de 1768. 

En 1799 se convino con el Emperador de U arrueco» que 
los subditos españoles disfrutaran del privilegio de la pesca 
6n las costas de Berbería situados al Norte de Sta. Cruz de 
la mar pequeña. Por el tratado de paz y amistad ajustado en 
1860 se confirma este privilegio. 

La obligación que tienen todas las naciones de abstenerse 
de todo acto hostil en las aguas territoriales de un Estado 
soberano, será tratada ampliamente al ocupamos de la 
neutralidad; basta por ahora i nuestro propósito consignar 
<{ae el uso de las naciones fija generalmente é tres millas 
de sus cestas 6 al tiro de cañón de sus orillas el límite de 
sus zonas marítimas territoriales para los actos de guerra. 
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CAPITULO VII 



MARES CERRADOS 



La Greografía llama mares cerrados á toda clase de ma- 
res interiores ó mediterráneos que comunican por uno ó va- 
rios estrechos con el Occeano: en el lenguaje del Derecho se 
entiende por mares cerrados aquellos también mediterrá- 
neos cuyas orillas y las pertenecientes á los estrechos ó ca- 
nales de comunicación son propiedad de un solo Estado; e& 
decir, que forman parte de @u territorio. 

Los mares cerrados cualesquiera que fuese su extensión^ 
la profundidad de sus aguas, la variedad, riqueza y utili- 
dad de sus producciones, son propiedad exclusiva del Esta* 
do dueño de sus riberas. 

Ninguna de las causas que informan la necesidad de la 
libertad absoluta del Occeano se encuentra en los mares ce- 
rrados. Son susceptibles de posesión porque aparecen encla- 
vados en el territorio de un Estado: son agotables sus pro- 
ductos porque es limitada la extensión de sus aguas: su 
clausura no perjudica en nada á la libre comunicación de 
todos los pueblos y siendo posible al Estado propietario el 
sostenimiento de su soberanía en sus aguas, pues como se- 
ñor absoluto de las costas las abarca y ocupa materialmen- 
te, los mares cerrados pueden considerarse en el Derecha 



.ernacional como parle iotegraote del terrilorio del EsU- 
propietario de sus orillae. Su soberanía no ea aquí límí- 
la como eo los mares territoriales, lan perfecta como eo 
la la extensión de sus dominios terrestres quedan some- 
os al ejercicio de lodos sus atributos: la libre admisión de 
tranjeros 6 de su comercio, la limitación ó absoluta ex- 
isión de éste y aquellos en lea aguas de estos mares, es 
a consecuencia lógica de loa absolutos derechos de sobe- 
ifa é imperio que tiene un Estado sobre sus mares ce- 
dos. 

Pero desde el momeólo que una porción de la coBta per- 
ece á otra nación, reaparece la libertad de los mares, j 
iquella propiedad no parece causa suficiente para imprt- 
r al mar interior el carácter de enteramente libre como el 
Mano, tampoco puede admitirse que en loda su extensión 
sjerciten los derechos Ae B(^>eran{e del fistedo antes pto- 
tario, porque la nación duefia de oti punto en el litotsl 
le perfecto derecho para su libre comunicación marítima 
L todas IsB naciones del mundo y éstas, i su vez, apoya- 
a el suyo, tamJsién perfecto, para penetraran el mar ÍD'- 
ior con la autoriaación concedida por uno de los Estados 
erianoB. 

Si un mar interior es Kfare, los estrechos y canales de co- 
DícacióQ con «I Oceeano son tamiiién libres. 
Puede acontecer que perteneciendo las dos costas de es- 
«aaalee i \m Estado soberano j alcatiEando su «nchura 
) muy limitada extensión, permita considerar sus aguas 
10 ent^vadas «n el propio lerrUorio y stijetas por con- 
uieate & «u 4e»iaio absoluto. 

A pdmera vtAa parece que en estes casos es perfecta la 
«ranfa áti %tado prc^ielario ée tas ocillas. Material- 
Bte «oupa y posee las aguas del canal; la artillería de Btis 
tas le SBegnraa ta prepiedad del estrecho y de «us bocas 
[wr e«wiguí0tiile «af eztPtmjeroB «orno subditos, ddfoerfan 
leteisei su iapenoHoberafio. Pero el nriamo tiempotjue- 



daría anulada la lihet iad d^ mar inierior: laa oaoionea de: 
su liloraL Terian raducida su ¡yarfecio, au abaaluio derecho, 
de libre na^egaetón en todos loa marea, al exiguo dé reco- 
rrer el suT^o en todas diraeóenea: el Occaauo se abriría ó co« 
rraría para, aquellas á volufitad 6 eaprioho del soberano del 
eatreoho: el legitimo desarrollo de sus iatereaes materiales!., 
loa pcogreaoa de su cemereio y hasta el deaenvalvimieBiei 
de la oivüiaaoión habían de ea^r en armonía cou los intare- 
aesi del Estado propietario .del estrecho para que no oreara 
obstáculos ó impidiera temporal 6 deünitivamente el paso 
per las aguas de su propiedad: el riguroso ejercicio de ios 
dejpechos de soberanía atraería aquí males incalculables pa^* 
ra las naciones riberianas sin ninguna ventaja positiva para: 
el Estado propietario del estrecho; su derecho sobre el canal 
debe pues oonaiderarse como el de imperio sobre sus mares 
territoria^s, Umit&ndose á los de presencian, de vigilaXusia 
sobre sus fronteras marítimas. 

fista que es opinión general de los autores no coincide» 
sin embargo» con la autorizada de nuestro D. Antonio lU*- 
quelme^ quien al sentar el principio de la imperfecta sobe^ 
ranía de un Eatado sobre sus aguas territoriales concede ¿ 
todos el derecho de prohibir á escuadras extranjeras la nar*^ 
vagación por la^ zona maríiima que bafta sus dostas. 

Pa rócenos que hay error de expresión en loa escriios de' 
nuestro distinguido publicista, empleando la padabra nave- 
gación para indicar los cruceros ó estación larga da fuerzas 
navales estraujeras' en loa meres territoriales de un Estado 
soberano, y esta creaneia nuestra se corrobora consideran* 
do que no solo establece la soberanía imperCeeta del Estado^ 
en la zana marítima territorial, sino que también proclama 
la libertad en los estrechos de comunicactiSn con un mar 
interior libre. 

El sabio j-uriseonsulto francéa L. B. de Haotafouille en 
su escalente obra «Dea droils ei devoirs de naiioua neutres»>. 
aoaliene el mismo principio de ta libertad de los estrechóla 



pero no concede al EsUdo dueño de sus costas el miBmo im- 
perio ea aquellas aguas que sobre sus mares territoriales. 

El publicista francés piensa que la soberanfa del Estado 
en esta zona es tan perfecta como eo cualquiera porción 
de sus dominios terrestres, es decir, que los mares territo- 
riales de un Estado soberano deben considerarse en el De- 
recho internacional como parte integrante de su territorio. 
Grande es la autoridad que en materias de Derecbo in- 
ternacional tiene el moderno defensor de toa derecbos de las 
naciones neutrales en tiempos de guerra marítima, pero 
entendemos que no puede deducirse la igualdad de la sobe- 
ranía de un Estado «n bu territorio terrestre y en sus mares 
territoriales de los inmutables y sencillos priucipios de la 
ley natural 6 primitiva. 

Toda la argumentacidn del ilustre abogado de la Corte 
dfl Casación de París, reposa sobre el principio universal- 
mente reconocido de que loa marea que baDan las costes 
de un Estado no deben tener la misma libertad que el 
Occeano, pero esto, que constituye una escepción el princi- 
pio general de la libertad de los mares, no alcanza á esta- 
bleber otra escepción al derecbo 4e libre navegación para 
todos los pueblos del mundo. Si admitimos por un momento 
la teoría del abogado francés, encontraremos que su práctica 
se encuentra en conflicto con el espíritu de justicia y de 
armonía de derechos que enseña en su escelenle obra. 

Si la soberanía de un Estado es perfecta en sus mares 
territoriales habremos de convenir que todas sus naturales 
y legítimas consecuencias serán aplicables á aquellas aguas 
en todas circunstancias. Un Estado soberano tendría dere- 
cho para abrir ó cerrar la navegación por sus mares territo- 
riales en la misma forma y modo que puede hacerlo en sus 
puertos: para imponer un tributo á los que, obligados por las 
necesidades de la navegación y siempre con la venia del so- 
berano propietario, penetraran en aquella zona propiedad 
excluaiva, territorio verdadero de la nación dueiía de las 
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orillas. Cualquier género de leyes, en armonía ó en desa-- 
cuerdo con los intereses generales de la navegación ó del 
comercio marítimo del universo, serían allí obligatorios para 
todos los navegantes. Teniendo cada Estado derechos de 
jurisdicción absoluta, de exclusiva j verdadera propiedad 
sobre la zona marítima que baña sus respectivas costas, el 
comercio del mundo, la navegación de todos los pueblos se 
encontrarían ligados con mil diferentes lazos, s.ugetps á mil 
diferentes leyes en armonía en los diversos pensamientos, 
costumbres ó mayor ó menor latitud que cada Estado con- 
cediese en el ejercicio de su perfecta soberanía. ¿Y cómo 
sostenerla y hacerla efectiva sobre todos y contra todos? 

Se concibe, un Estado con el número de buques de guerra 
<5 baterías de costas para castigar en el acto al extranjero 
que viole las ordenanzas ó reglamentos establecidos en 
toda la extensión de sus mares territoriales? Digamos cen 
Ortolan y con otros distinguidos publicistas que mien- 
tras hay fondo suficiente para la navegación hay una vía do 
comunicación, de comercio que tienen derecho á usar todos 
ios pueblos sin escepción alguna y que los derechos de un 
Estado sobre sus mares territoriales no son los de propiedad 
absoluta y exclusiva los de perfecta soberanía, son solo dere- 
chos de imperio, poderes de legislación, de vigilancia de 
jurisdicción sobre sus fronteras marítimas. 

Otros no menos autorizados publicistas modernos presen- 
tan para la nación soberana de los costas de un estrecho de 
comunicación con un mar interior libre, la exigencia del 
pago de una moderada cantidad sobre los buques y mercan- 
cías que atraviesen sus agupis. 

apoyados en el pasado ejemplo de Dinamarca en los estre- 
chos del Sund pretenden hacer derivar de la ley primitiva ó 
natural lo que ha estado siempre bajo el imperio de ley se- 
cundaria ó convencional y de un hecho histórico, de un caso 
aislado, deducir los principios de la ley universal. 

La libre navegación para todos los pueblos, la comunidad 
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de los mares es un derecho absoluto para todos los del uni-*' 
terso; cuyo ejercicio no pueden comprar aquellos que habi- 
tan las orillas de un mar interior. Su paso perlas aguas del 
estrecho se apoya en su derecho primitivo, en los eternos é 
invariables principios de igualdad y de justicia, porque no 
siendo aquellas aguas propiedad exclusiva del Estado, dueño 
de las orillas, no le asiste derecho para imponer tributo- 
alguno á los que las surcan por la virtud y eficacia de su 
propio derecho. 

El hecho citado, el ejemplo de Dinamarca, aunquereposa- 
ba sobre tratados con las principales potencias marítimas, no 
ofrécela claridad y autoridad de origen que le asignan algu- 
nos autores. Las cantidades que los buques del comercio ex- 
tranjero pagaban á los agentes del gobierno danés á su pa- 
80 por los estrechos del Sundy Gran Belt, abstracción hecha 
de que fueron siempre objeto de convenciones especiales en 
tiempos en que Dinamarca era propietaria de la vecina costa 
de Noruega, no fueron pagados nunca como lógica y natu^ 
ral consecuencia de su soberanía en aquellas aguas, el adeu» 
do se hacía á título de indemnización por los gastos que 
constantemente tenía aquel Estado tanto para protegerá los 
buques mercantes contra los ataques de los piratas del Bal-* 
tico, como por el sostenimiento de faros, valizas y señales que 
facilitaran la navegación en aquellos peligrosos canales. 

A pesar de que el espíritu de los tratados estaba en ar- 
monía con las ideas acabadas de exponer, su redacción no 
era ten clara y perfecta que no haya podido condenar en ab- 
soluto las pretensionecj de Dinamarca sobre los estrechos. 

El primer acto solemne que, en cierto modo, reconoció la 
soberanía de Dinamarca sobre los estrechos del Sund y Gran 
Belt fué el tratado ajustado en las ciudades anseáticas en 
1368. Por el tratado celebrado con Enrique VII de Inglate- 
rra en' 14d0, se prohibe á los buques ingleses el paso pivr lois 
estrechos, y en caso de necesidad absoluta deben satisfacer 
los derechos establecidos. 



A pesar de la eixisteQQia de estos doe tratados» lespreten*- 
sioaes daiskesas se apoyaban prUicipalmente ea el tratado 
celebrado con Carlos I de Espaüa y V de Alemania en la 
ciudad de Spixa en 1544, que estipula que los negociaintea 
flamenooa aegairían pagando los derechos establecidos á su 
paso por los estrechos del Sund y Gran Belt. 

£1 trata4o de Cristianaple 8J:ustado en 1645 entre Dina-»' 
marca y la República de les Provincia» Unidas es el pri«- 
mero que establece clara y distititamentie los derechos que 
debían satisfacer los buques holandeses á su paso por Iúb 
estrechos; las mercancías embarcada» eran la base para el 
adeudo de cantidades á favor de Dinamarca; una tarifa uiii«' 
da al tratado indicaba lo que devengaba cada una y loe no 
incluidos en lista debían satisfacer las mismas cantidades 
que en fecha anterior á 1645» La vaguedad de esta última 
cláusula atrajo disputas entre ambas potencias, que termi- 
naron con el convenio de 1701 que eatipulaba que las mer> 
cancías no incluidas en la tarifa aneja al tratado de 1645^ 
pagarían uno por ciento ad oaloren ¿ su paso por los estre-» 
(dios del Sund y Gran Belt. 

A pesar de que por el tratado de Roeskild en 1658» con* 
firmado en 1660, Dinamarca cedió ¿ Suecia la provincia de 
Scania recibiendo una indemnización por el mantenimiento 
constante de los faros y valiaas establecidas en las costas 
de la provincia cedida, los tratadoe de 1645 y 1701, sirvie- 
ron de norma para los convenios con las potencias europeas 
intereeadas en el comercio del Báltico. Si la Europa ó la 
mayor parte de las potencias marítimas de aquella época no 
hicieron un reconocimiento expreso de la soberanía de Dina*- 
msfroa sobre los estrecho» del $und y Gran Belt, fors&oso es 
confesar qvbe autorizaron y convinieron con esta potencia el 
eíereicio de uno de los atributos de la soberanía más perfeo^ 
ta>y Francia en ri tratado de 1742, (23 de agosto) que esta*-* 
Uisóe k igualdad para el pago de derechos en trd los buques 
franceses en los estrechos y Job daneses e!n los puertos del 
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territorio francés, reconoció tácitamente que los canales de 
comunicación con el Báltico se encontraban sometidos & 
soberanía absoluta de la nación propietaria de una parte 
del litoral del estrecho del Sund. Este tratado encontró su 
confirmación en el celebrado en 9 de febrero de 1842. 

Esta especie de tributo que todos ó casi todas las nacio- 
nes pagaban á Dinamarca, el derecho para exigirlo carecía 
de fundamento desde que la regularidad de las marinas mi- 
litares de Rusia, Suecia y Dinamarca hicieron imposible la 
existencia de piratas en el mar Báltico. 

La convención previsora y adicional de comercio y nave- 
gación de i) de febrero de 1642, entre Francia y Dinamarca 
fué, tal vez, la causa indirecta para las terminantes decla- 
raciones que hizo el gobierno de los Estados Unidos en 1848 
relativas á la libertad absoluta comercial de los estrechos del 
Sund y Gran Belt. 

El ministro de Negocios extranjeros de la gran República 
americana demostró á la Europa no solo la carencia de dere- 
cho para que Dinamarca exigiera el pago de las cantidades 
que percibía, sino también que su importe anual destinado 
exclusivamente al mantenimiento de señales para la segu- 
ridad de la navegación excedía, en mucho, á los gastos efec- 
tivos. 

La formal y explícita negativa del gabinete de Washing- 
ton para que los buques mercantes de la unión cohtinuaran 
pagando derecho alguno á su paso por los estrechos, creó 
dificultades en la corte de Copenhague y dio origen á ne- 
gociaciones que terminaron con el tratado de 14 de marzo 
de 1857. 

Austria, Francia, Bélgica. Inglaterra, Hannover, Hack- 
bncbourg-Schevering, los Paises Bajos, Oldemburgo, Sue- 
cia y Noruega, Pruaia, Rusia y las ciudades anseáticas 
Bremen, Lubeck y Hamburgo, convinieron con Dinamarca 
la libertad absoluta de los estrechos del Sund y Gran Belt 
desde 1/ de abril del mismo afto. 
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Al renunciar esta potencia á cuantas pretensiones y de- 
rechos creía poder ejercitar en los estrechos, se obliga á 
mantener constantemente en sus aguas las valizas, faros, 
sefiales, etc., indispensables para la navegación. Por el artí- 
culo 4."* del expresado tratado, las naciones arriba citadas 
se comprometían á pagar, en el espacio de veinte años, á titu- 
le de indemnización por los gastos de aquella no nueva pero 
sí constante obligación que contraía Dinamarca, la suma de 
30.746.325 rexdalers, ó sea 67.852.600 pesetas próxima- 
mente con relación cada una á la importancia de su comer- 
cio en el Báltico. 

Las negociaciones particulares iniciadas por los Estados 
Unidos en 1848, terminaron con el tratado de 11 de abril de 
1857, que estipula la libertad de los estrechos para los 
buques del comercio americano, debiendo pagar la Unión á 
Dinamarca la suma de 717.829. rexdalers ó sean 1.575.455 
de pesetas próximamente. 

El mar Báltico ba sido considerado en distintas ocasiones 
como mar interior cerrado: las naciones de su litoral se han 
puesto de acuerdo para que, permaneciendo libre para los 
buques del comercio, tuviera el carácter de interior cerrado 
en tanto existieran hostilidades para los ya sueltos, ya en 
escuadra de las naciones beligerantes. 

Las colonias inglesas de Norte de América, habían dado 
el grito de independencia y ésta había sido reconocida por 
Francia y auxiliada secretamente por Espafia. Las escua- 
dras de la Gran Bretaña luchaban en todos los mares del 
mundo con los buques de la naciente República y las fuer- 
zas navales de las potencias protectoras. 

En 1780 las naciones neutrales, resolvieron armarse para 
impedir, por la fuerza, los actos de piratería que consuma- 
ban á diario los cruceros de Inglaterra. En 26 de febrero del 
mismo año la emperatriz Catalina de Rusia, instada por el 
conde de Florídablanca, jefe del gabinete español y alma de 
la liga contra Inglaterra, halagada hábilmente por el conde 



— 7(^ — 

de Yergennes, primer nxinislro deLuUXVI de Francia y 
aphelaudo vivamente merecer el título da proteclora de la 
libertad de los mares, publicó un manifiesto conteniendo 
los derechos de los pueblos pacíficos espectadorea de la 
lucha, é invitandOi así ¿ estos como i lo$ beligerantes, al ra* 
conocimiento y aceptación de los principios del derecho dec 
gentes claramente definidos en aquel importaatísimo docu- 
mento. 

La adhesión de España, Francia, loa Estados Unidoe;. 
Prusia, Austria, Dinamarca, Portugal, las Dos Sicilias y pos*- 
teriormente de Holanda á pesar de sus vacilaciones per 
temer á Inglaterra, constituyó la célebre alianza de las po- 
tencias marítimas, conocida con el nombre de «Neutralidad, 
armada». 

En 6 de mayo del mismo año de 1780» vio la luz pública 
otro no menos importante documento declarando cerrado ei 
mar Báltico para las marinas militares de las potencias beli» 
gerentes: las naciones de su litoral apoyadas por las que 
habían aceptado los principios contenidos con el manifijesto 
de la Czarina, se comprometían al cumplimiento y sostén da 
tan solemne declaración (Tratado de 9 de junio de 1780 
entre Rusia y Dinamarca. I."" de agosto entre Suecia y Rusia 
y 8 de mayo de 1781 entre Rusia y Prusia), 

Las aguas del Báltico habían sido cerradas pera todas 
las operaciones de la guerra por el tratado de 9 de marzo de 
1759, entre dos de sus potencias riberianas Suecia y Rusia: 
la adhesión de Dinamarca en 17 de mayo de 17fi0 completó 
la obra de aquellas naciones, pero esta declaración no tuyo 
ni la solemnidad de la de 1780^ ni la libre y expontánea^ 
aceptación de las potencias marítimas. Inglaterra, tenaz 
como siempre en sus pretensiones da preponderancia naval» 
no prestó su adhesión al manifiesto de la Czarina ni reco^ 
noció nunca la neutralidad del mar Báltico. La interveneión 
de Alemania como potencia riberiana no creemos que alte- 
re hoy la declaración de 1780, porque las costas del Imperio 
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alemán «n aquel mar, perteneceti al reino de Prusia que 
forinaba parte integraute de la neutralidad de 1780. 

Cuando casi todo el litoral del mar Negro pertenecía al 
Imperio turco, tuvo el carácter de interior y cerrado paro 
todas las marinas del mundo. 

El C2ar Pedro el Grande fundó el primer puerto militar 
ruso en el Azow después de haber establecido sus arsenales 
en Varonech á la desembocadura del Tañáis, T^arog, debía 
servir de puerto de asilo á sus escuadras cuando recorrieran 
el mar Negro. 

El objeto constante de la ambición de Pedro I era la pe- 
nínsula de Crimea: vencidos los ejércitos que des<lin<S para 
arrancar al Khan de Tartaria tan importante territorio, 
pretendió apoderarse de la Moldavia y la Valaquia, proviih- 
cias feudatarias del. Sultán, para que el territorio ru9o m 
extendiera hasta las bocas del Danubio y pudieran suü 
escuadras navegar en el mar Negro. 

No eran estos ciertamente los intereses de Turquía que 
desde el tratado de Carlovsritz (26 de enero de 1699) había k>- 
dicado á Suecia hasta dónde alcanzaban los planes ambicio- 
sos de Pedro el Grande. La guerra que se hicieron ambos 
imperios fué fatal á Ruaia: el tratado de Falzy 6 capitula*» 
cióü del Pruth (21 de julio de 1711j si bien salvó los ejérci- 
tos del Czar le arrancó en <;ambio su ciudad de Azow y todaa 
sus posesiones en el mar N^ro. 

La política invasora de Pedro el Grande fué coatiBuacda 
por sus sucesores. La emperatriz Catalina su viuda y im 
nieto Pedro U avanzaron de imevo sobre las orillas del lago 
otomano. La emperatriz Ana, sobrina de Pedro 1 poseía al- 
gunos establecimientos militares en el mar N^ro cuando 
las armas victoriosas del Sultán le impusieron el tratado 
de Belgrado (17 de setiembre de 1?39) que privó de nuevo á 
la Busia de todas sus posesiones de aquel litoral y por los 
artículos 3 y 9 se prohibía á Rusia tener buque alguno de 
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guerra ó mercante en el mar Negro, estipulándoa;^ que el 
comercio ruso debía hacerse en buques de la propiedad de 
los subditos del Sultán. 

Más afortunada Rusia en las guerras que posteriormente 
sostuvo contra Turquía, alcanzó, al ñn, establecerse de una 
manera deñnitiva en el mar Negro. El tratado de Routs- 
chouck-Kamardys (1774) le concedió la Besarabia y toda la 
península- de Crimea. 

Desde que el pabellón ruso flotó libremente en aquellas 
aguas, era imposible considerar el mar Negro como interior 
cerrado á pesar de la insistencia de la Sublime Puerta en 
sostener por sus leyes interiores y por sus diplomáticos, la in- 
violabilidad de los estrechos de los Dardanelos y del Bosforo. 

Las exigencias de Rusia abrieron los estrechos al comer- 
cio de Occidente, pero quedaron cerrados para los buques de 
guerra de todas las naciones. En el tratado de paz de 5 de 
enero de 1809, promete Inglaterra conformarse en los pre- 
ceptos de la ley otomana. 

Pero siendo cada dia más potentes las escuadras rusas 
en el mar Negro, la clausura de los estrechos era para 
Turquía objeto de una constante y continua alarma, porque 
las potencias Occidentales de Europa no podían oponerse á 
un repentino ataque de las fuerzas navales rusas al litoral 
otomano. Ya en 1840, el Sultán Mahmoud confesaba que 
obligado por Rusia mantenía la antigua ley de su imperio 
sobre los estrechos del Bosforo y los Dardanelos. 

A pesar de esta declaración, el artículo S.** de la «Conven- 
ción de los estrechos» ajustado en 13 de julio de 1841, está 
concebido en estos términos. 

«Su alteza el Sultán declara que tiene la firme resolu- 
» ción de mantener en el porvenir el principio universalmen- 
» te establecido como antigua regla de su imperio y en vir- 
» tud del cual ha estado prohibido á los buques de guerra 
» de las potencias extranjeras su entrada en los estrechos 
» de los Dardanelos y del Bosforo; y que mientras la Puerta 
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» se halle en paz Su Alteza no permitirá ningún buque de 
7> guerra extranjero en dichos estrechos.» 

El tratado de París que puso fín á la guerra de 1856, 
conñrma el artículo 3.^ del convenio de 1841 comprometién- 
dose las naciones firmantes ¿ su entero y completo sosteni- 
miento. 

£n 1870 declaró Rusia que creía haber llegado el momen- 
to oportuno para la revisión del tratado de París de 30 de 
marzo de 1856. Las potencias signatarias, especialmente In- 
glaterra, hicieron algunas observaciones conviniéndose que 
los plenipotenciarios de las naciones que intervinieron en 
el tratado de 1856, se reunieran en Londres para acordar 
las medidas que debían tomarse sobre el mar Negro y la 
navegación en el Danubio. Estas conferencias terminaron 
con la convención de 30 de mayo de)1871, cuyos artículos 
1.% 2.° y 3.^ afectan esencialmente al mar Negro y que por 
ser la última disposición internacional, insertamos á conti- 
nuación: 

Artículo 1.^ Los artículos 11, 13 y 14 del tratado de 
París de 30 de marzo de 1856. asi como la convención espe- 
cial concluida entre la Sublime Puerta y la Rusia y aneja al 
dicho artículo 14, quedan anulados y reemplazados por el 
artículo siguiente. 

Art. 2.° El principio de la clausura de los estrechos de 
los Dardanelos y del Bosforo, tal como fué establecido por la 
convención separada de 30 de marzo de 1856, queda vigen- 
te con la facultad para S. M. Imperial el Sultán de abrir los 
dichos estrechos en tiempos de paz á los buques de guerra 
de las potencias amigas y aliadas en el caso de que la Subli- 
me Puerta lo creyese necesario para la salvaguardia del tra- 
tado de París de 30 de marzo de 1856. 

Art. 3.^ El mar Negro queda abierto, como en el pasa- 
do, á las marinas mercantes de todas las naciones. 

(Convención de Londres de 13 de marzo de 1871 entra 
Francia, Alemania, Austria, Inglaterra, Italia, Busia y 
Turquia). 
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Las pretensiones de imperio soberano que en distintas 
épocas ha sostenido Turquía, no solo sobre los estrechos del 
Bosforo y los Dardaoelos, sino íasEibien sobre el mar de Mar- 
inara j Archipiélago de este nombre, parece que no merecen 
filarse porque se resolvieron en el Congreso de París y hoif 
eti Grecia un reino independiente. 

£i tratado de 30 de marzo de 1866, modifíoado por la con- 
^rencién de 13 de marzo de 1871, no concede á Turquía to 
propiedad de los estrechos de los Dardanelos y del Bésforo. 
Poderosas rasooes de equilibro europeo pesaron en ^ 
énimo de las grandes potencias para garantizar en el porre- 
ptr las estipulaciones vigentes, poro ni la solemnidad dei 
acto, ni sus disposiciones pueden autortear al Imperio Tur«o 
para el ejerciek) de los derechos de soberanía sobre unos 
estrechos que tienen el carácter de mares territoriales desde 
^ue el pabellón de Rusia ilota librenaente en el litoral del 
mar Negro. 

Cuando los reyes de Aragón eran soberanos de Sicilia, 
consideraban aquellas aguas sometidas á su jurisdicción 
absoluta. El pensamiento de estos principios se encuentra 
definido en arrogantes palabras de Roger de Lauria que 
escribía á su señor que «hasta los peces del estrecho de 
Messina llevaban en el lomo las gloriosas barras de Ara- 
gón.» 

Los grandes intereses que en el Norte y Mediodia de 
Europa ocuparon á los monarcas de la casa de Austria, 
hicieron olvidar las pretensiones de los monarcas aragone» 
ses. Los soberanos de Ñápeles no hicieron jamás mención 
de la especie do tradición de su soberanía en el estrecho de 
Messina. Murat, rey de las dos Sicilias, atendió solo á mante* 
nerse en el trono que debía á su cuñado. Después del Con- 
greso de Viena (1815) intentaron que la Europa reconociese 
éu suberanía en el estrecho: las negociaciones iniciadas con 
este ob¡43lo no tuvieron feliz éxito y hoy la corte de Roma 
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no pretende el ejercicio de una soberanía absoluta en el 
estrecho de Messina. 

Mares y golfos hay en Europa que tienen todas las con- 
diciones necesarias para que, en derecho, puedan admitirse 
€omo mares cerrados. El golfo de Finlandia, el mar Blanco, 
el canal de S. Jorge y el pequeño mar de Zinderzec, pose* 
«iones respectivas de Rusia, Inglaterra y Holanda son ver- 
daderos territorios marítimos de las potencias propietarias 
de su litoral. Las prácticas de las pasadas guerras maríti- 
mas no han presentado ocasión para que las potencias ribe- 
nanas reclamen de las restantes de Europa el reconocimien- 
to expreso de su soberanía perfecta en las aguas de los ma- 
res y golfos citados: tampoco han publicado leyes especia- 
les prohibiendo en sus respectivas aguas el ejercicio de los 
atributos de guerra á las naciones beligerantes: las únicas 
leyes y reglamentos que han visto la luz pública s&reñeren 
á pesca y vigilancia de aduanas, pero entendemos que la 
carencia de leyes especiales no autoriza para considerar 
en la guerra aquellos mares interiores como enteramente 
libres. 

En 16 de septiembre 1821, el Emperador Alejandro de 
Rusia publicó una declaración atribuyéndose la soberanía 
de toda la costa de la América del Norte comprendida entre 
el estrecho de Bering y los 54° de latitud Norte: de las islas 
Aleutas y Kouriles á contar desde el mismo estrecho hasta 
el cabo Sur de la Isla Coprag situada en 51.° 15' de latitud. 
Dicha declaración afirmaba que todas las condiciones necesa- 
rias para constituir, en derecho, un mar cerrado se encontra- 
ban en la porción del Océano que baña las costas Occidenta- 
les de Siberia y los Noroeste de la América rusa y concluyó 
prohibiendo á todos los subditos extranjeros la navegación y 
pesca en los puertos y en las costas declaradas rusas, im- 
poniendo la pena de confiscación al buque de otra nación 
que fuese encontrado á menos de cien leguas italianas de 
cualquier establecimiento ruso en aquellas regiones. 

6 
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La República de los Estados- Un idos del Norte de América, 
se apresuró é protestar contra la declaración y decreto im- 
perial. A fines del mismo año de 1821, el ministro de Nego- 
cios Extranjeros declaró al representante ruso en Washing- 
ton que su gobierno rehusaba admitir las pretensiones del 
Czar. Las negociaciones iniciadas con este motivo termina- 
ron con la Convención firmada en San Petersburgo en 5-17 de 
abril de 1824, que estipula la libertad absoluta de navega- 
ción y pesca, durante diez años para los ciudadanos ameri- 
canos en los mares que bañan las costas rusas en Asia y 
América, pero exigiendo Una licencia de los gobernadores de 
sus respectivas posesiones en aquellas orillas, para que los 
subditos rusos ó ciudadanos americanos pudieran penetrar 
en sus puertos respectivos. 

Las obligaciones que imponía esta Convención á ambas 
potencias, terminaron en 1834. Rusia no ha renovado sus 
pretensiones de imperio soberano en la parte del Océano 
comprendido entre sus costas de Asia y América. 

Ríos NAVEGABLES 

El mismo principio que faculta á un Estado para el 
ejercicio de todos los atributos inherentes á la más perfecta 
soberanía en los mares enclavados en su propio territorio, 
puede aplicarse y tiene la misma fuerza y vigor respecto á 
las aguas corrientes que atraviesan sus provincias. 

Los rios, mirados en absoluto, ya navegables, ya aque- 
llos que por su poco fondo no son susceptibles de conside- 
rarse como una vía directa de comunicación ó de comercio, 
son propiedad exclusiva del Estado cuyo territorio atra- 
viesan. 

Pero si un rio navegable corre al través de varios Esta- 
dos, ninguno puede llamarse señor absoluto de las aguas 
que limitan sus orillas. 
La soberanía de cada Estado es aquí imperfecta porque 
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todos, apoyados en su derecho primitivo, lo tienen absoluto 
y perfecto para llegar hasta el mar por aquella vía que les 
ofrece la naturaleza misma y á ninguna nación establecida 
en las riberas, asiste derecho para impedir ú oponerse al 
paso de otra también riberiana ó de su comercio, por las 
aguas que conducen directamente al Océano. Pero así como 
el derecho de legítima defensa autoriza á un Estado para 
el imperio sobre la zona conocida con el nombre de mares 
territoriales, así también el mismo derecho lo faculta para 
el ejercicio de poderes de legislación y vigilancia sobre las 
aguas corrientes que atraviesan las tierras de sus dominios. 

Aquí debe tenerse presente que las orillas de estos ríos, 
son las verdaderas fronteras de cada Estado riberiano, que 
en este concepto se encuentra facultado para adoptar cuan- 
tas medidas de precaución estime conveniente á su propia 
seguridad y con tal que la eficacia de estas medidas no 
alcance á impedir ó dificultar, en manera directa, el tránsito 
por sus aguas, es evidente que cada Estado riberiano tiene 
perfecto derecho para poner en ejercicio dentro de su propio 
territorio cuantas leyes y reglamentos crea necesarios para 
la salvaguardia de sus derechos é intereses, 

Algunos autores antiguos pensaron y otros modernos 
sostuvieron que así como el propietario de las orillas de un 
rio tiene derecho para servirse de sus aguas, así también el 
que navega por ellas está facultado para amarrar el buque 
á sus orillas y hasta para desembarcar hombres y mer- 
cancías. 

Esta máxima del Derecho romano^ perfectamente justa 
como Ley interior de aquel Imperio, carece del grado de 
justicia necesaria para hacerla estensiva á naciones sobera- 
nas é independientes. Las orillas de estos ríos son propiedad 
exclusiva de diferentes Estados: sus absolutos derechos de 
soberanía le autorizan para admitir, rechazar ó imponer 
las condiciones que estime convenientes para el recibo de 
extranjeros en su propio territorio y sería atentar al ejerci- 
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cío de estos derechos, conceder á los Davegantes el de ama- 
rre y desembarque sin la previa autorización del perfecto 
soberano de aquellos lugares. Salvo los casos de arribada 
forzosa por causa mayor, los rios navegables, pueden con- 
siderarse como los estrechos de comunicación con un mar 
interior libre, es decir, única y esclusivamente como una 
vía de comunicación y de comercio, siendo indispensable la 
autorización expresa ó tácita del soberano de las orillas para 
fondear ó amarrarse en su terrítoiio. 

Estas conclusiones se derivan de los justísimos princi- 
pios de la Ley natural ó primitiva que iguala á todas las 
naciones, pero teniendo cada una libertad absoluta para 
modificar, según su conveniencia^ intereses ó necesidades, 
el ejercicio de los derechos que la Ley Divina concede á 
todos, no puede sorprender que la Ley secundaria ó con- 
vencional, haya sancionado, en casos distintos, así los prin- 
cipios de la Ley primitiva, como la forma y manera de las 
modificaciones introducidas en la práctica de los derechos 
de algunas naciones soberanas. 

Los hechos, históricos cualesquiera que sea su número, 
carecen de autoridad en el Derecho Internacional, porque 
apoyado éste en los principios de la justicia é igualdad natu- 
ral, compete al Derecho mismo el juicio de aquellos hechos 
en armonía ó en desacuerdo con sus propios principios^ 

Ciertamente la historia en sus páginas registra muchos 
y muy lamentables ejemplos del abandono voluntario ó exi- 
gido de los derechos inherentes á la perfecta soberanía de 
algunas naciones, pero sin descender á las causas ie este 
abandono, entendemos que cualesquiera que fueren su nú- 
mero y circunstancias no alcanzan á formar jurisprudencia 
obliga toria,*por que, en principio, la Ley es invariable y sus 
trasgresiones no pueden alterar su pureza, ni la solidez de 
sus fundamentos. 

La doctrina arriba expuesta se encuentra confirmada 
hoy en Buropa por los artículos 96, 106, 109 y 114 del acta 
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final del Congreso de Viena (9 de junio de 1815) que eeii- 
pula la libre navegación en todos los ríos navegables de 
Europa y corrientes al través de diversos Estados. 

El Rhín, el Mensa ^ el Escalda, el Mein, Neker, Vistuk 
y Pó, fueron objeto de convenciones especiales que, en armo- 
nía con los principios generales aprobados por el Congreso^ 
quedaron unidas al acta final del mismo por la estipulación 
contenida en su artículo 118. 

Posteriormente el traslado de París (30 de marao de 
1856) ha confirmado las disposiciones de 1815. Las siete 
naciones firmantes declararon solemnemente que reconocen 
en el presente y garantizan en lo futuro como un principio 
del Derecho público europeo la libertad de navegación de 
todos los ríos navegables de Europa y aseguran con la 
confección de un Reglamento especial, la libre navegación 
del Danubio. 

Pero así las disposiciones del Congreso de Viena como 
las del celebrado en París en 1856, han sido objeto de dis- 
cusión entre los diversos Estados riberianos de los grandes 
ríos de Europa. 

La navegación del Rhín se encontraba sometida al pago 
de diversos derechos de peaje exigidos por los distintos Es- 
tados riberianos. Estos derechos fueron abolidos de una 
manera definitiva por la Convención firmada en Restad en 
1804. El artículo S."" del tratado firmado en París en 30 de 
mayo de 1814, estableció la libre navegación del Rhín que 
fué confirmada por el acta final del Congreso de Viena eb 
1815. Pero el reglamento de este mismo año y su interpre*- 
taeión fué causa de una discusión entre Holanda y los demés 
Estados riberianos que, á su vez, motivó la solemne manifes- 
tación hecha por Inglaterra en el Congreso de Verona en 87 
de noviembre de 1827, y fué acogida por Austria, Rusia y 
Prusk, eitigiendó é Holanda el restablecimiento de los prin- 
cipios proclamados en Viena pera libertad de la navegación 
fluvial. Hasta 81 de marzo de 1831, no cedió Holanda en 
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Sus pretensiones conviniendo en Mayence con los demás 
Estados riberianos que el Rhín sería libre en su curso y en 
sus afluentes y aceptando Holanda la obligación de señalar 
y mantener vías fáciles y cómodas de comunicación en el 
caso de que por causas naturales se obstruyeran las de Bruel 
y Helvoetzluys. 

La libertad de navegación del Esquelda se ha alcanzado 
á costa de agrias cuestiones y aún de sacriQcios pecuniarios, 
porque cruzando sus aguas las provincias de las más pode- 
rosas naciones continentales y marítimas de Europa, la po- 
lítica y el interés de cada una ha esterilizado las fuentes del 
Derecho permitiendo y tolerando no solo su clausura para el 
comercio de las naciones extrañas, sino también para el le* 
gítimo y natural de los Estados riberianos. 

La clausura del Esquelda arranca del artículo 14 del tra- 
tado de reconocimiento de las Provincias Unidas celebrado 
con España en Munster de Westfalia en 20 de enero de 1648 
que está concebido en estos términos: 

«Los ríos del Esquelda como también los canales de Zas 
» y de Zuyn y otras bocas del mar que van á parar allí, se 
» tendrán cerrados por parte de dichos Estados.» 

Soberano entonces de las provincias belgas Felipe IV de 
España, el artículo citado privaba á sus subditos del comercio 
del río que era un manantial de abundante riqueza para 
los industriosos habitantes de los Países Bajos. 

La decadencia de la monarquía española, la necesidad 
de aliarse con Holanda para asegurar á su corona las pro- 
vincias citadas, objeto de la ambición de Francia y de su 
primer ministro el cardenal Mazzarino y las ventajas que 
habían alcanzado las armas francesas en la última guerra, 
influyeron poderosamente en el ánimo de Felipe para ceder 
sus derechos de navegación sobre el Esquelda que arruinaba 
á Amberes y á otras importantes ciudades de los dominios 
españoles en el Norte de Europa; pero este hecho histórico^ 
este abandono de un derecho exigido á título de recompensa 
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de un servÍ2Ío indispensable, no podía mantenerse en el por- 
venir, sino en tanto que las provincias lastimadas formaran 
parte integrante de los Estados de la monarquía que había 
hecho abandono de sus derechos. 

Por el tratado de ütrech de 1713, fueron cedidas al Aus- 
tria las provincias espa&olas de los Países Bajos y sometidos 
á una servidumbre militar en favor de Holanda. 

En 1784 el Emperador José declaraba que era injusto que 
por razones políticas se privase á sus subditos de la nave- 
gación y comercio de río corriente al través de sus provin- 
cias y reclamó enérgicamente de Holanda la libre navegación 
del Esquelda. 

Holanda solicitó la mediación de Francia y de Inglaterra 
y, otra vez, consideraciones políticas triunfaron en el tratado 
de Fontainebleau (8 de noviembre de 1785) que estipuló la 
clausura del Esquelda para las provincias belgas desde Saf- 
tengen al mar. 

El artículo 3.^ de los secretos del tratado ajustado en 
París en 30 de mayo de 1814, conviene que la navegación 
del Esquelda se regiría por los mismos piincipios que se ex- 
presan para el Rhin en el artículo 5.° de los públicos del 
mismo tratado. 

En efecto, el artículo 1."" del Reglamento de navegación 
fluvial, unido al tratado de referencia, establece la libre na- 
vegación en los ríos Mosa, Moselle, Mein, Necker y el Es- 
quelda. 

Por el tratado de 183d, entre Bélgica y Holanda, se con- 
viene que los principios contenidos en el acta final del Con- 
greso de Viena, serían aplicables á los ríos navegables que 
atraviesan ó separan los territorios de ambos Estados, y por 
el concluido en 12 de mayo de 1863, renuncia Holanda ¿ 
todos los derechos que creía tener sobre el Esquelda median- 
te una indemnización de 17.141,640 florines que se obliga á 
pagar el gobierno belga. 

Posteriormente se han capitalizado los derechos que & sa 
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Tez creía tener el gobierno belga, asignándose á sí mismo el 
pago de la tercera parte de este capital j repartiendo las dos 
terceras entre ks potencias interesadas en el comercio del 
río. 

A consecuencia del Congreso de Viena se convino en 
1815, entre Sajón ia y Prusia que fueran apli<»bles á la na- 
vegación del río Elba, los principios contenidos en el acta 
iinal del Congreso. 

Hasta 23 de junio de 1821, no terminó sus trabajos la 
Comisión nombrada para la redacción del Reglamento ó acta 
de navegación del río, que compuesta de 34 artículos no se 
hallaba en armonía con el acia final de 1815. 
• El año de 1844 se modificó algo el Reglamento de 1821, 
pero mantenía el derecho de Peage de Siade é favor de Han- 
nover, que al fin renunció i su exigencia mediante una in- 
demnización pecuniaria. 

A pesar de que las estipulaciones de Viena alcanzaban 
al Pó, no pudo establecerse la libre navegación de este río 
hasta el año de 1849, por el tratado de 3 de julio entre Aus- 
tria 7 los Ducados de Módeua y Parma que recibió la adhe- 
sión del gobierno poníiGcio en el año siguiente de 1850. 

Este tratado estipula la libre navegación del Pó y la pro- 
hibición absoluta de no impedirla bajo pretexto alguno. 
Cotiviene en la abolición de los antiguos derechos conde* 
nando expresamente el monopolio de la navegación para 
asociaciones, corporaciones ó simples particulares haciendo 
una distición importante entre los derechos de Aduanas y 
los de navegación que ordena se apliquen única y exclusi- 
vamente á la conservación del río en estado navegable. 

Este tratado fué confirmado por el ajustado en Zurich en 
10 de notiembre de 1859, entre Austria, Cerdeña y Francia. 

De la segtindtí mitad del próximo pasado siglo arrancan 
las dificultades para la libre navegación del Danubio. So* 
metidas sus bocas, en épocas anteriores, al dotninio exclu- 
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sivo del Imperio lureo, so opuso nunea grav&B dificultades 
para el conercio do tos HÚbditos de la monarquía austríaca; 
pero desde que RsMa alcBBBÓ establecÍEDÍeDlos permanen- 
tes en el mar N^^ y territeriee bañados por el rio, aspirtí 
é su DaT^aciÓQ excluaÍTA. 

Desde 1809, aparece Busía due&a de la navegación del 
Danubio i pesar de la interveneiiín coastaote da Bbropa en 
ke tratados 7 sauy especialmante en ri de Bukareat (1812) 
en eujeart. 4.* se estipula Bolemnemeote que la narega- 
eiÓD del fío sería común para Rusia j Turquía, pudiendo tas 
buques de guerra ru^os bajar hasta Pruth. 

Después del Congreso de Viena y en cumplimiento de 
los artículos 108, 109 j 114 del acta final se hicieron regla- 
xaeolos especiales que tuvieron el carácter de letra muerta, 
puesto que Rusia quedó dominando en aquellas aguas. 

Bl tratado de Andrinópolis (1829) eoucedió á Rusia el de- 
minio esclusivo sobre la desembocadura de Sulina, permi- 
tiéndole moQopolizar la navegación del río á pesar de las 
protestas de Inglaterra ; del tratado con Austria de 25 de 
julio de 1840 que estipulaba la libre navegaeién del Da- 
nubio. 

La libertad de este río se hizo condición iodispenseble 
para la paz en la guerra de 1854 al 56, llegando 6 adquirir 
tal importancia que mereció una seeción especial en el Con- 
greso de Parla y la garantía de las potencias signatarias. 

El articulo 15 del tratado de 30 de marzo de 1856, está 
concebido en estos términos: 

«Habiendo establecido el acta del Congreso de Viena los 
principios destinados á arreglar la navegaeiÓD de los ríos 
que separan ó atraviesan muchos Bstados, las potencias 
oofitrataates estipulan entre si que, en el porvenir, aquellos 
principios serán apÜeables al Danubio y á sus desemboca- 
dwae. 

JkDeclaraa que esta diaposieión forma desde ahora parte 
del derecho público europeo y la teman bajo su garantía. 
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»La navegación del Danubio no podrá sugetarse á nin- 
guna traba ni carga que no esté prevista expresamente en 
las estipulaciones contenidas en los artículos siguientes. 
Por consiguiente no se percibirá ningún peage basado 
únicamente sobre el hecho de la navegación del río, ni de- 
recho alguno sobre las mercancías que se encuentren 
á bordo 'de los buques. Los reglamentos de policía y de 
cuarentena que se establezcan, para la seguridad de los 
Estados separados ó atravesados por este río, estarán con- 
cebidos de una manera tal que tiendan, en lo posible^ á 
favorecer la circulación de los buques. Excepción hecha de 
estos reglamentos, ningún obstáculo sea cual sea, podrá 
ponerse á la libre navegación.» 

En observancia de estas tan terminantes y precisas 
estipulaciones, todos los Estados riberianos del Danubio, fir- 
maron el acta de navegación de 7 de noviembre de 1857, 
que compuesta de 47 artículos, declaraba abiertos á la na- 
vegación todos los puertos del Danubio^ recibiéndose en 
ellos los buques mercantes de todas las naciones bajo el pié 
de la más perfecta igualdad. Se declararon abolidos todos 
los peages bagados en la navegación y todos los derechos 
impuestos sobre el tránsito de las mercancías. Fueron igual- 
mente abolidos todos los privilegios concedidos á particula- 
res, sociedades y corporaciones para la navegación, modi- 
ficándose los reglamentos de cuarentena en el sentido de 
facilitar el tráfico; concediéndose, por último, que la navega- 
ción entre los puertos del río quedara reservada á los Esta- 
dos riberianos. 

Esta última disposición motivó las protestas de Rusia y 
Turquía que alegaron que el acta <ie navegación del 57, 
estaba en desacuerdo con la final del Congreso de Viena 
de 1815, y con el tratado de París de 1856. 

La Convención de Londres de 13 de marzo de 1871, confir- 
ma en todas sus partes las disposiciones del tratado de 1856, 
sobre el Danubio en su articulo 8.* 



A pesar de que la liberlad de naregaciÓD en loa grandes 
ríos de América ha sido objeto de tratados especiales entre ' 
las potencias riberianas, no ofrece en el Derecho convencio- 
nal ó aecundaiio, la geranlfa que ae advierte en la navega- 
ción fluvial en Europa. 

Los Congresos de Viena primero y los de París y Berlin 
después derlararon que la libertad de navegación de los 
grandes rfoB an nuestro continente, formsba parle de nuestro 
derecho público garantizando, en el porvenir, aaf el cumpli- 
miento de este solemne acuerdo como el de los reglamentos 
fluviales, mientras que en América no existe acuerdo uná- 
nime y ni aun siquiera la expresión del pensamiento del 
mundo civilizado sobre materia que tanto iuleresa á las 
potencias europeas. 

Es indudable que loa tratados que cada una de las po- 
tencias de Europa tenga vigentes con las americanaB pro- 
pietarias de las orillas de los grandes ríos aseguran au na- 
vegación y tranco respectivo, pero no lo es menos que un 
acuerdo entre las riberianas de cualesquiera de los ríos de 
América puede establecer en las aguas corrientes al través 
de sus propios Estados, derechos de navegación, peaje, etc., 
que dificulten el tráfico, sin que asista derecho á los de Eu- 
ropa para intervenir en estas decisiones. 

No pretendemos indicar con esto qUe la liberlad de na- 
vegación fluvial en América se encuentre limitada ó que 
eziatao dificultades que la tornen en menos amplía que en 
Europa; pretendemos única y ezclusivameote hacer resaltar 
la diferencia que se advierte entre la navegación fluvial eu- 
ropea y americana, porque estando garantizada la libertad 
de la primera por todaa las naciones del continente, repasa 
la segunda sobre el coDsentímiento de los Estados ribe- 

Y en verdad que sorprende que los acuerdos del Congreso 
de Viena no se hubiesen hecho extensivos i los ríos del con- 
tinente americano, cuando se observa que cob anterioridad 
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i 1815 se faabfen suscitado cue»tioD«8 respecto 6 libertad de 
* naregación floTiat en ÁUiérica, preciMBieole por algUDas de 
las nocioDes que «siatieron al Congreso. 

Bd la bialoría de eetae cuealionea ; en Jae negociaciotieB 
y tratados que produjeron, podemosencanlrar así las bases 
de la libertad de navegación QuTJal americaDa, como la ex- 
presidD del peneamiento de lop gobiernos europeos en desa- 
cuerdo con los principios adopudos en Viena ; garantizados 
por sus mismas nacioDes. 

La libre Dayegación del UissíBlspí arranca del art. 7.° del 
tratado de paz entre EepaDa ; Francia de una parte, é In- 
glaterra de otra, firmado en París en 10 de (bbrero de 1763 
que determinaba los límites de los («rrítorioe somelidoe 6 
las coronas de Francia é Inglaterra en el continente amerí' 
cano. 

Estos s« fijaban de una manera írreToeable en una llt*&t 
tirada en medio del rio Miasiimpl desde tu nacimiento katta 
el rio Iberoitie y desde alli en otra línea tirada en medio de 
e8ie rio ¡f de los lagos Maurepaa g Pontekarlrmin hasta el 
mar: estipulándose que la nacegación del Missiasipi será 
igaalmeníe Ubre íanío á los oasallos de la Gran BretaÜa 
como d loa de Francia en toda su anchura g toda su exten- 
sión desde su origen hasta el mar y señaladamente la parte 
que está entre la sobredicha isla de Naeoa Orleans g la orilla 
derecha de aquel rto, cerno también la entrada ¡f salida por 
su emboeadara. 

Lea palabras subrejedas que literalmente copiamos del 
tratado de referencia, (Edición oficial de Cantillo, página 
489,) n dirigen única j exolusÍTamente á patentizar el error 
cometido por Calvo en el lomo I de BU excelente obra, cuan- 
do asegura, pág. 369, que el tratado de París de 1763 re-- 
conoció como exclusioo el derecha de navegación del Miesissi- 
pf i la Oran Bretaña. 

T en verdad que dob sorprende este error, puesto que 
ÍDspíráadose Calvo en laa obras de Wbealon en todo cuanto 
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se refiere al continente americano, hallamos asi en la pri- 
mera como en la segunda de este diplomático de la Unión, 
que el tratado de 1763, estipuló la libre navegación del Mi- 
ssissipi desde su origen á su boca para Francia y para Ingla- 
terra. 

Por el art. 5."* del tratado de Versailles 3 de setiembre de 
1783, cedió Inglaterra á España la Florida oriental y occi- 
dental, quedando nuestra patria dueña exclusiva de las bo- 
cas del Mississipí, porque Francia había ya cedido á España 
la Luisiana. 

El reconocimiento de la independencia de los Estados 
Unidos por Inglaterra, transfirió á la nueva nación todos los 
derechos naturales y adquiridos por su antigua metrópoli, 
pero España se negó á reconocer hasta el tratado de 1796, la 
libre navegación del Mississipí para los ciudadanos de la 
Unión, apoyándose en que era dueña de las bocas del río y 
nada tenía pactado con los Estados Unidos. 

Wheaton asegura y Calvo copia, que apoyaba sus pre- 
tensiones el Gobierno americano en el derecho natural, afir- 
mando que así como el Occeano está abierto para lodos los 
hombres, así también los ríos deben ser navegables para 
todas las potencias riberianas. La autoridad de este derecho, 
decía Mr. Jeffersons, se encuentra confirmada por el hecho 
umversalmente reconocido por todos Iss Estados del mundo, 
que permiten á los extranjeros navegar libremente por los 
ríos enclavados en sus propios territorios y cuando ha aoon- 
tecido que los habitantes de la parte inferior de un río se 
oponen ¿ la navegación de los que residen en la parte su- 
perior, este hecho ha sido considerado siempre como el triun- 
fo del más fuerte y condenado por la sociedad entera. 
(Wheaton. Historia de los progresos del Derecho de gentes, 
tomo II, páginas 191 y 192. Calvo. Derecho Internacional 
teórico y práctico de Europa y América, tomo I, pág. 263.) 

Aparte de estas poderosas y justísimas razones invoca- 
das á última hora por ^ Gobierno americano, había otras se- 
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cretas que omiten Wheaton y Calvo y alentaban al Gobier- 
no español para sostener sus pretensiones de navegación ex- 
clusiva en el Mississipí. 

En 1780, vinieron á Madrid los comisarios americanos 
MM. Juan Gray y Guillermo Cosmichael para tratar ex- 
clusivamente de que Bspaña aumentara los socorros que 
había prestado á las colonias insurgentes de Inglaterra 
(que ya ascendían ¿ tres millones de reales en efectivo y é 
vestuario nuevo para ocho ó diez regimientos) y que reco- 
nociera la independencia de los Estados Unidos. Para al- 
canzar esta última y ajustar un tratado de comercio con 
España prometían solemnemente los agentes americanos 
apartarse de cualquier derecho que pudiera competir á los 
Estados Unidos para gozar juntamente con Bspaña de la 
navegación y comercio del rio Mississipi. 

Pero el gabinete español que había visto con marcado 
enojo y acentuada pesadumbre el frío egoísmo y conducta 
ligera de Francia reconociendo en 6 de febrero de 1778 la 
independencia de las colonias inglesas, estimó prudente no 
efectuar,'por su parte, aquel reconocimiento, no tan solo para 
no hacerse blanco de las intrigas de Inglaterra en las colo- 
nias españolas, sino también para no dar á estas misihas el 
funesto ejemplo de sancionar la rebelión de las colonias de 
otra potencia europea. 

En tanto se negó Inglaterra é transigir con sus provin- 
cias rebeldes, estuvieron acordes los agentes americanos en 
Madrid en ofrecer al Gobierno español la renuncia de los 
Estados Unidos á la navegación del Mississipí; pero en cuan* 
to manifestó Inglaterra en 1782 deseos de suspender las hos- 
tilidades bajo la condición de reconocer la independencia 
de los Estados Unidos^ cambiaron las disposiciones del ga- 
binete de Washington sobre la navegación del río. El agen- 
te americano Mr. Jay se trasladó inmediatamente á París, 
negando constantemente al conde de Aranda, embajador 
español en aquella corte, declaraciones terminantes sobre 
la navegación del Mississipí. 
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El tratado de 1783 que hizo dueña otra vez á España de 
las Floridas y la Luisiana avivó los deseos del gabinete es- 
pañol para monopolizar la navegación del Mississipí y esti- 
muló los temores de los Estados Unidos acerca de los planes 
que atribuían á Carlos III sobre los territorios limítrofes á 
las provincias españolas en América. 

Desde 1785 á 1788 estuvo en Filadelíja el plenipotencia- 
rio español D. Diego Gardoquí, tratando con el gobierno ame- 
ricano para conciliar las opuestas pretensiones de España. y 
los Estados Unidos. 

En 1790 vino á Madrid el ministro americano M. Short 
para, en unión de M. Cormichael, continuar las estériles 
negociaciones que fracasaron en Filadelíia. 

Las exigencias americanas respecto á límites, crecían al 
mismo tiempo que aumentaban las dificultades que esperi- 
mentaba Carlos IV con los progresos de la Revolución fran- 
cesa. En 1794 ya en guerra en Francia, llegó á exigir con- 
fidencialmente el ministro americano y oficialmente en 1795, 
que se abriesen los puertos coloniales al comercio america- 
no, considerándose nacionales, para el pago de derechos y 
libertad de tráfico, á las mercancías y buques de la Unión; 
y con respecto á la navegación del Mississipí, no solo deman- 
daba su libertad en todo su curso sino también que por el 
gobierno español se señalara un territorio en la margen 
izquierda de aquel rio para que los ciudadanos americanos 
pudieran edificar libremente almacenes para depósitos de 
sus mercancías. 

Estas y otras pretensiones extraordinarias sobre juicio 
de presas marítimas y sobre la obligación que debían adqui- 
rir los buques de guerra españoles para prestar convoy á los 
mercantes americanos, fueron rechazados por el gabinete 
español, ajustándose y firmándose el tratado de límites de 7 
de marzo de 1796 por cuyo artículo 4.* se concede únicamen- 
te & los Eniñáon Unidos la libre navegación del Mississipí 
desde su nacimiento al Occeano. 
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Por el artículo S.* del tratado de Waebíiiglon de 22 de 
Tebrero de 1829, cedió Espafia á loa Estados Uaidos les dos 
Floridas, la Octidental y la Oriental, quedando todo el rio eu- 
clarado en territorio americano, y por consiguiente, some- 
tido ¿ au jurisdicción absoluta. Hoy está abierta su nave- 
gación á lodos los pueblos del mundo, pero hemos creído 
conveniente hacer esta pequeGa resefia histórica para que se 
aprecie el grado de justicia de los argumentos del gobierno 
de los Estados Unidos y el de imparcialidad de los autores 
que los relatan. 

Con motivo de la libertad de navegación del rio San 
Lorenzo se suscitó en 1828 una cuestión diploméitica entre 
los Eslados Unidos é Inglaterra, en cuya discusión encon- 
tramos no solo razones de igual potencia que los alegadas en 
favor de la libre navegación del Missiesipf , sino tambiea otras 
que revelan ast la forma y modo con que el gobierno inglés 
interpretaba el Derecho de gentes, como los tratados mas 
solemnes. 

Sabido es que los Estados Unidos eran y soa propieta- 
rios de las orillas meridionales de los grandes lagos y del 
Rio S. Lorenzo hasta el puoLo en que las fronteras septen- 
trionales de la Repi^blica tocan al expresado rio, y que los 
dominios de Inglaterra se encuentran limitados por las ori- 
llas norte de los lagos y del rio y por ambas riberas del 
S. Lorenzo desde el grado 45 de latitud hacia el Norte. 

Los argumentos del Gobierno americano se apoyaban en 
el Derecho natural y en la necesidad. Sostenía é ejemplo de 
lo expuesto á Espafia respecto al Missisaipí que los ríos son 
grandes y naturales vías de comunicación con el Occeano, 
cuyo uso inocente no puede privarse á nación alguna de las 
propietarias en territorio en sus orillas. 
- Establecía clara y distíotamente la diferencia radical que 
se advertía entre el S. Lorenzo y el Esquelda, porque la 
salida al mar por este último río ae veriScaba por canales 
artiSciales construidos en territorio holandés. 
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Invocaba en 8u apoyo los tratados concluidos en el Con- 
greso de Yiena interpretándolos como la expresión de la 
opinión pública de la Europa y concluía, en esta primera 
nota comparando la situación actual del S. Lorenzo con la 
del Mississipí en 1763, cuando los territorios de la Unión 
eran provincias inglesas y la Gran Bretaña reclamó y obtu- 
vo de Francia la libre navegación del río San Lorenzo en 
1756 y del Mississipí en 1763. 

Declara el gobierno inglés en su respuesta, que las pre- 
tensiones del gobierno americano traían consigo el examen 
de la cuestión, bajo el punto de vista del derecho natural. 
Apoyado en la opinión de los autores antiguos y más cé- 
lebres del derecho público, sostenía el gabinete británico 
que el libre paso por el territorio de una nación, era una 
excepción establecida en el derecho de propiedad, que estos 
autores distinguían perfectamente el paso por las aguas co- 
rrientes al través de los territorios de varias naciones, del 
que podía efectuarse por las vías públicas terrestres, y que 
los habían llamado derecho imperfecto limitándolo al caso 
de utilidad inocente para evitar las funestas é importantes 
consecuencias que podría traer la generalización y práctica 
de este principio. Que la doctrina de un derecho natural 
no encontraba su conformición ni en las obras de los auto- 
res citados, ni en los tratados celebrados después del Con- 
greso de Viena, apropósito de la navegación por los ríos 
corrientes en territorio alemán, puesto que los tratados de 
referencia no podían considerarse sino como el resultado de 
un consentimiento mutuo fundado en los intereses de las 
potencias riberianas, y que igual carácter debía atribuirse 
á los diferentes reglamentos convenidos para la navegación 
del Missisipí. El gobierno inglés no admitía la existencia de 
derecho alguno fundado en los tratados vigentes en los 
tiempos que los territorios de la Unión eran colonias britá- 
nicas, porque de hecho habían caducado desde que en 178S 
reconoció la independencia de los Estados Unidos, conclu-* 

7 



ndo por asegurar que las pretensiones americanas no po- 
in sostenerse, á menos que el gobierno de la Unión con- 
liera á los súbdilos brilánicoB el derecho de navegar por 

ríos MissÍBsipf y Hudson. á cuyas aguas podían llegac 

mercancías procedenles del Canadá, ya fuera por tierra, 

por los canales de Nueva York y del Ohio. 

Esta nota del Gobierno inglés que, real y verdaderamen- 

no era olra cosa que una astucia para alcanzar la libre 
negación del Hudson y del Mississipi, fué contestada in- 
diatamente por el Gobiernu americano. 

£1 Ministro de Negocios Extranjeros de la República se 
neniaba de las dificultades que experimentaba una cues- 
a tan clara, líaica y exclusivameute por considerarla bajo 

punto de vista extraño ¿ su propia naturaleza. Sostenía 
3 el Rio San Lorenzo debía asimilarse á los estrechos de 
lunicacián entre el Océano y un mar interior, y puesto 
} Inglaterra dividía con los Estados-Unidos la navegación 
los grandes lagos, no podía negarse, siu notoria injusti- 
, á los ciudadanos de la Unión el derecho de comunicar 

el Océano. 

Rehusaba acceder á las pretensiones inglesas estable- 
ido las diferencisB que existen entre losrios Hudson y 
sissipi y el San Lorenzo, porque los prinieroa tienen su 
[en, curso y embocadura en el territorio americano, y las 
as del segundo corren al través de los dominios de dos 
rentes naciones, deduciendo que, en derecho, compete 
Drizar ó negar la navegación al Estado dueño de todo el 
io de un río, cuando sería injusticia evidente privar & 

nación establecida en la parte superior de un río, de su 
icbo natural de navegar por el río y por el Océano. 
!fo presta su adhesión á la interpretación dada por el 
lerno inglés á los tratados de Yiena, antes al contrarío, 
ve á considerarles como la pública y solemne expresión 
¡uropa sobre un derecho natural, porque entiende que el 
cho convencional es necesario para evitar discusiones y 
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dar ciertas reglas en el ejercicio del derecho natural» con- 
cluyendo por asegurar que las estipulaciones y tratados de 
Viena y otros de igual índole, deben considerarse como el 
homenaje que presta el hombre al gran legislador del Uni- 
verso, poniendo sus obras al amparo de todas las trabas y 
ligaduras á que tan arbitrariamente y por. tanto tiempo 
habían estado sujetas. (Wheaton, Historia de los Progresos 
del Derecho de Gentes, tomo II, pág. 199). 

Hasta el tratado de Washington 5 de junio de 1864, no 
se resolvió esta importante cuestión. Por el artículo 4.** se 
conviene que los Estados-Unidos tendrén derecho de libre 
navegación por el rio San Lorenzo y los canales del Canadá 
como medios naturales de comunicación entre los grandes 
lagos y el Océano, quedando sujeto al pago de los mismos 
peages que los subditos de S. M. Británica, reservéndose el 
gobierno inglés el derecho de suspender este privilegio no- 
tificándolo con la debida anticipación al Gobierno de los 
Estados-Unidos. 

Los rios navegaMes de la América del Sur tienen mayor 
importancia que los corrientes por la América del Norte, no 
tan solo porque lo accidentado de aquellos inmensos terri- 
torios ofrece graves dificultades para el establecimiento de 
otras vías de comunicación, sino también porque la profun- 
didad de sus fondos y caudaloso de su corriente lo hacen 
á propósito para la navegación y tráfico internacional. 

Para nosotros los españoles ofrece esta cuestión un más 
acentuado carácter de interés, así por el frecuente comercio 
y activo tráfico que sostenemos con aquellas repúblicas 
hermanas, como porque se señala y advierte una tan deci- 
dida corriente de aproximación y un tan vivo deseo de es- 
trechar los lazos de unión y simpatía entre la metrópoli y 
sus antiguas colonias, que al servir de estímulo al creci- 
miento de aquel tráfico y navegación, aquella evidencia la 
necesidad de conocer cómo y por qué medios pueden efec- 
tuarse y cuáles son los derechos y deberes de los ciudadanos 
españoles en aquellos ríos navegables. 
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Basla considerar que en la América del Sur hay catorce 
naciones distintas de origen español y portugués, que en 
aquellas inmensas regiones corren ríos tan caudalosos como 
el Amazonas, el Plata, el Paraná, Uruguay, Paraguay y 
sus afluentes, para apreciar de un solo golpe d3 vista, el 
porvenir que espera á nuestro comercio y á nuestra indus- 
tria en regiones pobladas por 34.000.000 de hermanos que 
aspiran con nosotros á vivir de nuestra vida y de nuestro 
comercio intelectual y moral. 

Es indudable que el río que ofrece mayor interés á la 
navegación y tráfico español es el caudaloso Plata que 
estuvo cerrado á la navegación extranjera hasta el año 
de 1850. 

£1 gobierno de la República Argentina apoyado en los 
tratados de 2 de febrero de 1825 y 24 de noviembre de 1843, 
con Inglaterra pretendió monopolizar el comercio y nave- 
gación del río. Los tratados de 1849 y 1850 que alejaron 
definitivamente las intervenciones de Francia é Inglaterra, 
permitieron al Gobierno federal reconocer inmediatamente 
la libertad de la navegación en el Plata y sus afluentes. 

En 10 de julio de 1853 se firmaron en S. José de Flores 
tres tratados distintos con Francia, Inglaterra y los Estados 
Unidos sobre la libre navegación de los ríos. 

En cada uno de estos tratados se estipuló que, pertene- 
ciendo á la Confederación argentina, la navegación del 
Uruguay y del Paraná, ésta sería libre para todos los Esta- 
dos, añadiendo que á fin de asegurar en lo futuro el derecho 
de libre navegación en los expresados ríos, la isla de 
Martín García situada á la entrada de ambos, no podría 
pertenecer á ningún Estado que no hubiera proclamado 
antes el derecho de libre navegación, y que en caso de guerra 
entre los Estados riberianos sería enteramente libre la na- 
vegación de ambos ríos para los buques de todas las nacio- 
nes siempre y cuando no condujesen á su bordo armas ni 
municiones de guerra. 
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En 4 de marzo del mismo año de 1853 se firmó un ira- 
tado entre el Paraguay de una parte y Francia é Inglaterra 
por otra, concediendo á estas dps naciones la libre navegar 
ción del río Paraguay hasta el puerto de la Asunción. Pero 
en 10 de octubre de 1853, el Gobierno de la Repúbljca del 
Uruguay declaró abierto al comercio de todas las naciones, 
todos sus ríos navegables. 

Ya en 13 de octubre de 1851 se había concluido en 
Río Janeiro un tratado entre el Imperio del Brasil y la 
República del Uruguay, concerniente á Iq navegación de loff 
ríos y al comercio. I?or el artículo 14 se establece la libertad 
de navegación en el Uruguay y sus afluentes para los 
ciudadanos de ambas partes contratantes y por el 15 se esU;. 
pula que las naciones riberianas del Plata y sus añuentei^ 
serían invitadas á celebrar un convenio para establecer la 
libertad de navegación en el Paraná y el Paraguay. 

La libertad de navegación fluvial que desde 1853 ha- 
bíase estipulado por la Confederación argentina para algu- 
ifos Estados europeos j la Unión americana, se hizo estén-: 
siva al Imperio del Brasil por el tratado de 20 de noviembre 
de 1857. 

El Gobierno argentino declara libre para el comercio, y 
navegación de todas la naciones los ríos Paraná, Uruguay 
y Paraguay desde el Plata á los puertos habilitados ó que sq 
habilitasen para el comercio exterior en los respectivos Es- 
tados riberianos. La navegación en los afluentes se reserva 
á la bandera nacional así como el comercio de cabotage> 
sajvo los casos de Convención expresa para lo contrario. Lps 
buques de guerra de las naciones riberianas tendrán libre 
acceso en los rios y en sus afluentes. 

Por el tratado del 4 de febrero de 1839, la república del 
Paraguay concedió á la de los Estados Unidos del Norte de. 
América el privilegio de navegar en los rios y entre puertea 
de su propio territorio. 

La libre navegación en los rios corrientes al través del 



— 102 — 

territorio de la Confederación Argentina está concedida y 
asegurada 6 loa ciudadanos españolee, por la segunda dispo- 
sición del articulo 10 del tratado de reconocimiento paz y 
amistad entre Espa&a y la República argentina firmado en 
Madrid en 21 de setiembre de 1863, y que esti concebido en 
estos términos. 

«Toda exención y todo favor ó privilegio que en mate- 
» rías de aduanas, comercio 6 navegación, conceda uno de 
» los dos Estados contratantes á cualquiera nación, se bará 
» de hecbo ostensiva á los subditos del otro Estado, y estas 
» ventajas se disfrutarán gratuitamente si la concesión 
» bubiese sido gratuita, ó en otro caso con las mismas con- 
■» diciones con que se bubiere estipulado 6 por medio de una 
» compensación acordada por mutuo convenio». (Tratados de 
España y documentos Internacionales del reinado de doQa 
Isabel II). 

A pesar de que no existen convenios especiales que ase- 
guren á los ciudadanos españolea la libre navegación en los 
ríos corrientes al través do los territorios del Uruguay y el 
Paraguay, este es libre en el territorio uruguayo en virtud 
del decreto de 10 de octubre de 1853 y en derecho no puede 
solicitarse la libre navegación por los ríos corrientes en te- 
rritorio paraguayo, porque el tratado de 4 de marzo del 
mismo año lo concedió única y esclusiva mente á Francia y 
á Inglaterra. 

Estes lagunas, perjudiciales siempre para nuestro comer- 
cio y navegación en aquellos ríos, podían fácilmente llenar- 
se por nuestro gobierno con hacer indicaciones & los de 
aquellas repúblicas que serían atendidas dadala corriente de 
aproximación que boy se advierte. 

En 15 de mayo de 1858, se Grmó un tratado entre los 
Estados Unidos y la república de BoHvia permitiendo á 
los ciudadanos americanos la libre navegación por la parte 
del Rio de la Plata y sus afluentes que corren en territorio 
boliviano. Posteriormente el gobierno de esta República ha 
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invitado á todas las naciones á la libre navegación por el 
Plata y declarado que sus puertos, en este rio, quedan abier- 
tos al comercio universal. 

De lamentar es que desde 21 de julio de 1847 en que 
España reconoció la independencia de aquella Republicana 
hayamos ajustado un tratado de navegación que asegure el 
desarrollo de nuestro tré&co en aquellos territorios. 

El primer tratado que consagró la libertad de navega- 
ción en el rio de las Amazonas, fué el celebrado entre el 
Imperio del Brasil y la República del Perú en 26 de julio de 
1851, pero sus disposiciones tuvieron por mucho tiempo el 
carácter de letra muerta, porque el gobierno imperial nega- 
ba constantemente á los estados riberianos el paso por las 
aguas comprendidas entre sus orillas y á las naciones ex- 
tranjeras el permiso para remontar el rio. 

Apesar de las pretextas de Francia y de Inglaterra, el 
Amazonas permaneció cerrado hasta el año de 1867, en que 
á consecuencia de reclamaciones de los Estado Unidos dictó 
el gobierno del Emperador su decreto de 10 de setiembre 
abriendo al comercio universal los rios Amazonas, San Fran- 
cisco y Tocantino. 

Desde 1853 la República del Ecuador había declarado 
libre para todas las naciones la navegación por todos sus 
rios incluso la parte del Amazonas comprendida en su terri- 
torio, y en 1858, hizo igual declaración al gobierno de Bo- 
livia. 

A consecuencia de estas declaraciones la navegación del 
Amazonas es libre en todo su curso, pudiendo los buques 
españoles remontar sus aguas y afluentes situados en las 
naciones arriba citadas. 

Para terminar esta ligera reseña de los rios navegables 
abiertos al comercio universal, copiaremos el artículo 13 del 
acta general de la conferencia de Berlín firmada en 26 de 
febrero de 1885, por los plenipotenciarios de Alemania, 
Austria, Bélgica, Dinamarca, España, los Estados unidos. 
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Francia, Inglaterra. Italia, Holanda, Gran Ducado de Lu<^ 
xemburgOi Portugal, Rusia, Suecia, Noruega y Turquía, 
que consagra la libertad de navegación del rio Congo. 

»Art. 13. La navegación del Congo sin excepción de 
» ninguno de sus brazos ni salida de este río, está y perma- 
» necerá enteramente libre para los buques mercantes car- 
» gados ó en lastre, de todas las naciones, así para el trans- 
» porte de mercancías como para el de pasageros. Deberá 
7> ajustarse á las disposiciones de la presente acta de nave* 
y^ gación y á los reglamentos que se establezcan en ejecu* 
» ción de la misma acta. 

» En el ejercicio de esta navegación los subditos y lo» 
» pabellones de todas las naciones serán tratados, bajo 
j> todos conceptos, bajo el pié de una perfecta igualdad, 
» tanto para la navegación directa de la alta mar, como 
» hacia los puertos interiores del Congo y vice-versa, lo 
» mismo para el grande y pequeño cabotaje y la navega- 
» ción de botes en todo el curso del rio. 

«En consecuencia, en todo el curso y en las embocadu- 
. » ras del Congo, no se hará distinción alguna entre los 
j> subditos de los Estados riberianos y los no riberianos, y 
» no podrá concederse ningún privilegio exclusivo de nave- 
» gación á Sociedades, Corporaciones cualquiera ó partica- 
» lares. 

» Estas disposiciones se recx)nocen por las potencias sig- 
»natarias como formando desde ahora parte del derecho 
» internacional.» 

Bl artículo 14 prohibe que se grave la navegación del 
Congo con derecho alguno que no se encuentre expresado 
en el acta misma. Condena en absoluto el establecimiento 
de derechos de tránsito sobre buques y mercancías cuales- 
quiera que fuese su procedencia ó destino, así como cual* 
quier peage marítimo ó fluvial basado en el hecho de la 
navegación ó derecho alguno sobre las mercancías que se 
encuentren á bordo de losv buques* 
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El mismo artículo 14 detalla cuáles son los detechos que 
ise pueden establecer por pilotagé, almaconage y gastos dé 
entretenimiento, reservándose la facultad de examinar j 
renovar las tarifas en el plazo de cinco años. 

El artículo 15, somete á los afluentes del Congo j é los 
lagos y canales de los territorios que se extienden entre 
2* 30' de latitud Sttr y la boca del río Logé así como el lago 
Tanganyka y sus tributarios orientales, al mismo régimen 
dé navegación que el río Gongo. 

En 7 de enero de 1885, se firmó en Bruselas la Conven- 
ción entre Kspaña y la Asociación Internacional del Congo, 
compuesta de 13 artículos garantizando el ejercicio de libre 
navegación de altura, ca bola ge y trófico interior de botes é 
ios ciudadanos españoles eu todo el curso del Congo y sus 
afluentes. (Acta general de la Conferencia de Berlin publi* 
cada por H. Robolesky en Leipsic en 1885). 

A donde tiene mes frecuente* aplicación, más amplio y 
completo ejercicio el derecho que tiene un Estado para 
ejercer la soberanía más absoluta así en qus mares cerrados 
comoBobre los ríos corrientes, solo por su propio territorio, 
es en los puertos, bahías, radas y calas que sus costas 
forman; todas las leyes de la propiedad son aquí aplicables 
y tienen su más entero y completo desarrollo. 

Cada Estado soberano es libre, en absoluto, para abrir ó 
cerrar sus puertos según su voluntad y aun su capricho; 
libre asimismo para imponer las condiciones ó sujetar á los 
buque« extranjeros que penetren en ellos, á la observancia 
de formalidades y pago de cantidades que le parezca conve- 
niente exigir, y ningún otro Estado, ni nación alguna tiene 
derecho para desconocer y no acatar las leyes dictadas por 
el perfecto soberano de aquellos lugares. 

Apoyadas en estos principios todas las naciones han 
adoptado la costumbre de obligar á los buques extranjeros 
que comercian ó entran simplemente en sus puertos al pago 
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de ciertas cantidades que se conocen con el nombre de to- 
nelaje, toneladas, faros, pilotaje, etc., etc. Por regla gene- 
ral estos derechos son objeto de estipulaciones especiales y 
recíprocas entre Estados soberanos. 

Cuando un Estado abre ó cierra sus puertos, se entiende 
que los cierra ó los abre para todas las naciones del mundo. 
Sin duda un Estado, en el ejercicio de su perfecta indepen* 
dencia de su soberanía absoluta, es libre para admitir en sus 
puertos, á todas, á algunas ó á ninguna de las naciones del 
Universo: pero estas medidas excepcionales, sin ser causa 
suficiente para una justa queja, ni mucho menos causar 
agravios á la nación excluida, lastima la susceptibilidad de 
ésta y es causa suficiente para sufrir las mismas exclusiones 
por parte de la nación á quien no se otorgan las mismas 
ventajas que á otras igualmente soberanas y amigas. 

Un jefe de la marina militar francesa, el justamente acre- 
ditado autor de la obra «Reglas Internacionales y Diploma- 
cia de la mar», M. Teodoro Ortolan sostiene, en sus escritos, 
que el hecho de negar la entrada en los puertos de un Es- 
tado soberano á los buques mercantes de una nación amiga 
constituye un agravio, porque es una máxima del Derecho 
internacional que los puertos abiertos de una nación, lo es- 
tán igualmente para todas. 

Con verdadero sentimiento rehusamos adherirnos á la 
opinión del ilustrado capitán de fragata de la nación fran- 
cesa, porque siendo las naciones igualmente soberanas é in- 
dependientes, no puede causar agravio á ninguna, el ejerci- 
cio de cualquiera de los atributos de su perfecta soberanía. 

La nación excluida de los puertos de otra, es absoluta- 
mente libre para hacer el mismo uso, igual empleo de su 
independencia absoluta. Compete á todo Estado soberano el 
juicio de sus propias conveniencias ó la apreciación de sus 
necesidades y siempre que ajuste «us actos á la observancia 
de la ley primitiva ó natural, no puede causar ofensa á nin- 
guna á quien la misma soberana ley concede iguales dere- 
chos é impone idénticas obligaciones. 
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Si como satiefaccifSn del pretendido agravio, la naciÓD ex- 
cluida de los puertos de un Egtado amigo, exigiera con laa 
armas en la mano la admisión de sus buques ; de su co- 
mercio en los puertos de un Estado soberano, este acto 
constituiría un violento ataque á la independencia de aquel 
pueblo, causando un verdadero agravio, una gravísima 
ofensa á la nación cuyos derechos de independencia absolu- 
ta se desconocen. 

Como ya hemos dicho una política sana y previsora acon- 
seja á los Estados no excluir á nación alguna del goce de 
las ventajas generales que concede i otras en sus puertos, 
pero debe entenderse que estas concesiones se otorgan siem- 
pre á ttlulo de gracia, sin que puedan exigirse como el cum- 
plimiento de una obligación perfecta. 

Estos principios son igualmente aplicables & los buques 
mercantes j é los de guerra. 

En general puede decirse que es de un uso universal en- 
tre naciones civilizadas que los puertos abiertos para el-co- 
mercio extranjero lo están igualmente para los buques de 
guerra de potencias amigas. Pero asi como no es posible li- 
mitar el número, ni el tiempo de la permanencia de los bu- 
ques mercantes en los puertos de un Estado soberano, es 
conveniente y hasta necesario fijar el número de los de 
guerra que, arbolando la misma bandera, puedan permane- 
cer á un tiempo mismo en cualquiera de tos puertos de una 
nación amiga. Ocioso parece exponer aquí las causas que 
motivan esta desigualdad. 

El carácter inofensivo de los primeros y sus radicales di- 
ferencias de los segundos parece motivo suficiente para ex- 
cusar la conducta previsora de las naciones, porque más de 
un ejemplo registra la historia antigua y moderna en sus 
páginas de Los actos de piratería cometidos por las escuadras 
de una potencia amiga que, amparados de este titulo, pene- 
traron en los puertos de un Estado soberano. 

Los anales de las Corles de Ñapóles y Copenhague y los de 
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algún puerto del Imperio chino demuestran el riesgo que 
entraña para una nación no poner límite al número y fuer- 
za de los buques de guerra de otra nación amiga que pue- 
dan^ á un tiempo mismo, penetrar en uno de sus puertos. 

En general los tratados de comercio y navegación fijan el 
número de los buques de guerra que, ya sueltos, ya en es- 
cuadra, pueden fondear en un mismo puerto: estos tratados 
establecen la más absoluta reciprocidad entre las partes con- 
tratantes. 

A falta de estas estipulaciones no cabe invocar el uso es- 
tablecido para entrar en puerto extranjero contra la expresa 
voluntad del Soberano propietario; y si por causas especiales 
que afecten al soberano ó al país ó por cualquier otro motivo 
considerase un gobierno que la permanencia de los buques 
de guerra de una potencia amiga en sus puertos, podía cau- 
sar alarmas é inquietudes, tiene perfecto derecho para no 
sólo negar la entrada á los que intentan efectuarla, sino 
también para ordenar la salida inmediata de aquellos que 
se encuentren fondeados. 

La simple declaración de esta soberana voluntad es su- 
ficiente para que el jefe de las fuerzas navales extranjeras, 
cualesquiera que sea su número é importancia, se apresure 
á aprestar toda clase de seguridades ó para el abandono in- 
mediato de aquellas aguas. 

En estos casos graves no puede excusarse la permanencia 
en puerto y en aguas territoriales extranjeras con la existen- 
cia de tratados que lo autoricen, porque el espíritu de aque- 
llas estipulaciones es de tolerancia y de concordia y jamás el 
de imposición y prepotencia, quedando arbitro el soberano 
del puerto para suspender el acuerdo que pueda causar 
alarma ó entrañar riesgos para su propia seguridad. 

Estos principios han sido sostenidos y practicados por 
España é informan hoy su legislación marítima, y ninguna 
protesta ni reclamación de nación alguna se ha formulado 
nunca por no considerar las leyes publicadas por nuestra 
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patria, como en armonía con lo8 más estrictos y severos prin' 
cipios de la Ley primitiva ó natural. 

Las Ordenanzas generales de la Armada de 1793 sostie- 
nen el derecho de los soberanos españoles para la apertura 
ó clausura de los puertos de sus dominios en el tomo 2.* Tra- 
tado V, Título VII, artículo 8.^ que se refieren á la «Poli- 
cía de los Puertos,» al hablar de los derechos y obligaciones 
de los capitanes, la ley de referencia se expresa en estos 
términos: 

«En el desempeño de las mismas obligaciones estará su* 
bordinado el capitán del puerto al gobernador ó comandante 
militar en lo que respecta á desembarazos de sitio que deben 
quedar francos para el uso de la artillería de las murallas^ 
castillos y otras fortificaciones, etc. etc., á apertura ó clau- 
sura del puerto en común ó en particular, etc. etc.» 

En cuanto á la admisión de buques de guerra extranje- 
ros, la legislación española del próximo pasado siglo era la 
siguiente: 

En 27 de septiembre de 1769, se previno á todos los Ca- 
pitanes generales de las provincias marítimas que «debiendo 
» recalar en las costas españolas una escuadra rusa, no sea 
» hostilizada en. nada por pertenecer á una potencia con la 
» cual S. M. el Rey está en paz; que si intentase entrar en 
» puerto se le responda que uno, dos y á lo más tres ó cua- 
» tro navios serán admitidos en el caso de padecer avería ú 
» otra necesidad que se pueda remediar, porque esta es la 
» regla sentada generalmente.» 

A propósito del desafuero cometido por dos fragatas de 
guerra inglesas en el puerto de Cádiz, la real disposición de 
11 de octubre del mismo año de 1769, tiene mayor claridad, 
definiendo perfectamente el pensamiento del gobierno es- 
pañol respecto á los buques de guerra extranjeros fondeados 
en sus puertos. 

£1 real mandato está concebido en estos términos: 

«T al mismo tiempo ha resuelto S. M. que los goberna - 
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dore? de las plazas marítimas y demás jefes que tienen 
mando en sus fuerzas, no toleren á los navios de guerra in- 
gleses usen de prepotencia para conseguir sus fínes; pues en 
cualquier caso en que sea parte S. M., sus vasalllos ó los de 
otra potencia, deben administrar justicia sus ministros y 
observarse las ordenanzas que para registros ó para cuales- 
quiera otros fínes tiene dadas; y que si los navios de guerra 
ingleses llevasen la violencia tan adelante que se propasasen 
á usar de las vías de hecho, los gobernadores y jefes pre- 
paren y usen de las suyas, asegurándose bien de que la 
provocación á tales medios ha venido de los otros, por no 
reconocer y respetar como deben la autoridad que debe sos- 
tener á toda costa. Avisólo á V. E. etc. etc.» 

Mucho más terminante y precisa es la Real orden de 13 
de junio de 1771, expresa clara y distintamente el modo y 
forma en que apreciaban los monarcas españoles su perfec- 
ta soberanía en los puertos de sus dominios y que el uso ge- 
neralmente establecido de admitir en ellos á los buques de 
guerra de las potencias amigas, no era óbice para negarles la 
entrada cuando se consideraba conveniente. Esta real dispo- 
sición adquiere una excepcional importancia, formando par- 
te de nuestro derecho secundario ó convencional, porque al 
ser comunicada á las potencias marítimas todas, la aceptaron 
como conforme ajusticia y á razón. 

La Real Orden dice así: 

«Se ha permitido hasta aquí entrar en los puertos de 
España á los navios, fragatas y cualesquiera embarcaciones 
de guerra de otras naciones y permanecer en ellos tanto 
tiempo como les ha acomodado y se ha dejado uno y otro á 
su arbitrio, debiendo ser el del soberano dueño de los puer- 
tos, que quiere decir ai de los jefes que lo representan en el 
mando. Esta tolerancia de nuestra parte ha causado graves 
perjuicios al Real Erario, etc., etc. 

»Para evitar estos graves inconvenientes ha resuelto el 
Rey que en adelante no entren en sus puertos navios, fra- 
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gatas ó cualesquiera embarcaciones de guerra extranjeras, 
sea una sola ó sean diferentes á la vez, sino en los casos de 
necesidad de socorro urgente, conforme lo pide la humani- 
dad, el derecho de gentes, los tratados y la buena corres- 
pondencia entre naciones amigas, esto es, para librarse de 
los riesgos de la tempestad y proveerse de lo que sea nece • 
sario para mantenerse en el mar ó seguir sus navega- 
ciones. 

»E1 Rey ha hecho saber esta determinación en que está, 
á las cortes de las potencias marítimas, porque no extrañasen 
la novedad y diesen las órdenes respectivas á los jefes de la 
marina, evitando así el que se expusiesen voluntariamente 
por la costumbre f á no ser sus navios admitidos en nuestros 
puertos, y en todas lo han hallado conforme á justicia y á 
razón, pues todos aborrecen la indignidad de que bajo su 
bandera se cometan y abriguen contrabandos y todos sien- 
ten los lances insinuados de competencia que embarazan, 
indisponen y agrian los asuntos, etc. etc. 

»El método que después quiere el Rey se observe es que 
si alguna embarcación de guerra extranjera viniese á en- 
trar en un puerto se le envíe á decirle de parte de V. E. que 
exprese su comandante el objeto que lo trae; que si no lo 
manifestase se le notifique no debe entrar, y que será res- 
ponsable de las resultas si no se conformase, que si dijese 
viene á proveerse de útiles que necesita su embarcación ó 
de víveres, se les suministre con la mayor atención y pres- 
teza y luego que los tenga se le notifique atentamente que 
se vuelva á la mar.» (Circular á los Capitanes generales de 
provincia.) 

Esta última real disposición en armonía con los tratados 
que hasta la fecha había celebrado España con las princi- 
pales potencias marítimas, los dejaba vigentes, adquiriendo 
mayor fuerza y vigor con el asentimiento unánime de las 
naciones. 

La estipulación más antigua hoy vigente que registra 
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nuestro derecho secundario 6 convencional sobre admisión 
de buques de guerra extranjeros en los puertos españoles, 
es la ajustada con Inglaterra en 1667. 

El artículo 10 limita á ocho el número de buques de 
guerra que á un tiempo mismo podrán entrar y permanecer 
para la satisfacción de sus necesidades en cualquiera de los 
puertos abiertos de ambas naciones. 

Cuando excediere de este número el de buques á quienes 
precise socorro, es condición indispensable para la entrada 
en puerto el permiso de la autoridad local ó gobernador. 

Por el artículo 19 del Tratado de Utrech con Portugal 
(6 de febrero de 1765) se conviene, que bajo las mismas con- 
diciones que las expresadas para Inglaterra fueran solamen- 
te seis el número de buques de guerra pertenecientes ¿ am- 
bos Estados que pudieran entrar á un tiempo mismo en los 
puertos respectivos. 

En 26 de junio de 1714 se convino que, tanto los buques 
de guerra españoles como los pertenecientes á la República 
de las Provincias Unidas ó Paisas Bajos, tendrán libre en- 
trada en los puertos de ambos Estados, sin poder estacio- 
narse en ellos para no causar alarmas y con la obligación de 
poner en conocimiento de la autoridad local la causa que 
motiva su detención. (Art. 20.) 

En 1.^ de mayo de 1725 se pactó con Austria que los bu- 
ques de guerra de ambas potencias tendrían entrada en los 
puertos fortificados de los dos reinos; en caso de arribada 
forzosa todos los del litoral austriaco estarían abiertos para 
los de guerra españoles, así como los enclavados en costas 
españolas lo estarían igualmente para los de la marina mi- 
litar austríaca. 

Pero así en el uno como en el otro caso no podían per- 
manecer en puerto más que el tiempo del riesgo y enviar á 
tierra la gente que el gobernador ó autoridad local con- 
sienta . 

En 17 de noviembre de 1742 se estipuló con Dinamarca 
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que 6 solo seis buques de guerra sería lícita la entrada en 
los puertos abiertos de ambas monarquías. 

Con posterioridad á la Real Orden de 1711, se convino 
con Turquía que los buques de guerra respectivos observa- 
rían en puerto la misma conducta que los pertenecientes i 
otras naciones amigas. 

T finalmente el artículo 8.® del tratado de 27 de octubre 
de 1795 entre España y los Estados Unidos del Norte de 
América, estipula que los buques de guerra respectivos po- 
drán remediar sus averías en los puertos de ambas na* 
cienes. 

Á pesar de estas terminantes estipulaciones es costumbre 
general, tanto en los de España como en los puertos abiertos 
de todas las naciones civilizadas, la admisión de buques 
militares extranjeros ya sea para Ja reparación de ligeras 
averías, ya fuese para descanso y refresco de las tripu- 
laciones. 

Pero esta especie de indulgencia universalmente estable- 
cida no solo en el riguroso cumplimiento de los tratados, 
sino en el completo y perfecto ejercicio de los derechos de 
soberanía absoluta que tiene cada nación en sus propios 
puertos, ni afecta en lo más mínimo á la fuerza y vigor de 
aquellas estipulaciones, no cambia el justo límite de los de- 
rechos de propiedad exclusiva, permitiendo exigir, cuando 
parezca conveniente, así el exacto cumplimiento de los pri- 
meros como el libre, pleno y completo ejercicio de las se- 
gundas. 

Óslala n hace mensión de la escuadra del contralmirante 
Jurien detenida algunas horas á la boca del puerto de la 
Habana en 1825, porque no parecía prudente al Capitán 
general de la Isla de Cuba recibir en territorio español una 
fuerza tan numerosa sin exigir de su jefe las seguridades 
de su buena fé y objeto inocente de su entrada en puerto. 
Después de obtenida ésta la escuadra francesa fondeó en la 
Habana permaneciendo al ancla unas dos semanas. 

8 
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No hace muchos años una escuadra de loa BetadoB Uni- 
dos de América estacionada ea Balear«e, e^tecialmeote en 
el puerto de Uahón, fué cortasmente deqiedida por el Go- 
biwno español á quien disgustaba una Ibq larga é insece- 
Baria permanencia esa en aquellas islas. 

Como resumen de lo expuesto sobre la entrada de buques 
de guerra en los puertos de una nación amiga, pueden for- 
mularse las reglas generales siguientes: 

1." Cada nación es libre para conceder ó negar la en- 
trada en sus puertos ¿ los buques de guerra de las naciones 
amigas. 

2.° &. pesar de las estipulaciones que establecen así el 
número de buques, como tas circunstancias necesarias para 
su entrada, es de uso uDiversal admitir á los que se presen- 
ten ;i'a sea pera reparar averías 6 proveerse de víveres, ja 
para la instrucción 6 simplemente para ol descanso y re- 
fresco de tripulaciones. 

3." Siempre que el número de buques sea igual ó me- 
nor que el designado en loa tratados, no debe serles negada 
la entrada en puerto sin causa legitima que escuse la falta 
de cumplimiento de las estipulaciones de referencia: pero 
aun en el caso de que el jefe de fuerzas extranjeras no estime 
suficientes 6 legítimas la& causas que motivan su exclusión, 
no tiene derecho nunca para forzar la entrada del puerto, de- 
biendo limitarse á protestar solemnemente de la infracción 
de los tratados. 

4.° A falla de estipulaciones puede hacerse la misma 
solemne protesta apoyada en el uso universal de recibir tos 
buques extranjeros en los puertos abiertos de las naciones 
amigas, sin olvidar nunca que cada nación es soberana en 
sus puertos y por consiguiente libre en absoluto para admi- 
tir 6 rechazar á los extranjeros de su propio territorio. 

6." Los Arsenales marítimos y puertos esencialmente 
militares de las potencias marítimas es costumbre universal 
que permanezcan cerrados para toda clase de buques ex- 
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tranjeros: salvólos casos de arribada forzosa es coadición 
indispensable para la entrada, el permiso expreso de la au- 
toridad competente. 

Ed corroboración de todo cuanto tenemos dicho sobre 
admisión de buques de guerra extranjeros en puertos espa- 
fioles, parécenos conveniente insertará continuación los artí- 
culos de los tratados que hemos citado ; algunos de los con- 
venidoB con otras potencias de Europa, América y Asia. 

INGLATERRA 

Artículo 16. Los pueblos y subditos de ambos reyes 
podrán entrar y arribar á los puertos del uno y del otro, 
fondear y permanecer en ellos y partir con la misma liber- 
tad, no solo con sus navios mercantes y otras embarcacio- 
nes empleadas en el tráfico, sino también con buques de 
guerra armados, así para resistir como para ofender al 
eiiemigo. Y arribando forzados del temporal, podrán reparar 
sus navios y proveerse de los víveres necesarios, con tal que 
los buques que entrasen voluntariamente no den lugar á 
justa sospecha; los cuales, si fuesen de guerra, no excederán 
del número de ocbo, no se tendrán en las playas cerca de 
los puertos más tiempo del que pareciere necesario para el 
reparo de los buques Ó proveerse de bastimentos, y mucbo 
menos darán motivo á que se turbe 6 interrumpa el comer- 
cio, ni embarazarán el arribo y entrada de los navfoa de 
cualquier otra nación que esté en paz con el rey del puerto 
en donde se hallaren. Pero si, por algún accidente, se acer- 
case 8 algún puerto mayor número de navios de guerra del 
que se acostumbra, no le será lícito entrar en él ó fondear 
en la rada sin haber obtenido antes licencia del mismo rey 6 
del gobernador del puerto, salvo que sean forzados á ello 
por temporal, 6 para evitar algún riesgo inminente de mar, 
en cuyo caso se expondrán al gobernador del puerto ó al 
primer magistrado del lugar, cuanto antes fuera posible. 
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las causas de la dicha arribada, y no permanecerán allí más 
tiempo del que pareciese justo y conveniente al referido 
gobernador ó magistrado, ni intentarán contra los demás 
que se hallasen en dicho puerto alguna hostilidad que pueda 
ser en perjuicio de cualquiera de los dichos reyes. 

(Tratado de paz, alianza y comercio ajustado en Madrid 
á 23 de Mayo de 1667 entre las coronas España y déla 
Gran Bretaña.) 

ESTADOS GENERALES DE LAS PROVINCIAS UNIDAS 

Ó PAÍSES BAJOS 

Artículo 20. Los navios de guerra del uno y del otro 
hallarán las playas, ríos, radas y puertos libres y abiertos 
para entrar, salir y manlenere al ancla todo el tiempo que 
necesiten, sin poder ser visitados en su carga; con todo de- 
berán usar de este permiso con discreción y no dar motivo 
alguno de recelo por el gran número de buques, por una 
larga y afectada detención, ni por otra cosa, á los goberna- 
dores de las plazas y puertos, á los cuales los capitanes de 
los dichos navios darán parte de la causa de su arribada y 
detención. Pero por lo que mira á los navios mercantes de 
los subditos del uno y del otro, les será permitido á los 
arrendadores ú oficiales de la Aduana poner en ellos guar- 
das luego que hayan entrado en los dichos puertos. 

(Tratado de paz y amistad ajustado entre la corona de 
España y los Estados generales de las provincias Unidas de 
los Países Bajos en el Congreso de Utrech el 26 de junio 
de 1714.) 

PORTUGAL 

Artículo 19. Los navios de las dos naciones así de 
guerra como mercantes podrán entrar recíprocamente en 
los puertos de los dominios de las dos coronas donde tenían 
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costumbre de entrar en lo pasado, con condición de que en 
los mismos puertos no tenga á un mismo tiempo más de 
seis naves de guerra, ni más de tres en los puertos menores. 
T en caso que un mayor número de nares de guerra de una 
de las dos naciones, arribe delante de algún puerto de la 
otra, estos no podrán entrar en él sin el permiso del gober* 
nador 6 magistrado. 

Pero si obligados por la fuerza del temporal 6 por alguna 
otra necesidad ejecutiva dichas naves llegasen á entrar en 
él sin haber pedido el permiso para ello, estarán obligados 
á dar luego parte de su arribada, y no podrán quedarse aUí 
más tiempo que el que les ñiere permitido, teniendo gran 
cuidado de no hacer daño alguno ni perjuicio al dicho 
puerto. 

(Tratado de paz y amistad ajustado entre España y el 
Portugal en ütrech á 6 de Febrero de 1715. 

AUSTRIA 

Por lo que toca á los navios de guerra, como pueden 
con más facilidad ser ocasión á mutua sospecha , si les 
prohibe la entrada en los puertos y ensenadas menos forti- 
ficados, sino es que para librarse de alguna tormenta ó de 
caza de enemigos, se hallasen precisados á quedarse en 
ellos; pero pasado el riesgo del enemigo ó serenado el mar, 
y provistos áe lo necesario, sin más detención partirán de 
allí; tampoco enviarán de su escuadra muchos marineros 
francos á tierra, sino tan solamente los que les permitiere 
el magistrado ó gobernador del lugar; y últimamente obra- 
rán enlodo de manera que aparten de bí cualquier justo 
temor ó legítima sospecha que pudiesen ocasionar, lo que 
especialmente se hace observar en las Indias Orientales en 
donde más que en otras, suele haber más desconfianza. 

(Tratado de comercio y navegación entre el rey de Es- 
paña D. Felipe V y el emperador de Alemania Carlos VI 
concluido en Viena en !.• de Mayo de 1725.) 
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DINAMARCA 

Artículo 3. Lp9 ^úb4LtQ9 de ambos reyea tei^dráii lU)r^ 
^^trada en I09 puerto^ rospiBctiyos di? uuo y otro qon ^^a 
Q^YÍos para el tráñcp y ^oiQ^rcio conio ^mbiéii los bajeljafi 
de guerra de los dos reyes contratantes, y les será permitido 
I^acer la ma;isi<^|i pi^pe^aria, pero de tal manara, que cujBpdo 
Ips b^j6les de guerra entrasen yoluntariar^fente ne podrán 
^ceder del número de seis, para no dar i^otivo alguno de 
apspecha, ni detenerse en dichos puertos más tiempo del 
<l\^ necesitaa^n para reparar sua n^víps y tomar proYÍsíones, 
^ip que durante su djetencidn puedan interrumpir la liber- 
tad de comercio y el tráfico de otros navios perteneciente^ á 
la« naciones que se mantuyieren en amistad con el ui^o y el 
otro rey; y cuando, por accidepte, algún número inusitado 
de navios de guerra se acercase á uno de los puertos res* 
pectivos, no les será lícito de ^ntrar ni en sus plazas antes 
de haber conseguido la licencia del rey cuyos fuesen los ex- 
presados puertos, y del gobernador que manda9e; á menos 
d^ que se hallen obligados por tempestad ó cualquiera otro 
accidente que les precise á busjcar modo de evitar el riesgo; 
y en este caso deberán informar luego al gpbernador ó corre? 
gidor del lugar, como también del motivo de su venida sip 
qy^e puedan mantener más tiempo que el qpe,pareciera cop- 
veniente á dicho gobernador ó corregidor, no cometer ningún 
apto de hostilidad en los tales puertos, que pupdan ser peiju- 
diciales á uno ó á otro de los dos serenísimos reyes: admitién- 
dpse sin embargo, de que en caso dp ser atacados, ya sean 
njayíos de guerra ó mercantes, podrán po tan solamente de* 
fepderse, sino también abrigarse debajo del cañón de los 
puertos respectivos para librarse de la fuerza superior, en 
cuyo caso serán admitidos inmediatamepte, sin permitir al 
nayío ó navios enemigos que se acerquen para combatirlos; 
y mientras se mantuviesen refugiados se Ips dará toda la 
protección y asistencia que hubieren menester, etc., etp. 
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(Lo restante del artículo se refiere á buques mercantes). 

(Tratado de amistad, navegación y comercio concluido 
en el real sitio de S. Ildefonso entre las coronas de España 
y de Dinamarca el 18 de julio>de 1742). 

TRÍPOLI 

Artículo 12. Todo nayío de guerra, corsario 6 embarca^ 
ción mercante tanto espafiol como tripolino será admitido ea 
cualquier puerto de ambos dominios; y de enantes en ellos 
se hallen se le submiii'istrará todo lo necesario, pegándolo 
aJ precio regular. 

(Tratado de paz, amistad y comercio entre Bspafia y Ift 
Regencia de Trípoli firmado en 10 de setiembre de 1784). 

TURQUÍA 

Capítulo 10. Las naves del imperio otomano serán reci" 
bidas en ios dominios de su Magostad Católica y tratados 
de la misma manera que se admiten los de las otras poten-* 
cias amigas que llegan del imperio otomano haciendo la 
cuarentena ordinaria. 

(Tratado de paz, amistad y comercio entre Espafia y la 
Puerta Otomana firmado en Constantinopla en 14 de se- 
tiembre de 1783). 

El artículo I.*" d^l tratado de 2 de mayo de 1840 confirma 
el artículo anterior y todas las mutuas concesiones, deroohoB 
privilegios é inmunidades concedidas á los subditos y bu« 
ques espafioles. 

Asimismo estipula en el mismo artículo que Itodos los de*» 
rephos, privilegios y prerogativas que la Siiblime Puerta ooii>* 
cede en la actualidad ó pudiera concedlsr en adelante á lo6 
subditos y buques de cualquier otra potencia, los concederá 
igualmente á los subditos y buques españoles, para qua salí 
extensiva á éstos en su libre ejercicio. 
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ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA 

Artículo 8/ Cuando loe subditos y habitantes de una 
de las dos partes contratantes con sus buques, bien sean 
públicos 6 de guerra, bien particulares 6 mercantiles, se 
viesen obligados por una tempestad, por escapar de piratas 
6 de enemigos, ó por cualquier olra necesidad urgente á 
buscar refugio ó abrigo en alguno de los ríos, bahías, radas 
6 puertos de una de las dos partes, serán recibidos y trata- 
dos con humanidad, gozarán de todo fayor, protección y 
socorro, y les será lícito proveerse de refrescos, víveres y 
demás cosas necesarias para su sustento, para componer 
sus buques y continuar su viaje, todo mediante un precio 
equitativo, y no se les detendrá ó impedirá de modo alguno 
el salir de dichos puertos 6 radas; antes bien podrán reti- 
rarse y partir como y cuando les pareciere sin ningún obs- 
táculo ó impedimento. 

(Tratado de amistad, límites y navegación entre su ma- 
jestad Católica y los Estados Unidos de América, firmada en 
S. Lorenzo el Real el 27 de octubre de 1795). 

MARRUECOS 

Artículo 5.* Se permite un comercio libre entre ambas 
naciones así como la navegación de un país á otro, á cual- 
quiera embarcación, ha de estar en los puertos el tiempo 
que quisiere, y los vasallos de una y de otra potencia po- 
drán, sin que se entrometa en ello otra alguna, comprar y 
vender los géneros que quisieren, como quisieren y á donde 
les convenga, aunque sea en el interior de los reinos, excep- 
tuando los de contrabando. 

(Tratado de paz y comercio entre España y Marruecos» 
firmado en 28 de mayo de 1767). 

Artículo 23. En todos los puertos habitados de España 
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Mi^atvaa 06 co&eluye ub traU4P general ¿te c9qft€iveio. j 
Wk^^&m6n entre U» dqt ellas partee contfn^t^nto^ Ipe Jbvr 
quee de k Bélgica ser4a recitiidos ea los pae^te^ ^ifpatlplfip 
de la península é islas adyacentes, mientras rija el pcesenie 
convaiiio, del mismo modo que lo han sidio dura^t^la pnión 
poUtioa de la Bélgica y ka Países Bajos s^g^n so ba estar 
Mecido por el Real Decreto dado en Madrid á 3Q de Qbril d^ 
1840, cuya disposición relativa al comercio reeipcocQ entre 
tos dps países, tendrá toda su fuerza y Talor, así como la 
del Decreto de Su Hagestad el IVey de las belgas de 21 d^ 
julio del propio eflo. 

Serán considerados como buques españoles y como bu- 
ques belgas, todos aquellos que se hallen provistos por la 
autoridad competente del pasaporte ó patente que, con 
arveglo i las leyes existentes» se necesitpi para qoe sean 
reoon^iilos por buques nacíeu9le6 ea el país á que ^íutíh 
neeen reepacUvemeíaAev 

(Convenio especial dfi uavegaciéu y comeroio entve ]^ 
ooronas de Espafia y Bélgica; 0nnado eu Bruselas en 2^ de 
octubre de 16^). 

ALEMANIA DBL NOBTB 

Artículo S."" Se cousiderarán como buqu^ españoles é 
alemanes, los rec(Miocidos comQ españoles según las leyes 
españolas, y como de los Bstados confederados, según las 
leyes federales. 

Artículo 10. Los buques de guerra de las dos partes 
contratantes serán tratados en Ips respectivos puertos como 
los de la nacién más favorecida. 

(Tratado de comercio y de navegación entre Bspaña y la 
Confederación de la Alemania del Norte y la Unión Adua- 
nera y comercial alemana, firmado en Madrid á 90 de mar- 
zo de 1868). 



Artteulo 20. To^s los buquea <}ue con «rrogb i laB 
leyes vigentes en los dos países, sean considerados como 
buques gardos ó españoles, serán tratados secípvoeaoiente 
como tales, en cuanto á los efectos del presente convenio. 

(Convenio consular ajustado entre Espafipi y Cerdeña, 
£Lrma,do en París en 3 de abril de 1866). 

DOS SICILIAS 

Artículo 6.^ La nacionalidad de los buque respectivos, 
será reconocida y admitida por ambas parles, con arreglo 
á las I^yes y reglamentos particulares del Estado á que el 
buque pertenezca por medio de las patentes y documentos 
de navegación espedidos por las autoridades competentes á 
sus capitanes ó armadores» 

Artículo 17. Los buques de guerra de las potencias 
contratantes, podrán entrar, permanecer y reponerse en los 
puertos de la otra cuya entrada sea permitida á los de la 
nación más favorecida, y estarán sujetos á las mismas re- 
glas y gozarán de los mismos honores, ventajas, privilegios 
y exenciones. 

(Tratado de comercio, navegación y consulados entre 
España y las Dos Sicilias, firmados en Ñápeles el 26 de 
mayo de 1856). 

MARRUECOS 

Artículo 23. Los buques de ambas naciones, podrán 
entrar libremente en los puertos de cualquiera de ellas. 

Las embarcaciones mercantes deberán ir habilitados de 
papeles por las oficinas correspondientes, y podrán perma- 
neicer en dichos pi^rtos todo el tiempo que les coav^ga 
para las operaciones de su comeccio. 
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Artículo 24. Todo buque marroquí que salga con des- 
tino á España de algún puerto, deberá llevar el registro de 
su cargamento y la patente de Sanidad, formalizados por el 
Cónsul, Yice-consul 6 agente consular de Bspafia en el 
puerto de salida. 

Artículo 25. Para evitar los abusos á que puede dar 
lugar la libre navegación de los cárabos rífenos, han acor* 
dado las dos partes contratantes que los arráeces ó patrones 
de dichas embarcaciones deben proveerse de un pasaporte 
de los Gobernadores de las plazas españolas en la costa del 
Mediterráneo ó de los Cónsules españoles cuando se habili- 
ten en un puerto donde residan dichos agentes, cuyo docu- 
mento les será expedido gratuitamente y les servirá de salvo- 
conducto para su tráfico legal. 

Artículo 32. Los buques fletados por orden del Grobier- 
no español para conducir la correspondencia oficial ó pri- 
vada, ó contratados para dicho servicio, serán respetados y 
tendrán los mismos privilegios que los de guerra si no traen 
ó llevan artículos de comercio de ó para un puerto del Bey 
de Marruecos, en cuyo caso^ pagarán los mismos derechos 
que un buque mercante. 

Artículo 42. Las embarcaciones de guerra de una de 
las dos naciones, no pagarán en ninguno de los puertos de 
la otra, derecho de ancorage ó fondeadero y Capitanía de 
puerto, ni de otra clase, por los víveres, aguada, leña, car- 
bón, y refrescos que necesiten para su consumo. 

(Tratado de comercio celebrado entre España y Marrue- 
cos en Madrid el 20 de noviembre de 1861). 

TURQUÍA 

Todo buque que según la ley española deba ser consi- 
derado como buque español y todo buque que según la ley 
otomana deba ser considerado como buque otomano, serán 
considerados respectivamente para los fines del presente 
tratado^ como español ú otomano. 



(Tratado de comercio y DavegaciiÍQ celebrado eatre Es- 
paña j Turquía, firmado en ConaUntioopla el 13 de mano 
de 1862). 

SANTO DOMINGO (RrpAblicu db) 

Artículo 18. Serán considerados como espaBoles en la 
República dominicana y como dominicanos en los dominios 
de S. M. Católica, loa buques bonajide, pertenecientes á loa 
ciudadanos de ambos Estados, que naveguen bajo los pabe- 
llones respectivos y que tengan los papeles de mar y docu- 
mentos exigidos por las leyes de cada una de las partes 
contratantes, para la justifícación de la nacionalidad de los 
buques de comercio. 

Artículo 20. Los buques de guerra de una de las doa 
potencias contraiantes, podrán entrar, permanecer y repa- 
rarse en los puertos de la otra, cuya entrada sea permitida á 
los de la nación más favorecida, y estarán sujetos á las 
mismas reglas y gozarán de los mismos honores, ventajea, 
privilegios y exenciones. 

(Tratado de reconocimiento, paz, amistad, comercio, na- 
vegación y extradición entre S. M. la Reina de España y la 
República Dominicana, firmad» en Madrid á 18 de febrero 
de 1855). 

CHINA 

Artículo 33. Veinticuatro horas después de la llegada 
de un buque mercante español á cualquiera de los puertos 
abiertos, los papeles del mismo, los conocimientos y demás 
documentos, quedarán entregados al Cónsul, el cual deberá 
también, dentro de las veinticuatro horas, comunicar al 
Director de la Aduana, el nombre del buque, el número de 
sus toneladas, y la carga que conduzca. (Disposición pri- 
mera). 



Artículo 34'. &1 Dlréétbr de Aduabá permitirá que el 
buque descargue así que haya recibido del Cónsul la nota 
ñrmada en los términos debidos. Si él capitán del buque 
llegase á descargar sin el debido permiso, será multado en 
500 taeles y. se confiscarán los objetos que hubiese des- 
cargado. 

Artículo 48. Los buques de guerra espafioles que ven- 
gan con intenciones amistosas ó que vengan en persecución 
de piratas, tendrán plena libertad de visitar cualquiera de 
los puertos de los dominios del Emperador de la China y do 
hacer aguada en ellos ó comprar provisiones, para lo que se 
les prestará toda clase de auxilios así como para hacer repa- 
/ raciones cuando sea preciso. 

Los comandantes de los buques deberán tratar con las 
autoridades chinas en términos de igualdad y cortesía. 

(Tratado de amistad, comercio y navegación ajustado 
entre Espada y China, firmado en Tien-Tin el 10 de octu- 
bre de 1864). 

JAPÓN 

Artículo 11. En los puertos abiertos á los extranjeros 
se podrán desembarcar y almacenar bajo la vigilancia délas 
autoridades españolas y sin pagar derechos, toda clase de 
provisiones para los buques de guerra españoles; pero si 
alguno de dichos objetos se vendiere en el Japón, el com- 
prador pagará á las autoridades japonesas los derechos co- 
rrespondientes. 

Artículo 14. En los puertos del Japón abiertos al co- 
mercio tendrán los españoles el derecho de importar del 
territorio español ó de los puertos extranjeros; de vender, de 
comprar y de exportar para los puertos españoles ó extranje- 
ros, toda clase de mercancías que no sean de contrabando, 
pagando los derechos con arreglo á la tarifa aneja al presen- 
te tratado y sin que se les pueda imponer ningún otro gra- 
vamen. 
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En el reglamento priknero unidtt» al tratado se expresa 
que «dentro de las primeras cuarenta y ocho horas, escepto 
los domingos que sigan á la llegada de un buque español á 
uno de los puertos japones(9S abiertos al comercio extranje- 
ro, su capitán ó comandante, entregará en la Aduana japo- 
nesa, un «recibo del Cónsul de España, en que conste «que 
ha depositado todos ios papeles de abordo, los conocimientos 
etcétera, en el consulado.» De modo que la garantía de la 
nacionalidad de los buques mercantes españoles para las au- 
toridades marítimas ó aduaneras del Japón, es el recibo del 
Cónsul de España á que alude el reglamento primero: éste 
implica el reconocimiento tácito de que serán considerados 
en aquel imperio como buques españoles, aquellos que 
sean considerados como nacionales en España: la misma 
prescripción hemos ya visto está inserta en el tratado ajus- 
tado con la China. 

La disposición 3.* del reglamento comercial n.^ 4 está con- 
cebida eh estos términos: 

«Los buques de guerra españoles podrán libremente 
» entrar y salir en los puertos abiertos del Japón sin nece- 
» sidad de presentar manifiestos y los empleados de la Adua- 
» na y policía no tendrán derecho alguno á visitarlos.» . 

La disposición 5.* dice: 

«La palabra buque sea cual fuere el lugar que ocupa en 
» este tratado y anexos, significará navio, fragata, barca, 
y> bergantín, goleta, balandra ó buque de vapor de cualquie- 
» ra especie.» 

(Tratado de amistad comercio y navegación entre España 
y el Japón firmado en Eanagawa á 12 de Noviembre de 
1868.) 

BARIAS (FILIPINAS) 

Art. 7." Para que las embarcaciones del Sultán Daltos 
y sus subditos no se confundan con las de las piratas viaja- 



rin siempre con pasaporte del priacipal encargado de laa 
factorías que deberán refrendar en Zamboanga cuando hayan 
de pagar para el Oeste de este puerto: con lo cual serán res- 
petadoB y auxiliados por los buques de S. M. (Acta de reco- 
nocimiento y adhesión á la Hoberanfa de S. 11. la Reina de 
Espa&a por el Sultán de Baráa, ñrmada en Baraa el 25 de 
Febrero de 1860) 

ISLAS D£ SANDWICH 

Art. 8.* Serán considerados como buques españolea en 
las Islas Hawaiinas y como huquea hawaüanes en España 
todos loa que navegan bajo su pabellón respectivo y que 
sean portadores de los papeles del buque y de los documen* 
los exigidos por las leyes de su propio país para la justifi- 
cación de la nacionalidad de los buques de comercio. 

Art. 12. Los buques de guerra y los buques balleneros 
españoles, tendrán libre entrada en loe puertos hawaüanes 
abiertos: podrán permanecer, hacer reparaciones y renovar 
los víveres; y podrán asimismo ir de un punto á otro de las 
Islas Hawaiianas para proveer de víveres frescos. 

En todos los puertos abiertos en la actualidad ó en todos 
los que lo fueren en lo sucesivo é los buques extranjeros, 
los buques de guerra y los buques balleneros españoles es- 
tarán sometidos á las mismas reglas impuestas actualmen- 
te ó en lo sucesivo lo sean y gozarán bajo todos conceptos 
de loa mimos derechos, privilegioB é immunidades concedi- 
das ó que se concediesen á los mismos buques y barcas ba- 
lleneras hawaüanes ó á los de la nación más favorecida. 

Tratado de amistad de comercio y navegación, entre Es* 
paña y las Islas Hawaiianas firmado en Londres en 29 de 
Octubre de 1863. 
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Del principio que sanciona que ningún buque de guerra 
•ó mercante puede entrar en puerto extranjero sin el consen- 
t4miento expreso ó tácito del soberano del puerto, hemos de- 
ducido lógicamente que las leyes que éste haga efectivas en 
iodos ó en algunos, son obligatorios para loa recibidos en sus 
aguas. 

En general» cualesquiera que sean los reglamentos de po- 
licía ó cuarentena en los puertos, las condiciones para el fon- 
deo 6 amarradero de buques ú otras formalidades, deben ser 
respetados igualmente por los de guerra ó mercantes ex- 
tranjeros. 

En todo cuanto se refiere á relaciones internacionales, la 
regla generalmente admitida es la igualdad j reciprocidad 
más absoluta, pudiéndose, en el caso concreto que nos ocu- 
pa, asegurar que las obligaciones impuestas por las Orde- 
nanzas generales de la Armada á los buques de guerra ex* 
tranjeros fondeados en puertos españoles, son recíprocamen- 
te obligatorias para los de igual clase españoles fondeados 
en puertos extranjeros. 

Aquellas obligaciones se encuentran clara y distintamen- 
te definidas en el Tratado 5.^ título VII de las de 1793. 

Los artículos de la Policía de los puertos, 1, 8, 36, 39, 45, 
66, 68, 70, 56, 73, 115, 116, 117, 134, 135. 137, 145 y 149, 
en perfecta armonía con los mis estrechos principios del 
derecho primitivo y de acuerdo con nuestro derecho secun- 
dario ó convencional, marcan las obligaciones de los buques 
de guerra extranjeros en los puertos españoles. 

Las necesidades de la navegación y el inmenso tráfico 
desarrollado en los últimos treinta años han creado una co- 
municación entre dos mares interiores que se encuentra ba- 
jo la garantía del Derecho público europeo. El canal de Suez 
establecido en territorio egipcio es accesible á los buques 
mercantes y de guerra de todas las naciones del mundo. 

Por convenios especiales entre el virey de Egipto y todas 
las potencias civilizadas, se estipula el libre paso por las 

9 
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as del canal mediante el pago de los derechos estableci- 
y la obserraDcia de los reglamentos vigentes. Para l09 
>s de guerra, el canal adquiere un carácter neutral, para 
buques de guerra' de las potencias beligerantes. Esta 
trslidad se encuentra bajo la garantía de las potencias 
¡uropa. 
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CAPITULO VIII 



LIBERTAD DE COMERCIO 



El comercio internacional es libre. A ninguna nación ó 
Estado soberano asiste derecho para oponerse al cambio de 
efectos consentido ó estipulado entre Estados y naciones in- 
dependientes, así como tampoco para imponer á ningunoj la 
compra ó venta de sus propias mercancías. 

La libertad del comercio internacional reposa sobre la ab- 
soluta independencia de las naciones, pudiéndose afirmar 
que al ser uno de sus corolarios más importantes, es al 
mismo tiempo uno de los principales atributos de su más 
perfecta soberanía. 

I Si nos remontamos hasta el origen de las naciones, fácil- 
mente encontraremos el de su independencia comercial. 

Cada hombre, creado por el Divino Hacedor del Universo 
en un estado de perfecta igualdad y de independencia ab- 
soluta respecto á todos y á cada uno de sus semejantes era 
dueño de sí mismo y de los productos del suelo en que ha- 
bía nacido que no reconocían propietario, ó de los transfor- 
mados por su propia industria. 

En el ejercicio de su derecho de propiedad y de su liber- 
tad absoluta podía conservarlos intactos reservándose los 
goces y beneficios de su uso exclusivo, dividirlos con sus se- 
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mejantes ó cambiarlos por alguoos de la propiedad de aqae» 
líos que pudieran atraerle otras Tenlajas ó la satisfacción 
de sus propias necesidades. 

Los sagrados instintos de la propiedad, grabados por Dios 
mismo en el alma de todas y cada una de sus criaturas, le 
autorizaban para disponer libremente de los objetos de su 
pertenencia, rechazando al mismo tiempo cualquiera limi- 
tación como un atentado á sus derechos de propiedad y al 
ejercicio de su absoluta independencia. 

Pero si obedeciendo á los no menos sagrados instintos de 
sociabilidad trocó el hombre una parte de su soberanía in- 
dividual por el goce de las ventajas y protección que le pres- 
taba la sociedad con sus semejantes, el ente moral nueva- 
mente constituido, la tribu, el pueblo, la nación y el Esta- 
do, adquirieron sucesivamente, por la abdicación de algu- 
nos de los derechos de sus comopnentes, los derechos y atri- 
butos de la más perfecta soberanía y de la independencia 
más absoluta. Las nuevas sociedades conservaron y trasmi- 
tieron á las existentes hoy, todos los derechos que poseía 
cada hombre en el estado de la naturaleza y si estos eran 
absolutamente libres para la conSbl'vación ó cambio de sus 
propiedades, las naciones tienen igual libertad para admitir 
ó rehusar cualquier género de comercio. 

Son precisas é ineludibles consecuencias de la libertad de 
comercio: 

1.^ La facultad que tiene cada pueblo, nación ó Estado^ 
para vender el sobrante de sus producciones naturales ó de 
su industria á quien estime necesario ó conveniente. 

2.* Buscar el mercado más apropósito para la compra ó 
venta de los artículos de comercio que estime útiles ó nece- 
sarios. 

3.* Que á ninguna nación asista derecho para oponerse 
á estos comercios, así como tampoco considerarse agraviada, 
porque otra también soberana é independiente rehuse los 
efectos de su tráGco; porque fundada la libertad de comer- 
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cío en la independencia absoluta de las naciones, no admite 
limitación de ningún género y, por consiguiente, cualquiera 
que se intente ponerle constituiría un atentado á su propia 
soberanía que debe rechazarse por la fuerza si con la fuerza 
se impone. 

El auxiliar mes eficaz» más necesario y hoy indispensa- 
ble para el desarrollo del comercio es la navegación: siendo 
ésta libre por esencia, resulta que de la necesaria combina- 
ción de estos dos derechos absolutos de todas las naciones 
podemos formular el principio siguiente: 

El comercio marítimo internacional, es también libre. 

Pero debemos observar que la libertad de comercio marí- 
timo, no puede ser tan absoluta como la libertad de nave- 
gación. 

Una nación, un Estado soberano, puede por un acto de su 
soberana voluntad, enviar sus buques á cruzar todos los 
Occeanos: no necesita ni del permiso, ni de la tolerancia, ni 
del consentimiento de nación alguna; usa de la mar, la atra- 
viesa, la recorre en todas direcciones porque la mar es libre 
en absoluto. 

Un acto de comercio demanda el consentimiento de dos, 
el concurso armónico de dos voluntades. 

En el comercio marítimo se revela con mayor evidencia 
esta necesidad, porque el buque que se dirige á los puertos 
de un Estado extranjero ha de menester no solo el consen- 
timiento de éste para penetrar en su propio territorio, sino 
también uno expreso para efectuar operaciones de comercio. 

Sin duda el buque es libre para aceptar ó rehusar así las 
condiciones que imponga el soberano en cuyo territorio se 
encuentra, como las que exijan sus subditos para el acto co- 
mercial, pero es evidente que el acto no puede consumarse 
sin el preciso acuerdo de ambas partes. 

Esta diferencia entre los dos derechos, el de libre navega- 
ción y el de libre comercio, no altera en lo más mínimo lo 
absoluto del segundo; antes al contrario, es una lógica y na- 
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tural consecuencia de aqaella misma libertad, pues el acto 
de comercio efectuado de otro modo, vendría é ser. en últi- 
mo término, la imposición de la voluntad 6 capricho de una 
de las partes y, por consiguiente, la anulación de la libertad 
comercial. 

Pero conviene tener presente que esta libertad absoluta 
comercial de las naciones, no tiene el mismo carácter con 
relación á sus subditos ó ciudadanos respectivos. 

Como regla general puede decirse que los ciudadanos de 
un Estado no son libres para hacer toda clase de comercio 
con los de igual clase de un Estado extranjero. 

La libertad individual de comercio cesó desde el momento 
en que cada hombre entró á formar parte de la sociedad que 
lo protejo. 

Esta libertad se alberga en la nación y en los poderes pú- 
blicos constituidos reside la facultad de limitar la libertad 
comercial individual en beneficio de los intereses de la co- 
munidad. 

El Derecho internacional admite como perfectamente jus- 
tas, todas las leyes interiores de carácter comercial que ca- 
da Estado soberano haga efectivas en su propio territorio y 
cualesquiera que fuesen las prohibiciones, limitaciones ó 
condiciones que un Estado imponga al comercio de sus sub- 
ditos entre sí ó con los de un Estado extranjero, no alteran 
el principio de la libertad do comercio, pues residien- 
do esta libertad en la nación y por delegación en el sobera- 
no ó poder constituido, el derecho internacional debe inter- 
pretar estas leyes como la expresión de la voluntad del cuer- 
po social y como consecuencia lógica de su independencia y 
de su misma libertad comercial. 

De aquí nace el derecho que tiene todo Estado soberano 
para conservar en toda su extensión ó limitar su libertad 
natural de comercio por medio de convenciones ó tratados 
con otros igualmente soberanos é independientes: cuales- 
quiera que fueren las estipulaciones de este género, son 



mÍM simples nociones de la equidad y de la igualdad Datu*^ 
ral se oponen i que un pueblo ó nación venda el todo ó par*- 
te de BUS produccionee naturales ó industriales ó compre los 
de igual clase que ofrezcan los subditos de otra nacién & 
Estado^ sin el libre consentimiento de su voluntad sobe* 
rana. 

La condición esencial para su propia existencia, su abso*- 
luta independencia, desaparecería desde el momento que los 
pretendidos derechos de otra nación ó Estado soberano, eB<^ 
tuvieran en conflicto con los inherentes á su propia sobera-» 
nía. La sabia armonía que establece la ley primitiva ó na* 
iural quedaría destruida desde que el deber de comercio 
engendrara el derecho del mismo nombre.. 

T si todas las naciones son iguales, si todos tienen los mis- 
mos derechos é idénticas obligaciones, cómo podría una SS'* 
tisfacer los deseos de dos ó más que, á un tiempo mismo y 
apoyados en el mismo derecho, demandaran el sobrante de 
las producciones naturales de su suelo? 

¿A quién daría la preferencia? 

La nación excluida aceptaría como justa la exposición de 
las causas que habían motivado la negativa á su demanda? 

La independencia de la nación cuyo comercio se exige no 
se lastimaría con someter el juicio de su conducta é otro Es. 
tado igualmente soberano? 

T este deber, llamado por los autores que lo sostienen una 
excepción á la libertad natural de comercio, no la destruye 
por completo? 

Los productos del trabajo, de la indusstria y de la cultura 
de un pueblo ó de una nación, no son sus riquezas, sus bie- 
nes y sus propiedades? 

Se concibe la existencia de una ley natural en conflicto 
eon los derechos creados por ella misma? 

Ni aun en nombre de la necesidad, puede obligarse ¿ una 
nación á vender parte de los artículos más necesarias para 
la vida, porque juez ella misma de las suyas propias, sobe- 
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rana perfecta en bu propio territorio, á ella también incum- 
be la apreciación j medida de aus propias necesidades j, de 
admitir este principio, vendríamoB también, en último térmi- 
no, á sancionar la confiscación de los derechos de una na- 
ción en beneficio de otra más fuerte, más hábil ó más am- 
biciosa. . 

Este orden de ideas nos conduce lógicamente á examinar 
si un buque en la mar, afligido por el hambre ó con escasa 
cantidad de provisiones para continuar su viaje puede exi- 
gir de otro encontrado, la venta del todo ó parte de losartf- 
culos que necesita. 

Esta doctrina cuya sola enunciación nos parece en conflic- 
to con el Derecho de gentes, ha sido practicada en diferentes 
épocas por algunas naciones y sostenida por ilustrados y 
distintos publicistas. 

Piensan estos autores que lais leyes naturales que deter- 
minan lo justo y lo injusto entre naciones, no son otra cosa 
que reglas generales establecidas para el bien, seguridad» 
sostenimiento y felicidad del género humano; pero si por al- 
guna circunstancia extraordinaria, la falta de cumplimien- 
to de alguna de estas leyes que,^en resumen, solo causa un 
daño siempre reparable á algunos hombres, salva á otros 
sus semejantes de una irreparable ó de la muerte, parece 
justa la derogación de ley, pues no de otro modo pueden te- 
ner cumplimiento sus altos fines. 

En oposición con los inmutables principios de la Ley na- 
tural esta teoría ataca en su base los iundamentales del De- 
recho de gentes, haciendo imposible toda clase de relaciones 
entre naciones. 

Basta considerar el hecho de encontrarse dos buques en 
la mar y en las circunstancias que analizamos, para apre- 
ciar inmediatamente la imposibilidad material del ejercicio 
del derecho que combatimos. 

Si la alta mar es libre, todo buque que flota en sus aguas 
es también libre respecto á otro de igual ó distinta clase que 
se cubra con un pabellón extranjero. 
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Sin sostener aquí que un buque mercante es siempre y 
en todas circunstancias un pedazo del territorio de la patria 
debemos, sin embargo» dejar sentado que es inviolable en la 
mar cubierto con los colores nacionales. 

Los mismos autores que sostienen el derecho de necesi- 
dad, se acuerdan sobreesté principio que, por otra parteaba 
sido sancionado por todos ó casi todos los tratados de co- 
mercio y navegación del presente y del pasado siglo. 

Los dos buques supuestos, son miembros de Sociedades 
distintas, obedecen á distintas leyes, se encuentran sujetos 
á diferentes jurisdicciones y distintos soberanos; son, en una 
palabra, absolutamente independientes el uno respecto del 
otro: aparte de las convenciones especiales que puedan 
existir entre sus respectivas naciones, sus relaciones deben 
medirse bajo el pié de una perfecta igualdad y*de una inde- 
pendencia absoluta: son, en resumen, dos seres iguales que 
con los mismos derechos é idénticas obligaciones, notan 
sobre un elemento esencialmente libre. 

Si apoyado en su derecho de necesidad uno demanda y 
exige la venta y entrega de todos ó parte de los efectos que 
conduce el otro, fundado en el mismo perincipio y al ampa- 
ro del mismo derecho puede negarse la entrega, porque, 
juez cada uno de sus propias necesidades y sin otra autoridad 
que para medir la extensión de las suyas propias, sería las- 
timar la independencia de cualquiera de ambos, someter 
la latitud de la suya al criterio de otro ser, su igual, y que 
tiene un vehemente interés en otorgar á la agena una menor 
extensión y urgencia que la que él mismo invoca. 

El resultado inmediato del conflicto, del antagonismo de 
estos dos derechos iguales en su origen y que pueden invo- 
carse por ambos buques con igual vigor y entereza, sería la 
apelación á medios violentos que, por su repetición, harían 
imposible el pacífico comercio entre naciones. 

Dentro de estos límites vemos que el llamado derecho de 
necesidad, no puede tener existencia entre Estados soba- 
ranos. 
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Sin duda la historia presenta ejemplos de la práctica de 
esta doctrina invocada por naciones poderosas para monopo- 
lizar el comercio de otra más débil. 

Pero estos actos que el Derecho de gentes y la moral con- 
denan de consuno, muestran elocuentemente el riesgo que 
entraña conceder, en materia de derecho internacional, algo 
que se aparte de los principios de la Ley natural ó primitiva. 

La guerra que en 1841 hizo Inglaterra á China ensena 
cuál es la extensión arbitraria que puede darse al derecho 
de necesidad y sus funestas consecuencias. 

A su debido tiempo examinaremos el origen de este pre- 
tendido derecho, sus progresos, desarrollo y ejercicio en 
distintas épocas y señalaremos algunas de sus criminales 
prácticas. 
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CAPITULO IX 



BUQUES MERCANTES 



Si del principio absoluto de la libertad de los mares se 
deduce lógicamente el derecho de libre navegación para to- 
dos los pueblos y naciones del mundo, no es menos lógico y 
evidente que el buque que flota en 'cualquiera delosOccea" 
nos pertenece á una nación, á una sociedad de hombres 
independiente y soberana. 

Así como no se concibe una nación sin territorio, del 
mismo modo se hace imposible admitir la existencia de un 
buque sin nacionalidad. 

La nacionalidad de un buque ó sea el derecho que le 
asiste para desplegar en su popa los colores nacionales, in- 
dica á todas las Naciones, á sus delegados y subditos en 
apartados países, no sólo que los hombres que lo tripulan 
y conducen tienen derecho á la ayuda y á la protección del 
Estado qua representan, sino también que este mismo Es- 
tado presta, con su bandera, una garantía respecto al orden 
y moralidad de los actos de aquellos hombres en las nave- 
gaciones que emprendan. 

En la inmensa extensión de los mares se hace difícil, 
casi imposible, una vigilancia común cuya actividad y efi- 
cacia garantice los derechos, la vida, los bienes y libertad 
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de los hombres que navegan. Un buque aislado en los 
Occeanos es susceptible de ser antor ó víctima de violencias, 
atropellos y crímenes cuyo solo riesgo, haciendo incierta la 
navegación, dificultaría el comercio internacional. La nece- 
sidad y conveniencia de evitar estos riesgos aconsejó á las 
naciones la adopción de un sistema uniforme para autorizar 
su propia navegación. 

Estos sistemas, que por entrañar medidas eficaces y sé- 
llales inequívocas para la protección y responsabilidad del 
Estado respecto á los buques que arbolan su propia bande- 
ra, constituyen la policía de la navegación, y responden á 
las obligaciones adquiridas en el concierto universal de to- 
das las naciones civilizadas, tuvieron desde su principio el 
carácter de leyes internacionales. 

La uniformidad del sistema no exige igualdad en leyes 
y mandatos para el armamento de un buque en cada una 
de las naciones; lo que hace efectiva esta uniformidad es la 
admisión por todas del principio de imponer á sus respecti- 
vos subditos ciertas y determinadas condiciones para auto- 
rizar el armamento y navegación con sus propios buques. 

De dos distintas clases pueden ser los buques que nave- 
guen bajo el pabellón de un Estado soberano: los armados 
por el mismo ó sean sus buques de guerra, ó aquellos pro- 
piedad de sus subditos destinados y equipados para sus 
operaciones mercantiles. 

Siendo esencialmente distintos unos y otros, diversas de- 
ben ser las condiciones de su nacionalidad y los derechos 
de cada uno. 

Aceptado que el comercio marítimo es un manantial in- 
agotable de riqueza y poderío para las naciones, forzoso es 
admitir que cada Estado, aspirando legítimamente á su ma- 
yor desenvolvimiento, tiene derecho para imponer á los 
buques de su comercio, condiciones más ó menos rigorosas 
para su nacionalidad, en armonía con la industria del país, 
los elementos y materiales marítimos que posea cada uno 
y la extensión de sus relaciones comerciales. 
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Sobre cuatro distintos puntos se apoyan las condiciones 
que cada Estado soberano impone para la nacionalidad de 
los buques de su comercio: dos se reQeren aL buque mismo 
y dos se relacionan con sus tripulantes. 

Fácilmente se concibe que persiguiendo el adelanto de 
las industrias de mar y aspirando á proteger los mil dife- 
rentes ramos de la nacional que se relacionan con el com- 
pleto armamento y habilitación de un buque, exija cada 
Estado que los de comercio se fabriquen en los astilleros del 
país con efectos de su suelo y de su propia industria. 

Las naciones cuyos adelantos industriales ó cuyos pro- 
ductos naturales no bastan para la satisfacción de estas ne- 
cesidades, son más ó menos indulgentes en esta primera 
condición de la nacionalidad. 

Iguales motivos é idénticas causas impulsan á las nacio- 
nes para negar el carácter nacional á los buques propiedad 
de extranjeros en absoluto ó para limitar su participación 
en los que arbolen su propia bandera. La abundancia ó es- 
casez de capitales y las necesidades de su comercio sirven 
de norma á cada una para admitir extranjeros como propie- 
tarios de sus buques mercantes ó solamente con el carácter 
de co-partícipes con sus naturales. 

La difícil cuanto penosa y ruda vida de mar, exige de 
los hombres dedicados á tan duro ejercicio, no solo la ro- 
bustez necesaria para soportar sus fatigas, sino también la 
suma de conocimientos teóricos y prácticos indispensables 
para que armadores y navieros les confíen sus capitales y 
aún á veces el completo éxito de operaciones mercantiles. 

Las naciones entre cuyos subditos hay el preciso número 
de hombres con capacidad para el desempeño de todas sus 
necesidades marí timo-comerciales establecen, como medida 
protectora, la condición de que los buques de su comercio 
sean mandados y tripulados por sus propios ciudadanos. 
Pero aquellas cuyo personal marítimo no es suficiente para 
su propia navegación, autorizan á extranjeros para el mando 
y tripulación de sus propias naves. 
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Como resumen de estos sencillos razonamientos pode- 
mos afirmar que, en general, las diferentes condiciones que 
cada Estado stberano exige á los buques de su comercio 
para otorgarles las variadas ventajas de la nacionalidad, se 
admiten con el carácter de justas en el Derecho Internacio- 
nal, porque oriundas de la soberanía de cada Estado se di«- 
rigen al fomento de su comercio marítimo y al beneficio 
directo é inmediato de sus subditos. 

Con igual carácter de justicia acepta el derecho Interna* 
cional las leyes ó disposiciones que establecen diferentes 
derechos de aduanas para las mercancías importadas ó ex- 
portadas en buques nacionales, las que reservan á éstos 
ciertos y determinados tráficos ó las eximen del pago de 
cantidades que exigen á los que se cubren con el pabellón 
de otro Estado. 

Las condiciones, ventajas ó privilegios que cada Nación 
impone y concede á sus buques mercantes se detallan y 
especifican en sus respectivos actas de navegación, en sus 
Ordenanzas marítimas, ó en las referentes al desarrollo de su 
comercio exterior. Estas leyes, en la parte que se relaciona 
con la nacionalidad del buque, tienen un carácter internación 
nal porque del estricto cumplimiento de sus condiciones, 
depende el ejercicio de los derechos inherentes al biíque en 
los casos ordinarios de la navegación así en tiempos de paz 
como en los de guerra; y su conocimiento interesa al 
personal de las marinas militares y mercantiles de todas 
las naciones civilizadas para el pleno ejercicio de sus de« 
rechos y el cumplimiento exacto de sus obligaciones. 

Las de España se encuentran detalladas en los diferen- 
tes Códigos marítimos que^ en distintas épocas, han sancio- 
nado nuestros Gobiernos y en Leyes y Reales Órdenes 
posteriores. 

Desde las Ordenanzas de matrículas de mar publicadas 
en 12 de agosto de 1802, hasta el día en que escribimos han 
imperado distintos intereses en nuestros Gobiernos y va- 
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ríadoi, por consiguiente, las condiciones de nacionalidad de 
los buques españoles en lo que respecta á ser necesario 
para alcanzarla que el buque sea construido en España y 
propiedad entem de los subditos ó ciudadanos españoles. 

La citada Ordenanza en su título IX, artículos 5 y 6, au- 
toriza la matriculación de buques de fábrica extranjera 
previa exhibición y examen de documentos juslíñcativos que 
acrediten que ningún extranjero tiene parte alguna en la 
nave. 

Estas disposiciones fueron corroboradas por el artículo 
^90 del Código de Comercio de 1829 que autorizaba la ad- 
quisición de buques de construcción extranjera, siempre y 
cuando en el contrato de adquisición no medie reserva frau- 
dulenta é favor de extranjero alguno. 

La Ley de 28 de febrero de 1837 en su artículo 2.* prohi- 
be, de una manera terminante y absoluta, la matriculación 
en España de buques adquiridos ó fabricados en naciones 
extranjeras. 

Los efectos de esta prohibición absoluta fueron modifi- 
cados, para Iqs buques de casco de hierro, por virtud de la 
real orden de 7 de enero de 1848. 

Todas estas disposiciones y otras sobre carenas de buques 
españoles en arsenales extranjeros, quedaron derogadas por 
la Ley de 22 de noviembre dé 1868 que permite la entrada 
«n los dominios españoles de toda clase de buques de cons- 
trucción extranjera mediante los derechos que sé expresan 
en el arancel de aduanas. 

Como resumen de lo expuesto sobre estfas cuestiones de 
nacionalidad de los buques mercantes españoles podemos 
apuntar las reglas siguientes: 

1.^ Todo buque español debe estar matriculado en la 
Comandancia de Marina del Distrito á t[\ie pertenezca, en la 
forma y modo qu« establecen las Ordetianzds de matrículas 
de mar de 1802 en su título IX artículos del 1.^ al 8.^ 

2.^ Pueden matricularse toda clase de buques sin áten- 
lo 
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der i BU orfgen previa ohaervaDcíK d« las condícioBM ñ- 
guientes: 

A. £1 buque así cano, como aperejoa y miquioas bao 
de set de la enlera propiedad de subditos espafiolea. 

B. Los ezlTBDJerOB bd DaturalísadoB en Espafia do 
pueden ser participes en la propiedad de buques espa- 
fioles. 

C. LoB buques españoles poedeu libremente TendMae 
asi i Daciouales como á extranjeros lo mismo ea puertos de 
Espafia que en los de otra nación cualquiera. 

3.* £1 extranjero no naturalizado ea Espafia, en qoieo 
por titulo de herencia ú otro gratuito, por hipoteca 6 venta 
adquiere la totalidad ó parle de la propiedad de un buque 
espafiol debe enagenarlo ea el pía» de 30 dias. 

4." NÍDgUD buque eapaflol pierde el caricter nacional 
por recibir carena ó recorrida en puerto extranjero. 

CAPITANES 

EL Ciídigo de Gemercio de 1829, llamaba capitán <al geíe 
» de la nave á quien debe obedecer toda la tripulación, 
» observando ; cumpliendo cuanto mandare para el servicio 
» de ella.» 

Las antiguas Ordenanzas de Bilbao emplean como 8Ín6- 
nimoB las palabras capitto. patrón j maestre, (núm. 1 
Cap. XXIV). 

Los Ordenanzas generaloB de, la Armada 1748 y 1793. se 
sirven de Isb palabras patrón y capitán para designar el 
gefe de la oave. 

Las de matrículsB de mar de 1802, hacen igual emipleo 
de palabras, distingutendo con el nombra de Maestros d 
Sol^ecargos «á los que aborda hayan de correr con la venta 
» ó eittrilga de la carga según las instruccioneB de ana 
» duefies (título I arUculo 10.) 

Eb las nota* aclaratorias -que puaíeion al Código de Co- 
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mercio de 1829^ los abogados iti Colcigto de Madrid eeütr 
D. Pedro G«BMa de la Sen» y D. José Ríub 7 Gercia, w 
dietingue con el nombre de capilin «fi todo aqoel qne man- 
da un buqne meroanle cualecqnÍBra que bm la claee i que 
perLene&ea», aplicándoee en el uto eomun etta palabra «i 
loa que dirigen los buques en olla mar que no pueden nare- 
var un pilotos» j la de patrúo, <& los qne dirigen un buqne 
de cabotaje que no necesita llenr pilotos». 

Esta úUimB distinción parece encontrarse también en las 
OrdesaDias de matricnlas de 1802 en los modelos de licen- 
cias de navegaeíón «para barcos eostanen» que no hagan 
viajes de travesía ni salgan délos limites de su depart«- 
mentó (título X articulo 18). 

Con igual fundamento puede creerse que las Ordenanzas 
de aduanas de 1864, aceptan de una manen Ucila 1« de los 
doa abogados del Colegio de Madrid, porque después de decir 
que €el comercio de cabotaje 6 sea la remesa de frutos ; 
efectos saeiourles estraojwoa de Asia j América por nasi 
de un puwto habilitado & otro de la Península é Islas adya- 
centes» en^dea en loa arUeuloa sobsigaientes las p«lal»as 
capitán 6 patrdn para designar con ellos las obligaciones 
que afactan á todo el que meude un buque de cabotaje 
cualesquiera que sea sudase dimetwienes 7 mares enque 
navegue. 

Idénticas distinctoDea se hacen en las últimas Ordenan- 
zas de aduana. 

Creemos poea iateipretar Gelmente la legislación sspa- 
fiola al distiagutr con el nombre de capitán al individuo que 
incluido en el artículo 638 del Código- de Comercio de 1889^ 
manda un buque equipado para hacar navegactones de 
altura en cualquiera de los mares del mundo, j con el nom- 
bre de patrón al gefe de un buque de cabotaje destinado 
exclusivamente & navegar por las costas de la Península. 
Islas adj«fienl«Bles y poseaones ultEamarinae de Espd&a. 

Bl artículos.* del título II de matricula de nar ordena 
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que aDÍDgan hombre de mar ha de ocuparse sn pesca, nare- 
gacióD, üi otra industria de maraioo los queealan alistados 
en la natrloula». 

Bl 13 del titulo V reserva i loa mismoa matriculados, el 
ejercicio de la uaTegaciÓD y tráfico costanero, el interior de 
los puertos j muelles incluso el de los barcos de carga, la 
' pesca, la habilitación de embarcaciones y su custodia y todo 
lo que directamente pertenece á la profesión y á la industria 
de mar. 

El articulo 7 deA título JI hacía exteusiro i los extranje- 
ros naturaliíadoa y residentes en España que se elistaseQ en 
la matrícula, los privilegios concedidos á los matriculados 
espaOoles. 

Les mismas Ordenanzas en su titulo VIH expresan las 
condiciones necesarias para obtener el titulo de piloto en 
Espafia. 

Por el articulo 1.* se ordena que «de los pilotos y contra- 
» maestres autorizados por el capitán general del departa- 
' » mentó, con nombramiento de tales, sin cuyo requisito 
> nadie podrá ocupar semejantes plazas en buques nacio- 
» nalesj se formará lista aparte, etc., etc.» 

Los artículos 2 y 3 se reñeren á la forma y modo doscre- 
dit^r la suficiencia para aervir dichos empleos en los buques 
españoles. 

Una de las diaposiciones del artículo 4." ordena «que con 
» un certificado de ideoneidad, expedido por el comandante 
» general del arsenal, pueden ejercer loa pilotos y contra- 
» maestres su profesión y disfrutarán las excepciones que á 
s BU claee se concede mediante el despacho ó nombramiento 
» expresado, qué no »e dará á faoor de loa e^traiy'erot si no 
» estuoiesen naiuraluadca y radicadoa con familia en atts 
» dominios de Europa, aungue tengan loa demd* cireuns- 
» íaneiaa da ordenama.» 

' Y el artículo &.* dal mismo titulo dice textualmente — «y 
oon el nombramiento quedarán unos y otros autorizados á 
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mandar embarcaciones de pesca ó tráfico y corsarios contra 
los enemigos de mi corona bajo las reglas de ordenanza.» 

Ei artículo 634 del Código de comercio de 1829, condensa 
estas disposiciones respecto al capitán de un buque mercan* 
te espafiol en los términos sigüientes: 

«El capitán de la nave ha de ser natural y y vecino del 
reino de España y persona idónea para contratarse y obli-' 
garse. 

Los extranjeros no pueden ni deben serlo si no tienen 
carta de naturaleza, debiendo prestar fianza equivalente á 
la mitad, cuando menos, de la nave que capitanean.» 

Por el artículo 636 del mismo Código se autoriza á los 
navieros y armadores para mandar sus propios buques siem- 
pre y cuando reúnan los requisitos exigidos á los capitanes 
por las ordenanzas de matrículas y, en caso de no tenerlos, 
pueden ejercer á su bordo el mando suprenío en todo cuan- 
to no se relacione con maniobras de mar ó accidentes de na-* 
vegación, para lo cual vienen obligados á servirse de pilotos 
provistos de sus correspondientes despachos ó patentes. 

El nuevo Código de comercio antes citado confirma estas 
disposiciones. 

Los privilegios concedidos á los matriculados por las Or- 
denanzas de 1802, fueron en parte derogados por las reales 
órdenes de 11 de noviembre de 1864, 27 del mismo mes en 
1867 y 4 de setiembre de 1869, en lo que respecta al ejerci- 
cio de la pesca, trabajos de muelles, habilitación de buques 
y su custodia y navegar con distintas plazas abordo. 

En cuanto á la facultad de admitir extranjeros abordo de 
los buques mercantes españoles, can plaza de marineros, 
se encuentra vigente la regla dada en 23 de setiembre de 
1817, á los comandantes de los cruceros españoles é ingleses 
destinados á perseguir la trata de negros. 

La primera disposición del artículo IV está concebida en 
estos términos: 

«Todo buque español destinado á emplearse en el lícito 
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irifico de efldtToSr angtn loa prinoipioB enuaciidos en el trt* 
lado de esta fecha« será masdede por un espafiel de iiacU 
miento y lae doa teroecea partea de au irípolaeíóa, cuando 
menos, aeráfi eapafiolea. 

Apoyada en la autoridad deJaa Ordaoaniaa y realea día* 
poaiciones citadaa» ae encnentra la regla 29 de loa aranceles 
de Aduana de 26 de aetiembre de 1865, cuyo letra es la 
siguiente: 

cPara que un buque español, legítimamente matricalado 
pueda disfrutar de los beneficios concedidos á la bandera 
nacional en el comercio de importación del extrajero, de 
América y Asia deberán ser precisamente españoles di pro- 
pietario, capitán, contramaestres y dos terceras partes de la 
tripulación.» 

A pesar de que por real orden de 18 de agosto de 1860 se 
autorizó á loa comandantes de marina de las provincias para 
tolerar que se embarcaran en los buques nacionales desti- 
nados á nayegaciones de trayesía, la quinta parte de la tri- 
pulación de marineros extranjeros, no quedó alterada la 
regla 4.* del convenio de 1817 con Inglaterra, ni lo que pos- 
teriormente se concreta en los aranceles de aduanas de 
1805, puesto que en arabos se extiende á la tercera parte el 
número de marineros extranjeros que puede navegar en 
buques mercantes españoles. 

De todo lo expuesto podemos formular las reglas gene- 
rales siguientes: 

1.* Son condiciones precisas para acreditar la naciona- 
lidad de un buque mercante español que se encuentre man- 
dado por un capitán natural y vecino de España provisto de 
patente ó despacho expedido por el Capitán general del de- 
partamento á que pertenezca. 

Para que un extranjero naturalizado y radicando con fa- 
milia en cualquiera de las provincias de España pueda man- 
dar un buque español, es indispensable que posea el mismo 
título de capitán expedido por el Capitán general del depar- 
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ismento y preste una fianza igual, cuando menos, i la mi* 
iad del buque que capitanea. 

2/ Loa pilotos y contramaestres examinados y con nom- 
bramiento expedido á su faror por la autoridad superior del 
departamento» pueden navegar en buques españoles siendo 
extranjeros radicados en Bspafia, sin fianza de ningún 
género^ 

3/ Las dos terceras partes de la tripulación se compon- 
dri de ciudadanos españoles. 

4/ Los buques destinados á la pe^ca en las costas de 
España han ser de la entera propiedad de subditos espa- 
ñoles y tripulados por verdaderos españoles. 

La única excepción que admite la regla 4.* es la conte- 
nida en la real orden de 11 de noviembre de 1864, que au- 
toriza á los matriculados portugueses para formar parte de 
la tripulación de los barcos pesqueros de la matrícula de 
Huelva, siempre que por parte de S. M. fidelísima se esta- 
tablezca la misma reciprocidad para los matriculados espa- 
ñoles y preséntenlos portugueses á las autoridades españolas 
los documentos justificativos para su abono. 

Como guía y conocimiento para los casos prácticos de 
mar, hemos creido conveniente insertar á continuación las 
condiciones de nacionalidad de los buques mercantes de 
cada una de las principales naciones de Europa, América y 
Asia, extractadas de diferentes obras de carácter oficial y de 
los informes de algunos consulados. 

AUSTRIA 

Los buques mercantes aüslriacos pueden construirse en 
los dominios imperiales ó en arsenales extranjeros. Los 
construidos en el extranjero se hallan sujetos al pago de 
oiertos derechos de abanderamiento. 

Los propietarios de buques mercantes deben asegurar 
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bajo juramento que el buque es de la entera propiedad de 
uno ó varios subditos imperiales. 

El capitán ha de ser austriaco y la tripulación se com- 
pondrá, cuando menos, de dos terceras partes de subditos del 
Imperio, (Acta de 1823 sobre el régimen de la nayegación 
de travesía). Los buques propiedad de una Sociedad entre 
cuyos componentes hayan ciudadanos extranjeros no pue- 
den disfrutar las ventajas de la nacionalidad austríaca, si su 
gerente, que ha de ser forzosamente ausiriaco, no jura que 
es personalmente propietario de todos los buques. 

BÉLGICA 

A tenor de lo dispuesto en la Ley de 14 de mayo de 1817, 
los buques belgas debían construirse precisamente en cual- 
quiera de los astilleros nacionales, reservándose el gobierno 
la facultad de conceder permisos para el abanderamiento de 
buques de construcción extranjera cuando lo demandaran 
los intereses del comercio y navegación. 

La Ley de 26 de marzo de 1862 permite la introducción 
en Bélgica de toda clase de buques cualesquiera que sea su 
origen con tal que sean de buena calidad y resulten á pro- 
pósito para la navegación marítima. El gobierno ó sus auto- 
ridades delegadas nombran sus peritos para el reconoci- 
miento del buque, y no se otorga permiso para el abandera- 
miento en tanto no emitan aquellos informe favorable y 
paguen los propietarios del buque un derecho de 6 francos 
por tonelada de registro. 

Todo buque belga debe pertenecer en absoluto á ciuda- 
danos belgas: entendiéndose por ciudadano belga con capa- 
cidad suficiente para ser propietarios de buques nacionales: 

I."" A los habitantes de Bélgica nacidos y domiciliados 
en el Reino. 

2.** A los establecidos en Bélgica con casa de comercio 
ó como socio de una casa comercial establecida en Bélgica. 
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B«se6 steoipre que aparaaean avaoiadtdM en une ciudad 
del Reino. 

ORSaiL 

Los buques giiegoa pueden censiruf rse en Greda 6 en 
el exiFaníere. 

Pueden alMinderarse como griegos los buques que feu- 
nan las condiciones siguientes: 

Los apresados por marinos griegos al enemigo ó á piratas 
después de haber sido declarados buena presa. 

Los conñscados por el gobierno á consecuencia de infrac- 
ción de las leyes nacionales* 

Los náufragos en costas griegas después de vendidos á 
subditos griegos y carenados en el país. 

Los que acrediten su propiedad de subditos griegos re* 
sidentes en el extranjero y vuelvan á la patria para estable- 
cerse en ella. 

Los comprados por subditos griegos. 

El derecho de abanderamiento asciende en todos los 
casos á un 10 por 100 del valor total del buque. (Ordenanza 
real de 14 de noviembre de 1836). 

La ley autoriza á los extranjeros para ser propietarios 
hasta la mitad de un buque griego, pero el gobierno tiene 
facultades para excluir de la propiedad de buques naciona- 
les i los ciudadanos de otras naciones que no admitan á los 
griegos como partícipes en los mercantes propios. 

A pesar de que Grecia carece de leyes relativas ¿ la pro- 
piedad de buques mercantes por sociedades anónimas que 
tengan una residencia legal en el país y en cuyo seno haya 
extranjeros, la costumbre, apoyada en la opinión de los juris- 
consultos nacionales, autoriza á estas sociedades para adqui- 
rir la propiedad de buques griegos siempre y cuando sus 
gerentes responsables sean griegos y estén establecidos en 
Grecia. 
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SI capitán». piloloSt coniraiiiflastFo y las tras cuartas 
partes de la tripulacién cuando nanos*, han da componerse 
da ctudadaínos griegos. (Ordenanzas de 14 da noviembre 
de 1836). 

FRANCIA 

Según el artículo 2/ del acta de navegación de 1783, 
ningún buque será reputado francés ni tendrá derecho á los 
privilegios otorgados á los buques franceses, sino está cons- 
truido en Francia, sus colonias ú otras posesiones francesas 
ó fuere declarado buena presa sobre el enemigo ó por infrac- 
ción de las leyes de la República y pertenezca enteramente 
á franceses, llevando un capitán, oficiales y las tres cuartas 
partes de la tripulación compuesta de ciudadanos franceses. 

La ley de 1.^ de junio de 1832, autoriza el abandera- 
miento de buques encontrados «i la mar en estado de aban- 
dono, por ciudadanos franceses» siempre que sean traídos por 
estos á puerto francés. 

Bl artículo 11 de la ley de 9 de junio de 1845, permite el 
abanderamiento de buques extranjeros náufragos en las 
costas francesas ó en tal estado de avería que no permita su 
salida á la mar, á condición, sin embargo, de que el importe 
de la carena ascienda al cuadruplo del valor en venta. 

El tratado de 23 de enero de 1860 autorizó la venta en 
Francia de buques de construcción inglesa. 

En 27 de mayo de 1861, se concedió igual autorización 
para los buques construidos en Bélgica. 

Los buques italianos fueron admitidos en Francia para 
su venta en 19 de febrero de 1864. Los construidos en los 
Estados unidos en 22 de agosto de 1861 y en 5 de febrero de 
1862 los fabricados en el Canadá. 

Posteriormente se permite en Francia la adquisición de 
buques extranjeros sin distinción de procedencias. 

Los subditos de otras potencias pueden ser participas en 
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la propiedad de buques franeeaea, pero la mitad del buque 
cuando menos debe pertenecer á ciudadanos franceses. 

Bl capüan, oficiales y las tres cuartas partes de la tripu* 
lacióD, cuando menos, han de ser franceses. 

£1 decreto de 7 de setiembre de 1866 aulorizaba á los 
pilotos exlranjeros á mandar buques franceses que navega- 
ran las costas de Argelia, pero esta disposición ha caido en 
desuso. 

INGLATERRA 

Los buques ingleses pueden construirse en Inglaterra ó 
en el extranjero. Así estos últimos como los fabricados en 
cualquiera posesión inglesa deben pagar 2*10 pesetas por 
tonelada de arqueo como derecho de abanderamiento. Se 
exceptúan los buques de hierro construidos en posesión in- 
glesa ó en territorio extranjero. 

Solo los ingleses de nacimiento j los que hubieren obte- 
nido carta de naturaleza del Parlamento pueden ser propio^ 
tarios ó consignatarios de buques ingleses, debiendo poseer 
una autorización especial y jurar fidelidad á la corona. 

La navegación en aguas ioteriores inglesas y en los 
lagos de América está reservada á buques construidos en 
Inglaterra ó en algunas de las posesioues inglesas. 

Para navegar en buques ingleses con plaza de capitán, 
oficial ó marinero se precisa reunir las condiciones si- 
guientes: 

Ser subdito de S. M. la Reina de Inglaterra ó naturaliza- 
do por acta del Parlamento de la legislatura de una de las 
posesiones inglesas ó por orden de la autoridad de una de 
estas posesiones que tenga facultades para conceder á los 
extranjeros carta de naturaleza. 

Pueden navegar en buques ingleses los que se hubieren 
hecho ciudadanos ingleses por cesión ó conquista del pais á 
que antes pertenecían, á condición de prestar homenage á 
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la corona <5 juramento de fidelidad i tenor de lo dispuesto 
en el tratado de cesión del territorio. 

Igualmente pueden desempeñar plazas á bordo Ibs asiáti- 
cos ó lascaris de cualquiera.de los territorios, países, islas 
6 playas sometidos á la corona de Inglatecra. 

El artículo 8.^ del acta de -reforma de legislación maríti- 
ma de Inglaterra de 26 de junio de 1849 concede que puedan 
navegar en buques mercantes isglases 4 todos los que 
hubiesen servido tres a&os, i.lo menos» en los buques de 
guerra. 

Bi capitán, maestre y las tres cuartas partes de la tripu- 
lación, cuando menos, se hau de componer de subditos in- 
gleses, escepción hecha de los buques de pesca y cabotage 
que deben tripularse esclnsivamente por ingleses. 

A pesar de estas terminantes prescripciones la ley otorga 
el carácter inglés á los buques que, en los viajes de travesía, 
lleven mayor número de tripulantes extrax^eros, siempre y 
cuando que su capitán acredite que no encontró sí^bditos 
ingleses en el puerto de partida. 

También se considera buque inglés aquel cuyo capitán 
es inglés y en cuya tripulación haya un marinero, inglés 
por cada veinte toneladas de arqueo que mide el buque, 
(acia de 1849« renovada en 20 de agosto de 1853.) 

El acta de 23 de mayo de 1854 autorizó á los buques 
extranjeros para hacer el tráfico de cabotage entre puertos 
ingleses, reservándose el Gobierno el derecho de prohibir 
ó limitar .este derecho ó imponerle el pago de cantidades 
como reciprocidad al trato que recibe la marina inglesa 
en otroe países. 

El acta de 26 de mayo de 1860, contiene en su artículo 
primal o las disposiciones siguientes: 

«A partir de 1.® de diqiembre de 1860, ninguna mercan- 
cía podrá ser importada á los países, islas, plantaciones ó 
territorios pertenfecientes á: S. M.^. á sus herederas ó suce- 
sores en Asia, en América, ó ser exportados de dichos 
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pftÍMi por otros boquM 4 emlMrcaoioBW qm^ los qx%», en 
realidad ó sin fraude, perteneieaB i iMlMbilaiitea de Ingla- 
terra» de Irlandaí del dominio de Gales ó de la ciudad de 
Berwiek sobre el Ttroed y los quejsoBStniídos en los dtchos 
países, islas, plantaciones 6 terñtortos les perteneaoan en 
su cualidad de legítimos posesores y eacyo capitén ó maestre 
y h$ iMTÍasros, la$ tres euariaw prntim^ eumndo memcé, semn, 
ingleses, bajo la pena de detencife y pérdida asi de las mer- 
cancías importadas i dichos países 6 que man exportadas 
por otro buque 6 embarcación, como del mismo buque y de 
la embarcacidn con todos sus cafiones, mobiliario, promisio- 
nes y aparejos.» 

ITALIA 

Los buqnee de la marina mercante italiana pueden eons* 
trairse en rt país 6 en el ex4ranjero. Los liMimos se halfain 
sometidos al pago de un derecho de abanderamiento á eseep- 
ción de aquellos que, comprados por ciudadanos italianos, 
reciban carena en los astilleros nacionales cuyo importe sea 
cuando menos triple del valor de eompra* 

Laf propiedad de los buques italianos solo es lícito i 
subditos italianos é i extranjeros residentes ea Italia dios 
afios cuando menoa. 

Las sociedades anónimas y isn comandita no pueden 
poseer buques italianos sino otorgan sus socios plenos 
poderes para representarla á un subdito italiano residente 
en Italia. 

El capitán, los oficiales y las dos terceras partes de la 
tripulación, cuando menos, deben ser italianos. 

NORUEGA 

Los buques mercantes noruegos puede» construirse K- 
bremente en -el pala é en el extranjerov 
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EilM últimoa M encueniraB e: 
d» «bandsninMoto. (Deerntoede 

La propiedad de loi buques i; 
& loa subditos de U Coroaa; ein «i 
en absoluto, la propiedad da buqi 
tos de otra potencia, exigiendo qv 
como peitenaeientes i subditos di 

Una Bocíedsd anónima puede ; 
siempre j cuando en ningdn dm 
que son co-parUcipes en la prop 
potencia. 

A pesar de que no haj lej que 
de la Iripulacite de los buqu« 
práctica ba introducido U eoatuí 
las dos terceras partes de la trípv 
CoroBiL 

HOLANE 

La marina mereaale . hoiaod 
buques fabricados en Holanda 
pagan un deraoho de 4 por 100 at 
miento. 

Todo buque nacional debe pe 
de Holanda. 

Tienen aptitud para poseer bi 

1.* Todos los habitantes d« 
domiciliados en el reino, en él 
comercio 6 asociados i alguna es 

3.* Los exlfanjeroB que reí 
menos, con un año de antelaci&i 
piedad del buque. 

A pesar de estas disposicioae 
Irvnjeros r«sideiilM fuera de Bol 
panes de la propiedad de un bu< 
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Esta disposicidn es aplicable á las sociedades compues- 
tas de holandeses y exiraDJeros cuya residencia oficial 
radique en país extranjero. 

No existe ley alguna que determine la nacionalidad de 
capitán y tripulantes de los buques holandeses; én la prác- 
tica de su navegación se observa que e) capitán y laá dos 
terceras partes de la trípulaeidn se compone de subditos de 
la Corona de Holanda. 

PORTUGAL 

La construcción de los buques portugueses puede veri- 
ficarse en el Reino ó en el extranjero pagando estos últimos 
un derecho de 63 pesetas poY tonelada de registro, á título 
de abanderamiento. (Decreto de 1861). 

Es lícito en Portugal el abanderamiento de las preses 
después de haber sido declaradas buenas por el tribunal 
competente. 

La propiedad de los buques nacionales queda reservada, 
en absoluto, á los subditos de la Corona de Portugal. (C<kligo 
de Comercio, art. 1,289). 

Si por herencia 6 algún tftulo gratuito, recayere la an- 
tera propiedad ó parte de la de un buque portugués en 
subdito extranjero, viene obligado á su enagenación en el 
preciso término de 30 días, so pena de la confiscación del 
buque. (Art. 1,389, del Código de Comercio). 

Las sociedades anónimas residentes en Portugal y cuya 
mayoría de socios se componga de Subditos portugueses 
pueden poseer buques nacionales porque en este caso la ley 
considera á ios extranjeros como individuos que dan capi- 
tales á interés á la Sociedad. 

El capitán ó maestre, los oficiales, contramaestres y las 
tres cuartas partes de la tripulación cuando menos, deben 
ser subditos portugueses. (Art. 1,862 del Código jde Co- 
mercio). 
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truccrón extranjera necesitaban una carta de franquicia 
para su naturalización. Pero la ordenanza de 15 de agosto 
de 1851, otorga el carácter de nacional é los buques de fá- 
brica extranjera eximiéndolos del pago de derechos de 
abanderamiento. 

Los buques nacionales deben pertenecer exclusivamente 
á suecos domiciliados en Suecia. 

El artículo 3.'' de la ordenanza de 1815, autorizaba á los 
extranjeros residentes en Suecia para poseer buques nacio- 
nales á condición de que así el casco como los aparejos 
fueran de origen sueco. 

Por la ordenanza de 15 de agosto de 1851, se dispusa 
que los subditos suecos, residentes ó domiciliados en el 
extranjero, no podían ser partícipes en la propiedad de bu- 
ques nacionales sino acreditaban ser socios de una casa de 
comercio establecida en el Reino. 

Bajo ciertas condiciones la ordenanza de 1816, concedía 
á los subditos extranjeros el derecho de poseer hasta la ter- 
cera parte de un buque sueco, pero la de 1851 prescribe 
que la propiedad de un buque nacional debe representarse 
legalmente por un armador que viene obligado á jurar que 
no hay extranjeros co-partícipes en la propiedad que repre- 
senta. 

A tenor de lo dispuesto en la ordenanza de 1731, el 
capitán y la mayor parte de la tripulación de un buque 
sueco deben ser nacionales. La de 1.** de marzo de 1827^ 
prescribe que para obtener legítimamente el mando de un 
buque mercante nacional, es indispensable adquirir dere- 
cho de vecindad en cualquier puerto de mar ó ciudad en 
que se construyan buques en el Reino. 

La de 1851 no prescribe que el Capitán de un buque 
sueco sea subdito de la Corona. 

A pesar de que las antiguas ciudades anseáticas Lubeck, 
Bromen y Hamburgo y los territorios de Oldemburgo y 
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Macklemburgo-Sheveren forman boy parte del imperio ale- 
mán conservan sus leyes especiales para el armamento de 
buques y no parece fuera de propósito detallar aquí las con- 
diciones, siquiera sea para complemento de este estudio. 

HAMBÜRGO 

Los buques mercantes de esta ciudad podían construirse 
en sus astilleros ó en el extranjero; debían pertenecer esclu- 
sivamente á ciudadanos hamburgueses jurando sus arma- 
dores que ningún extranjero toma parte en la propiedad. 

El capitán y segundo deben ser ciudadanos de Hambur- 
go y las tres cuartas partes de la tripulación, componerse 
de subditos del Imperio alemán. 

LÜBECK 

Esta ciudad imponía para la nacionalidad de sus buques 
mercantes las mismas condiciones que las descritas para 
los de Hamburgo. El derecho de abanderamiento ascendía 
al 12 por 100 del valor del buque. 

BREMEN 

La ordenanza de 1." de octubre de 1823, autorizaba para 
arbolar la bandera de la ciudad á los buques de construcción 
extranjera, mediante el informe de una Comisión del Sena- 
do encargada de investigar si en la adquisición del buque 
se había violado algún principio del derecho de gentes y 
sometiéndolo al pago de dos tercios por ciento del valor del 
buque. 

El armador debía jurar que ningún extranjero tenía 
parte en el buque de su propiedad. 

El Decreto de 25 de abril de 1843 prescribía que los ciu- 
dadanos de.Bremen residentes en el extranjero podían 
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poseer buques mercantes de la ciudad á condición de probar 
que habían residido tres años consecutivos en la ciudad 
misma y pagado las contribuciones correspondientes. 

£1 capitán de todo buque de la ciudad debe ser ciuda- 
dano de Bromen. La tripulación puede ser extranjera pero 
disfruta los derechos de ciudadanía en tanto forman parte 
del equipage de un buque dé la ciudad. 

Sin embargo se encuentra vigente el tratado ajustado 
con Inglaterra en 27 de setiembre de 1825, cuyo artículo S.' 
dispone que serán considerados como buques de Bromen 
aquellos cuyo capitán y las tres cuartas partes de la tripu- 
lación se componga de ciudadanos bremenses ó de los 
demás Estados de la Confederación Germánica. 

OLDEMBÜRGO 

Los buques nacionales pueden construirse en territorio 
del Gran ducado ó en el extranjero, pagando estos últimos 
un derecho de abanderamiento de siete pesetas por tonelada 
de registro. 

La propiedad de los buques nacionales se reserva en abso- 
luto á los subditos del Gran Ducado, debiendo los armado- 
res afirmarlo bajo juramento. 

El capitón debe ser natural del país y en él domiciliado, 
y la tripulación compuesta de la mitad, cuando menos, de 
subditos del Gran Ducado, y de las potencias neutrales en 
el caso de guerra marítima. 

MACKLEMBÜRGO-SCHWERIN 

Los buques nacionales deben ser construidos en el país. 

En las ciudades de Wesmar y Reibnitz es nacional todo 
buque en cuya propiedad tenga parte un subdito del país á 
pesar de que el resto del buque pertenezca á extranjeros. 

La ciudad de Rostock niega á los extranjeros la menor 
participación en los buques nacionales. 
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El capitán y pilotos han de ser subditos macklemburgue- 
ses y la tripulación puede ser extranjera. 

PRUSIA 

Los buques mercantes prusianos pueden construirse en 
el país ó en el extranjero. Estos últimos devengan un dere- 
cho de 2 por 100 como abanderamiento. 

La ley prusiana excluye á los extranjeros de la propiedad 
de buques nacionales. 

La tripulación ha de componerse, á lo menos, de la mitad 
de prusianos y el capitán y pilotos han de ser subditos del 
Rey dePrusia. 

AMÉRICA 

BRASIL 

Los buques mercantes brasileños pueden construirse en 
los puertos de la República ó en el extranjero á condición 
de que los adquiridos en otros países sean visados por el 
Cónsul de la nación á quien el buque pertenecía y que se 
pague un derecho de abanderamiento de 30 por 100 ad va- 
lorem. 

Los extranjeros no pueden poseer ni ser partícipes en la 
propiedad de buques nacionales. 

Los ciudadanos de la República residentes en el extran- 
jero no pueden tampoco ser propietarios de buquQS nacio- 
nales sino acreditan que una casa de comercio establecida 
en el Brasil, es partícipe en la propiedad del buque. 

El capitán y las tres cuartas partes de la tripulación de- 
ben ser ciudadanos de la República. 

(Código de Comercio de 25 de junio de 1851 y Decreto 
imperial de 24 de octubre de 1846.) 
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I."" Las presas legítimas hechas al enemigo. 

2.* Todo buque cualquiera que sea su origen confís- 
cado por el Gobierno por haber infringido las leyes del Es- 
tado. 

3/ Todo buque náufrago en las costas de la República 
(en el caso de ser adquirido por un ciudadano de la unión) 
y cuya carena ascienda á las dos terceras partes, cuando 
menos del valor, del buque perdido. 

La ley reserva á los ciudadanos americanos la exclusiva 
propiedad de los buques nacionales, hasta el extremo de 
prohibir á los ciudadanos americanos residentes en el ex^* 
tranjero la participación en la propiedad de los buques de 
la Unión. 

Se entiende que renuncia á los beneficios de la bandera 
nacional, el buque ó buques cuyos propietarios residen ha* 
bitualmente en el extranjero, á escepción de los Cónsules 
acreditados de la República ó los socios de una casa de co* 
mercio compuesta de ciudadanos americanos. 

Pierde igualmente el carácter de buque nacional el que 
pertenezca á extranjero naturalizado en los Estados Unidos 
y que resida más de un año en su país natal ó dos en el 
extranjero. 

El capitán, pilotos y las dos terceras partes de la trí* 
pulación, cuando menos, deben ser ciudadanos americanos. 

MÉJICO 

A pesar de que la ley dispone que los buques mercantes 
deben construirse en el país, la práctica ha introducido la 
tolerancia de admitir buques extranjeros, i>ero su propiedad 
se reserva única y exclusivamente á los ciudadanos de la 
República y á los extranjeros naturalizados. 

El capitán y las dos terceras partes de la tripulación 
deben ser naturales del país ó naturalizados. 
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Las Compañías establecidas en territorio peruano pueden 
ser propietarios de buques nacionales á condición de que la 
mitad de sus socios, cuando menos, sean ciudadanos natos 
de la República, y la otra mitad extranjeros naturalizados. 

El capitán y la quinta parte de la tripulación, cuando 
menos, debe componerse de ciudadanos peruanos. 

Los marineros extranjeros que hubiesen observado bue- 
na conducta en los buques del Estado, pueden navegar en 
los mercantes peruanos. 

SAN SALVADOR 

Esta República autoriza la introducción de buques ex- 
tranjeros, mediante el pago de un derecho de 4 por 100 ad 
valorem; pero las mercancías importadas al territorio de la 
República en buques de construcción nacional, adeudan la 
mitad de los derechos de las que iguales en clase se impor- 
tan en buques de fábrica extranjera. 

La ley autoriza la propiedad de buques nacionales á los 
extranjeros residentes en el país. 

Desde 1867, la tripulación de un buque nacional debe 
componerse exclusivamente de ciudadanos de la República. 

URUGUAY 

Los buques extranjeros adeudan á su entrada en la Re- 
pública, un derecho de 15 por 100 como abanderamiento. 

Los extranjeros no pueden poseer buques nacionales. 

El capitán de un buque uruguayo debe ser del país y 
la tripulación puede componerse de extranjeros. 

VENEZUELA 

La introducción de buques extranjeros en el territorio 
se encuentra gravada con un derecho de 30 por 100 ad va- 
lorem á título de abanderamiento. 
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La Ley excluye á los extranjeroa de la propiedad de 
buquee venezolanos. 

El capitÍD de un buque Dicíonal debe ser ciudadano de 
la República 6 extranjero naturalizado. Los que midan más 
de diez toneladas de arqueo, no pueden salir de los mares 
territoriales venezolanOB, si el tercio de su equipaje, cuando 
menos, no se compona de ciudadanos de la República. 

Las naciones como Cbina, Japdn, el Imánalo de Máscala 
y otras que apenas tienen comercio propio, no merecen el 
estudio de sus leyes, porque aparte de su irregularidad, su 
trá&co bajo bandera nacional es costero y en buques pe- 
queños. 

La experiencia ha demostrado que, en la práctica de la 
navegación, do es suficiente para su perrecta policía que en 
el armamento de un buque hayan tenido cumplimiento las 
leyes, ordenanzas y reglamentos de su patria, y que no 
basta que ondee en su popa el pabellón del Estado á cuyos 
subditos pertenece. Para que las naciones extrañas i. su ar- 
mamento le otorguen el ceráclcr de nocional del Estado con 
cuyos colores se cubre, se hace necesario que sieoipre y en 
todas ocasiones pueda exliibir una prueba irrecusable de su 
nacionalidad, que lo haga acreedor á los respetos y conside- 
raciones de aquella que representa. 

Sabido es que el pabellón es el único signo exterior de 
la nacionalidad de un buque en la mar: pero bajo sus colo- 
res pueden abrigarse asC los subditos de su propio Estado, 
como filibusteros y piratas cuyas criminales prácticas, ha- 
ciendo peligrosa la navegación y dificultando el comercio 
marítimo, tomarían en impotentes é ineficaces cuantas 
medidas de protección adoptasen las naciones para la poli- 
cía de los mares. 

La necesidad de evitar estos riesgos aconsejó á las nacio- 
nes marítimas la busca y elección de un sistema uniforme, 
para que sus buques pudieran acreditar la legitimidad de 
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SU armamento y la inocencia de su navegación. Se ha con- 
venido por todas que sus buques mercantes respectivos, se 
acompañen siempre con un número determinado de docu- 
mentos cuya exhibición acredite su derecho para cubrirle 
con el pabellón de su Estado. Estos documentos se conocen 
ó distinguen en el Derecho marítimo internacional con el 
nombre de «Papeles de abordo». 

A pesar de que el número, forma y caracteres de estos 
papeles se encuentra sometido, de pleno derecho, al imperio 
de las leyes interiores de la nación que los expide, su con- 
junto entra en la esfera del Derecho internacional, porque 
á todas interesa su conocimiento, así para asegurarse en 
todas circunstancias de la legitimidad del pabellón que ar- 
bola el buque, como para concederle, en sus propios puertos 
y aguas, las ventajas y privilegios convenidos en tratados 
comerciales. 

No cabe poner en duda que la simple entrada de un 
buque mercante en el puerto de una nación amiga autoriza 
á sus funcionarios para investigar, por sí mismos, la nacio- 
nalidad del buque recibido en sus aguas, y que la regulari* 
dad y policía de la navegación aconseja, á veces, practicar 
investigaciones de igual índole á los buques de guerra ex- 
presamente encargados de proteger la primera y mantener 
la segunda, y de aquí el carácter internacional de aquellas 
leyes interiores, cuyo detalle se expresa en muchos tratados 
públicos. 

Pero conviene tener presente que no todos los pápele s 
que las leyes interiores de cada nación exigen á los buques 
de su comercio, entran en la esfera del Derecho internacio- 
nal; la acción de éste, alcanza solo á los papeles destinados 
á suministrar prueba de la personalidad del buque y la 
legitimidad de su armamento excluyendo, de su conoci- 
miento y examen, aquellos que se refieren única y exclusi- 
vamente á la expresión de los derechos y obligaciones mu- 
tuamente adquiridas por los subditos del Estado entre sí, 
ó los referentes á sus operaciones comerciales. 
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El conjunto de estos papelea tiene un carácter uniforme 
en todas las naciones marítimas, si bien admite y se obser* 
TSD Tariaciones en los detalles, j su conocimiento reviste 
un interés capital para armadores, capitanes y oficiales de 
la marina-militar, para que los primeros puedan evitar, en 
guerra, las detenciones que se originan de la falta de docu- 
mentos y aprecien con exactitud los segundos el límite de 
8US facultades en el ejercicio de sus derechos. 

EstBs variaciones en los detalles de los papeles de refe- 
rencia, aparecen agí en las leyes interiores de las naciones 
marítimas, como en los tratados, estipulaciones, ó conve- 
nios comerciales ó de otro género que han ajustado entre sí, 
tanto en nuestro propio siglo como en los próximos pasados. 
Ed algunos de estos documentos se expresan no solo el nú- 
mero y forma de los papeles de abordo destinados á sumi- 
nistrar pruebas de la nacionalidad de sus boques respeclí- 
TOE, eino también se agrega una copia 6 modelo de éstos 
para conocimiento de los oficiales 6 agentes de las naciones 
contratanlea. Otros estipulan que la nacionalidad de sus 
buques se acreditará por la exhibición de las patentes de 
mar ó pasaportes de navegación expedidos por las autori- 
dades competentes, y en algunas se insertan las prescrip- 
ciones de las leyes interiores respeto al armamento de sus 
buques. 6 simplemente se conviene que la nacionalidad de 
euB mercantes se admitirá siempre y cuando se hayan cum- 
plido los requisitos de les leyes del país á que pertenece la 
nave. 

En tres diferentes títulos ó secciones pueden dividirse 
los papeles que deben existir abordo de todo buque mer- 
cante para suministrar pruebe de su nacionalidad, así en 
tiempos de paz, como en tiempos de guerra. 

Patentes de mar 6 pasaportes de navegación mercantil. 

Roll de equipage, y 

Escritura de la propiedad del buque. 

Sin apartarnos del orden observado, parécenos conve- 
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la patente que se le expide; de aquí la importancia de este 
documento y su valor en la prueba de nacionalidad. Un 
buque mercante sin patente de navegación sería segura- 
mente detenido en la mar, en sus propios puertos ó en las 
de una nación amiga por los de guerra nacionales ó extran- 
jeros, 7 si se atiende á lo prescrito en las legislaciones de 
la mayor parte de las naciones marítimas, sería confiscado 
porque ninguna nación podría prestarle su protección. £1 
rigor de esta pena y la uniformidad de las leyes que la im- 
ponen explica la importancia que conceden todas las na- 
ciones marítimas á la patente de navegación y la absoluta 
necesidad de poseerla para todas las operaciones de comercio 
marítimo. 

En España las ordenanzas de Bilbao de 1737 imponían 
solo quince reales de vellón de multa á los capitanes de los 
buque mercantes de su jurisdicción que no llevasen á su 
bordo carta de mar expedida por el Consulado de la villa; 
(artículo 10 del cap. 24.) 

Las generales de la armada de 1748 y 1793 conceden fa- 
cultades á los comandantes generales de escuadras y bajeles 
sueltos para detener é las embarcaciones mercantes que ca- 
rezcan de alguno de los pppeles de abordo; (tratado 2.^, tí- 
tulo 5.^ art. 86; tratado 3.^ título 1.°, artículo 154, y trata- 
do 4.% título 1.° artículo 9 de los de 1793. Título quinto, 
art. XXXVIII de los 1748, y artículo 17, título 1.* de las or- 
denanzas de la armada de 1802 que fueron derogadas en 
28 de septiembre de 1806.) 

Las ordenanzas de matrículas de mar de 1802 son termi- 
nantes sobre expedición y uso de reales patentes y penas á 
que se hacen acreedores los capitanes que no los tienen 
abordo. 

El artículo i .° del título 10.*^ dice: 
Todo capitán ó patrón que hubiere de navegar á puer- 
tos de mis dominios en cualquiera parte del mundo, fuera 
de los límites del departamento á que corresponde su ma- 
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trícula, debe avisarlo al jefe militar de marina ó al que ejer- 
ciere sus funciones, solicitando el real pasaporte ó patente 
de navegación, la que no ofreciéndose caso contrario ó lo 
prevenido en esta ordenanza se lo facilitará por el coman- 
dante del partido por sí ó por medio de los ayudantes de su 
distrito, etc.. etc. 

Sin la referida real patente ó pasaporte la detendrán mis 
bagajes de guerra conduciéndola al primer puerto donde 
será confiscada con toda su carga y, en caso de llevar arma- 
mento de guerra, será su patrón y los demás que se averi- 
guase haber contribuido al ilícito armamento, castigados 
como piratas.» 

El artículo 2 del mismo título se refiere á la fianza que 
han de prestar los capitanes antes de recibir la real patente 
de navegación^ como garantía del buen uso que harán en 
todos tiempos del documento que solicita. Su letra en la 
parte que nos ocupa es la siguiente: 

«también presentará el capitán ó patrón con su instancia 
en solicitud de la real patente escritura de obligación hecha 
por él, siendo sujeto abonado, ó por el dueño de la nave ó 
por otra persona de calidad, fianza igual á la mitad del va- 
lor por tasación que al efecto deberá hacerse, para que cons- 
te terminantemente en la misma escritura; asegurando que 
dicho capitán ó el que por su falta usare la real patente, no 
abusará de ella en ninguna forma.» 

A continuación expresa este artículo los casos que se 
califican de abuso de patentes, prohibiendo recibir «otra se- 
» mejante de ninguna nación extranjera,» y concluye orde- 
nando: «además recojerá el comandante, del capitán ó pa- 
» trón á quien facilite la real patente, un recibo expresivo 
» en que manifieste su obligación á lo que debe expresarse 
» en la escritura, 

A pesar de que las provincias de Bilbao, San Sebastian, 
Santander y Castrourdiales tenían privilegio exclusivo para 
el gobierno de su gente de mar, el artículo 15 del título XI 
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de las ordenanzas que nos ocupa, obligaba á sus embarca- 
ciones á proveerse de la Real patente de navegación igual 
en todas sus partes á las que se entregan á los buques de 
las diferentes matrículas de España, pues de lo contrario, 
dice, «mis boxeles de guerra ó corsarios que los visitasen 
» en la mar. los detendrán y conducirán á puerto, quedan- 
» do sus capitanes y patrones sujetos á las penas de orde- 
» nanza y expuestos á las consecuencias de ser reconocidos 
» por buques de guerra extranjeros, que por falta de aquel 
» preciso documento no respeten la bandera nacional.» 

Posteriormente se mandó que cada tres años se renovaran 
las Patentes de navegación, no concediéndose nuevo pasa* 
porte al espirar este plazo, hasta la cancelación del antiguo 
ó justíBcación de haberse perdido en naufragio, apresa- 
miento ó por otro accidente irremediable. (Título X, artí- 
culo 2.°, Ordenanzas de materiales de mar.) 

£1 artículo 13 del mismo título concedía facultades á los 
Cónsules españoles residentes en el extranjero para ampliar 
por tres años la duración de la patente de los buques nacio- 
nales si la necesidad de prorrogar un pasaporte sucediese en 
puerto de su -residencia. 

La duración eventual de las Reales patentes de navega- 
ción se mantuvo en España hasta 1864, que se hizo perma- 
nente. 

Como apéndice de este título insertamos al ñnal de este 
Capítulo las Reales órdenes de 1864 á 1867, sobre patentes 
de navegación. 

ROL DE EQUIPAJE 

El rol de un buque mercante ó lista expresiva de los in- 
dividuos de su tripulación es otro de los documentos desti- 
nados á subministrar prueba de su nacionalidad, porque si 
las leyes de su país y los convenios ó tratados internación 
nales fijan y determinan el número y clase de los hombres 
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que deben tripularlo» es evideole que el único medio de 
suministrar en la mar pruebas del cumplimiento de lo ex* 
presamente pactado, consiste en presentar la sanción que 
ha prestado la autoridad correspondiente al embarque de 
aquellos hombres, con el carácter de tripulantes del buque. 
En armonía con estas ideas, las leyes de todas las nacio- 
nes marítimas obligan á los buques de su comercio á llevar 
á su bordo el rol de equipaje, expresando al mismo tiempo 
cómo deben proceder las autoridades del puerto para la for- 
mación y expedición de este importante documento. 

En España se encuentra vigente el artículo 23 del títu- 
lo X de las ordenanzas de matrículas de mar, cuja letra es 
como sigue: 

» Ninguna embarcación de tráfico de alta mar ó de costa 
» podrá navegar sin rol ó lista de su tripulación, expresán- 
» dose de cada individuo el Trozo, Partido y Tercio á que 
» corresponde y la clase en que sirve; Qrmándole el Coman- 
^ dante del Partido ó Ayudante del Distrito, para entregarlo 
» al capitán ó patrón que habrá de responder de ella, como 
» del paradero de los individuos de su dotación; y por tanto, 
» los Comandantes de mis Escuadras y Bajeles, los de los 
» Tercios y Provincias y cualesquiera otros que en la mar 
» ó en los surgideros hallasen alguna nave española sin la 
» expresada lista, ó rol formal de su equipaje, la detendrán 
» y convoyarán inmediatamente, etc., etc. 

Los artículos 24, 25 y 26, se refieren á la formación de 
los roles, obligando á los Capitanes y Patrones á presentar 
estos documentos á los Comandantes de marina de los puer* 
tos españoles adonde arriben. 

El artículo 9 del mismo título ordena que: 

» En los de tráfico, y en los de corso y mercancía, ade- 
» más de la Patente Real, deberá llevar el capitán ó patrón 
» para su salvo conducto, las escrituras de pertenencia^ con- 
> tratos de netamente, conocimientos de su carga, lista de 
» pasajeros si fuesen muchos, y el rol de su tripulación, con 

12 
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1^ la nota de los que transportare, siendo pocos ilrmadas 
» una y otra por el Ayudante del Distrito. 

De lo expuesto podemos deducir que para justificar su 
nacionalidad, en todos tiempos los buques mercantes espa- 
ñoles deben llevar á su bordo los documentos siguientes: 

1." Patente de Navegación. 

2," Rol de equipaje. 

3.° Escritura de propiedad del buque. 

Los documentos exigidos por el artículo 9 título X de 
las ordenanzas de matrículas de 1802, y los libros que se 
detallan en el 646 del Código de Comercio de 1829, confir- 
mados por el nuevo de 1886, no se destinan á presentar 
pruebas de la nacionalidad del buque^ y si sólo á justificar 
la inocencia de su carga y lícito objeto de sus viajes. Pero 
como en tiempos de guerra continental ó marítima, las fuer- 
zas regulares de los beligerantes ó sus corsarios, tienen fa- 
cultades para asegurarse de la inocencia de la carga y des- 
tino del buque, por el examen de estos papeles, entran, por 
este solo concepto, en la esfera del Derecho Internacional. 

Cuando tratemos del llamado Derecho de Visita en tiem- 
pos de guerra, expondremos el justo límite asignado por 
los tratados inteniaeionales al ejercicio de este llamado De- 
recho, y el modo y forma en que deben demandarse y exi- 
birse los papeles que acrediten la inocencia de la carga. 

Como complemento de este capítulo, parece conveniente 
una relación de los papeles que deben llevar abordo los 
buques mercantes de las principales potencias marítimas, á 
tenor de lo prescrito en sus leyes respectivas y estipulado 
en tratados internacionales. 

ALEMANIA 

Los buques alemanes deben tener á su bordo los si* 
guientes documentos: 

1." Carta de mar ó sea patente de navegación. 
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2.^ Certificado de construcción y visita del buque. 

SJ" Rol de equipage. 

4.^ Conocimientos y demás papeles de carga. Código 
prusiano de 1791. 

A pesar de que las antiguas ciudades anseáticas Ham- 
burgo, Lubeck y Bremen y los ducados que forman hoy 
parte del Imperio alemán tenían impue&tos á sus buques 
respectivos otros distintos documentos, la navegación mer- 
cante alemana se ha ajustado al Código de Prusia. 

AUSTRIA 

El capitán de un buque mercante austríaco debe tener 
abordo: 

1.® Patente de navegación mercantil. 

2.^ Rol de equipaje conteniendo los nombres, apellidos 
y patria de los individuos que componen la tripulación, los 
cambios que se verifiquen y las causas que los motiven; los 
sueldos devengados y pagados y los anticipos- 

3.® Las relaciones que el capitán tenga con los Cónsu- 
les, el encuentro con buques de guerra ó corsarios y todo 
cuanto pueda interesar á la navegación, con detalle de los 
accidentes de mar. (Decreto de 23 de Julio de 1774). 

4."* Acta de propiedad del buque. 

5.° Póliza de ñetes^ conocimientos y papeles de Aduana 
que acrediten la inocencia de su carga. 

BÉLGICA 

La nacionalidad de los buques del comercio belga, se 
comprueba por los papeles siguientes: 
1.** Patente de navegación. 
2.** Acta de propiedad del buque. 
S.'' Acta de abanderamiento. 
4.** Rol de equipaje. 



5." Cartas partidas, ó póliza de üetameDlo, conocí míen los, 
lizas de fletes y demás documeulos referentes é la carga. 

DINAMARCi 

El capitán de todo buque mercante danés debe tener 
lordo: 

I." Pase marflimo cuya eQcacia empieza á tener efecto 
sde que el buque se pone en movimiento. 

2.° Permiso de salida expedido por la Autoridad msrf- 
la, en latín, en inglés y en francés; este documento debe 
itener el documento de que el buque es propiedad dauesa 
'a á un puerto determinado. 

3." Rol de equipaje. 

4." Acta de la nacionalidad del capitán. 

5.° Contrato de galibus y certiGcado de coustrucción- 

6.' Cuaderno de bitácora, diario del buque, conocimieu. 

de carga y demás papeles de aduanas ó consulares reta- 
os á la misma. 

FRANCIA 

Los buques del Comercio de esta naciún deben llevar á 

bordo: 

1." Patente de navegación. 

2.° Rol de equipaje. 

3.° Acta de propiedad del buque. 

4.° Acta de abanderamiento. 

5." Carlas-partidas, conocimientos, procesos verbales 

visita y recibos del pago de derechos de Aduana. (Código 

Comercio de 1807.) 

GRECIA 

Las leyes de esta nación ordenan que bus buques mer- 
ites lleven abordo: 
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1.® Patenle de navegación. 

2.° Rol de equipaje. 

3." Actas de propiedad del buque y de abanderamiento. 

4.' Cartas-partidas, conocimientos, registros de carga 
y recibos de haber satisfecho los derechos de Aduanas. (Có- 
digo dt) Comercio de 1835.) 

HOLANDA 

Los buques del comercio holandés vieven obligados á 
llevar abordo: 

1.° Carta de mar ó Patente de navegación. 

2.° Acta de propiedad del buque ó copia auténtica debi- 
damente autorizada. 

3.** Rol de equipage. 

4.^ Lista de carga, cartas-partidas, conocimientos y 
demás documentos referentes á la marina. (Código de co- 
mercio de 1.* de octubre de 1838, art. 357 y 397. 

INGLATERRA 

La legislación inglesa, en cuanto á buques mercantes, es 
un verdadero caos, porque aparecen mezclados en una sola 
ley, mandatos que se refieren al orden interno de los bu- 
ques ingleses y á sus papeles de abordo. 

Sin embargo, puede decirse que los buques ingleses de- 
ben llevar abordo: 

I."" Carta de mar ó patente de navegación. 

2.° Certificado de construcción y visita del buque. 

3.° Rol de equipaje. 

4.*" Conocimientos y papeles de carga. 

ITALIA 

Los capitanes de los buques italianos deben llevar á su 
bordo: 
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1.^ Patente de navegación mercantil. 

2.* Rol de equípage. 

3." Acta de propiedad del buque. 

4.'' Conocimientos, manifiestos y documentos de Adua 



nás. 



PORTUGAL 

Los capitanes de los buques portugueses deben tener 
abordo: 

1.^ Acta de propiedad del buque. 

2." Pasaporte de navegación. 

3.* Rol de equipage. 

4.* Contratos de flete y conocimientos de carga y docu- 
mentos de gastos de Aduana, puertos, etc. (Art. 1379 del 
Código de Comercio de 18 de setiembre de 1833). 



RUSIA 

La ley rusa exige á sus buques mercantes los documen- 
tos siguientes: 

1.° Acta de construcción ó adquisición del buque. 

2.'* Patente autorizando á arbolar el pabellón mercante 
ruso. 

3." Pasaporte de navegación expedido por la autoridad 
de marina 

4.** Rol de equipage. 

5.** Carla de carga. 

6.* Carta de partida cuando el buque se encuentra 
cargado por un solo propietario y conocimientos si son mu- 
chos los cargadores. 

7.° Pasaporte expedido por la Aduana de salida. 

8.** Diario de navegación del capitán. 



SUECIA 

Loa papeles exigidos á los buques mercanles suecos son 
los siguí en les: 

1.* Pasaporse nacional. 

2." Cerlificado de conslrucciún. 

3.* Acia conteniendo el permiso para navegar. 

4.° Rol de equipage. 

5.° Carta de franquicia, certificado de carga firmado 
por las autoridades competentes, contratos de iletamentoe 
y maniñestos firinados por los expedidores capitán y oficía- 
les del buque y pasaporte en latió. 

(Ordenanzas de 17 de Febrero de 1814.) 
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CAPITULO X 



BUQUES DE GUERRA 



Admitido como axioma que la prosperidad, riqueza, po- 
derío y fuerza de una nación marítima se relacionan direc- 
tamente con la mayor ó menor extensión de su comercio ex- 
terior, resulta para un Estado la obligación permanente de 
proteger este origen fecundo de su poder, fomentando su 
desarrollo. 

Las leyes, Ordenanzas y Reglamentos expuestos en el ca- 
pítulo anterior pueden y deben considerarse no solo como 
las constitutivas de las marinas mercantes de todas la na- 
ciones civilizadas, sino también y muy particularmente 
como dirigidas á mantener y regular el ejercicio de la libre 
navegación para cada una, el completo goce de sus benefi- 
cios y el necesario estímulo hacia la industria y agricultura 
para que, en su conjunto, contribuyan al mayor y más rá- 
pido desenvolvimiento de la riqueza pública. 

Las marinas militares de carácter permanente son el 
complemento obligado de las marinas mercantiles y la ló- 
gica y necesaria consecuencia del desarrollo de los mismos 
principios protectores que entrañan sus leyes constitutivas, 
porque apoyándose el ejercicio de los derechos inherentes á 
los ciudadanos de un Estado, en el exlricto cumplimiento de 
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las leyes que lo regulan, se hace indispensable la existen- 
cia de una institución, de un organismo que al impedir las 
transgresiones de la ley, garantice el ejercicio del derecho. 

Las radicales diferencias que se advierten entre las ma- 
rinas militares y las marinas mercantiles» se traducen en el 
derecho internacional en una perfecta distinción de dere- 
chos y obligaciones. 

Los buques de guerra, equipados por el Estado, armados 
para su defensa y la custodia de sus derechos, forman parte 
de su fuerza pública; mandados por un oficial delegado di- 
recto del soberano, se encuentran destinados á poner en 
práctica los derechos de la nación á que pertenecen. 

Ya se les considere convoyando y protegiendo los buques 
mercantes nacionales, ya en el ejercicio de uno ó todos los 
derechos del estado de guerra, ya pacíficamente fondeado en 
sus propios puertos ó en los de una nación amiga, su co- 
mandante es el legítimo representante de los poderes que lo 
autorizan. Las leyes que abordo imperan, las relaciones de 
individuo á individuo, sus preeminencias y privilegios, son 
los de la patria común; aquel estrecho recinto es el sagrado 
territorio de la patria, y participa, por consiguiente, de su 
indepencia soberana, siendo acreedor á los mismos respetos 
é idénticas inmunidades que el territorio continental de la 
nación á que pertenece. 

Los buques mercantes por el contrario: son propiedad de 
los subditos ó ciudadanos de una nación y equipados para 
sus negocios mercantiles; mandados por un individuo que, 
aún ejerciendo abordo la autoridad suprema, no es delegado 
de los poderes públicos del Estado, no pueden considerarse 
en derecho, sino como la habitación móvil de una sociedad 
privada, sometida á las leyes que imperan en el territorio 
de la nación que autoriza su armamento. Su capitán, pilo- 
tos y marineros no son en ningún caso, ni en circunstancia 
alguna, legítimos representantes de los poderes públicos, 
son única y exclusivamente agentes comerciales, factore» 
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obligados del comercio marfltmo anlorizsdos por laa leyes de 
Eu nación para cumplir unos y hacer observar otros, las 
de policía y disciplina de abordo. 

La natural independencia de un buque de guerra, la le- 
gítima rep res enlacian del Bstado propietario, los derechos 
que tiene su comandante para ejercer abordo, cualesquiera 
que sea el lugar á donde se encuentre el buque, los pode- 
res judiciales, administrativos y, á veces, ejecutivos de su 
patria, el respeto que se debe por lodos los gobiernos hacía 
los actos consumados abordo por los legítimos representan- 
tes del ^stado propietario, la soberanía asf interior como ex- 
terior que acompaña á un buque de guerra en la mar ó 
aguas extranjeras, es lo que los publiscislas designaD con 
el nombre de exterriloriabilídad de un buque. 

Algunos Butores niegan la inviolabilidad absoluta de un 
buque de guerra en puerto extranjero, no admitiendo, por 
consiguiente la exactitud de la máxima de que un huqUe 
de guerra es «un pedazo del territorio de la patria». La mayor 
parte de los modernos la aceptan en sus escritos; otros las 
presentan con el carácter de un axioma indiaculible y al- 
gunos la hacen extensiva á los buques mercantes. 

Si se inierpreta la frase «pedazo del territorio de la pa- 
tria* en el sentido absoluto del lenguaje, es evidente que 
no puede emplearse con exactitud para designar un buque 
de guerra, puesto que ninguno ha sido separado del terri- 
torio patrio para flotar eu los Occeanos. Un buque de guerra 
es real y verdaderamente una Fortaleza móvil, abrigando en 
SU seno todos los elementos para formar uq territorio, apar- 
te si se quiere, pero cuyos poderes judicial, administrativo 
y ejecutivo residen en funcionarios públicos de un Estado 
soberano, en sus agentes militaros. Si el rigorismo de la ex- 
presión y la pureza del lenguaje no permite llamar al buque 
de guerra un pedazo del territorio patrio, autoriza al menos 
para considerarlo como un territorio nuevo, creado ó adqui- 
rido, pero tan íntimamente ligado al de la patria, que natu- 
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ral y malerialmenle se encuentra administrado y regido por 
sus funcionarios y por sus leyes. 

Los buques de guerra y los de comercio, pueden encon- 
trarse en circunstancias diversas: en alta mar, en los puer- 
tos y aguas corrientes, propiedad de otra nación y en sus 
mares territoriales. En cada uno de estos distintos casos, 
¿cuáles son sus derechos y obligaciones? 

Un buque de guerra en la mar es absolutamente igual 
é independiente respecto á todas y cada uno de sus simila- 
res extranjeros, porque al salir de las aguas territoriales de 
su nación empieza á flotar en otras libres por esencia, no so- 
metidas á la jurisdicción permanente de nación alguna. Su- 
jeto al imperio de las leyes patrias, gobernado y regido por 
los funcionarios que estas mismas leyes establecen á su 
bordo, no reconoce ni puede someterse á ninguna juris- 
dicción extraña. Dos buques de guerra en la mar son dos 
fortalezas móviles que flotan sobre un elemento esencial- 
mente libre, y por consiguiente, son independientes y so- 
beranas y sus relaciones tienen el carácter de interna- 
cionales. 

Partícipes de la independencia del Estado, los buques 
de guerra cubiertos con el emblema de su soberanía, son 
inviolables. Su comandante, magistrado supremo en aquel 
estrecho recinto, ejercita abordo la soberanía del Estado y de 
pleno derecho rechaza todo intervención extranjera, toda in- 
miscuición en los actos así interiores como exteriores del 
buque. 

A pesar de que los buques mercantes carecen de la re- 
presentación que Qtorga el Derecho Internacional á los bu- 
ques de guerra, son también inviolables en la mar. Habita- 
ciones móviles de una sociedad particular que se rige por 
las leyes del Estado á que pertenece, con perfecto derecho 
á su protección, porque se encuentra siempre bajo el impe- 
rio de su jurisdicción absoluta, el buque mercante es, en 
cierto modo y en estas determinadas circunstancias, un 
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pedazo del territorio patrio. Aislado en el Occeano no puede 
reconocer ni someterse á otros poderes que á los públicos 
de la nación que autoriza su armamento, porque si los de 
jurisdicción de un Estado, como originarios de su soberanía, 
solo pueden tener ejercicio en su propio territorio ó en 
aguas sujetas á su imperio permanente, está fuera de duda 
que el buque mercante flotando en aguas enteramente 
libres no es susceptible de admitir abordo el ejercicio de nin- 
guna jurisdicción extraña y por consiguiente sus relaciones 
con los de su propia clase ó de guerra pertenecientes á otra 
nación participan de un carácter y colorido internacional 
sin que por esto vengan obligados la nación y sus gobiernos 
á hacerse solidarios de sus actos. 

Pero cuando los buques de guerra y los mercantes se en- 
cuentran en aguas propiedad de un Estado soberano ó en los 
sometidos á su imperio, ¿conservan en igual grado y en la 
misma forma la independencid é inviolabilidad absoluta que 
disfrutan en el Occeano? 

¿El buque de guerra en aguas territoriales ó en puertos 
pertenecientes á una nación extranjera, se encuentra some- 
tido á la jurisdicción del Estado imperante? 

¿La nación propietaria del buque, de ese pedazo de su te- 
rritorio simbolizado por el pabellón que ondea en su popa, 
abdica todos sus derechos de soberanía y aquellos sus ciu- 
dadanos, agentes directos de los poderes públicos, viviendo 
abordo bajo el imperio de las leyes patrias, quedan someti* 
dos, por el solo hecho de su entrada, á las vigentes en el nue- 
vo territorio en que accidentalmente se encuentran? ¿Las 
fuerzas públicas de un Estado, las creadas para la defensa 
de sus derechos naturales ó adquiridos, los empleados cons- 
tantemente en la protección y custodia de sus intereses ma- 
rítimo-mercaniiles pueden, sin perder su carácter esencial, 
someterse al imperio de una jurisdicción extranjera? ¿El 
buque de guerra pierde su carácter nacional en puerto ex- 
tranjero, ó conserva intacto á su bordóla soberanía del Esta- 
do á que pertenece? 
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Si se atiende única y exclusivamente á Ja correcta inter- 
pretación de los sencillos pero severos principios del Derecho 
primitivo ó natural, el buque de guerra en puerto extran- 
jero, no puede conservar el carácter nacional de indepen- 
dencia que le acompaña en el Occeano. porque originándose 
los poderes de jurisdicción de un Estado, de las dos cuali- 
dades más necesarias para su propia existencia, soberanía 
é independencia absolutas, en principio, ninguna puede to- 
lerar el ejercicio de una soberanía extraíía allí donde deben 
tenerlo pleno los atributos de la suya propia; y siendo los 
puertos de una nación una parle integrante de su territorio, 
es evidente que el buque y sus tripulantes deberán some- 
terse al imperio de las leyes del soberano en cuyo territorio 
se encuentren. 

Pero el buque abriga en su seno, una parte, una dele- 
gación de los poderes públicos del Estado á que pertenece, 
un cuerpo organizado de funcionarios públicos y militares, 
en cuyas manos se encuentran los elementos de fuerza y 
las armas que el Estado destina á la legítima protección y 
defensa de sus intereses morales y materiales; aquel estre- 
cho recinto es una fortaleza móvil perteneciente á una na- 
ción independiente, cuya soberanía abordo es tan absoluta 
como en su propio territorio: no pudiendo por consiguiente, 
sin lastimar su independencia, sin abdicación expresa de 
su propia soberanía, tolerar abordo el ejercicio de una juris- 
dicción extraña. Existe, pues, un conflicto de soberanías, 
un antagonismo de derechos que haría imposible las rela- 
ciones marítimas entre Estados independientes. 

La conveniencia común aconsejó á las naciones el esta- 
blecimiento de una excepción en el ejercicio de sus juris- 
dicciones respectivas. La costumbre internacional ha san- 
cionado el principio, mutua y tácitamente convenido, de 
que los buques de guerra extranjeros queden exentos de la 
jurisdicción territorial. Sus relaciones con el Estado ó con 
sus autoridades delegadas, tienen siempre y en todas oca*- 
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siones el carácter ofícial de internacionales; puede afirmarse 
con perfecta verdad, admitida y sancionada por todas las 
naciones civilizadas, que el buque de guerra en las aguas 
territoriales ó en los puertos de una nación extranjera, es 
un pedazo del territorio de su patria; extrafio en absoluto á 
las leyes que edicto el soberano del puerto, conserva á su 
bordo el ejercicio de su propia jurisdicción, se administra y 
rige por sus propias leyes y es como en la mar, inviolable 
por esencia. 

¿Pero esta inviolabilidad absoluta de los buques de gue- 
rra, engendra la falta de responsabilidad de sus tripulantes 
respecto al soberano territorial? ¿Los actos de abordo, cuales- 
quiera que sea su condición ó cíase, quedan exentos del 
conocimiento y juicio de las autoridades territoriales? 

En general, puede afirmarse que ningún caso de abordo, 
sea cual fuere el calificativo con que lo designen las leyes 
del soberano del puerto, es punible, ni represivo por sus 
propias autoridades. La inviolabilidad del buque es abso- 
luta. Los agentes de la jurisdicción territorial carecen de 
derecbo para penetrar en aquel sagrado recinto, sin el con- 
sentimiento expreso de los delegados de los poderes públicos 
de la nación propietaria. Sólo en los casos extremos de 
motín ó sedición, y siempre y cuando el comandante de- 
mande el auxilio de las autoridades locales, pueden éstas 
intervenir abordo. 

Del mismo modo si la conducta del comandante ó los 
oficiales del buque en sus relaciones con el gobierno ó las 
autoridades locales puede traducirse como irrevencia ó desa- 
cato, ó simplemente como falta de cortesía, si alguno de los 
reglamentos fiscales ó de policía del puerto, no tiene exac- 
to cumplimiento por parte de los tripulantes del buque, ó 
si algunas de las reglas prescritas ó exigidas por el ceremo- 
nial marítimo admitido entre naciones civilizadas, fuesen 
infringidos voluntaria ó involuntariamente, por el buque ó 
las autoridades locales, no debe perderse de vista nunca. 
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que las relaciones entre el buque y los delegados del sobe- 
rano territorial, tienen siempre el carácter oficial de inter- 
nacionales y que solo la vía diplomática es la única hábil 
para toda clase de reclamaciones, sin ofender la dignidad 
del Estado propietario del puerto ó del buque fondeado en 
sus aguas. 

En los casos graves de que un buque de guerra consu- 
me actos de hostilidad ó violencia contra el país, ú ofensas 
de tal índole que demanden una reparación inmediata y 
pública, la dignidad del Estado ofendido es la única com- 
petente para juzgar si las satisfacciones deben demandarse 
por la vía diplomática á la nación propietaria del buque ó 
si es indispensable la adopción de medios enérgicos para 
poner á salvo el honor del pabellón ofendido. 

Excepción hecha de estos casos, raros hoy por fortuna, 
el buque de guerra en puerto extranjero es inviolable, sus 
tripulantes carecen ^e responsabilidad por sus actos de 
abordo respecto á leyes ó tribunales territoriales. 

¿El ejercicio de las prácticas descritas, puede concederse 
con igual grado de justicia, así á los buques mercantes co- 
mo á los de guerra? 

¿Los derechos de esteritoriabilidad é inviolabilidad ab- 
soluta que se otorgan á los buques de guerra en puerto ex* 
tranjero, pueden hacerse extensivos del mismo modo y en 
igual forma á los buques de comercio? 

¿Al buque mercante fondeado en los puertos de una na- 
ción amiga, pueden otorgársele los mismos derechos, privi- 
legios, inmunidades y representación que á los buques del 
Estado? 

Las radicales diferencias que se advierten entre unos y 
otros parecen ser causa suficiente para condenar estas con- 
cesiones que, por otra parte, se encuentra corroborada por la 
opinión unánime de los más distinguidos publicistas. 

Sin embargo, autores hay que emplean los grandes dotes 
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da sa claro talanlo y reconocida superior iluatraciÓD, para 
deducir, de teoríaa máa 6 mesos justas j mis ó menos coil- 
formes en los inmutables principios fundamentales del de- 
recho de gentes, que lo mismo el buque mercante que el de 
gueira son territorialet en aguas sujetas al imperio juris- 
diccional de una potencia eatranjera. 

No podia ocultarse al celoaísimo defensor de los dere- 
chos de loa Naciones neutrales en tiempos de guerra marí- 
tima, la importancia del principio eapueato y aceptado y sus 
gravísimas consecuencias para las naciones que nsTegan. 
«No es esta, dice, como pudiera creerse una cuestión de 
palabras; su solución trae consigo las más graves consecuen- 
cias. Si el buque es realmente un pedazo del territorio del 
soberano cuyo pabellón lleva, debe ser respetado por el 
beligerante del mismo modo que el territorio continental; 
no pudiendo, por consiguiente, atribuirse los derechos que 
pretendan ejercer Bobre le navegación neutral. Vienen obli- 
gados á renunciar á esos actos abusivos que en número tan 
considerable encontramos en la historia, y sobre todo ten- 
drían que lenunciar á la esperanza de arruinar en provecho 
propio á las naciones neutrales.» 

Estas elocuentes palabras que retratan la justa indigna- 
ción del autor que defiende los derechos de naciones eobe- 
ranas é independientes, hallarán siempre eco y tendrán 
unánime aprobación y eimpaUa entre los pueblos que por 
tanto tiempo sufrieron el odioso yugo comercial que lea 
impuBieron los beligerantes. 

Pero sin dejarnos arrastrar por la corriente de simpatía 
que la raión modera y la justicia no escusa, consideremos 
esta im[»rtante cuestión en sus relaciones con el derecho 
inlemacional; hagamos su análisis á la luz de los inmuta- 
bles principios del derecho primitivo y secundario, sigamos 
á Hautefeuille en sus argumentos y raciocinios y veamos, en 
fin, ai la fría razón y la sana lógica aceptan sus principios- 
Toda la teoría d¿ ilustre abogado de la corte de Casación 
13 



_ 194 — 

te Paria reposa sobre el principio siguieate: Por territorio 
le un Estado se entiende indos los lugares sobre los cuales 
ijerce su jurisdicción un soberano, que estén sometidos á 
iu poder esclugivo y cuyos habitantes obedecen d sus 
eyes.» 

«El poder soberano alcanza asf á las propiedades del Es- 
ado como í la de sus ciudadanos^ en suma, la reunión de 
istoa y aquellos hemos dicho ya es lo que constituye el té- 
ritorio.it 

Los atributos del poder ó más bien loa relativos al asuo- 
o que nos ocupa, son dictar leyes para regir el territorio, 
lacerias obligatorias y ereclivas para todos dentro de los 
alsmoB limites territoriales, hacer estensiva bu jurisdicción 
bsoluta tanto á las propiedades de sus subditos, comoá las 
lertenecientes á estrangeros dentro del mismo territorio; 
isto 30U atributos soberanos, axiomas indiscutibles, princi- 
lios del derecho primitivo que ningún autor antiguo ni 
Qoderno ba osado poner en duda, ni aún siquiera someter- 
as á discusiÓQ y análisis. 

Pero como no existe derecho alguno que no dé vida á 
in deber cerrelativo, los poderes de legislación soberana y 
os derechos de jurisdicción absoluta y eaclusiva engendran 
9S obligaciones de proteción y ayuda: así podemos decir, 
on otros muchos autores, que el poder soberano viene obli- 
;ado á proteger al objeto legislado ya sea hombre, supro- 
liedad, mueble é inmueble ó las del estado de igual ó distin- 
a clase.» 

Partiendo de estas bases sencillísimas loa raciocinios de 
[autefeuille, se encaminan á probar que eu virtud del im- 
erio que abordo de los buques del Estado y de los de su 
omercio, tienen las leyes del soberano con cuyo pabellón se 
ubren, ya sea en la mar ya en aguas territoriales, ya en 
is corrientes 6 puertos de una nación amiga, poseen eo-el 
lismo grado la cualidad eseocíal de exterritoriabilidad é 
molabilidad absoluta, que ambos son conlinueción del 
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territorio de su Eelado y, sirviéodooos de la espreaión em- 
pleada por el mismo autor, ambos son territoriales. 

Habiendo ya eepueelo y descrito las radicales diferen- 
cias que separan á los buques mercantes de tos de guerra, 
parece i{ue no es de neoeaidad absoluta volver á entrar aquí 
en este orden de consideraciones; pero auu que aceptára- 
mos las doctrinas de Haulefeuille no podríamos convenir eu 
la legitimidad de todas sus consecueacias. 

Sin duda como Riquelme y Ostalan afirman oíros mu- 
chos publicistas, el buque mercante en puerto extranjero 
no puede conaiderarse como á un individuo aislado que vi- 
sita, se establece 6 reside en un terrilorio estraño: conveni- 
mos en el autor español en que el buque de comercio tiene 
necesidad «de más alta consideración porque representa 
«una parte de la organización social del Estado á que perle- 
snece, teniendo dentro de sí loa elemonlos de vida, de or- 
»den y seguridad.» Sin duda las leyes que imperan á bordo 
son las de la nacián cuyos subditos son propietarios: su 
capitán es tan dueño del buque y de los objetos que sus 
costados abrigan como serlo pudiera en la mar ó en los 
puertos de su patria; obra respecto á estos objetos con 
arreglo á las disposiciones de estas mismas leyes, sin suge- 
tarse á las del paincipe 6 nación propietaria del puerto. 
Pero ninguna de estas consideraciones destruye la esencial 
de que las aguas en que voluntariamente penetra se en- 
cuentren sometidas de una manera permanente, á le juris- 
dicción absoluta y esclusiva de un poder estraQo al buque 
y que solo por la virtud y eficacia del consentimiento de 
su perfecto soberano ha podido introducirse y permanecer 
en aquel territorio esa habitación flotante de uno ó varios 
subditos extranjeros que, por carecer de representación y 
carácter oficial dentro de su propio Estado, no puden nunca 
atribuirse su legítima representación. 

Para resolver esta importante cuestión do se puede acu> 
dir al derecho prímitivo porque sus sencillos pero severo» 



someleo al buque mercaote y at buque de gue- 
terio extranjero, i la juriadicci6& terrilorial: se 
ue nos identi&quemoa oon el derecho Bacuudario 
iosal, coa loa tratados piíblicoB 6 convencionea 

tacitaa que, efecto de la coatumbre por largo 
lervada, fonnaQ ley entre DacioQee. 
Lcticae obsarradas y los tratadoa apuuiadoa han 

buque mercante de la juriadicción teirilorisiy A 
loB poderes del capitán, de loa concedidos á los 
j comandantes de loa btiqaes de guerra de una 
deadoa en aquellas aguas, los buques de comer- 
1 sido jamis inTÍolables: las aulorídades locales 
i siempre y tiMien boy derecho para la aprehen- 
imioales refugiados i bordo. Los agentes ó dele- 
a fueraa pública, autorísados por leyes de todas 
es, pueden penetrar en el buque, registrar todas 
, aprebeader estoa criminalee para conducirlos & 
de los tribunales de la nación propietaria del 

iridao de la tripulación que comete un delito en 
se encuentra exento de la juriadicción territorial 
10 material de refugiarse en su buque. Los trata- 
os entre naeionea espresan clara y distintamente 
ho del soberano territorial y hasta estipulan la 
odo en que deben efectuarse estas aprehensiones, 
algunas naciones eximen casi por cempleto de su 
n á los buques Mercantes fondeados en sus aguas. 
1 conocimiento de los delitos que ae cometan & 
e individuos de la misma tripulación revíndican 
lerechos de jariedicción cuando aqucdlos aaismos 
rfmenes se cometen k bordo por faond>r«8 de la 
1 del buque contra un ciudadano del Estado ó 
residente en su territorio. En estoa casos los 
úblicDS, ea armonía con las jurisprudencias de 
mes, declaran ¿ los autores del MÍt« juaticiables 
1 por loa tribunales territoriales. 
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Estas y otras concesiones más ó menos latas no pueden 
invocarse jamás como un derecho, porque apoyándose su 
tolerancia en la soberana voluntad de la nación que las con- 
cede, no se han estendido hasta el establecimiento de una 
igualdad absoluta entre los buques de guerra y los mercan* 
tes fondeados en puerto extranjero. La mutua congenien* 
cía en sus relaciones comerciales y las obligaciones que 
tienen los poderes soberanos de proteger á sus subditos 
y sus propiedades, motivan estas concesiones y toleran estas 
indulgencias en el ejercicio de sus jurisdicciones respecti« 
vas: pero siendo cada nación soberana en sus puertos no 
puede, sin detrimento de su soberanía, declarar exentos de 
su jurisdicción á los subditos de otro Estado que carecen de 
representación legal del Estado mismo á que pertenecen. 

Ni los tratados, ni la costumbre entre naciones han san- 
cionado jamás esta abdicación de los derechos más caros 
para naciones soberanas é independientes: pero uniendo 
nuestra humilde voz á los autorizados y elocuentes de Hau- 
tefeuille y Gauchy pediremos siempre el reconocimiento de 
los prerogativos de la navegación neutral, sin convenir con 
estos autores que, en derecho, el buque mercante es siem- 
pre y en todas ocasiones una continuación del territorio de 
la patria, que es territorial en puerto estranjero y sagrado 
é inviolable como el buque de guerra. 

Por otra parte el mismo Hautefeuille que atribuyó el 
empleo de una argumentación viciosa á los autores que de* 
fienden la no exterritorialidad del buque mercante en 
punto estranjero, cae en el mismo error, adolece del mismo 
vicio cuando posteriormente combate la opinión de estos pu- 
blicistas. 

Piensa y sostiene el abogado de la Corte de Casación de 
París que los derechos de la soberanía más perfecta tienen 
pleno ejercicio e'n los puertos de un Estado: el príncipe ó 
gobierno territorial puede negar la entrada é todos, admi- 
tir á algunos ó someter á las condiciones que les parezcan 
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convenientes á toda clase de buques extranjeros ya de gue- 
rra, ya mercantes que se presenten á la boca de sus puertos- 
Representante de la libertad absoluta comercial de la na- 
ción que gobierna/ tiene facultades para imponer las res- 
tricciones que, en armonía con los intereses comerciales de 
sus subditos ó con los del Estado, afecten al comercio que 
pudieran efectuar los extranjeros. Las leyes de aduanas, 
reglamentos fiscales y de policía y cuarentena en el puerto, 
y todos aquellos cuyo perfecto soberano establezca para su 
ejercicio dentro de sus aguas son perfectamente justos eu 
derecho. Su imperio jurisdiccional alcanza á todos los indi- 
viduos ya regnicolas ya estranjeros que transiten ó residan 
en el propio territorio. 

Estos derechos y todos sus legítimas consecuencias tie- 
nen la autoridad de un precepto en el derecho primitivo ó 
natural, cuya exactitud acepta el mismo Hautefeuille de 
acuerdo con los más célebres publicistas. 

Pero observemos que todas y cada una de estas razones 
lejos de destruir el principio de la no exterritoriabilidad 
del buque mercante conspiran para establecerla en absolu- 
to, y á donde posteriormente el mismo autor encuentra una 
armonía entre las dos distintas soberanías la existente á 
bordo de un buque de guerra y la que tiene ejercicio en los 
puertos de su Estado, señalamos nosotros apoyados en la 
opinión de Wolf, Valtel, íQuber, Wheaton, Riquelme y Osto- 
lán un conflicto de soberanías y un antegonismo de derechos. 

Pero admitamos siquiera por un momento, para después 
combatirlo, el hecho que hace notar Hautefeuille «de que 
»todos los derechos del principio teiritorial se refieren al 
«puerto, á la rada, en una palabra, al país mismo y á sus 
«habitantes, que no hay uno solo que se refiera á los bu- 
sques extranjeros ó á sus equipages.» Podríamos decir por 
esto que, en derecho, buques y tripulantes quedaban escen- 
tos de la jurisdicción territorial? 

¿Puede admitirse en absoluto que allí donde no existe 
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unn ley que determine, especifique y defina la extensión y 
límite de un derecho no tiene vida el derecho mismo? Apo- 
yados en esta sola causa, ¿negaremos su existencia y pro- 
clamaremos la de otro opuesto, que tampoco tiene la auto- 
ridad de ley universal? Forzoso sería convenir en que el 
autor que con una modesta sabiduría, con una grandísima 
ilustración hace notar, en todas y en cada una de sus obras» 
el desacuerdo que existe entre los hechos históricos y los 
verdaderos principios del derecho primitivo ó natural, el 
que revela dotes escepcionale^ para merecer, en justicia, el 
título de elocuentísimo defensor de los derechos de las na- 
ciones neutrales, se ha dejado arrastrar por su generoso 
celo y su argumentación sobre este punto, adolece del pe- 
queño vicio de parcialidad en favor de lo que él mismo llama 
prerogaiíoas de la navegación neutral. 

Y como prueba irrecusable de cuanto afirmamos haremos 
observar que el hecho, base de los argumenlos de Haute- 
feuille al combatir la opinión de otros publicistas» no es 
seguramente exacto. 

En todas las Naciones civilizadas hay leyes que afectan 
directamente así á los buques mercantes como al capitán 
y tripulaciones. Las multas pecuniarias que se hacen efecti- 
vas por las autoridades locales. Estas mismas autoridades, 
estos mismos funcionarios públicos de otro Estado, estos 
agentes de la jurisdicción del Soberano territorial se en«* 
cuentran facultados [para efectuar la detención del buque 
en los casos y circunstancias expresados en la ley vigente 
en el puerto. 

Ese mismo buque mercante que Hautefeuille considera 
como una continuación del territorio patrio puede ser con- 
fiscado en aguas extranjeras y vendido en pública subasta 
por los agentes directos del Soberano. Los tribunales del 
Estado entienden en el conocimiento de los delitos cometi- 
dos abordo por alguno de sus tripulantes siempre y cuando 
lastimen á subdito de soberano-territorial ó á extranjero 



— 200 — 

residente ó sometido accidentalmente á la jurisdicción im- 
perante en el puerto. 

No parece fuera de propósito advertir que en los tiempos 
que escribía Hautefeuille la ley francesa era la única que 
hacía distinción entre los delitos cometidos abordo de los 
buques mercantes fondeados en sus puertos. La mayor 
parte de las Naciones de Europa y América no «rdmitían 
estas distinciones, antes al contrario, establecían clara y 
distintamente en sus respectivas jurisprudencias marítimas 
que el conocimiento de los delitos de abordo cometidos en 
sus propios puertos competía á los tribunales territoriales. 

Ocupándose de este asunto se expre a en estos términos 
el autor americano Enrique Wheaton: 

«La legislación francesa al exceptuar á estos buques de 
la jurisdicción del país les concede mayores inmunidades 
que las exigidas por los principios generales del Derecho 
Internacional. 

»Pero así como depende de la voluntad de una Nación 
imponer las condiciones que juzgue convenientes á la ad- 
misión de los buques extranjeros en sus puertos, del mismo 
modo puede estender, tan lejos como á ella migma le plazca, 
las inmunidades concedidas á estos mismos buques que 
tienen entrada en sus puertos en virtud de un consetimien- 
to tácito según el Derecho de gentes y el usó general de 
las naciones.» 

Apoyados en estas razones no podemos asentir con 
Hautefeuille en que «el buque considerado en su persona- 
»lidad, aislado de todo lo que le rodea es territorial; el 
» equipaje de abordo y cada uuo de los hombres que lo com- 
» ponen, considerados en sus relaciones ya sea entre sí ya 
» con el buque, están realmente en su patria hasta el mo- 
» mentó en que abanderan la parte flotante para entrar en 
» la relación con el suelo extranjero y los que lo habitan.» 

El caso que cita Hautefeuille como aplicación de su 
teoría tampoco demuestra la territorialidad del buque mer^ 
cante en puerto extranjero. 
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Uno de los pilotos del buque franeés «Alexandre» amo- 
tinó á la tripulación y después de dar muerte al eapitán 
entró en un puerto de loe Estados unidos. Bl Comandante 
de un buque franeée» aurto en el mismo, biso prender á los 
culpables abordo del ^íAlexandre», pidió y obtuvo la estra* 
dición de los que habían bajado á tierra: estes individuos 
fueron entregados á M. Gasy, comandante del «Hércules» á 
titulo de desertores. 

El delito de asesinato, el crimen de piratería pues con 
este epíteto designa la legislación universal, si esta frase se 
nos permite, los actos semejantes á los consumados por la 
tripulación del «Alexandre», tuvieron lugar en la maro en 
puerto extranjero? ¿Cuál era la jurisdicción á que se eur 
contraba sometido el buque cuando fué asesinado su capi- 
tán por la tripulación amotinada? ¿Se cometió el crimen en 
las aguas de la República americana ó se perpetró en alta 
mar á donde el buque era sagrado é inviolable? Los tribu- 
nales de los Estados- Unidos carecían pues de competencia 
para entender en el conocimiento de un delito cometido en 
lugares extraños á la jurisdicción territorial y por los ciuda- 
danos de un Estado extranjero, y debieron auxiliar al agen- 
te directo de la jurisdicción ofendida para qud los culpables 
fueran juzgados por sus propios tribunales. 

Y como última prueba del error cometido por Haute- 
feuille en materia de tal importancia parécenos conveniente 
evidenciar que la legislación francesa no pronuncia la terri- 
toriabilidad del buque mercante extranjero en los puertos 
de la República. 

Los artículos 23 y 24 del convenio consular ajustado 
entre Espafia y Francia en 7 de enero de 1862« estáaccm^ 
cébidos en estos términos: 

Art. 23. Los Cónsules Generales, Cónsules y Vice Cón- 
sules podrán ir por sí ó enviar un delegado suyo abordo de 
los buques de su nación después que hayan sido admitidos 
á pláctica: interrogar á los capitanes y tripulaciones, com-*- 



ar sus papelea de navegaciún, lomarlea declancioDes 
3 SU8 tíbjss, destÍDOa y ocurrencias de la traveafa, fír- 
es los ntpoi&esloB j facilitarlas el despachó de sus bu- 
I y finalmente acompañarles á lo» tribunales dejusticia 
'as oficinas de administración del país para servirles de 
preées y agente en los negocios que tengan que seguir y 
indas que establecer. 

lOS fuacionarios del orden judicial y los guardias y oG- 
s de Aduana no podrán en ningún tito practicar visita 
fisiro ain que les acompafie el Cónsul ó Vice-CoDiul de 
ición á que aquellos pvrlenecea. 

Tt. 24. En lodo lo concerniente 6 la policía de los puer- 
la carga y descarga de los buques y á la seguridad de 
mercaaclas, bienes y efectos se observarán Jas leyes, 
imentos y estatutos del país. 

.08 Cónsules Generales, Cdnsules, Vice-Cóusules ó 
ites Consulares, estarán encargados exclusivemente del 
a interior abordo de los buques de su nación y derimi- 
por si solos, las cuestiones de cualquier género entre el 
,án, los o&cisles y marineros y en especialidad los rele- 
á sus soldadas y al cumplimiento de los compromisos 
irocamente contraídos. 

>as autoridades lóceles no podrán intervenir sino cuando 
lesdrdenes que ocurran abordo de loa buques sesn de 
aturaleza que perturben la tranquilidad 6 el orden pú- 
I en tierra 6 en el puerto ó cuando una persona del pais 
nscripta en el rol del buque se halle mezclada en los 
rdenea promonidos. 

Id todos los demás casos, las referidas autoridades se li- 
rán á auxiliar eficazmente á los Cónsules cuando éstos 
quieran, para hscer arrestar y conducir á la cárcel á 
DO de los individuos inscriptos en el rol del buque, 
pre que por cualquier motivo lo juzguen conveniente.» 
lo parece neceaario un análisis detenido y concienzudo 
lie articulo para adquirir la cumplida certidumbre de 
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que no estípula la exterritOTÍabilidad de loa buques mercan- 
tes espaQolea y franceses en los puertos respectivos ni la 
inhabilitaci<}n absoluta de las autoridades locales para en- 
tender en los actos de abordo. 

Quedan prescritug en éi las mutuas concesiones que 
hacen ambas naciones, bajo la reserva siempre de la inter- 
venci<5n de sus agentes cuando los desórdenes sean de tal 
naturaleza que perturben la tranquilidad ti orden público 
an tierra 6 en el puerto ó cuando una persona del país no 
inscripta en el rol se mezcle en estos desórdenes. 

En estos casos tiene pleno ejercicio la jurisdicción terri- 
torial abordo de loa buques mercanles, porque la práctica 
de osla jurisdicción responde á los deberes de protección 
hacia los nacionoles ó extranjeros residentes en el territorio 
del Batado. 

En armonía con estos principios se encuentran los regla 
mentos Consulares de todas las naciones marítimas y muy 
particularmente las instrucciones generales dadas por el 
Gobierno de los Estados- Un idos á sos agentes consulares en 
2 da marzo de 1833. 

A propósito de esta cuestión copia Ortalan el artículo 41 
del Reglamento Consular del entonces Imperio del Brasil 
que expresa clara y distintamente así el reconocimiento de 
la jurisdicción territorial como las obligaciones de los Cón- 
Butea respecto á los buques mercantes del Imperio. 

Da escaso trabajo serta ofrecer otros ejemplos del reco- 
nocimiento de la competencia de la jurisdicción territorial 
para entender en el conocimiento de los delitos cometidos 
abordo de los buques mercantes en puerto extranjero. Los 
estrechos limites y carácter de eata obra, nos aconsejan no 
dar mayor desarrollo á esta importantísima cuestión. Cuan- 
do expongamos la jurisprudencia internacional, marítima y 
criminal y la de nuestra España encontraremos más de una 
prueba que atestigüe el vicio que entraQan los argumentos 
de Haatefeuílle y sua erróneas consecuencias. 



-304 — 

Asi cdmo los Iraqaet B^rcantas UefvaD i su bordo pape- 
les dMÜmadcs escliuívanieiile á preteniar pruebas de su na- 
eionalidad asi tambiéii les buques de guerra líeDen docu- 
mentos oficiales que, en circuwitaBqas determinadas, 
pueden exhibirse como muestra irrecusable del carictei ofi- 
cial de su armamento y la legitimidad con que arbolan el 
pcbellén de nación soberaua é independiente. 

No se precisa una gran práctica de mar para conocer á 
primera yista si el buque ó buques avistados son de guerra 
ó mercantes; el orden y regularidad de sus maniobras, el 
corte do sus apareaos si es de vela 6 la especial estructura 
del casco y arboladura si son de vapor, bastan al hombre de 
mar para distinguir al buque de guerra, del pacífico desti- 
nado á la navegación mercantil. Por otra parte el gallardete 
nacional que ondea en su tope y el aparato de fuerza mili- 
tar que en sus costados se advierte, enseña á todos el objeto 
de su armamento y cuáles los fines que persigue. 

Pero fácilmente se concibe que si los signos exteriores 
fuesen suficientes, en todas circunstancias, para conceder á 
un buque de guerra, el carácter nacional del Estado con cuyo 
pabellón se cubre, sería grande la facilidad con que se po- 
dría abusar del pabellón militar de una potencia cualquiera. 

Las prácticas de la guerra marítima y el derecho Interna» 
cional admiten la necesidad de otras pruebas que, aparte de 
los extremos de bandera y gallardete acrediten que el buqne 
avistado no es un enemigo disfrazado con el pabellón de 
una nación nación neutral y amiga. 

La naturaleza de estas pruebas son distintas de las exi- 
gidas á los buques mercantes, porque á pesar de limitarse 
en su práctica al estricto cumplimiento de los tratados pú- 
blicos que las autorizan y establecen, se acompaña siempre 
su ejercicio en un cierto colorido de autoridad y de investi- 
gación incompatible con la natural independencia y altivez 
de los representantes legítimos de un Estado soberano. En 
este delicado asunto conviene alejar todo cuanto pueda las- 



— Í06 — 

Uour U luceptibilidad mía eaqniatU j i mtt An I» ooitum- 
bre ínlirnacional !>■ ssdcíoikkIo el uto uaiTeritíBflnt* 
admitido de qae la palabra de honor amprilaáB wleiiin&~ 
menta por el Coaandante de un baque de guerra, •• la 
prueba admitida en el derecho para acreditar que el buque 
pertanece i la naeióo bajo cuja bandera se eacuentra. 

La práetiea de eata prueba ofrece, es algunaa ocaaiouea, 
DO pocaa dificuladea y aerioa iDcODTenieDtea. A.pa[te de que 
no siempre el estado del mar permite una ftcil comunica- 
ción entre dos baquea que ae aviaten, deba tenerse presente 
de que la sola exigencia de la prueba de nacionalidad impli- 
ca una duda acerca de la legitimidad del pabelldn que se 
ostenta, 7 dada la perfecta igualdad que el derecho atribuye 
á los boquea avistados, parece que ninguno lo tiaoe para 
demandar de au igual la prueba de su naturaleza. 

Pero 8i ae atiende á que laa ordenanus de todaa las na- 
cionea marítimas autorizan i sue buques de gverra sueltos 
<J en eacuadras para arbolar, i la yiata del que parezca ene- 
migo 6 para el recoaocimiento de una coala ó pu«rta del ad- 
veraario, el pabellón de una nación neutral é amiga ae pa- 
tentiza la neceeidad de aaegurarae del verdadero caricter de 
los buques de guerra que ae tienen á la vista para no ser 
víctima de aua ardides 6 dejar escapar i una parte de la 
fuerza pública del Estado enemigo. 

Aquf la pritica internacional ha (aviado todos los in- 
coBTraientes y salvado todas las dificultades. Guando el 
gefe de una fuerza naval eatina Deceaerio aaegurarae de la 
verdadera nacionalidad de otra que tiene á la vists, dispara 
uno de los cañones de au bordo al izar su verdadero pabellón; 
este acto se interínela en la practica de las rriaciones inter- 
nacionales, como la palabra de honor del gefe 7 tidales del 
buque ó buques, esegvrande que el pabellón que ondea en 
su popa pertenece i la nación que euloriza au amamento y 
demanda corteamenle igual maestra del suyo & loe buques 
qae ae avistan. 



Los mismos usos internacionalefl acoDBsJBD j hasta obli> 
gao á dar inmediata respuesta j en igual forma á la cortea 
demauda del gefe de uoa fuerza fuerza uBTal extranjerai 
prescribiendo que debe prestarse entera fé ; crédito á esta 
muestra pública de nacionalidad sin esigir otras pruebas 
que, por su carácter, pudieran lastimar los sentimientos de 
dignidad del representante de la nación propietaria del bu- 
que 6 buques aquellos. 

Bata práctica que en el lenguaje del derecho internacio- 
nal se distingue con el nombre de «asegurar el pabell^tn» se 
apoye única y exclusi rameóte en la autoridad de la costum- 
bre sin que pueda afirmarse que su entera y completa ob- 
servancia obligue en absoluto á todas las nacionea, porque 
pueden darse casos en que las instrucciones de un gobierno 
6 la condocta poco sensata del comandante de un buque de 
guerra aconseje el oWido de laa le;ea del honor 7 se asegure 
un pabellón distinto de aquel que simboliza su independen- 

En estos casos, graves por su naturaleza, no cabe poner 
en duda que el gefe de una fuerza naval viene obligado á 
evidenciar la nacionalidad del buque 6 buques que tiene i la 
vista. También la práctica internacional ha aancionado otras 
pruebes de nacionalidad en estas difíciles circunstancias. Bl 
comandante ó gefe de las fuerzas navales que demándelas 
pruebss de nacionalidad de otraa de igual clase extranjeras, 
debe presentar personalmente al gefe de las sospechoaas los 
documentos oficiales que acrediten su personalidad. Estos 
documentos son el despacho 6 real patente personal confi- 
riéndole el empleo que disfruta en la marina militar de au 
nación y laa Órdenes originales de su gobierno poniendo 
bajo su mando las fuerzas militares que exhibe. Después de 
esta exhibición puede aolicitarse la de iguales documentos 
que, por su eximen, acredítenla legitimidad del pabellón 
asegurado. 

Ea los anales de nuealra marina militar encontramos ud 
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hecho que puede servir de aplicación práctica á la teoría que 
acabamos de enunciar. 

El 27 de febrero de 1782 la corbeta dinamarquesa «San 
Juau)!^ mandada por el capitán Herbst, entró en el golfo de 
Lareeche: rodeada por parte de la escuadra que bloqueaba 
á Gibraltar en su boca del Océano del Estrecho, se le ade- 
lantaron dos navios, una fragata y un queche, los cuales 
después de haber izado su papellón, lo aseguraron con un 
cañonazo: acto continuo la corbeta danesa se puso en facha. 

El brigadier Solaframa comandante accidental de aque- 
lla pequeña división, envió á la «San Juan;» un oficial con 
objeto de visitarle, indagar el de su viaje y reconocer los pa- 
peles referentes á su carga. El capitán Herbst contestó que 
estando so buque armado con guerra^ no t^nía otros papeles 
á bordo que sus ordenes originales: intimado por el gefe de 
la escuadrilla á que viniese á bordo de la capitana con sus 
papeles para entenderse con su comandante, respondió el 
danés que nunca abandonaría su buque si no se le obligaba 
por la fuerza; sin embargo envió á bordo del navio español 
á un oficial que volvió al poco tiempo acompañado de otro 
español encargado de decir al comandante de la «San Juan» 
que el gefe español insistía en visitar y reconocer la corbe* 
la que, aun estando ésta mandada y equipada por oficiales 
de la marina militar danesa, no por eso tenía el carácter de 
buque del Estado y que le invitaba á pasar á Cádiz bajo su 
custodia á donde en presencia del general de la escuadra 
sería examinado este asunto. 

Por toda respuesta el capitán Herbst envió i bordo del 
navio español sus despachos originales y aseguró por escrito 
bajo su palabra de honor que no había nada á bordo que 
por su destino fuera contrario á los tratados, que por nada 
del mundo dejaría visitar su buque, que ignoraba que exis- 
tiera guerra entre su soberano y la corte de España, pero 
que en este caso estaba pronto á enviar su espada al coman- 
dante del navio español después de haber descargado su 
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artillería en hoaor del pabellóa real que arfcelaba en au 
buque. 

El gefe eapaftol puao en conodoilento del eemandante de 
la corbeta «San Juan» que eaiaba afortunadamente en pac 
el Rey de Bapefia con la nación dinamarqueaa, que ai tira- 
ba un aolo tiro de fusil la echaría é pique y por último le 
invitaba de nuevo i pasar al puerto de Cidiz donde en pre* 
sencia del general de la eacuadra y del Cónsul de Dinamar- 
ca serían examinados aus papeles y deatíno. 

Lbs rezones del comandante espafiel eonvencieron al ca- 
pitán Herbst y fondeó en Cádiz custodiada por los dos navios 
en 1/ de Marzo de 1782. 

Por deelaracidn escrita dada al mayor general de la es- 
cuadra del general Córdoba por el comandante de la «San 
Juan» se aupo que entre otros efectos existían á bordo 
seiscientas cuarenta y seis to&eladaa de pólvora destinadas 
á Malta y Maraella. 

La detención de la corbeta «San Juan» dio lugar al cambio 
de varias notas diplomáticas no solo entre los dos gobiernos 
interesados España y Dinamarca, aino también entre Es- 
tados generales de Holanda y la corte de Rusia. 

Sostenía el Conde de Florida-blanca, primer secretario 
de Eetado del Rey Carlos III de España en nota paaada 
en 8 |de Marzo del mismo año al conde de Reven tlow 
ministro de Dinamarca en Madrid, que el buque llamado 
corbeta «San Juan», había abusado del pabellón real de Di- 
namarca puesto que por su exiguo armanento no podía con- 
siderársele como buque de guerra ni aplicarlo á los usos á 
que aquellos ae destinan: ademáe se había aproximado lo 
suficiente al puerto de Gibraltar para hacerae sospechoso á 
los buques de la escuadra española encargados del bloqueo 
de aquella plaza; pero sin embargo, ofrecía en nombre del 
Reyi dejar en completa libertad á la «San Juan», aiempre 
que au 4»pitan accedieae á la entrega de laa municiones de 
guerra que tenía á tu bordo. 
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Esta nota del ministro espafiol trasmitida por el represen* 
tante danés al gobierno de su nación, fué contestada por el 
barón de Rosenkron como ministro de Negocios extranjeros 
de Dinamarca, asegurando que tanto la corbeta «San Juan» 
€omo su cargamento^ eran propiedad de S. M. y proTÍstaf 
«orno estaba, del pabellón militar, «único carácter indispen- 
sable á los buques de guerra, « S. M. danesa esperaba que 
inmediatamente después del recibo de esta solemne declara- 
<;ión, el Rey de España daría las ordenes necesarias para no 
solo poner en completa libertad á la «San Juan», sino también 
para que á su salida del puerto de Cádiz fuese considerada 
como buque de guerra. 

No satisfizo al gobierno nuestro esta declaración y dudó 
admitir el principio enunciado por el ministro de Estado de 
Dinamarca, pero antes de pronunciar su última palabra sobre 
este espinoso asunto, quiso Carlos III consultar á las poten- 
cias que con S. M. bebían firmado dos años antes los trata- 
dos de la neutralidad armada, prometiendo á la corte de 
Openhague conformarse con la opinión que aquellas emitie- 
sen. Los representantes españoles en las cortes de La Haya y 
San Petersburgo recibieron orden para someter al juicio de 
aquellos gabinetes el principio que invocaba el gobierno 
danés en favor de la corbeta «San Juan». 

Los Estados generales de las Provincias Unidas contesta- 
ron, en nota pasada al representante español en La Haya en 
18 de agosto de 1782, que «preferían no determinar hasta qué 
» punto se podría, á la vista de un pabellón solo, distinguir 
» precisamente un buque de guerra de un mercante», pero 
ruegau i S. M. C. se digne dejar libre al buque danés en 
cuestión, «puesto que, según su opinión, consta plenamente 
» que no es un buque mercante á propósito para el trasporte 
» de mercancías por cuenta de particulares, pero sí que está 
» equipado efectivamente para el servicio de S. M. D. y 
» puesto realmente á las órdenes de los oficiales del rey que, 
». provistos de comisión en forma, están encargados de cum- 

14 
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> plimentar con etle buqua Ub órdeoM de dicha Majaetad 
» en armonía con aus instrucclonea.» 

Bd cufiDto í la reapuesU qua di¿ Is Rusia, creemos con- 
veniento ínaertar folegr^ ta nota que el repreeeoUnte de 
aquella naciiiii ea Madiid pasó al conde de Florídablanca , 
puea á m¿8 de no aer vaga como la de loa Eatadoa genera- 
les de )aa Provincias Unidaa, reriste nn interesé importancia 
de tal magnilud, que ci°rtamenle puede servir de guía en el 
Derecho marltioio internacional. 

De las causas célebres del derecho de gentes, escritaa por 
M. Ch. Marlaus, la hamos extractado 7 su traducción es la 
siguiente: 

S. M. Imperial de lodaa las Ruaias, convencido de la 
equidad que guía en todos sna pasos A S. H. Católica, espe- 
raba que BUS represen teciones anteriores del 29 de abril A 
favor de la corbeln dinamarquess «San Juan» tendrían efec- 
to, y que esta úllims no tardarla en ser puesta en libertad 
de una manera aatisfactoris para la corte de Copenhague. 

Pero la nota que con fecha del 22 de enero acaba de ser 
remitida por el encargado de Negocios Sr. de Nermandy al 
ministerio de la Bmperatriz, dando á conocer el deseo de la 
corte de Madrid de poder recoger, antea de tomar un partido 
decisivo, sobre el negocio en cuestión, el aufragio de laa po- 
tencias marítimas de lo que constituye el verdadero carácter 
de un buque armado en guerra y si es menester considersr 
como buque real de guerra, todo aquel que arbole el pabe- 
llón militar, aea mercante ó no j eaté ó no completamente 
armado, 

S. 11. Imperial, para no retardar por más tiempo su res- 
puesta en lo concerniente á lo que se trata en laa otras cor- 
tes, i las cualeB ain embargo dará S. M. aviso, no duda en 
con&ar entre tanto Buapropioa sentimientos sobre este punto, 
4 S. M. Católica, persuadida de que siendo originarios de las 
nocionea primitivas det derecho de gentes, esteran en armo- 
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nía con los de las otras potencias, y que también S. M. Ca- 
tólica le dará su entera 7 plena adhesión. 

En consecuencia, el infrascrito ministro pleni|>otenciario 
está encargado de declarar por orden de su corte: 

1.° Que la emperatriz juzga conforme con los principios 
del derecho de gentes, que un buque autorizado según los 
usos de la corte ó de la nación á que pertenece, para llevar 
el pabellón militar, debe ser considerado desde luego como 
un buque armado en guerra. 

2.° Que ni la forma del buque, ni su destino anterior, 
ni el número de indiyiduos que componen su equipaje, 
pueden alterar en él esta cualidad que le es inherente con 
tal que el oficial comandante pertenezca á la marina militar. 

3.^ Que estando comprendidos en este caso así la corbe- 
ta «San Juan» como la comisión de su capitán, y lo que es 
más, habiéndole demostrado la declaración formal de la cor- 
te de Copenhague, esta última puede también aplicar á 
aquel buque los mismos principios y reivindicar en su favor 
todos los derechos y prerogativas del pabellón militar. 

El infrascrito debe añadir que es tal la convicción ínti- 
ma con que S. M. Imperial se siente afectada de estas ver- 
dades, que no puede abrigar duda alguna de que S. M. Ca- 
tólica apreciándolas, á su vez, desde menor distancia, no les 
rehusará su evidencia, tanto más cuando los derechos ex- 
clusivos del pabellón militar están lealmente reconocidos y 
confesados por las potencias marítimas, que los mismos bu- 
ques mercantes que se encuentran bajo su protección están 
exentos, por esto de toda visita, y que en las contestaciones 
recientes que han mediado entre Inglaterra y Suecia, á pro- 
pósito de seis buques de esta última que, á despecho del 
convoy del buque de guerra llamado «El Wasse», la prime- 
ra fundándose en un tratado de comercio particular con la 
otra, pretendía hacerles visitar en una de sus radas, la corte 
de Londres ha concluido por dejar morir esta cuestión. 

Por lo demás y como por una parte la emperatriz est& 
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muy LqoB de censurar que la corte de Madrid, tome^ en ca- 
so de admisión de Im principios dichea, las medidas que 
juzgue coifvenienles en sus Balados, puertos y mares res- 
pecto al comercio marítimo de olraa naciones, se prometa 
también por otra parle, de su sabiduría y justicia, quejeatas 
disposiciones serán siempre tales que no lastimen ni emba- 
racen la libertad de comercio de otras nacionea, porque ose- 
tas últimas se verían reducidas á tomar ¿ su vez otras seme- 
jantes respecto del comercio español. 

S. M. Imperial se lisoBJea en fin y en vista de las razo- 
nes que según todas las circunstancias alegadas bablan en 
favor de la corbeta danesa «San Juan», que S. M. Católica 
querrá acceder á las instancias que ae encuentra obligada á 
interponer en este asuntojá favor de su aliada la corte de 
Dinamarca y en consecuencia no tardará ésta en obtener la 
satisfacción que solicita. 

Db Zinowibff. 

Aunque en ningún tratado ó convención posterior se ban 
insertado los principios contenidos en la nota del gabinete 
de San Petersburgo, parecen confirmados de una manera 
tácita por la costumbre en todas las naciones civilizadas. 

Numerosos ejemplos de esta unánime aceptación vemos 
cada día en los puertos de las naciones marítimas concedien- 
do el carácter de buque de guerra á los transportes milita- 
res, cuyo armamento y tripulación difieren en mucho de 
aquel que llevan los buques de las modernas marinas mi- 
litares. 

Batas prácticas parécennos que se encuentran en armonía 
con los derechos absolutos inherentes á la soberanía de un 
Bstado, porque si cada nación soberana tiene el derecho 
incontestable de armar el número de buques de guerra que 
estime necesario á la defensa de sus costas ó á los de sus in- 
tereses marítimos comerciales, es evidente que todos y cada 
uno de estos buques paseen, en igual forma y en grado idén- 
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tico la cualidad esencial de ezterioriabilidad é inviolabili- 
dad absoluta y como no asiste derecho é nación alguna para 
limitar el armamento que plazca á cada una instalar en 
los de su marina militar es evidente que compete á ella sola 
expresar este armamento y atribuir á los que lo llevan el 
carácter de baques del Estado. 

En armonía con estos principios, se encuentra la legis- 
lación española hoy vigente. El art. 6, del tft. I, trat. 4.^ de 
las Ordenanzas generales de la Armada Naval de 1783, está 
redactado en estos términos: 

«Aunque un buque mercante suelto ó de Compañía ó 
armado en corso y mercancía, esté mandado por oficial de 
marina, no por eso podrá usar de otra bandera que la prefi- 
jada á su calidad; pero fletándose embarcaciones de mi 
cuenta para convoyes ú otros objetos, si su armamento y 
equipaje corren de ella, se servirán de la bandera de guerra 
durante la comisión y no en circunstancias contrarias, aun- 
que las del destino dicte ponerlos al mando de un oficial.» 
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CAPITULO XI 



JURISDICCIÓN INTERNACIONAL 



BUQUES 

El ejercicio del derecho de libertad de comercio creó esas 
naves que bajo el pabellón de todas las naciones marítimas» 
alimentan su tráfico y mantienen sus relaciones amistosas 
7 comerciales, desarrollan su riqueza pública y prestan sa 
eficaz concurso para hacer más vivo ese mutuo cambio de 
buenos oficios que tanto aproximan á los pueblos, dulcifica 
sus costumbres y da vida á un espíritu de civilización y de 
cultura que tantos y tan grandes bienes ha producido para 
la humanidad. 

La protección hacia estos intereses comerciales y la ne-- 
cesidad de asegurar á los buques mercantes, así en la mar 
como en los puertos y países á que arribaban, el qercicio de 
sus derechos absolutos, primitivos ó convencionales, fué una 
de las causas primeras que motivó la creación de las mari- 
nas de guerra de carácter permanente. Pero tanto el ejerci- 
cio de la libertad absoluta de comercio y de navegación co- 
mo «n el de protección hacia los intereses creados, implican 
relaciones internacionales y los buques, así de comercio 
como de guerra, destinados respectivamente al ejercicio de 
ambas prácticas, tienen caracteres distintos, ya sea en la mar» 
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ya en las aguas territoriales, ya en las corrientes ó puertos 
de un soberano extranjero. 

Habiendo definido, de una manera general, el carácter 
que acompafia i cada uno en las dirersas circunstancias en 
que pueden encontrarse, parece necesario exponer los deta* 
lies y variantes de estas mismas circunstancias, para de su 
estudio deducir cuáles son sus derechos y cuáles sus obli* 
gaciones. 

Supuestos los buques en la mar 6 en aguas sometidas á 
la jurisdicción absoluta ó parcial de una potencia extranje- 
ra, pueden consumarse á su bordo infracciones de sus leyes 
orgánicas, delitos comunes ó crímenes cuya represión y 
castigo interese á la sociedad, ó crímenes ó delitos de carác- 
ter público porque sus autores atonten á la tranquilidad, 
seguridad ó independencia del Estado. 

Los reos de estas diversas clases de delitos ó crímenes 
pueden ser, respecto al buque, nacionales ó extranjeros, in- 
dividuos de la tripulación, pasajeros ú hombres que momen- 
táneamente se encuentren abordo y las victimas pueden 
tener el mismo carácter de nacionalidad y dependencia que 
los autores del delito. 

Del mismo modo puede acontecer que los delitos expre- 
sados se cometan en tierras de un Estado extranjero por los 
individuos del equipaje de un buque ó pasajeros embarca- 
dos y que los pacientes ó víctimas sean hombres de la mis- 
ma tripulación ó inscriptos con otro carácter en los documen- 
tos del buque, ciudadanos pacíficos del Estado en cujro te- 
rritorio se encuentren ó extranjeros residentes. Bn todos y 
en cada uno de estos cssos, también es posible que los delin- 
cuentes sean aprehendidos por las autoridades locales ó, que 
sustrayéndose á sus pesquisas ó fugados de sus prisiones, se 
restituyan á su bordo. Inversamente, los agresores pueden 
ser los residentes, en el territorio del Estado y ofendidos ó las- 
timados los dependientes de la jurisdicción de abordo. 

Y por último,^tambien pueden darse casos en que losciu- 
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daéanos del Bslftdo' en uno de etiyos puertos se eucue&ire %t 
buque, cometan en lierpt'elgun crimen ó delito y se féflK 
gten aborde, ó qvté los hombres|del buque, dependieMfécí par 
el criaien é delHo cometido «bordo de sus propias tfutorida-^ 
des, se refiíf^en e» tíerira extfamjísra para eximirse kis penas 
que pr osuécian sus yroptae leyer. 

Todas y cada una de estas diversas suposiciones dan vida 
en la práctícay á otras tamlas importantiifsimas cuestiones del 
Berecbo Intemadonal: para su exsrtíien pereceaos necesa- 
ria ana ligera exposición de los principios de ley primitiva 
ó natural que sirven de sfpoyo á las relaciones entre Estados 
soberanos, sin olvidar, »hora como siempre, las respetables 
opiniones de los mis célebres publicistas del derecho de 
gentes. 

Si los derechos de jurisdicción civil y criminal de un Es- 
tado como originarios- de su perfecta soberanía, son absolu- 
tos y exclusivos, las leyes de cada Estado soberano afectan r 
obligan y rigen de pleno derecho á todas las personas que 
habiten en ihi territorio^ cualpuiera qtie fuese la nacionali- 
dad á que perteneaean. 

De este principio absoluto derivan las facultades que tie- 
ne todo Estado soberano para determinar, por sf mismo, la 
gravedad de las faltas, delitos ó crímenes cometidos en su te* 
rritorio, para imponer á sus autores, infractores de sus leyes, 
las penas que, en el ejercicio de su mes perfecta soberanía, 
haya reeervadd en aquellas mismas leyes para los que den- 
tro de su territorio se hagan reos de aquellas faltas, críme- 
nes 6 delitos. 

Del mismo modo las leyes de ningún Estado pueden te« 
ner imperio alguno, afectar ó regir á las personas residentes 
en el territorio de otro Estado, por más que le estén someti- 
das por el nacimiento 6 por la nacionalidad posteriormente 
adquirida. 

Si la soberanía interior de un Estado se opone é que, en 
derecho, puedan tener efeeto en su propio territorio las leyes 
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do otro Estado, también soberano 6 independiente, debemos 
conyenir en que la aplicación de aquellas leyes, en ciertos y 
determinados casos, depende únicamente dd consentimiento 
ó autorización expresa ó ticita del Bstado. Esta autorización, 
como hija siempre de su voluntad soberana, puede conce- 
derse á todas, otorgarse á algunas ó negarse á todas las na- 
ciones civilizadas y amigas. 

El expreso consentimiento ó autorización de un Bstado 
para la aplicación de determinadas leyes extranjeras dentre 
de su propio territorio, se deduce de los tratados públicos ce- 
lebrados por aquel Bstado ó de las leyes interiores que per- 
mitan la aplicación de aquellas, generales ó determinadas. 

El consentimiento tácito se manifiesta por las resolucio- 
nes que en diferentes casos, pero todos relativos á la misma 
aplicación, hayan tomado y hecho efectivas las autoridades 
y los tribunales de justicia ó de carácter administrativo. 

El perfecto y riguroso ejercicio de la soberanía interior de 
cada Estado dificultaría algunas veces el natural y legítimo 
desenvolvimiento de las relaciones comerciales de sus sub- 
ditos, la práctica de las acciones inherentes á su estado civil 
y personal y hasta opondría obstáculos insuperables á ese 
natural y sublime instinto de sociabilidad innata en el hom- 
bre de todos los climas y de todas las razas. 

El bien público en general, y la conveniencia propia en 
particular, aconsejaron, desde muy antiguo, el estableci- 
miento de una mutua indulgencia á todos los Estados en el 
ejercicio de sus respectivas soberanías. Los ciudadanos ó súb' 
ditos de cada uno inician, mantienen, fomentan y desarrollan 
relaciones comerciales con los de igual clase de un Estado 
extranjero. Estas relaciones no son otra cosa que el mutuo 
cambio de sus respectivas propiedades. De la constante obli- 
gación de proteger y fomentar el desarrollo de intereses na- 
cionales en el exterior, nació la necesidad de reconocerla va- 
lidez de los actos públicos, consumados en el territorio de 
otro Estado, siempre y cuando en su consumación hubieran 
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tenido pleno y entero cumplimiento las leyes de aquel Es- 
tado, ya sea por la interyención de sus funcionarios públicos, 
ya por la observancia de formas y aún costumbres autoriza- 
das por las mismas leyes. Esta primera y mutua tolerancia 
adquirió mayor ó menor desarrollo, según las necesidades 
de cada Estado y la índole especial de sus leyes fundamen- 
tales. En algunos se estableció, desde su principio, una com- 
pleta reciprocidad, otorgando á los actos y contratos cele- 
brados en el extranjero la misma validez que concedían las 
leyes de otras naciones á los actos de igual índole, consu- 
mados legalmente en su propio territorio. 

Otros promulgaron leyes de carácter permanente, defi- 
niendo el carácter civil de los extranjeros dentro de sus lí- 
mites territoriales, y en algunos tratados de comercio y 
navegación se expresa cuáles son los derechos y deberes de 
los subditos de las partes contratantes residentes en sos res- 
pectivos dominios. Puede afirmarse, con la mayor parte de 
los autores más celebres del derecho internacional, que todas 
las naciones cinlizadas toleran, en principio, la aplicación 
de leyes extranjeras dentro de su propio territorio, siempre y 
cuando no se lastimen sus derechos de soberanía ó causen 
perjuicio directo é inmediato á sus respectivos subditos. 

El desarrollo de estos principios nos conduciría al examen 
de otras importantes cuestiones que, por salir de la esfera 
del derecho público internacional, entran de lleno en la del 
derecho internacional privado, y son extrañas á la índole y 
al carácter de esta obra. Pero enunciadas con la sencillez y 
generalidad que hemos creído indispensables, bastan para 
la resolución de los conflictos que elevarse pudieren entre 
las diferentes jurisdicciones de tierra y abordo, en la reali- 
zación de las hipótesis que vamos á analizar. 

Si se trata de hechos consumados abordo estando el bu- 
que en la mar, la situación es sencilla; ninguna duda pue- 
de elevarse, no hay necesidad, dice Ortolán, de hacer dis- 
tinción alguna entre los buques de guerra y los mercantes. 
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porque conservando ambos, en igual grado y en idétítiea 
fonttÉ, loe derechos de indepeodescía é inviolabilidad abtf»* 
Ittta, se encuentran, de pleno derecho, sometidos única y ex- 
clustvamcfnte i la acción jurisdiccional de la nación que au* 
torísa su armamento. Fortaleza» móviles, ó móviles habita*- 
cienes de una sociedad particuiar, notan sobre un elemento 
esentialmente libre, á donde no pu«de tolerarse el efercielo 
del imperio de ninguna jurisdicción extrafia. Cualesquiera 
que fuesen los actos que abordo se consumen^ ya faltas de 
disciplina, ya infracción de las leyes orgánicas, ya delitos ó 
crímenes comunes ó de carácter público, debe reservarse su 
juicio á los tribunales nacionales. Los hechos de abordo, es- 
tando el buque en la mar, se consideraD, en derecho, como si 
se consumaran en el territorio del Bstado á que pertenece el 
buque: todos los individuos de la tripulación, pasajeros, et- 
cétera, se encuentran sometidos á la jarisdicción de la na« 
ción propietaria, y sería un grave atentado á sus derechos de 
soberanía la intervención de las autoridades ó tribunales de 
otro Bstado en el juicio de aquellas faltas, delitos ó crímenes. 
BstoSy como toda clase de atentados al libreypleao ejer- 
cicio de sus atributos soberanos, deben rechasarse por el 
comandante de un buque de guerra, en la forma y modo 
que demanden las circunstancias, y el honor del pabellón 
que la patria le confía; y en cuanto á los capitanes de los 
buques de comercio, vienen también obligados á no tolerar 
estas intervenciones sino son compelidos por la fuerza^ pero 
haciendo constar, en protesta solemne, la violencia que se les 
impone y el atropello de que son víctimas. Si después de 
perpetrado el crimen ó delito y asegurado abordo á los delin- 
cuentes, el buque fondea ó se estaciona por algún tiempo en 
un puerto extranjero, tampoco cabe intervención alguna de 
las autoridades territoriales en el conocimiento, juicio ó sen- 
tencia de los actos consumados en la mar, porque sus de^ 
rechos de jurisdicción no alcanzaban ni al lugar, ni al mo* 
mentó de la consumación del delito ó crimen. Esta incom^* 
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petencia de 4as autoridades locales para entender en el 
conocimiento j juicio de loa crímenes 6 delitos cometidos 
en la mar abordo de un buque extranjero, uo se limita al 
caso de que así agresores como víctimas, sean nacionales 
respecto al buque, se extiende también al caso particular 
de que así unos como otros fuesen subditos naturales del 
Balado propietario del puerto, porque habiendo sido admi* 
tidos abordo con el carácter de tripulantes 6 de pasajeros, 
quedan sujetos á la jurisdicción del Estado propietario del 
buque, y los deberes de protección de un Estado hacia sus 
subditos residentes en un territorio extraño, no alcanzan á 
eximirlos de la jurisdicción territorial, por las infracciones 
de las leyes vigeDles en el territorio que habitan. 

Pero si los infractores de las leyes ó reglamentos de 
abordo, bajan á tierra y son aprehendidos por causas ó mo* 
tivos distintos, los derechos de jurisdicción del Estado que 
autoriza el armamento del buque pierden su vigor en pre- 
sencia de los de jurisdicción civil y criminal de la nación 
propietaria del puerto. En estos casos, la vía diplomática es 
la única hábil para obtener la extradición de los delincuen- 
tes, siempre que existan convenios de reciprocidad entre 
ambas partes. A faltsi de estipulaciones de esta índole, los 
agentes diplomáticos ó consularesi y en su defecto los co- 
mandantes de los buques de guerra nacionales, deben in- 
terponer sus buenos oficios para la entrega de los aprehen- 
didos, ó para alcanzar que le sea administrada pronta y 
buena justicia. 

Si en el momento de la perpetración de un crimen ó de- 
lito abordo se halla el buque en las aguas territoriales, en 
las corrientes ó puertos de un Estado extranjero, su situa- 
ción es distinta; se necesita resolver el conflicto que, á pri- 
mera vista aparece entre las dos soberanías que, á un tiem- 
po mismo, tienen ejercicio. ¿El crimen ó delito cometido debe 
juzgarse por los preceptos de ley penal de la nación en cu- 
yas aguas se encuentre el buque, ó la soberanía existente 



abordo debe reservar á los tribunales de su propio Eslado el 
conocimiento del delito cometido j su juicio y sentencia 
por las leyes patrias? 

Si el buque es de guerra, ninguna duda puede elevarse; 
no cabe conflicto alguno entre las dos distintas soberanías, 
porque siendo en todas parti^i y en todas circunstancias un 
pedazo del territorio de su patria, son absolutos sus dere- 
chos y exclusiva su jurisdicción abordo. Allí no puede in- 
vocarse otra ley que la vigente en el territorio del Estado 
propietario, y sus funcionarios públicos son los que tienen 
facultades para calificar sus infracciones y hacer aplicación 
de sus preceptos. 

Como regla general, puede decirse que cualesquiera que 
sea el crimen ó delito que se cometa abordo de un boque 
de guerra, compete su conocimiento á los tribunales nacio- 
nales, y SQ8 autores, regnícolas ó extranjeros, se encuentran 
sometidos de pleno derecho al imperio jurisdiccional de la 
nación propietaria del buque. De aquí nace la perfecta obli- 
gación para los comandantes de estos buques, de no tolerar ¿ 
su bordo la intervención de las autoridades-territoriales, re- 
servando á los tribunales patrios el juicio de las faltas^ crí- 
menes ó delitos cometidos en sus naves. 

En los casos en que abordo de un buque de guerra fon- 
deado en puerto extranjero se cometan crímenes ó delitos 
por los ciudadanos del Estado propietario del puerto ó ex- 
tranjeros residentes, y siempre y ctundo las víctimas 6 le- 
sionados tengan igual carácter de nacionalidad y no se 
encuentren inscriptos en la lista matriz del buque, puede 
hacer entrega de reos y víctimas á las autoridades territo- 
riales porque, en principio, el Estado propietario del buque, 
no tiene interés alguno en reservar ¿ sus propios tribunales 
el conocimiento de los delitos de esta índole, cometidos por 
ciudadanos extranjeros, que momentáneamente se encuen- 
tran bajo el imperio de su jurisdicción. 

Si habiendo bajado á tierra el comandante, oficiales ó 
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individuos de la tripulación de un buque de guerra eztran* 
jero, infringiesen las leyes vigentes en el territorio que ac- 
cidentalmente pisan, no cabe poner en duda que las auto- 
ridades locales tienen pleno derecho para detener á los 
delincuentes» y los tribunales territoriales para imponerles 
las penas que sus propias leyes reserven para los autores de 
faltas, delitos ó crímenes. 

En los casos, raros por fortuna, en que por causa justi- 
ficada sea detenido en tierra el comandante de un buque 
de guerra extranjero^ debe darse conocimiento al jefe ú 
oficial que abordo mismo ejerce sus funciones, y en los más 
comunes de efectuarse detenciones en oficiales ú otros indi- 
viduos de la tripulación, las autoridades territoriales deben 
comunicar al comandante del buque las detenciones efec- 
tuadas y las causas que las motiven. 

Conviene tener presente que estas comunicaciones se 
apoyan sólo en sentimientos de cortesía y benevolencia, sin 
que puedan exigirse jamás como un derecho absoluto. La 
costumbre internacional ha sancionado estas muestras de 
mutuo respeto, sin duda para evitar asperezas y para pres- 
tar ocasión á los agentes consulares ó comandantes de los 
buques, para negociar la entrega de los individuos de- 
tenidos. 

Pero si los culpables, cualesquiera que sea el delito co- 
metido en tierra, se restituyen á su bordo antes de ser 
aprehendidos ó se fugan de sus prisiones, no asiste derecho 
á las autoridades locales para aprehender á los delincuentes 
ó instruir abordo mismo cualesquiera clase de averiguacio- 
nes: aquí reaparece y tiene plene ejercicio el principio de 
exterritoriabilidad; el buque es sagrado é inviolable en la 
misma forma y modo que el territorio continental de la 
nación, bajo cuyo pabellón se encuentra. 

Del mismo modo si un individuo de la tripulación de 
un buque de guerra comete abordo una falta, crimen ó de- 
lito y, burlando la vigilancia de los que le custodian alean- 



z« «u oyaaióo, las auioridadea de abordo earocoa de compe- 
tencia para aprehenderlo: en eaioa caaos, la vía diplooiática 
es la única hábil para obtener la múiua entrega de loa 
culpables, aiempre que existan convenios de reciprocidad 
ó en obseryancia de la costumbre. 

Este principio y derecho de exterritoriabilidad se extiende 
á los botes de los buques de guerra equipados por indivi- 
duos de su tripulación, pudiéndose afirmar que las autori- 
dades locales 6 sus agentes, carecen de derecho para 
aprehender á cualquiera clase de delincuentes que se refu- 
gien en el bote de un buque de guerra. 

¿El criminal fugado de un buque de guerra y refugiado 
en uno de los mercantes surtos en el puerto, puede ser 
extraído de su bordo por los agentes del comandante del 
buque ¿ que pertenece? 

Si el mercante que ha dado asilo al delincuente es na- 
cional, no cabe poner en duda que el oficial comandante de 
un buque de guerra se encyientra faculiado para interve- 
nir á su bordo en asuntos de disciplina ó de régimen inte- 
rior, j por consiguiente para ordenar á su capitán la entrega 
inmediata del individuo ó individuos asilados: pero si el de 
comercio es nacional del país en cuyo puerto se encuentre 
el buque de guerra, ó extranjero para ambos, la situación 
varía; porque el comandante del buque de guerra carece de 
competencia para intervenir abordo de un buque mercante 
extranjero. 

Esta incompetencia se extiende á los casos máa comunes 
de que los evadidos de su bordo se dirijan á tierra en botes 
del país ó de un buque mercante ei^tranjero, porque la ac- 
ción del comandante de un buque de guerra se limita única 
y exclusivamente al recinto de su bordo, pudiéndose afir- 
mar como regla general que, salvo el caso que se refugien 
en buque mercante nacional, el comandante del de guerra 
en puerto extranjero, no tiene derecho para aprehender á 
los individuos fugados de su buque. 
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Cuando es mercanle el buque á cuyo bordo se cometen 
las fallas, delitos ó crímenes, la situación varia; la compe* 
tencia para su conocimiento y juicio no puede deducirse del 
principio de la soberanía patria existente abordo, ni de la 
unánime opinión de los más célebres publicistas. Los pre- 
ceptos de la ley primitiva ó natural no son tampoco en ab- 
soluto aplicables en este caso, porque su misma sencillez y 
severidad dificultarían las relaciones de los pueblos maríti- 
mos si los tratados ó convenciones de comercio y navegación 
no hubieran cuidado de interpretar algunos de sus principios 
ó explicado el modo y forma de practicar las relaciones co- 
merciales. Parece, pues, indispensable en el caso presente 
atenernos al estudio de estas mismas estipulaciones, dedu- 
ciendo de sus prescripciones la costumbre internacional que 
pudiera invocarse en el remoto caso de carencia absoluta de 
convenciones de este género. 

Si para el juicio de los delitos ó crímenes cometidos á 
bordo de un buque mercante en puerto extraído, invocamos 
ol principio de la soberanía del Estado propietario de aque- 
llas aguas, deduciremos inmediatamente que todos los actos 
de abordo entran de lleno bajo el imperio de su poder juris- 
diccional; así podríamos decir que cualquier falta, delito ó 
crimen cometido en un buque de comercio fondeado en 
puerto extraño, debería ser conocido y juzgado por las auto- 
ridades y tribunales territoriales. 

Pero aquellos hombres, capitán y tripulantes, forman 
una sociedad constituida al amparo de las leyes patrias: 
tienen á su cabeza un gefe, con facultades para hacer efec- 
tivos á su bordo las leyes fundamentales de la misma insti- 
tución. Si- estas leyes se encuentran vigentes en el mismo 
territorio en que accidentalmente penetra el buque, es in- 
dudable que el capitán tiene poderes y facultades para exi- 
gir su cumplimiento á los que, sometidos á su jurisdicción, 
forman parte de la sociedad que represente el buque. 

£1 soberano en cuyo puerto se halla fondeada la nave 

15 
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de comercio do puede exigir, dí intervenir en el cumplimien- 
to de las leyes de abordo, porque no derivando de su sobe- 
ranía, no tiene obligación de garantizar y hacer efectivo el 
«jercicio de la autoridad de aquel funcionario extranjero y 
de aquí se deduce la falta de competencia de las autorida- 
des territoriales para entender en las faltas de los reglamen- 
tos de policía interior y disciplina de abordo, y fundado eii 
motivos de bien general, conveniencia propia y mutua reci- 
procidad, la tolerancia del ejercicio de leyes extranjeras 
dentro del propio territorio, con la facultad concedida á los 
capitanes, cónsules y comandantes de los buques deguena 
para entender exclusivamente en el conocimieoto de estas 
faltas haciendo efectivas las leyes patrias. 

Pero cuando abordo de un buque mercante fondeado en 
puerto extranjero las faltas de disciplina son de tal carácter 
que alcanzan á turbar la tranquilidad del puerto ó el buen 
orden establecido, no cabe poner en duda la competencia 
de las autoridades territoriales para intervenir en los actos 
»^ de abordo, porque en este caso haj' infracción de sus pro- 

pias leyes. 

En principio, la intervención de estas autoridades debe 
limitarse al restablecimiento del orden abordo y en el puer- 
to sin entender en las causas que hubiesen motivado su al- 
teración, porque derivando estas generalmente de la falta 
de cumplimiento de las mutuas obligaciones contraidas 
entre capitán y tripulación, no alcanza su competencia al 
juicio del modo y forma de hacer efectivos los contratos ce- 
lebrados por subditos extranjeros en país extraño y al am- 
paro de las leyes de otro Estado. 

Este derecho de intervención apoyado únicamente en la 
infracción de las leyes vigentes en el puerto, crea el de so- 
meter á los culpables á los tribunales territoriales, bien en- 
tendida que la competencia de éstos alcanza al conocimiento 
exclusivo de la ley territorial, sin entender en los de policía 
ó disciplina de abordo. 
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Cuando los hechos consumados abordo de un buque 
mercante en puerto extranjero, revisten el carácter de crí- 
menes ó delitos comunes ó públicos porque atenten á la 
tranquilidad, seguridad ó independencia del Estado, la 
competencia de la jurisdicción territorial para entender en 
su conocimiento se deduce de la obligación permanente 
de administrar justicia en su propio territorio ó de los dere- 
chos de propia conservación. 

£1 buque mercante en puerto extranjero no goza de los 
beneficios de la exterriloriabilidad: las leyes infringidas son 
las vigentes en el territorio de un Estado soberano: sus tri- 
pulantes se encuentran sometidos al imperio jurisdiccional 
del soberano del puerto y por consiguiente compete á sus 
tribunales entender exclusivamente en el conocimiento de 
las infracciones de sus propias leyes. 

Estos principios generales no tienen plena y completa 
aplicación en los puertos de todas las naciones marítimas. 
Los tratados internacionales y las leyes interiores de cada 
Estado han sostenido algunos ó suavizado el ejercicio de 
otros, prescribiendo el modo y forma con que han de inter- 
venir abordo de los buques de su comercio las autoridades 
civiles ó militares de los puertos en que se encuentren. 

La legislación española establece una distinción entre los 
hechos que se consumen abordo de un buque mercante ex-* 
tranjero durante su permanencia en puerto ó en aguas es- 
pañolas. 

No son competentes las autoridades y tribunales españo* 
les para conocer y entender en el juicio de faltas, delitos 6 
crímenes cometido abordo de un buque mercante extranje^ 
ro fondeado en aguas españolas por hombres de la tripula- 
ción ó inscriptos con cualquier otro carácter en el rol del 
buque. 

Pero, si los hechos que tieneo lugar abordo son de tal 
naturaleza que alteran la tranquilidad pública ó atontan á 
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la seguridad interior ó exterior del Eatado, si los autores del 
crimen ó sus víctimas son extraños abordo, ó si el capitán 
ó persona autorizada reclama el concurso de las autoridades 
locales, las leyes españolas pronuncian la competencia de 
los tribunales españoles para entender exclusivamente en el 
conocimiento de los delitos cometidos en los dos primeros 
casos, pudiendo en el último limitarse á prestar ayuda al 
capitán- ó cónsul, para restablecer el orden abordo ó en- 
tender, después de asegurado éste, en el juicio y sentencia 
de los delicuentes. 

Esta doctrina se encuentra consignada en algunas de 
las leyes de nuestra patria y condensada con gran claridad 
en el artículo 3.^ Capítulo IV del Real Decreto de 17 de no- 
viembre de 1852, que fija los derechos de los extranjeros 
en España, cuyo tenor es el siguiente: 

«Artículo 3.*^ Cuando abordo de un buque mercante 
extranjero en puerto español ocurriese algún esceso que 
pueda turbar la tranquilidad pública ó atentar contra la 
seguridad interior ó exterior del Estado, la autoiidad local 
competente tendrá derecho á intervenir y conocer para 
precaver y reprimir aquellos excesos. Si estos atacan exclu- 
sivamente á la disciplina interior del buque, su capitán pro- 
cederá según estime conveniente y obtendrá auxilio de las 
autoridades españolas si lo reclama.» 

La competencia de los tribunales españoles para enten- 
der en el juicio de los delitos cometidos abordo de los buques 
mercantes extranjeros se encuentra definida en los artícu- 
los 30 y 31 del mismo Real Decreto, que dice así: 

«Artículo 30. Mientras que una nueva organización de 
los Juzgados y Tribunales del Reino y de las diversas ju» 
risdicciones no lo impida, conocerán en primera instancia 
de los pleitos y causas contra extranjeros domiciliados y 



^229— ' ":- . 

iranseuntas, los Gobernadores de las plazas- marítimas j los 
Capiiapes generales en los demás puertos, y en las segun-^ 
das y demás instancias sucesivas, el Tiibanal Supremo de 
Guerra y Marina ó de extranjería. 

«Artículo 31. El fuero de extranjería de que habla el ar« 
tículo anterior es meramente pasivo y no gozarán de él los ex- 
tranjeros domiciliados y transeúntes» en los casos siguientes: 

1.® En los delitos de contrabando. 

2.* En los juicios que procedan de operaciones mer* 
cantiles. 

3.° En los delitos de sedición y los demás que deban 
ser juzgados con arreglo á la ley de 17 de abril de 1821. 

4.° En los delitos cometidos abordo y en alta mar y en 
los juicios de presas. 

5.*" En las causas por tráfico de negros. 

6.* En los juicios de faltas que según el Código Penal 
no lo gozan los españoles de ninguna condición ó estado. 

En todos estos casos serán competentes para juzgar á los 
expresados extranjeros los Tribunales y Jueces estableció 
dos respectivamente por las leyes.» 

Las prescripciones de este Real decreto se encuentran 
corroboradas por los artículos de algunos tratados de comer-- 
cío y navegación celebrados por España con algunas nacio- 
nes marítimas antes y después de la fecha de su expedición 
en 1852. 

Con el objeto de exponer aquí cuáles son los derechos y 
obligaciones de los tripulantes de los buques de comercio 
españoles en puntos extranjeros, parécenos conveniente un 
ligero estracto de aquellos tratados y de las leyes interiores 
de algunas naciones de Europa y América. 

INGLATERRA 

Los tratados de comercio y navegación ajustados con In- 
gla térra en épocas en que así los intereses de España como 
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los de la Gran Bretaña eran distintos á los de hoy, han cadu- 
cado casi por completo: los diferentes derechos que deven- 
gan las mercancías importadas y exportadas de ambos terri- 
torios y las leyes vigentes no permiten el cumplimiento de 
todas sus cláusulas. 

A pesar de haberse estipulado en el artículo anejo al tra- 
tado firmado en Londres en 14 de enero de 1809 y en el 
I."" de los adicionales al ajustado en Madrid en 28 de agosto 
de 1814, la necesidad de nuevas estipulaciones adecuadas 
en su forma y en sus términos á las necesidades de su época, 
ningún acto de este género ha venido posteriormente á satis- 
facer las necesidades evidenciadas y mutuamente recono- 
cidas. 

Para deducir la práctica civil y criminal que se observa 
en aquel reino respecto á los tripulantes de los buques 
del comercio extranjero, hay que acudir al texto de las leyes 
inglesas. 

El principio de que el crimen ó delito cometido en la 
mar abordo de un buque mercante 6 de guerra debe ser juz« 
gado por los tribunales de la nación propietaria del buque, 
parece sancionado por la jurisprudencia inglesa cuando su 
gobierno ordena á los cónsules residentes en el extranjero, 
no solo reservar i los nacionales culpables de esta clase de 
delitos para á la primera oportunidad enviarlos ¿ un puerto 
del Reino Unido, sino también reclamar de las autoridades 
civiles ó militares del puerto de su residencia, la entrega de 
los delincuentes si hubieren sido aprehendidos, para ser juz- 
gados en Inglaterra por sus jueces naturales. Las mismas 
instrucciones ordenan al cónsul solicitar de los magistrados 
ó autoridades territoriales la fuerza necesaria para la segura 
conducción de los delincuentes al buque nacional de guerra 
ó mercante que el mismo cónsul designe. 

Si un inglés, dicen las mismas instrucciones consulares, 
ofende i un habitante del pais de su residencia, el cónsul 
mandará al acusado dar la satisfacción conveniente al ofen- 
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dido y en caso de desobediencia «lo entregará á la jurisdic- 
ción civil del magistrado ó bien á la ley militar de la guar* 
nición.)> 

Aunque del espíritu y letra de esta disposición pudiera 
deducirse que los cónsules ingleses en pais extranjera» 
tienen plena y exclusiva jurisdicción sobre sus nacionales^ 
la práctica ha demostrado y las leyes interiores de cada Es- 
tado prescrito que, en los casos de ofensa y en los crímenes 
ó delitos, el cónsul sirve de arbitro entre los nacionales y los 
habitantes del pais, sin que vengan éstos obligados ¿ some- 
terse al arbitraje del cónsul y teniendo siempre expedito 
su recurso de queja ante los tribunales territoriales. 

£1 principio de que la jurisdicción nacional es absoluta 
y exclusiva para entender en el conocimiento de los delitos 
cometidos dentro de los límites territoriales, fué reconocido 
por el gobierno inglés en las notas cambiadas con el del 
Brasil apropósito de la detención en Rio Janeiro de tres ofí* 
ciales de la fragata de guerra «Forte» por atropello de un 
centinela de un puerto militar. 

Respecto á los delitos y discordias cometidos y ocurridos 
en los puertos de ¡Inglaterra abordo y entre tripulantes de 
buques españoles, los cónsules españoles tienen las mismas 
facultades que en los dominios de España conceden á los 
ingleses Ios¡artículos del Real decreto de 1852. 

SUECIA 

En las distintas colecciones oficiales que cuidadosamente 
hemos examinado, no se encuentra tratado alguno que de- 
termine la forma y modo en que deben practicarse las rela- 
ciones de comercio y navegación con Suecia. 

Los únicos documentos diplomáticos que aparecen son los 
tratados de paz y amistad de 1813 y el de comercio de 1841, 
facultando á los ciudadanos de ambas naciones para extraer 
del territorio de la otra los bienes adquiridos, sin devengar 
más derechos que los exigidos á loi naturales del país. 
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En ninguno de eslos documeDios se hace mención expre- 
sa de los principios generales de jurisdicción territorial y 
consular respecto á buques nacionales y sus tripulantes. 
Para investigar cuáles son las facultades y derechos que 
tienen los buques españoles en los puertos de la monarquía 
de Suecia y Noruega, es preciso acudir á sus leyes interior 
res, y reglamento consular. 

En el artículo III párrafo 17 del Reglamento para los 
cónsules de S. M. el rey de Suecia y Noruega, dado en el 
castillo de Stokolmo el 9 de marzo de 1830, encontramos 
consagrados los mismos principios que claramente se ex- 
presan en los párrafos del real decreto de 1852. A pesar de 
que el párrafo 17 de aquel Reglamento, no marca á los cón- 
sules la línea de conducta que deben seguir, cuando las 
leyes del Estado de su residencia facultan á las autorida- 
des locales para intervenir abordo de los buques mercantes 
extranjeros, ni que tampoco expresa y detalla los casos y 
circunstancias en que compete á la jurisdicción del sobera- 
no del puerto, el conocimiento y juicio de los delitos come- 
tidos abordo, podemos sin embargo admitir que no existien- 
do convención expresa con España, son aplicables á los 
buques españoles en los puertos de Suecia y Noruega las 
leyes interiores de este reino. 

El párrafo de referencia es el siguiente: 

«17 Si surgiere abordo una cuestión sea con el capitán, 
sea entre la gente del equipaje, desde que el cónsul tenga 
conocimiento del hecho, está obligado á hacer comparecer 
ante sí á las partes para procurar conciliarias. Si esto no lo 
consigue los enviará á los tribunales competentes de Suecia 
si el buque es sueco, perosi es noruego, el cónsul dará un 
juicio por escrito, conforme lo disponen las leyes noruegas 
y las costumbres comerciales y marítimas al cual deben so- 
meterse las partes, sin perjuicio para ellas de hacer revisar 
8u causa por los tribunales competentes de Noruega. 
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Sí abordo de un buque sueco se elevase una querella 
entre el capitán y el equipaje ó entre individuos de la mis* 
ma tripulación, pero de tal naturaleea que pudiera temerse 
un atentado contra la segundad del capitán 6 la propiedad 
de los armadores, el cónsul viene obligado á extraer de 
abordo al que hubiere motivado el desorden. Sin embargo, y 
ante todo debe hacerse á presencia del cónsul una liquida- 
ción de los salarios devengados, debiendo el eapitán deposi- 
tar en sus manos una suma suficiente para el entreteni-* 
miento y envío de aquel marinero á su patria, en el caso de 
no encontrarse buque sueco, noruego ó extranjero con des- 
tino á Suecia ó Noruega. 

Si abordo de un buque sueco ó noruego se cometiese un 
crimen de aquellos que deben ser perseguidos en justicia, 
el cónsul instruirá los primeros procedimientos y enviará al 
culpable por el primer buque nacional destinado á Suecia 
ó Noruega, bajo vigilancia y como preso, según la naturale- 
za del crimen: remitiendo al capitán una copia certificada 
del proceso verbal para ser entregada con el culpable á las 
autoridades competentes del lugar á donde el buque arribe. 
Otra copia del proceso verbal se remitirá al Colegio de Co* 
mercio si el buque es sueco y al Departamento de Justicia 
del gobierno de Noruega si el buque es noruego, con la 
indicación del nombre que conduce al culpable.» 



BÉLGICA 

En las declaraciones que se cangeeron entre España y 
Bélgica referentes al trato que provisionalmente debía otor- 
garse á los buques y comercio de la una, en los puertos y 
territorios de la otra, se estipula por parte de España: 

«Los buques del reino de Bélgica serán recibidos, y su 
comercio tratado en los puertos españoles de la península é 
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islas adyacentes, del mismo modo que se les recibió y trató 
durante la unión política de las provincias belgas al reino 
de los Países Bajos.» (A^rtículo 1/ del Real Decreto de 20 de 
abril de 1840.) 

T por parte de Bélgica: 

Los buques del reino de España serán recibidos, y su 
comercio tratado, en los puertos belgas, del mismo modo 
que se les trató durante la unión política de la Bélgica y los 
Países Bajos.» (Decreto de S. M. el rey de los belgas, de 21 
de julio de 1840. 

El artículo 1.^ del convenio especial de navegación y co- 
mercio entre las coronas de España y Bélgica, firmado en 
Bruselas en 25 de octubre de 1842, confirma estas dos reales 
disposiciones. En ninguno de los restantes artículos se hace 
referencia al punto que ahora nos ocupa, pudiéndose afir- 
mar que, en virtud de las disposiciones citadas y del conve- 
nio indicado, todo cuanto España tiene pactado con Holanda 
respecto á buques mercantes, sus tripulaciones y jurisdic- 
ción consular, es aplicable á los buques, equipajes y cón- 
sules de la nación belga. 

El reglamento consular belga difiere en muy poco de los 
de igual clase de su nación vecina, la Holanda. 

El artículo 12 del dado en Bruselas en 29 de setiembre 
de 1831, dice: 

«Artículo 12. El cónsul en cuyo distrito surgiera algu- 
» na diferencia entre los capitanes belgas y sus equipajes, 
» intervendrá con el objeto de terminar aquélla en el menor 
)> espacio de tiempo posible. 

» Empleará igualmente sus buenos oficios para arreglar 
» amigablemente las diferencias entre los negociantes belgas 
» que residan, ó se encuentren, en su distrito consular.» 
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HOLANDA 

Las relaciones comercialea de España con los Eslados ge- 
nerales de las Provincias Unidas de los Países Bajos, arran^ 
can del tratado de 26 junio de 1714, firmado á consecuencia 
del Congreso de Utrech, por cuyo artículo 18 se convino que: 

<tLos mercaderes» maestros de navios, pilotos, marineros ^ 
sus buques, mercaderías, géneros y otros bienes que les per- 
tenezcan no podrán ser embargados ni detenidos, ni en vir- 
tud de una orden general ó particular, ni por cualquier 
causa, sea de guerra ú otra; y menos con el pretexto de 
querer servirse de ellos para la conservación y defensa del 
país. Pero no se entienden ni comprenden en esto los embar- 
gos y secuestros de justicia por vías ordinarias, por causas 
de guerra, propias obligaciones y contratos válidos de aque- 
llos á quienes se hayan hecho los dichos embargos, en lo 
cual se procederá según costumbre, derecho y razón.» 

El artículo 22 del mismo tratado dice: 

«Los cónsules que los dichos Estados nombrasen, en los 
reinos y Estados del dicho señor rey, para el amparo y pro- 
tección de sus subditos, tendrán y gozarán en ellos el mismo 
poder y autoridad en el ejercicio de sus cargos y las mismas 
exenciones que haya tenido otro algún cónsul antes de ahora 
y pudiera tener después en los dichos reinos; y los cónsules 
españoles que residen en las Provincias Unidas tendrán y 
gozarán en ellas de todo cuanto hayan tenido hasta aquí y 
podrá tener después, en las dichas provincias, otro cónsul 
de otra cualquiera nación.» 

La última cláusula del primero de estos artículos implica, 
por parte de España y de los Países Bajos, el reconocimiento 
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mutuo de la jurisdicción territorial sobre buques y tripulan- 
tes de los comercios respectivos: y por las cláusulas del se- 
gundo» son aplicables á los buques y cónsules holandeses 
las prescripciones de los artículos 31 y 39 del Real Decreto 
de 1852, porque si en los tratados ajustados con otras poten* 
cias se faculta á los cónsules para entender en cierta clase 
de delitos cometidos abordo de sus buques mercantes nació- 

* 

nales, los artículos de este real decreto, en armonía con aque- 
llos tratados, pronuncian la falta de competencia de laa auto- 
ridades españolas para el conocimiento de aquellos delitos. 
El artículo 9 del reglamento consular holandés de 15 de 
octubre de 1807, dice: 

«Los cónsules en cuyo distrito surgiese alguna diferen- 
cia entre capitanes y marineros holandeses, emplearán su 
poder en examinar y concluir aquella en el más breve es- 
pacio de tiempo posible: podrán, en caso de necesidad, invo- 
car la asistencia de las autoridades locales para hacer eje- 
cutar y mantener sus decisiones». 

El mismo articulóse encuentra literalmente copiado á 
excepción de la frase 8¿n ruido que se agrega después de la 
palabra posible en el artículo 8 del reglamento para los cón- 
sules de los Países Bajos en los puertos y ciudades de co- 
mercio del Mediterráneo y los residentes en Cádiz, Sevilla, 
Sanlúcar y costas de Mogador, aprobado por el rey en 3 de 
abril de 1818. 

Los cónsules españoles residentes en Holanda disfrutan 
hoy de los miamos derechos sobre los buques y tripulantes 
españoles que los cónsules holandeses en España. 

GRECIA 

Los ciudadanos y buques españoles en los puertos de la 
Grecia reciben un trato igual al que se otorga en España á 
^os buques y subditos griegos. 
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A pesar de que do existe tratado alguno que estipule 
esta reciprocidad de trato, las disposiciones contenidas en el 
reglamento consular griego son iguales á los del Real De* 
crelo de 1852. 

Los artículos del reglamento citado no solo prescriben á 
sus cónsules la línea de conducta que deben observar en 
materias de jurisdicción sobre buques y tripulantes del co- 
mercio nacional, sino también definen los principios de ju- 
risdicción territorial admitidos por aquel gobierno respecto á 
sus propios buques, las prerogativas que en esta materia 
concede á los cónsules extranjeros y cuanto pueden invocar 
así los cónsules nacionales como los extranjeros en los casos 
de carencia absoluta de tratados. 

Estimamos de interés el conocimiento de algunos de 
sus artículos: 

^(Artículo 3.^ Las atribuciones de los cónsules pueden 
ser más ó menos extensas en los diferentes Estados. En 
aquellos que los "determinen los tratados deben disfrutar 
de ellas conforme con estas estipulaciones. 

En los Estados con quienes no está celebrado tratado ó 
convenciones que definan las atribuciones consulares en 
la forma que los ha establecido el derecho común de Euro- 
pa, sus atribuciones son las siguientes: 

1.° Tienen derecho de jurisdicción en materia civil 
sobre los capitanes y marineros de los buques del comercio 
de su nación y ejercen amigablemente la misma jurisdic- 
ción sobre los negociantes y otros nacionales. 

2.*' Tienen derecho de policía y de inspección sobre la 
gente de mar de su nación y pueden, pidiendo asistencia á 
las autoridades del país, hacer arrestar en caso necesario, á 
los capitanes y marineros, hacer secuestrar á los buques de 
comercio á menos que la gente del país no esté interesada 
en ellos, en cuyo caso intervendrán las autoridades locales. 

Art. 28. Los buques griegos que entren en puerto ex-* 
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tranjero Bo pueden considerarse indefinidamente como en 
lugar extranjero y la protección que se les otorga en aque- 
llos no debe extenderse hasta eximirlos de la jurisdicción te- 
rritorial en lo que toca á los intereses del Estado en cuyo 
puerto se encuentra. 

Admitidos en un puerto extranjero estos buques quedan 
sometidos á las leyes de policía que rigen en el lugar en que 
han sido recibidos y las gentes de sus tripulaciones son 
igualmente justiciables por los tribunales del pais por los 
que tuviesen lugar abordo mismo contra personas extrañas 
al equipaje y por las convenciones civiles que hiciesen con 
estos últimos. 

Sin embargo es de derecho común, aparte de los tratados 
particulares y sin que estos sean necesarios, que todas las 
discusiones relativas á los salarios y condiciones de enganche 
de gente de mar y todas las diferencias entre gentes del equi- 
page ó entre estos y sus capitanes ó entre capitanes de di- 
versos buques nacionales sean terminados por el cónsul. 

Está igualmente admitido que la jurisdicción territorial 
no tiene ejercicio respecto á los delitos que se cometen abor- 
do entre hombres del equipage, y en estos casos tratándose 
de la disciplina interior del buque, la autoridad local no 
debe ingerirse siempre que no se reclame su ayuda ó se com- 
prometa la tranquilidad del puerto. 

Los cónsules entienden pues, en todas las diferencias 
que puedan tener lugar en sus respectivos distritos entre 
capitanes, marineros ú otros individuos embarcados en los 
buques de comercio, con obligación de permitir, á las par- 
tes demandantes, recurrir á quien competa según las cir- 
cunstancias de los casos en que aquellos funcionarios no- 
puedan hacer justicia por sí mismos. 

Esta jurisdicción se extiende á sobre loa marineros de 
una nación distinta que formen parte del equipage ó se en- 
cuentran suscriptos en el rol del buque, porque habiéndose- 
enganchado abordo se hallan sometidos ¿ su capitán y á las 
leyes de su pabellón. 
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Art. 29. Los cónsules no pueden juzgar definitivamen- 
te materia criminal y sí solo en los asuntos en que no puede 
pronunciarse pena aflictiva. 

Las penas de simple corrección serán impuestas por 
estos con arreglo á las leyes de policía de la navegación. 
Pero si se trata de un crimen ó delito cometido por algunas 
gentes de mar sobre quienes puede recaer pena que las 
leyes de policía de la navegación consideran como aflicti- 
vas, los culpables serán arrestados y enviados á Greda ó 
para un puerto intermedio cuyo cónsul provea al comple- 
mento del viaje. 

El culpable irá acompañado de las piezas del proceso 
instruido dirigidas á la autoridad griega del lugar de su des- 
tino ó al cónsul del puerto intermedio. 

Si el acusado se fuga del buque, su arresto definitivo y 
su detención son actos interiores de poder cuya ejecución 
compete exclusivamente á los agentes de la autoridad local. 
En estas circunstancias el cónsul hace su demanda por es- 
crito á los oficiales competentes quienes, después de haber 
reconocido la justicia de aquella, le darán ayuda para hacer 
las investigaciones necesarias y aun el arresto del culpado 
según las formas establecidas en el lugar ó preceptos en los 
tratados. (Reglamento Consular para el uso de los cónsules 
de S. M. Helénica dado en Atenas en 7,3 de enero de 1834). 

PRUSIA (Alemania) 

No existe tratado alguno que especifique y determine 
las funciones y atribuciones de los agentes consulares res- 
pectivos en España y Prusia. 

En el art. 5.^ del tratado de amistad y alianza entre 
ambas coronas firmado en Basilea en 20 de enero de 1814, 
se conviene en ajustar, «sin pérdida de tiempo un arreglo y 
concluir por separado un tratado de comercio». En esta épo- 
ca estaba vigente el reglamento consular prusiano de 1796 y 
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sus disposícioneB respecto á la jurisdicción consular sobre 
buques tripulantes prusianos en los puertos de su residen- 
cia eran los siguientes: 

Art. 5.^ Respecto á los procesos de nuestros st^bdiios 
prusianos que se encuentran en los lugares de la residencia 
de nuestros cónsules y á la jurisdicción á que aquellos per- 
tenecen Nos, no prescribimos á nuestros dichos cónsules 
otras obligaciones y no le concedemos otros poderes que 
gquellos que, sin perjuicio de los derechos inherentes á las 
potencias en los cuales está acreditado, se encuentran en ar- 
monía con el uso general y el derecho de gentes. 

Nos trazamos á los cónsules las reglas de conducta que 
encuentran aplicación en todos los casos, excepto aquellos en 
que una potencia extranjera los hubiere ya definido, ó bien 
00 aquellos en que los tratados de comercio y navegación 
posteriores fijen límites más extensos á las dichas reglas. 

A. En las discusiones que elevarse pudieren entre sub- 
ditos prusianos, ya sea entre capitanes y equipages, ya en- 
tre negociantes ú otros, procurará acomodar amigablemente 
á las partes para prevenir el proceso. Si estos se conforman 
con someterse á su arbitrio, el cónsul lo desempeñará gratis 
con imparcialidad y según las medidas de sus leyes: para 
esto oirá sumariamente á las parles pero, de modo que pue- 
da aclarar suficientemente el hecho: si el objeto es de mayor 
importancia ó complicado, levantará un proceso verbal, se 
hará presentar los documentos y, si en particular se tratase 
de cuestiones entre el equipage y el patrón, hará que se le 
entreguen los contratos de enganche y rol de equipage y, 
aplicando á los casos las reglas del derecho, dictará su juicio 
por escrito si el asunto puede tener consecuencias; el cual 
juicio valdrá como sentencia provisoria hasta que nuestros 
subditos interesados en el asunto. hayan tenido tiempo, á su 
vuelta, de reclamar ulteriormente sus derechos delante de 
nuestros tribunales. 
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Sobre estos juicios arbilrarios, que deben ser libres por 
parte de los inleresadsB, y de los cuales el cónsul podrá en- 
cargarse así entre ousstroa subditos como eDtre otras per- 
sonas en las discusiones de comercio, no entendemos confe- 
rirle ninguna clase de jurisdicción sobre nuestros subditos 
preseaLes en bu dislrito coiisuliir. E^los deben, al contrario y 
en lodos los cusos, tuuto en lo civil como en Jo criminal, 
acudir en caso de proceso, á las autoridades constituidas del 
lugar. Sin embargo, el cónsul velará porque les sea admi- 
nistrada buena y prouta justicia por parle de las dicbas au- 
toridades.» 

En la circular del minislro de Negocios Eslranjeros de 
Prusia expedida en Berlín á 2 de noviembre de 1817, refe- 
rente ¿ los «principios establecidos y observados basta el día 
» sobre las exencioaes que hay que conceder á los cónsules 
» recibidos y reconocidos como tales en los puertos y ciuda- 
» des comerciales de la Piusia» encontramos la disposición 
cuarta del párrafo segundo que interesa conocer: 

«Pueáea los cónsules extranjeros, dice, en consecuencia, 
■velar por los inlereses de su comercionacioualy por el man- 
tenimiento de los derechos marliimos de sus nacionales: te- 
ner conocimieuto de lodos los buques de su país que entren 
y salgan, expedir cei tiGcados en todo !o que concierne á sus 
compatriotas, pueden, en ña, concluir las diferencias que 
sobrevengan «entre éstos, poro en el solo caso que las par- 
» tes apelen voluntariamente á su arbitrio.» 

«Pero no se les concede ningún derecho que suponga una 
» autoridad ejecutiva, sea directa sea indirecta, sobre sus 
» nacionales negociantes 6 marineros, no pudiendo tampo- 
» co requerir auxilio de las autoridades prusianas para la 
» ejecución de las medidas de su gobierno contra cualquie- 
» ra de sus subditos que se encuentre en lerritorio pru- 

«Además no le es lícito permitirse ninguno de los actas 
» de poder que incumben i la policía del lugar en que re- 

16 
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» síden, tales como la expedición de certificados de sanidad; 
» respecto á los avisos que tengan que publicar deben antes 
» pasarlos por la censura.» 

Si hoy se practicara ese severo ejercicio de sus derechos, 
seguramente aislaría & Prusía de las demás naciones, porque 
todos en justa reciprocidad, establecerían iguales medidas 
respecto á los cónsules prusianos residentes en sus respecti- 
TOS territorios. 

Más indulgente al año siguiente de 1818, celebró con 
Rusia en 7 de diciembre 1819, un tratado de comercio y 
navegación en cuyo artículo 11 se conviene que los cónsu- 
les respectivos residentes en el territorio de la otra parle con- 
tratante gozarán, en el ejercicio de sus funciones, de las mis- 
mas prerrogativas y privilegios que disfrutan los de la na- 
ción más favorecida; estas atribuciones respecto á buques 
j tripulantes se encontraban perfectamente definidas en el 
artículo 6.* del tratado de comercio y navegación entre 
Francia y Rusia firmado en San Petersburgo en 11 de enero 
de 1787. 

En lugar correspondiente damos copia de aquel impor- 
tante artículo que, por el tratado de 1818 establece en el te- 
rritorio prusiano, una especie de privilegio respecto á las 
funciones de los cónsules rusos. 

Con posterioridad ha ido concediendo Prusia iguales pre- 
rogalivas á todos los cónsules extranjeros. Incorporada al 
imperio alemán puede afirmarse que los cónsules espaííoles 
en todo el territorio del imperio y los alemanes en territorio 
español ejercen iguales funciones y disfrutan de las mismas 
prerrogativas que se otorgan á todos en las párrafos del De- 
creto de 1852, según se desprende de los artículos siguientes: 

En 30 de marzo de 1868 se firmó en Madrid el tratado 
de comercio y navegación entre España y la Confederación 
de la Alemania del Norte y la Unión Aduanera y Comereíal 
alemana, en cuyo art. 1.^ se dispone: 

Habrá entre todos los Estados de las dos altas partes con- 
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tratantes plena j entera libertad de comercio y naví 
Los subditos de cada uaa de ellas gozarán, en el terr 
la otra, de los mismos derechos, privilegios, favoreSj 
nidades ; exenciones de que gozan actualmente y 
en adelante, en materias de comercio ^navegación, 
ditos de la nación más favorecida.» 

Este solo artículo hace extensivos i 1d9 subditos ; 
cío espaQol en el territorio de los Estados de la Coi 
ción alemana del Norte, en cuyo nombre traía y pac 
de PruBia, los mismos derechos, privilegios, favores, 
dades y ezencionee de que gozan actualmente en 1 
mos territorios los subditos del imperio ruso, sie 
consiguiente aplicables á los subditos espafioles en 
rio alemán, las estipulaciones del tratado entre Fr 
Rusia antee citado, (art. 6.°). Los cónsules eapeñ 
Bidentes en el territorio de la Confederación ejei 
pleno derecho las mismas facultades y obligación 
gadas á ruBOS y prusianos en sus territorios repecti 
el tratado entre Prusia y Rusia de 19 de diciei 
1818. 

Pero si alguna duda pudiera elevarse acerca del 
para el ejercicio de esta jurisdicción consular sobre 
y tripulantes nacionales se disiparía por complete 
simple lectura del art. 15 del mismo tratado de 186i 
tá redactado en estos términos: ~ 

«Las partes contratantes convienen en que cu 
» favor ó privilegio acerca de la importación, expoi 
» navegación que una de ellas haya concedido ó 
» conceder en lo sucesrvo á una tercera patencia, 
> extensiva inmediatamente y de pleno derecho á 
» Además, ninguna de las partes contratantes im¡ 
» la otra prohibición alguna de importación 6 de 
» ción que no se aplique á la vez á todas las de 
» clones.» 
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PORTUGAL 

Numerosos son los tratados de comercio y navegación, 
correos, telégrafos» límites, extradición y demás relaciones 
pacíficas que nos ligan con Portugal. 

Habiéndose concluido todos de pocos años á la fecha no 
puede ofrecerse duda alguna; sus artículos prescriben clara 
y distintamente la forma y modo en que deben practicarse 
aquellas relaciones. 

Aplicables á los subditos portugueses, en su cualidad de 
extranjeros en Espaúay las disposiciones de los artículos 30, 
31 y 39 del Real Decreto de 1852, falta presentar prueba de 
que los ciudadanos y buques españoles en los puertos y 
aguas corrientes de Portugal son acreedores al mismo trato 
y disfrutar iguales privilegios que reciben los buques y tri- 
pulantes del comercio portugués en los puertos y aguas es- 
pañolas. 

En el art. 14 del convenio entre España y Portugal para 
regularizar las atribuciones de sus agentes consulares y los 
derechos civiles de sus respectivos súltfiitos firmado en Ma- 
drid á 21 de abril de 1866, se estipuló este trato, perfecta y 
recíprocamente igual al otorgado á los subditos de aquella 
corona» por los artículos del Decreto de referencia. 

Ahora como en otros casos creemos conveniente, para 
evitar dudas é interpretaciones diversas, insertar el artículo 
14 del convenio de 1866, debiendo tener presente que por el 
39 del mismo se anuló y quedó sin efecto el convenio fir- 
mado en Liéboa en 26 de junio de 1845 para el arreglo de 
las atribuciones y prerrogativas de los agentes consulares de 
ambas naciones. 

El art. 14 del convenio de 1866 dice asi: 

«Art. 14. En todo lo concerniente á la policía de los 
puertos, carga y descarga de los buques y á la seguridad de 
las mercancías, bienes y efectos se observarían las leyes, 
estatutos y reglamentos del país. 
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»Lo3 cénsules generales, cónsules y vice-cóBSules, esta- 
rán encargados exclusivamente del orden interior á bordo de 
los buques mercantes de su nación y dirimirán por sí solos 
las cuestiones de cualquier género que ocurran entre el ca- 
pitán, los oOciales y los marineros y en especialidad las re- 
lativas á sus soldadas y al cumplimiento de los ajustesy can- 
tratos recíprocos. 

»Las autoridades locales no podrán intervenir sino cuan- 
do los desórdenes que ocurran á bordo de los buques sean 
de tal naturaleza, que perturben la tranquilidad 6 el orden 
público, en tierra ó en el puerto, ó cuando una ó más per- 
sonas del país ó no inscriptos en el rol del buque^ se hallen 
mezcladas en los desórdenes promovidos. 

)>En todos los demás casos las referidas autoridades se li- 
mitarán á auxiliar eficazmente á los cónsules y vice-cónau- 
les, cuando éstos lo requieran, para hacer arrestar y conducir 
á la cárcel á alguno de los individuos inscritos en el rol del 
buque, siempre que por cualquier motivo lo juzguen conve- 
niente.» 

ITALIA 

Varios son los convenios, canges de notas diplomáticas y 
documentos de este género que han mediado entre España 
é Italia desde que en 1866 fué reconocida por España como 
nación soberana é independíente. 

El convenio ajustado, con esta potencia para fijar los de- 
rechos civiles de los sdbditos respectivos y las atribuciones 
de los agentes consulares destinados á protejerlos, firmado 
en S. Ildefonso á 21 de julio de 1867, es tal vez uno de los 
más completos que modernamente ha concluido España en 
materias de navegación, comercio, agentes consalares, sus 
atribuciones y prerrogativas y recíproca indulgencia en el 
absoluto ejercicio de su soberanía interior para la libertad y 
protección de sus subditos respectivos. 



— 246 — 

Btllucilín del reino de Italia, bajo el cetro 
¡ra, lenta Eapaña estipulaciones comer- 
lero asE con el reino de la Cerdefla como 
lo de Ibb Dos Sicilias. 
le nos ligaban con este último por au in- 
erdeña, quedaban rigentos los celebrados 
'a anteriores, ;a posterioreí £ au incorpo- 
1I86I. 

parece fuoia de propósito hacer notar 
:imo tratado de comercio, navegacidn y 
do por la corona de las Dos Sicilias y ñr- 
in 26 de mayo de 1856, ee estipulaba para 
MJnsules j agentes consulares (art. 34) las 
ras y atribuciones sobre buques y trípu- 
|ue se conceden i iguales funcionarios en 
:í6d del artfculo 9 del convenio consular 
«ña y Gerdeña y 6rmado en París en 3 de 
10 de 1856. 

tima díspoaicidn de este art. 9, facultaba 

1 requerir el auxilio de las autoridades 
to de hacer arrestar y conducir é la car- 
is ciudadanos inscritos en el rol del bu- 

I por cualquier motivo lo juzgue conve- 

ctrina se contiene en el art. 31 del coave- 

i Italia en 1867, que insertamos á conti- 

lejor inteligencia: 

todo to concerniente & la policía de los 

1 y descarga de los buques y á la seguri- 

cías, bienes y efectos se observarán las le- 

iglamentos del país. 

generales, e4SniuleB, vice-cdnsules y agen- 

arán encargados exclusivamente de man- 

srior i bordo de loa buques de su nación, 

icerin de las cuestiones de cualquier gé- 



— 247 — 

nero que ocurran entre el capitán, los oficióles y los mari- 
neros, 7 con especialidad las relativas á sus soldados y al 
cumplimiento délos compromisos recíprocamente coniraídoa. 
»Las autoridades locales no podrán intervenir sino cuan- 
do los desórdenes y excesos que ocurran á bordo de los bu- 
ques sean de tal naturaleza que perturben la tranquAidad 
ó el orden público, en tierra ó en el puerto, ó cuando una 
persona del país ó extraña á la tripulación, se halle mezcla- 
da en las discordias promovidas. En todos los demás casos, 
las referidas autoridades se limitarán á auxiliar eficazmente 
á los cónsules y vice-cónsules, cuando éstos lo requieran, 
para hacer arrestar y conducir á la cárcel á alguno de los 
individuos inscritos en el rol del buque , siempre que por 
cualquier motivo lo juzguen conveniente.» 

FRANCIA 

La ley francesa respecto á buques y tripulantes extran- 
jeros en los puertos del territorio francés es exactamente igual 
á la española; los mismos principios y disposiciones que se 
contienen en los artículos 30, 31 y 39 del Real Decreto de 
1852, aparecen consagrados en las leyes interiores de la ve- 
cina república, en sus reglamentos consulares y en los tra- 
tados de comercio y navegación, y claramente definidos en 
el ajustado en España, en 7 de enero de 1862. 

Los principios generales de jurisdicción, expuestos en 
las primeras páginas de este capítulo, se encuentran acep- 
tados y mandados observar por el gobierno francés. 

En la ordenanza de S. M. sobre las funciones de los cón- 
sules en sus relaciones con la marina comercial, fechada en 
París en 29 de octubre de 1833, se expresan aquellos prin- 
cipios de jurisdicción, y se ordena á los cónsules y capitanea 
de los buques del comercio su más exacta observancia. 

El artículo 15, título II de la dicha ordenanza, dice: 

«El capitán remitirá al cónsul, en los lugares de su dea- 
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tino y en aquellos en que deba permanecer más de veinti- 
cuatro horas, los procesos verbales que haya levantado con- 
tra marineros desertores^ las informaciones que haya hecho 
á propósito de crímenes ó delitos cometidos por marineros ó 
pasajeros durante el viaje, conforme á la obligación que im- 
pone la ordenanza de 1681. Si la gravedad del delito ó la 
seguridad del equipaje ha obligado al capitán á no dejar á 
los acusados en oslado de libertad, el cónsul tomará las me- 
didas que crea convenientes para hacer comparecer á los 
culpables ante los tribunales franceses. Dará cuenta del 
Qsunto, por lo que se refíera á marineros, al ministro de Ma- 
rina, y por los pasajeros al de relaciones exteriores.» 

Las mismas disposiciones del artículo 39 del Real Decre- 
to de 1852 se encuentran claramente definidas y detalladas 
en los 22 y 23 del título III de la ordenanza consular fran- 
cesa de 1833, cuya copia no parece necesaria porque se con- 
densan todas en el artículo 24 del convenio entre España y 
Francia para fijar los derechos ciertos de sus respeclivos sub- 
ditos, y las atribuciones de los agentes consulares destinados 
á protejerlos, firmado en Madrid á 7 de enero de 1862, cuyo 
tenor es el siguiente: 

«Art. 24. En todo lo concerniente á la policía de los 
puertos, la carga y descarga de los buques y á la segu- 
ridad de las mercancías, bienes y efectos, se observan las 
leyes, estatutos y reglamentos del país. 

»Los cónsules generales, cónsules, vicecónsules ó agentes 
consulares 'estarán encargados exclusivamente del orden in- 
terior abordo de los buques mercantes de su nación y diri- 
mirán por si solos las cuestiones de cualquier género que 
ocurran entre el capitán, los oficiales y los marineros y con 
especialidad las relativas á sus soldadas y al cumplimiento 
de los compromisos recíprocamente contraídos. 

»Las autoridades locales no podrán intervenir sino cuando 
los desórdenes que ocurran abordo sean de tal naturaleza 
que perturben la tranquilidad ó el orden publico en tierra 
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ó en el puerto^ ó cuando una persona del país, 6 no inscrita 
en el rol del buque se halle mezclada en las discordias pro- 
movidas. 

;>En todos los demás casos las referidas autoridades se li- 
mitarán á auxiliar eficazmente á los cónsules y yice-cónsu- 
les, cuando éstos lo requieran, para hacer arrestar y con- 
ducir á la cárcel á alguno de los individuos inscritos en el 
rol del buque, siempre que por cualquier motivo lo juzguen 
conveniente.» 

RUSIA 

Desde fines del siglo pasado se vienen practicando por 
esta potencia los principios de juridicción territorial en la 
forma y modo que la practican hoy las naciones modernas. 

Aplicable á ios buques y tripulantes rusos los preceptos 
del Real Decreto de 1852^ y concediéndoles á sus cónsules 
las mismas prerrogativas y facultades que la misma ley 
otorga á los de otras potencias en España, solo nos resta de- 
mostrar que los españoles en Rusia disfrutan recíprocamen- 
te de las mismas inmunidades. 

Ni con esta potencia, ni con Austria ha celebrado España 
modernos tratados de comercio y navegación que definan el 
carácter civil de sus respectivos subditos y las obligaciones 
de los agentes consulares destinados á protejerlos. Nuestras 
relaciones comerciales se apoyan en disposiciones de carác- 
ter general, y las facultades de los cónsules se deducen de 
los que concede Rusia á otras potencias en tratados so- 
lemnes. 

En el tratado de 1 1 de enero de 1787 celebrado entre 
Francia y Rusia, se ei^presa la jurisdicción consular en los 
términos siguientes: 

«Art. 6-° Los cónsules generales, cónsules y vice-cón- 
sules de las potencias contratantes tendrán respectivamen- 
te autoridad exclusiva sobre los .equipajes de los buques 
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» VÍ08 de su nación ó entre capitanes y patrones y sus pro- 
» pios marineros, ya sea á causa de sus yiajes, gastos y 
» cuentas, ya por razón de sus salarios para ajustarlos ami- 
» gablemente,)> Los que no quisieran someterse á su arbi- 
trio «podrían recurrir á los jueces ordinarios del príncipe 
» cuyos subditos son.». 

A pesar de haberse ratificado este tratado por parte de 
España el día 18 de julio y por Dinamarca en 17 de noviem- 
bre del mismo afio, siempre repugnó á Felipe V su cum- 
plimiento porque tenía en sus artículos alguna cláusula 
impracticable* 

Después del rompimiento de relaciones diplomáticas á 
causa de las armas y municiones de guerra que el Rey de 
Dinamarca regaló al Dey de Argel» se establecieron las rela- 
ciones amistosas y cordiales por la convención firmada en 
La Haya en 22 de noviembre de 1757, que estipulaba que 
no solo renovaría el comercio bajo el mismo pié en que 
estaba antes del rompimiento (art. 7) sino también por el 
artículo 8 se convenía en ajustar y concluir, después de en- 
tabladas la buena correspondencia de las dos cortes, «cun 
» tratado de comercio en que no se escaseasen una á otra 
» todas las gracias y facilidades que puedan ser de conve- 
» niencia y facilidad á sus vasallos respectivos.» 

En las declaraciones amistosas que se cangearon entre 
las Cortes de Madrid y Copenhague en octubre de 1791 y 
marzo de 1792 se convino que desde 1.^ de mayo del mismo 
año los buques y comercio españoles en los puertos de Di- 
namarca y los de esta potencia en España gozarían de las 
mismes ventajas y privilegios que disfrutaban los de las na- 
ciones más favorecidas y señaladamente los subditos y bu- 
ques franceses, ingleses, holandeses é imperiales. 

En el tratado definitivo de paz y amistad entre los coro- 
nas de España y Dinamarca concluido en Londres el 14 de 
Agosto de 1814, se restablecen las relaciones de comercio 
y navegación entre los dos Estados, «tales cuales existían 



» al principio del año de 1808 sujetándolas á las mismas 
» reglas que estaban entonces en vigor y con el goce de las 
» mismas ventajas concedidas por una y otra parte hasta 
» la citada época (artículo 4/).» 

£1 artículo 9."" se expresaba en estos términos. 

Artículo 9."" Todos los antiguos tratados ó convenios 
entre las dos altas partes contratantes y señaladamente el 
convenio secreto de 1757 y el convenio de 21 de julio 1767, 
se recuerdan por el presente artículo y se restablecen en 
todo su tenor y todas sus cláusulas, en cuanto estos no con- 
traríen las estipulaciones contenidas en los artículos del 
presente tratado.» , 

Este artículo restablece el 20 del ajustado en 1742 rela- 
tivo á las atribuciones de los respectivos cónsules, recibien- 
do nueva fuerza y quedando vigentes las declaraciones de 
1791 y 1792. 

Con vista de estos antecedentes nos creemos autorizados 
para asegurar que al hacer extensivas á los subditos de la 
corona de Dinamarca, sus cónsules y buques en España, 
las prescripciones del Real decreto de 1852, se complimen- 
tan los tratados vigentes para aquella nación, puesto que se 
les otorga el mismo trato que á los cónsules, buques y ciu- 
dadanos franceses, ingleses, holandeses é imperiales. 

Los principios generales definidos en las primeras pági- 
nas de este capítulo son aceptados por el gobierno danés é 
inspiran su legislación. 

En la Instrucción Real de 9 de (octubre de 1824, para 
guía de los cónsules de Dinamarca residente en el extran- 
jero encontramos la confesión de la corte de Capenhague 
hacia el respeto de aquellos principios. 

Nuestro cónsul (dice el artículo 8.") debe siempre pres- 
tarse de buen grado á ayudar á nuestros subditos maestres 
de navios, comerciantes y viajeros, con su buen consejo en 
sus intereses cuando y tantas veces como se lo pidieren. Y 
como en nuestra ordenanza prescribiendo como los maes- 
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tres de Davios 7 marineros deneses deben conducirse en los 
puertos extranjeros en donde haya cónsules 6 vice-cónanles 
daneses, estfi establecido que nuestros subditos navegantes, 
comerciantes ú otras personas cuando se susciten entre ellos 
disputas en los lugares en los que hayamos mandado cón- 
sul, deben dirigirse á éste para que los acomode amigable- 
mente, autorizamos por los presentes á nuestro cónsul para 
interrenir en semejantes causas y conciliar á las partes li- 
tigantes, ai esto fuera posible. En los casos de no poder lle- 
gar á un arreglo, el cónsul debe levantar un proceso verbal 
haciendo constar este resultado y después de haber explica- 
do y escrupulosamente pesado todas las circunstancias que 
se relacionen con el dicho proceso v después del mas ma- 
duro examen pronunciará sentencia según justicia y equi- 
dad conforme con las leyes danesas que le sean conocidas. 9 

La sentencia pronunciada, cosa que debe hacer el cónsul 
en virtud de su oñcio y gratuitamente, los remitirá por es- 
crito y en debida forma á cada una de las partes, estando 
ambos obligados 'á conformarse extrictamente con ellas 
sobre los derechos para cada une de hacer revisar y juzgar 
su causa por nuestros tribunales.» 

Art. 9.° Las reglas arriba anunciadas quedarán, aín 
embargo y según la naturaleza de la cosa, enteramente es- 
ceptuadas en los casos criminales que impliquen una con- 
travención á las leyes del país en que el crimen se ha co- 
metido: semejantes casos no pueden ser tratados sino por 
las leyes y magistrados del lugar. 

En los cesos criminales cuyo conocimiento no compete al 
magistrado del lugar, como ai durante el viaje se ha come- 
tido un crimen, ha tenido lugar un motin contra ei maes- 
tra del navio ú otros semejantes, nuestro cónsul deberá re- 
currir al magistrado del lugar con objeto de tener en pri- 
sión al criminal hasta que pueda efectuarse su remisión, lo 
que debe hacerse con preferencia en un buque pertenecien- 
te á nuestros subditos, cuyo maestre, gegnn la ordmanza 
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de 11 de marzo de 1818 está obligado á recibir al criminal 
mediante una indemnización razonable. 

Art. 11. El cónsul está obligado á impedir que ningún 
maestre de navio despida, después de terminado su viaje, 
algún individuo de su tripulación sujeto al servicio de :,la 
guerra marítima, ni aún bajo el pretexto de mala conducta 
ú otras quejas semejantes; á menos que en tales casos no 
quiera encargarse el maestre mismo y á su costa de hacer 
volver á la patria á aquel individuo ó quedar responsable 
tanto por lo que toca á la acción personal de éste, como an- 
te los oficiales encargados del enganche interesados en su 
regreso á la patria. 

Si alguno del equipaje cometiera un crimen que merez- 
ca castigo corporal^ el maestre sin embargo, debe guardar- 
lo á su bordo y tener cuidado de su vuelta, á menos que su 
detención en el buque, sea causa suficiente para temer un 
motin, un asesinato ú otra desgracia semejante; en este ca- 
so y según el art. 8.^, debe ser entregado al cónsul que ten- 
drá cuidado de su regreso.» 

AMÉRICA 

BRASIL 

El ejercicio de la jurisdicción consular entre España y el 
Brasil se encuentra convenido desde 1863 por el convenio 
celebrado en Río de Janeiro en 9 de febrero. 

Su artículo 15 es copia literal de los ajustados con Fran- 
cia en 7 de enero de 1862 y posteriormente con Portugal, 
Italia y Alemania. 

Con anterioridad á este tratado había publicado el Go- 
bierno del Brasil sus reglamentos consulares de 1834 y 1838 
en cuyos artículos 41 y 44 se ordenaba á sus cónsules el 
ejercicio de los mismos principios que contiene el Real De- 
creto de 1852. 
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VENEZUELA 

Las relaciones pacíficas y comerciales de España con la 
República de Venezuela se apoyan en el tratado de recono- 
cimiento, paz y amistad concluido con aquella república y 
firmado en Madrid en 30 de Marzo de 1845. 

En el artículo 19 se estipuló que los buques mercantes, 
de cada país, serán admitidos en los puertos de la otra con 
iguales ventajas de que gozan los de la nación más favo- 
recida. 

Por el artículo 17 quedaron facultadas, ambas partes, 
para el establecimiento de agentes diplomáticos y consula- 
res que, acreditados y reconocidos que sean, disfrutarán de 
las franquicias, privilegios é inmunidades que gozan los de 
las naciones más favorecidas. 

En el artículo 18 se reconoce que los cónsules y vice- 
cónsules, de España en la República de Venezuela y los de 
esta república en España, intervendrán en las sucesiones 
de los subditos de cada país establecidos, residentes ó tran- 
seúntes en el territorio del otro por testamento ó ab-inieaiato, 
así como en los casos de naufragio ó desastre de buques, 
podrán expedir y visar pasaportes á los subditos respectivos 
y ejercer las demás funciones propias de su cargo, 

Á pesar de estas estipulaciones, algunos de los ciudada- 
nos españoles residentes en el territorio venezolano fueron 
asesinados unos y lastimados otros en sus bienes y propie- 
dades por los bandos, nacidos de las discordias civiles. Res- 
tablecido el orden no se hicieron esperar las enérgicas re- 
clamaciones del gobierno español, que terminaron con la 
convención de 1861, sobre justicia é indemnizaciones á nues- 
tros compatriotas. 

Casi nulo es el comercio de la República de Venezuela 
con su antigua metrópoli y muy escaso el que efectúa con 
las islas de Cuba y Puerto Rico. Los pocos buques españoles 
que visitan sus puertos son tratados bajo el mismo pié de 
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igualdad que los pertenecieutes á las demás naciones ami- 
gas, y nuestros cónsules disfrutan en el territorio venezo- 
lano de las mismas franquicias, inmunidades y derechos 
que la ley de 1852 asigna á los cónsules extranjeros en Es- 
paña. 

HONDURAS 

Hasta el año de 1866 no reconoció España como nación 
Ubre, soberana é independiente á la República de Hon- 
duras. 

Sobre el tratado de reconocimiento, paz y amistad cele- 
brado en esta República y firmado en Madrid en 15 de 
marzo de 1866, reposan las relaciones pacíficas y comercia- 
les de España con su antigua calonia. 

Los artículos 10 y 11 establecen la forma y modo de 
practicarse estas relaciones en lo que se refiere alas atribu- 
ciones de los cónsules sobre buques mercantes nacionales. 

Articulólo. En tanto que S. M. Católica y la Repú- 
blica de Honduras ajustan y concluyen un tratado de co- 
mercio y navegación fundado en principios de recíprocas 
ventajas para uno y otro país, los subditos y ciudadanos de 
los dos Estados serán considerados para el adeudo de dere- 
chos por los frutos, efectos y mercaderías que importa- 
sen de los territorios de las Altas partes contratantes, así 
como para el pago de los derechos de puertos en los mismos 
términos que los de la nación más favorecida. 

S. M. Católica y la República de Honduras se harán 
reciprocamente extensivas las concesiones que en punto á 
comercio y navegación hayan estipulado ó en lo sucesiva 
estipularen con cualquier otra nación, y estos favores se 
disfrutarán gratuitamente si la concesión hubiese sido gra- 
tuita y en otro caso con las mismas condiciones con que se 
hubiese estipulado ó se acordará con mutuo convenio una 
«compensación equivalente en cuanto sea posible. 

17 



Art. 11. S. M. Catúlice y la Repúblicade Honduras, po- 
drán enviarse recíprocamente agenles diplomáticos j con- 
sulares el uno en loe dominios del olro, y acredilados y reco- 
nocidos que sean lales agentes diplomáticos 6 consulares 
por et gobierno cerca del cual residan, 6 en cuyo territorio 
desempefien su encargo, disfrutarán de las rranquicias, pri- 
vilegios é inmunidades de que se hallen en posesión los de 
igual clase de la nación más favorecida y desempeüarán en 
losmismos términos todas las funciones propias de su cargo.» 

GUATEMALA 

Eq el año de 1863 reconoció Espaüa como nación sobe- 
rana é independiente á la República de Guatemala. 

El tratado de reconocimiento, paz y amistad. Armado en 
Madrid en 29 de mayo del mismo año de 1863, contiene, co- 
mo lodos los ajustados con las repúblicas hispa no-a merica- 
nas las vagas estipulaciones sobre cónsules, y sus atribucio- 
nes que hemos ya visto entrañan los concluidos con otras 
repúblicas del mismo continente y origen. 

A pesar de su vaguedad, las iosertamos para que pueda 
eervir de consulta en caso de necesidad. 

Tres son los artículos del tratado de referencia que se re- 
lacionan con los intereses que nos ocupan en este capítulo. 

Art. 8.° Los subditos españoles no estarán sujetos en 
Guatemala, ni los guatemaltecos en España al servicio del 
ejército, armada ó milicia nacional. Estarán igualmente 
exentos de toda carga ó contribución extraordinaria ó prés- 
tamo forzoso, y en los impuestos ordinarios que satisfagan 
por razón de su industria, comercio ó propiedades, serán 
tratados como ios subditos de la nación más favorecida. 

Art. 9." En tanto que S. M. Católica y la República de 
Guatemala no ajusten un tratado de comercio y navega- 
ción, las altas partes contratantes se obligan recíprocamen- 
te á considerar á los subditos de ambos Estados para el 
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adeudo de los derechos por las procedencias naturales ó in- 
dustriales, efectos y mercaderías que importasen ó exporta- 
sen de los territorios respectivos, así como para el pago de 
los derechos de puertos en los mismos términos que los de 
la nación más favorecida. 

Toda exención y todo favor y privilegio que en materias 
de comercio, aduanas ó navegación, conceda uno de los Es- 
toldos contratantes á cualquiera nación se hará de hecho ex- 
tensiva á los subditos del otro Estado, y estas ventajas se 
disfrutarán gratuitamente si la concesión hubiera sido gra- 
tuita, ó en otro caso en las mismas condiciones con que se 
hubiese estipulado ó por medio de una compensación acor- 
dada por mutuo convenio. 

Art. 10. S. M. Católica y la República de Guatemala, 
nombrarán, según lo tuvieran por conveniente, agentes di- 
plomáticos ó consulares, el uno en los dominios del otro, y 
acreditados j reconocidos que sean tales agentes diplomáti- 
cos y consulares por el gobierno cerca del cual residan ó en 
cuyo territorio ejerzan sus funciones, disfrutarán de las 
franquicias, privilegios é inmunidades de que se hallen en 
posesión los de igual clase de la nación más favorecida y de 
los que se estipulasen en el tratado de comercio que ha de 
celebrarse entre las partes contratantes. 

CONFEDERACIÓN ARGENTINA 

Reconocida su independencia por el tratado de reconoci- 
miento, paz y amistad, celebrado entre España y la dicha 
Confederación y firmado en Madrid en 9 de julio de 1859, 
fué modificado por el ajustado en la misma república y fir- 
mado en Madrid en 21 de setiembre de 1863. 

La misma vaguedad que se observa en los artículos de 
los tratados celebrados con otras repúblicas hispano-ameri- 
canas se advierte en los ajustados con la República Argen- 
iina, hasta el extremo de que los 9 y 10 del tratado de 21 de 
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setiembre de 1863 son copia lileial de los 8 y 9 del tratado 
con Guatemala. 

Nuestro comercio y navegación en y hacia aquellas re- 
giones, es cada día más extenso y muy considerable el nú- 
mero de españoles residentes en territorio argentino, cuyos 
intereses reclaman otras estipulaciones de carácter más 
concreto, para asegurar el desenvolvimiento de nuestro tra- 
nco y alejar la ruda competencia que nos hacen en aquellos 
países los productos naturales é industriales de otras nacio- 
nes europeas. 

« 

SALVADOR 

Por el art. 1.** del tratado de reconocimiento, paz y amis- 
tad, celebrado entre España y la República del Salvador, 
firmado en Madrid el 24 de junio de 1865, reconoció España 
la independencia de esta república. 

Los artículos 8 y 9 de este tratado, son copia literal de 
los que ocupan los mismos números en el tratado de reco- 
nocimiento de la República de Guatemala y por consi- 
guiente no parece necesario trasladarlos á este lugar. 

NICARAGUA 

El día 25 de julio de 1850, se firmó en Madrid el tratado 
de reconocimiento, paz y amistad con la República de Ni- 
caragua. 

En los artículos 11, 12 y 14 se estipulan las mismas dis- 
posiciones que aparecen en los ajustados con otras repúbli- 
cas hispaDo-americanas. 

El art. 13 se refiere á la apertura eventual del istmo de 
Darien y é las condiciones para que el gobierno español se 
adhiera á la garantía de neutralidad constante del canal y 
al capital invertido. 



COSTA RICA 

Ed 10 de mayo del mismo e&o de 1850 reconoció España 
la íodepeBdendencia de esla república en el tratado firmado 
en Madrid en la fecha citada. 

En los artículos 11. 12 j 14 se contieuen las mismas dis- 
posicioDes generales expuestas en los celebrados con otras 
repúblicas del mismo origen español y el 13 hace reTereocia 
á la apertura eventual de un canal da comunicación entre 
el Occéano y PacfQco. 

ESTADOS UNIDOS DEL NORTE 

Las relaciones comerciales de Espa&a con la República 
de los Estados Unidos del Norte de América, reposan sobre 
ios tratados de 27 de octubre de 1795 y 22 de febrero de 
1819. 

El art. 19 del ajustado en 1795, está concebido en estos 
términos: 

Ar. 19. Se establecerán cónsules recíprocamente con 
los privilegios y facultades que gozasen los de las naciones 
más favorecidas en los puertos donde los tuviesen e^los ó 
sea lícilo tenerlos. 

El art. 12 del celebrado en 22 de febrero de 1819, confir- 
ma el de 1795, á excepción de los artículos 2, 3, 4 y 21 y se- 
gunda cláiusula del 22, pudiendo asegurarse que las pres- 
cripciones generales del real decreto de 1852, son de pleno 
derecho aplicables á los buques y ciudadanos de los Esta- 
dos Unidos en los puertos y dominios españoles. 

La exclusiva competencia de las autoridades y tribuna- 
les nacionales, para entender en el conocimienlo de los de- 
litos cometidos en la mar ú bordo de los buques mercantes 
de la unión americana, se pronuncia por el art. 36 de las 
instrucciones generales de 2 de marzo de 1833, para el uso 
de los cónsules y agentes consulares de la república . 
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Eslos funcionarios pueden y deben dirigirse á las auto- 
ridades del puerto de su residencia «para obtener los medios 
» de asegurar á los culpables todo el tiempo de la residen- 
» cia del buque en puerto.» 

£n las mismas instrucciones generales no se contiene 
artículo especial trazando la línea de conducta que deben 
observar los cónsules en los casos de cometerse un crimen 
ó delito á bordo de los buques mercante» de la Unión du- 
rante su permanencia en puerto extranjero, pero de su artí- 
culo 45, puede deducirse el reconocimiento, por parte de 
aquel gobierno, de la competencia de los tribunales territo- 
riales para entender en el juicio de estos delitos. 

Su texto es el siguiente: 

Art. 45. Los cónsules deben, sobre todo, tener la pru- 
dencia de no mezclarse en las contestaciones que puedan 
elevarse entre sus compatriotasy las autoridades del país en 
que residan. Enviarán las discusiones de esta naturaleza al 
ministro ó á este departamento (el de Negocios Extranjeros) 
y emplearán todos sus esfuerzos para concluir amigablemente 
todas las difeeencias en que sus compatriotas estén interesa- 
dos, apoyándolos y protegiéndolos contra las autoridades del 
país en los casos en que por éstos sean insultados ú oprimi* 
dos. «Pero rehusarán abiertamente su apoyo cuando volun- 
» tariamente hayan infringido alguna ley y particularmen- 
» te en las tentativas de contrabando.» Prestarán ayuda á 
los directores ó administradores principales con el objeto de 
prevenir tales hechos que, á pesar de que puedan proporcio- 
nar un beneficio á los individuos que se abandonan á su 
ejercicio, imprimen siempre una mancha al carácter na- 
cional. 

En cuanto á las atribuciones, derechos y funciones in- 
herentes á los cónsules españoles en territorio de la Unión 
americana se expresan en el tratado de 14 de noviembre do 
1788 ajustado por los Estados Unidos con Francia, porque 
habiéndose convenido por el art. 19 del tratado de 1795 con 
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España, que los cónsules españoles residentes en el territo- 
rio de la Unión, gozarán de los mismos privilegios y facul- 
tades que gozasen los de la nación más favorecida, es evi* 
dente que son aplicables á España los privilegios y derechos 
otorgados á íVancia en materias de jurisdicción consular en 
el tratado de 1788. 

Estos privilegios y facultades que no son otra cosa que 
la más completa reciprocidad con los concedidos á todos los 
cónsules en España por el real decreto de 1852 se encuen- 
' tran expuestos en algunos artículos del tratado de referen- 
cia cuya letra parécenos conveniente conocer para los gasoff 
de dudas y consultas. 

Estos son los siguientes: 

Art. 8.° Los cónsules ó vice-cónsules ejercerán la poli- 
cía sobre todos los buques de sus naciones respectivas, ten- 
drán á su bordo todo poder y jurisdicción en materia civil 
en todas las discusiones de este género que elevarse pudie- 
ran, tendrán una entera inspección sobre dichos buques, 
sus equipajes y los cambios y reemplazos que necesario fue- 
sen, para lo cual podrán transportarse á bordo cuantas ve- 
ces lo crean conveniente: bien entendido que las funciones 
arriba enunciadas se limitarán al interior de los buques y 
que no podrán tener lugar en ningún caso, cuando éstos se 
relacionen con la policía de los puertos en que aquellos se 
encuentren. 

Art. 10. En el caso de que los subditos ó ciudadanos 
respectivos hubiesen cometido algún crimen, ó infracción 
de la tranquilidad pública, serán j usticiables por los jueces 
del país. 

Art. 11. Cuando los dichos culpables forman parte del 
equipaje de uno de los buques de su nación y se hayan re- 
tirado á su bordo podrán ser á bordo mismo presos y dete- 
nidos por los jueces territoriales 

Art. 12. Todas las diferencias y procesos entre los sub- 
ditos del rey cristianísimo ó entre los ciudadanos de los Es- 
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lados UDÍdos, en los Eslados del rey cristianísimo y espe- 
cialioente todas las discusioneB relativas á los salarios y con- 
diciones de enganche en los equipajes de los buques respec- 
tivos y «todas las diferencias de cualquier naturaleza que 
sean» que elevarse pudieran entre los hombres de los dichos 
equipajes 6 entre cualquiera de éslos y sus capitanes, ó en- 
tre lo9 capitanes de diversos buques nacionales, serán ter- 
minadas por los cónsules ó vice-cÓDBules respectivos, sea 
por medio de arbitrios ó por un procedimiento sumario y 
sin costas. Ningún oñcial territorial, civil 6 militar, podrá 
intervenir en ellas ni tomar parte alguna en el asunto y las 
apelaciones contra los juicios consulares, podrán hacerse 
anle los tribunales de Francia ó de los Estados Unidos que 
deben conocer en el asunto á que aquellos se refieren. 

REPÚBLICA DE LIBERIA 

Con la RepiSblica de Liberia se firmó en Madrid en 7 de 
abril de 1868, un tratado de amistad, comercio y navegación 
que contiene estipulaciones idénticas é las insertadas en los 
tratados con las repúblicas hispano americanas. 

En el arlfculo 2.° se conviene la recíproca libertad de 
comercio y navegación entre el reino de España y la Repú- 
blica de Liberta. En el artículo 8." se dice: «Todo favor, pre- 
ferencia ó inmunidad que una de las partes contratantes 
conceda eu la actualidad, ó en lo sucesivo, á los subditos 6 
ciudadanos en punto á comercio 6 navegación se hará exten- 
siva con las mismas condiciones á tos subditos ó ciudadanos 
de la otra parte contratante.» 

El artículo 9.* faculta á ambas naciones para establecer 
cónsules, vice-cónsules ó agentes consulares en el territorio 
de la otra en los puntos en que se admitan, por la ley 6 
costumbre, para la protección de su comercio y de sus sub- 
ditos y ciudadanos. Recibidos estos agentes «disfrutarán en 
cuanto á sus personas, ast como respecto al ejercicio de sus 
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atribuciones» toda la protección y lodos los privilegios que 
se concedan de una manera legal á los funcionarios de la 
misma clase de la nación más favorecida.» 

La conveniencia y la importancia de este tratado se re- 
vela considerando que esta república es la que actualmente 
subministra á nuestras colonias de Fernando Póo, Annobón 
y Coriseo, hombres honrados y fuertes, capaces de resistir el 
rudo trabajo necesario en aquellos cálidos climas, y segura- 
mente serán los llamados á desarrollar la agricultura en 
nuestras expresadas posesiones. 

ISLAS DE SANDWICH 

En 29 de octubre de 1863 se firmó, en Londres, un tra- 
tado de amistad, de comercio y navegación entre España y 
las f^las Hawiianas. 

Por el artículo 1.* se estipula paz perpetua y amistad cons- 
tante entre el reino de España y el de las islas Havrüanas y 
entre los ciudadanos de ambos países, sin excepción de po- 
sesiones ni de lugares, 

El artículo 2.° establece recíproca libertad de comercio y 
navegación. ' 

En la última disposición del artículo S."" se conviene que 
todas las ventajas, de cualquier naturaleza que sean, con- 
cedidas actualmente por las leyes y decretos vigentes en las 
islas Hawüanas, ó que lo sean en lo sucesivo, á los inmi- 
grantes extranjeros, serán garantidas á los españoles esta- 
blecidos ó que se establezcan en cualquier punto del territo- 
rio hawüano y lo mismo se entenderá respecto á los subdi- 
tos hawüanos en España. 

El artículo 9 parécenos que debe insertarse íntegro. 

«Art. 9.® Los buques españoles que entrasen en las- 
tre ó cargados en los puertos hawüanos ó con carga en los 
puertos de España, ó que salieren ya fuese por mar, por 
ríos ó canales, sea cual fuese el punto de partida ó de su 
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o estarán sujetos ai é Is entrada ni ¿ la salida, ni 
derechos de lonelage, de puerto, de balijas, de pí- 
BDclage, de remolque, de fanal, de exclusa, de ca- 
□aren teca, deaalvamenlo, de depósito, de pateu te, 
^e, de LavegaciÓQ, de peage, en resumeDé losde- 
argaa de cualquier naturaleza ó de no min ación que 
le pesaren sobre los cascos de los buques, perci- 
Lablecidos en nombre del Gobierno, de funcioná- 
is, de municipalidades ú otros eslablecímientos, 
B que están actualmente ó pueden ser en lo su- 
)ueslos é los buque nacionales.» 

11 estipula, que eu loa casos de arribada for- 
jques españoles pagarán los mismos derechos que 
aercio bawuano, siempre que no intenten operá- 
is de comercio. 

art. 12 ae conviene que los buques de guerra 
ñeros espaítoles gozarán, bajo lodos conceptos, de 
B derechos, privilegioB é inmunidades concsdidos 
oucedieren á los mismos buques y barcos ballene- 

nos ó á los de la nación más favorecida.» 
19 faculta á ambos gobiernos pare el estable- 
le cónsules generales, cónsules, vice-cónsules ó 
insulares en el territorio de la otra parle conlra- 

el art 20, estos agentes de España en las is- 
nas gozarán de todos los privilegios, inmunidades 
íes que gozan los de la nación más favorecida, do 
:lase y en las mismas condiciones. 

25 se refiere á la concesión hecha por el Go- 
)afiol á los buques y subditos hawüanoa en los 

nuestras provincias ultramarinas, igualando al 
c estas islas con el de te nación más favoreeida. 
ín se revela la importancia de este tratado consl- 
je las expresadas islas se encuentran situados en 
de América al Japón, y por consiguiente pueden 



tecer fáciles y cómodas relaciones comerciales con las islas 
Filipinas y Marianas y hasla con el archipiélago de Ca- 
rolinas. 

JURISDICCIÓN DÉLOS CÓNSULES ESPAÑOLES EN ORIENTE Ó LEVANTE 

MARRUECOS 

Las antiguas eslipulsciones li tratados ajustados con el 
rey 6 emperador de Marruecos, tanto reinando Carlos III 
como Carlos IV en Espaüa quedaron anuladas por el trata- 
do de Comercio entre España y este imperio y firmado en 
20 de noviembre de 1861. 

PerfecLamenle deünida, en algunos desús arlfculos, la 
jurisdicción de losagenLesconsularesdeEspaQaen los puer- 
tos y territorio de) imperio Marroquí, aparece mucho más 
Smplia que la otorgada generalmeole en los puertos y terri- 
torios de todas las naciones á los cdnaules y agentes consu- 
lares. 

Loe cónsules españoles en el imperio de Marruecos son 
jueces naturales de loa ciudadanos espa&oles en todo cuan- 
to se refiere á malerias comercial, civil y criminal. Las 
leyes españolas se hacen erectives en aquel territorio y las 
penas que pronuncian Be aplican á ciudadanos espafioles 
por funcionarios públicos españoles. Los cónsules de Espa- 
ña tienen facultad para impetrar y derecho á obtener del 
gobierno marroquíes la asistencia de soldados, guardias ó 
embarcaciones armadas para hacer efectiva la acción de su 
justicia sobre sus conciudadanos tanto abordo como en 
tierra. 

En los casos en que un subdito marroquí aparezca mez- 
clado en las querellas ó demandas de ciudadanos españoles 
ó que estos ú aquellos se demanden ó querellen, la autori- 
dad territorial con asistencia del cónsul, juzgará el delito 
cuando la parte demandante sea un subdito español, é in- 



— 269 — 

pelencia para enlender en cualesquiera clase de diferencias 
ó disputas que se eleven enlre ciudadanos españoles. 

Si algún subdito español ofendiese á un habitante del 
pais será juzgado únicamente por el consejo del Bajá de 
Tripoli, siempre con la intervención directa del cónsul de 
España que viene obligado á asistir al tribunal tripolino 
para defender é sus nacionales. 

Las atribuciones de los cónsules españoles en el territo- 
rio de la regencia se encuentran numeradas y definidas en 
el art. 34 del tratado de referencia que copiamos á con- 
tinuación: 

Art. 34. Su majestad católica podrá nombrar un cón- 
sul en Tripoli como lo tienen las demás potencias amigas de 
este reino, con las siguientes condiciones: 

I."" Podrá el cónsul asistir y patrocinar públicamente á 
los subditos de España. 

2.° Se profesará y ejercerá libremente el culto de la re- 
ligión cristiana en su casa tanto por su persona como por 
los demás cristianos. 

3.° Será, por lo menos, igual en todo á los demás cón- 
sules; y ninguno podrá disputarle la precedencia aunque se 
la haya prometido la regencia de Trípoli. 

4.° Será juez competente on todas las disputas y pen- 
dencias entre españoles sin que los jueces de Trípoli puedan 
por ningún pretexto mezclarse en ellas. 

b.'' Podrá enarbolar la bandera española en su casa y 
en su bote cuando vaya por mar. 

6^ Podrá nombrar libremente su drogman y corredor y 
mudarlos cuando lo tenga por conveniente. 

7.*^ Podrá ir abordo de las embarcaciones que hubiere 
en el puerto ó playa cuando le parezca. 

8.® Estará exento de todo derecho por lo que mire á 
provisiones y efectos necesarios para su casa. Y lo mismo se 
practicará en Dome y Bengaré si S. M. católica quisiere 
allí vice cónsul. 
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En los artículos 31 y 32 se definan algonos casos parti- 
culares de jurisdicción consular que por relacionarse direc- 
tamente con el asunto que nos ocupa en este capítulo esti- 
mamos oportuno copiar á continuación: 

Art. 31. Cuando hubiere alguna disputa ó diferencia 
entre un español ó un mahometano no deberá decidirse por 
los jueces ordinarios del pais, sino únicamente por el con- 
sejo del Bajé de Tripoli en presencia del cónsul ó por el co- 
mandante si no residiere en el mismo Tripoli. 

Art. 32. Si algún español cascare ó maltratare á algún 
turco no podrá ser juzgado sino en presencia del cónsul y 
si entretanto se escapare no será responsable del reo. 

TÜNEZ 

El ejercicio de los mismos privilegios, prerogativas y atri- 
buciones que disfrutan los cónsules y subditos españoles en 
el territorio de la regencia de Trípoli, se convino para los 
de igual clase residentes en los dominios de la regencia de 
Túnez en el tratado de paz, amistad y comercio entre S. M. 
Católica el Sr. rey D. Carlos IV y el Boy y la regencia de 
Túnez aceptado y firmado el 19 de julio de 1791. 

Una pequeña diferencia se advierte entre ambas estipu- 
laciones. Los subditos españoles que en Túnez ofendieran 
á algún turco, ó inversamente fueran ofendidos por algún 
subdito del bey, el bajá, el dey, el bey ó el diván decidirán 
la causa jon la intervención y presencia del cónsul de Es- 
paña, cuando en Tríppli el conocimiento y decisión de estos 
altercados ó diferencias compete, única y exclusivamente al 
consejo del bajá con la asistencia del cónsul. 

Estos privilegios han caducado casi en absoluto desde 
que Francia se atribuyó el protectorado de Túnez. 
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CHINA ■ 

Antes de 1864, do podían apoyarse las reieciones comer- 
ciales entre Espa&a y China en tratado alguno ó convención 
regular y solemne celebrado & ajustado en aquel imperio. 

Si algunos buques españoles viiitabait ¡os puertos del li- 
toral chino abierloB al comercio extranjero, eran recibidosy 
su comercio tratado por las autoridades y naturales det pafe 
bajo el mismo pié de igualdad que los buques y comercio 
de oíros Estados europeos ligados al celeste imperio por tra- 
tados dtt comercio y navegación. 

En 10 de octubre de 1864, se firmó en Tien-TBÍu el tra.- 
lado de amistad, navegación y comercio que expresa la for- 
ma y modo en que han de praclicarse las relaciones pacfü- 
cas y comerciales entre EspaQa y el imperto chino, el ca- 
rácter civil de loe subditos espafioles residentes en aquel 
territorio y les atribuciones de los cónsules destinados á 
protejerlos. 

Siendo extraño á nuestro propósito la exposición de las 
pr&cticas de aquellas primeras relaciones no§ limitaremos á 
consignar aqut la extensión de la jurisdicciún consutary los 
privilegios que disfrutan los ciudadanos españoles. 

No todos los puertos y ríos del inmenso litoral de la Chi- 
na están abiertos al comercio de España, pero si lo eetán 
para todos los buques españoles todos los francos el comer- 
cio extranjero, así en la actualidad como en el porvenir (ar- 
ticulo 30). 

Los abiertos hoy ee expresan en el art. 5.° y son los si- 
guientes: 

llin-Chuang, Chi-Fü, Shaug-Hay, Nuig-Pó, Tu-Chau, 
Emuy, Tanau-Fú y Tara-Sud en la isla de Tormasa. Cantón 
Sual-Tau, Chiun-Chau en la isla de Haioan, Cheng-Chiang, 
Hang Kao y Chu-Chiang en el río Yang-Tu-Kiang y Nan- 
Kin. 

El art. 4." autoriza al gobierno espaSol pora establecer 
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cónsules en todos los puertos de la China abiertos al comer- 
cio, ^<con el objeto de tratar los negocios comerciales y velar 
por la observancia de todos los artículos del tratado*. 

El carácter, atribuciones y prerogativas de estos cónsu- 
les se consigna en las disposiciones posteriores á la primera 
de este artículo y en los 12, 13 y 14 del mismo tratado. 

Los cónsules españoles en China son también jueces na- 
turales de los subditos españoles residentes en su distrito 
consular y ningún ciudadano español, cualesquiera quesea 
el delito que cometa en el imperioc bino, puede ser sometido 
á la acción de los tribunales ó justicias locales. 

Estos privilegios se contienen en los artículos siguientes: 

Art. 12. Todas las diferencias que susciten entre sub- 
ditos españoles, ya sean sobre derechos personales ya versen 
sobre derechos relativos á la propiedad, se someterán ala ju- 
risdicción de los cónsules españoles. 

Todas las controversias que ocurriesen en China entre 
subditos de España y subditos de otra nación extranjera, 
serán arregladas según los tratados que existen entre Espa- 
ña y dichas naciones, sin ninguna intervención de las au- 
toridades chinas. 

« 

Pero si en las controversias se hallasen envueltos sub- 
ditos chinos, la autoridad local tomará parte en los proce- 
dimientos judiciales como en los casos para los cuales se 
providencia en los artículos 13 y 14. 

Art. 13. Todo subdito chino que fuese culpable de 
cualquier acto criminal cometido contra algún subdito es- 
pañol será reducido á prisión y castigado por las autorida- 
des chinas con arreglo á las leyes de China precediendo la 
denuncia del cónsul español. 

El subdito español que cometiere algún delito en China 
será juzgado por el cónsul ó por culquier otro fun- 
cionario español público, autorizado al efecto por las leyes 
de España precediendo la denuncia de las autoridades 
chinas. 
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En caso de ocurrir delitos graves, tales como homicidio» 
robo con heridos de cosideración, atentado contra la vida, 
incendio premeditado, etc., el reo, después de instruida la 
correspondiente sumaria, será remitido á Manila para que 
allí se le aplique el castigo según las leyes de España. 

«Art. 14. Todo subdito español que haya sufrido ofen* 
sa de un chino, deberá exponer su queja al cónsul, quien 
se informará debidamente de la cuestión y empleará todos 
sus esfuerzos para terminarla amigablemente. Del mismo 
modo cuando un subdito chino tuyiese que quejarse de un 
español, el cónsul no desatenderá su queja y hará todo lo 
posible para restablecer la armonía entre las dos partes. Si 
la cuestión fuese, sin embargo, de tal naturaleza que no 
pudiera terminarse de ese modo, el cónsul pedirá entonces 
á las autoridades chinas que le auxilien en la averiguación 
del caso para decidirlo de común acuerdo. 

JAPÓN 

El acceso á los puertos del Japón estaba vedado á los 
buques y comercio español, hasta que se fírmó en Eana-- 
gav^a, el 12 de noviembre de 1868, el tratado de amistad, 
comercio y navegación entre España y el Japón. 

El art. 2.* faculta, á las dos altas partes contratantes, 
para el mutuo estableciminto de agentes diplomáticos y con- 
Bulares en las capitales respectivas y en los puertos abiertos 
al comercio extranjero. 

En la primera disposición del art. 3.^ se conviene que, 
desde el día en que esté en vigor el presente tratado, se abri« 
rán al comercio y á los ciudadanos españoles todos los puer* 
tos y ciudades abiertas á los ciudadanos y comercio de cual* 
quier otra nación. 

El art. 23 está redactado en estos términos: 

«Se estipula expresamente que el G(obiemo da S. M. Ift 
Reina de las Españas y sus subditos gozarán de todos los 

18 
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derechos, privilegioB, inmunidades y demás ventajas que se 
hayen concedidas ó se concedan en lo sucesivo por S. M. el 
Emperador (Yenno) del Japón al gobierno ó subditos de 
cualquiera otra nación.» 

La segunda disposición del art. 3.° ordena que los súb* 
ditos españoles residentes en los puertos del Japón ocupen 
un sitio aparte, á donde puedan construir sus habitaciones; 
dicho sitio se designará por las autoridades territoriales con 
la intervención del cónsul español; en el caso de no poder 
ponerse de acuerdo este funcionario con aquellas autorida- 
des, se elevará la cuestión al agente diplomático español 
acreditado y residente en la capital del imperio. 

Queda estipulado en la disposición 4." del mismo artícu- 
lo Z^ que «al rededor del puesto en que residan los espa* 
ñoles, no construirán los japoneses muralla, barrera, cerca 
ú obstáculo alguno que pueda impedir la libre salida ó la 
libre entrada en aquellos lugares.» 

Las prerrogativas y atribuciones concedidas á los cón- 
sules españoles en el territorio japonés son iguales á las 
otorgadas á los mismos agentes en el imperio chino, á ex- 
capción de la cláusula que faculta á estos funcionarios para 
juzgar á aquellos de sus subditos que ofendan ¿ otro de una 
potencia extranjera, que en China se efectúa el juicio por el 
cónsul español y el de la nación cuyo subdito es el ofendido 
y en el art. 7.'' del tratado con el Japón se conviene única- 
mente que los cónsules españoles residentes en el imperio 
japonés «juzgarán á los subditos de España que cometas al- 
gún delito contra los subditos japoneses ó de cualquier otro 
paie.»' 

PERSIA 

En 4 de marzo de 1842 se ajualó y firmó, en Constaati- 
uopla, el única tratado de amistad y comerdo que hemos 
^labrado con el impedo dePetsia. 
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El arU 4."" concede facultades á las dos partes contratan- 
tes para nombrar, respectivamente, dos agentes comerciales 
con residencia, los agentes persas, en Madrid y Barcelona ó 
cualquier otro puerto español que tuese preferido, y los es- 
pañoles residirán uno en la capital Teherán y otro eii Tau- 
ris. La extensión de la jurisdicción consular de estos agentes 
comerciales, en la parte que ahora directamente nos ocupa, 
está vagamente definida en la primera disposición del artí- 
culo 5.*, que es la única del tratado que hace referencia á 
las ofensas hechas ó recibidas por subditos españoles resi- 
dentes en territorio persa. 

He aquí esta disposición: 

«Art. S.*' En cuantos casos de contestación, disputa ó 
litigio ocurriesen entre subditos de las dos altas partes con- 
tratantes, sobre intereses mercantiles ó de cualquier otra 
naturaleza, no podrá decidirse ni juzgarse Id causa sino con 
previa anuencia é intervención del agente comercial, ó en 
nombre de este funcionario, en presencia del intérprete de 
su Gobierno y en todo con arreglo á las leyes y costumbres 
del país.» 
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riza su armamento y, por consiguiente, compete á la impe* 
rante en la costa el juicio de este incidente y de las compli- 
caciones que envuelva. 

Estos derechos como oriundos de la independencia juris- 
diccional de ün Estado soberano son tan absolutos como su 
origen, se invocan y sostienen en nombre de aquella inde- 
pendencia y su entero y pleno ejercicio no puede negarse 
nunca sin causar grave ofensa á una nación. 

Paralelos á estos derechos absolutos, se alzan para la 
nación propietaria de la costa, deberes para con el Estado 
cuyo pabellón arbola el buque náufrago. Estos deberes, re- 
conocidos por todas las naciones civilizadas, derivan también 
d^los principios naturales de equidad y de justicia y han 
sido sancionados por el Derecho de gentes y la costumbre 
universal. á.dmitidos con este carácter puede y debe exigirse 
su entero cumplimiento. 

Aquellos deberes son los siguientes: 

1.° Socorro y amparo hacia las personas y buque náu- 
frago y 

2.'' Respeto absoluto hacia sus propiedades. 

Observemos siquiera sea ligeramente, que entre aquellos 
derechos y estos deberes se advierte une diferencia radical. 

El derecho esclusivo de un Estado para el juicio de les 
naufragios ocurridos en sus costas, deriva de su propia inde- 
pendencia en el ejercicio de su jurisdicoi<ki absoluta y loe 
deberes impuestos á la nación en cuyo litoral ocurra el 
desastre no reconocen el mismo origen: soaa hijee de la jus- 
ticia y de la equidad natural; son los deberes de humanidad 
que nuestra religión ha divinizado con el nombre de >cari*- 
dad cristiana: tienen el carácter de obligatmos, pero no>afec« 
tan ni á la soberanía del Estado, niá ausderecheecLe jurie^ 
dicción. En este concepto sqn Asusceptifoles de Tanaeión f de 
modificación; pueden restringirse (ó «mpUatse »da0áe la in«» 
diferencia hacia el desastre, hasta ki más decidida y «efieas 
protección y ayuda. Gonesie carácter los a,dnúte<elI>arapcho 



de gentes, cuando se consignan en tratados públicos, espe* 
eifíca la forma y modo de ejercicio y expresan las obliga- 
ciones de las autoridades locales y los derechos y facultades 
•de los náufragos. 

Pero no fué esta la única causa que motiló en otros 
tiempos la inserción de estas obligaciones en los tratados 
públicos. No siempre los pueblos, en cuyo litoral ocurrían 
naufragios, practicaban aquellos principios humanitarios 
ni respetaban la vida, libertad é intereses de los extranjeros 
náufragos en sus costas. 

Desde los tiempos más remotos y con raras escepciones 
vemos aparecer en todos los países que alcanzaron un cierto 
grado de civilización y cultura, leyes internas destinadas á 
sostener y prescribir la práctica de aquellos humanitarios 
principios. Pero en general los hechos estuvieron por mucho 
tiempo en desacuerdo con la ley; era difícil desarraigar la 
•costumbre y la creencia universal que atribuía al señor de 
la costa cuanto la mar arrojaba á sus playas; era muy ardua 
tarea la de persuadir á aguellos toscos y semi salvajes habi- 
tantes de las riberas, que lo que consideraban como un don 
de los dioses tenía legítimos propietarios, que aquellos mi- 
serables que trabajosamente se arrastraban por una playa 
inhospitalaria tenían perfecto derecho para ser eficazmente 
auxiliados, para encontrar en aquellas arenas hombres que 
respetaran su infortunio prestándoles ayuda para salvar el 
todo aparte de sus propiedades. . 

La ley cartaginesa asegura Montesquieu, en el Capí- 
tulo XI del tomo 3.^ de su «Espíritu de las Leyes» mandaba 
arrojar al mar á todo extranjero que trancase en Cerdefía 6 
más allá de las columnas de Hércules. 

Más humanitarias las leyes del Imperio Romano copia- 
das del Derecho Naval de los Rodios y confirmadas por los 
Bmperadores, condenaban á la restitución del doble al 
quje robare cualquier cosa procedente de un naufragio» 
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La ley XLIX del título quinto, libro XLII del «Digesto» 
dice: 

«Cualquiera que robare algo al infeliz caudal de los 
» náufragos restituirá doble á los que padecieron tal con- 
» tratiempo» y la ley L del mismo título y libro condena 
á los que con violencia robaren alguna cosa salvada del 
naufragioi después de restituirla, á ser confinado por 
tres años siendo persona vil, y caso de ser esclavo, á los 
trabajos más penosos en el servicio del fisco por el mismo 
tiempo. 

La ley romana ordenaba además, debía ser tratado como 
asesino el que impidiera el salvamento de los pasajeros de 
un buque náufrago. (Fragmento 3 y 8 de Ulpiano. Diges- 
to. De incendio, ruina y naufragios.) 

Estas leyes corroboran la autorizada opinión de Montes- 
quieu que asegura en su «Espíritu de las leyes» tomo 3.% 
Capítulo XVII que «los Romanos que hacían leyes para 
todo el universo las habían hecho muy buenas sobre nau- 
fragios»; en este punto, añade, «reprimieron los latrocinios 
de los que habitaban en las costas y lo que es más, la ra- 
pacidad de su fisco.» 

«Que mi fisco no intervenga para impedir que los obje- 
tos naufragados vuelvan á su legítimo propietario. ¿Qué 
derecho tendría para aprovecharse de una circunstancia 
calamitosa?» (Palabras de Constantino, primer Emperador 
cristiano.) 

A pesar de estas y aquellas disposiciones y de otras con- 
tenidas en el Digesto «De Incendio, Ruina y Naufragios, en 
el Código de Naufragios, Ley I, en la Ley III de Legen Cor- 
nelian Siecarris|(^) etc.,» los Emperadores romanos no alcan- 
zaron jamás inculcar en los habitantes de aquel vasto Im- 

(1) La Ley m de Legen Comelian SiecarríB condenaba á muerte 
& todo el que ocnitase efectos salvados de tm naufragio: más tarde se 
conmutó esta pena por una multa igual al cuadruplo de los objetos 
ocultos. (Ck>nstituci6n 64 del Emperador Le6n.) 
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peño el respeto absoluto hacia las propiedades de los náu- 
fragos. 

El poder feudal prestó más incremento al espolio 7 á la 
rapiña, porque no eran los habitantes de las costas los que 
robaban los despojos en los naufragios, eran los Señores 
feudales los que organizaban estos latrocinios, los que ele- 
vándolo hasta el derecho^ regularizaban su ejercicio y su 
producto fué una de sus rentas más pingües. 

«En estos tiempos de barbarie y de crueldades en que 
» cada extranjero era un enemigo pensaron los hombres, 
»dice Montesquieu, que po estando unidos á ellos los 
» extranjeros por ninguna comunicación del Derecho Civil 
» no les debían de una parte ningún género de justicia y 
r> por otra pingún género de piedad.» 

De esta época data el establecimiento del odioso derecho 
de aubana. 

En cuanto al derecho de naufragio podemos afirmar que 
los bárbaros lo encontraron establecido* en el Imperio de 
Occidente; después hubo los abusos que la historia nos se- 
ñala y tomó^ en fin, el odioso carácter que lo distingue en 
os tiempos del feudalismo. 

Una prueba de este aserto se encuentra en las leyes de 
Rhodas y Roma. 

«Si alguno sacare ,del fondo del mar á ocho codos, oro ú 
» plata ú otros efectos, el que los salve percibirá la tercera 
)> parte. Y si los sacare á quince codos de profundidad, to- 
» mará la mitad considerando el mayor riesgo de la opera- 
» ción. Pero el que recoja á salvo los efectos que la mar 
» arrojase á tierra y solo se hallen á un codo de hondo per- 
» cibirá la décima parte.» (Derecho naval de los Rhodios 
conformado por los Emperadores Romanos). 

Cauchy, en la nota 3.* de la página 151 del tomo 1.^ de 
su importante obra dice que pagaban la mitad de su valor 
los objetos sacados á ocho brcuas de profundidad. 

Se apoya en los fragmentos de la. Sinopsis menor y en 
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las leyes 45, 46, y 47 de los Rhodios. En la colección de 
leyes que tenemos á la vista solo la 46, se reñere al derecho 
de naufragio; la 45 habla de un caso especial en la lancha 
de una nave y la 47 trata de hurtos en el naufragio. 

Para se&alar algunos de los abusos del poder feudal en 
los naufragios parece neceeario definir como se entendía en 
aquella época este derecho y las bases en que se apoyaba. 

Si en la historia del Derecho de gentes se entiende por 
derecho de Naufragio la existente en los tiempos del feuda- 
lismo, el hecho inhumano y cruel que los autores antiguos 
y modernos describen, la inicua imposición de la fuerza 
bruta para el despojo de las propiedades de los náufragos, 
la rapiña organizada por los Señores feudales y aún por 
algunos reyes de la Edad Media, este derecho, ó más bien 
esta bárbara costumbre, nació con el no menos odioso dere- 
cho de aubana. Pero si por derecho de naufragio entendemos 
aquel mencionado en las leyes de Rhodas y de Roma, el 
tácitamente descrito en los fragmentos de estas leyes que 
arriba insertamos, forzoso será convenir que su estableci- 
miento es más antiguo y menos inhumano. 

Invadido el Imperio de Occidente por pueblos que vivían 
en países pobres con costas que la Naturaleza habia hecho 
casi inaccesibles, así por la crudeza del clima y lo tormen- 
toso de los montes, como por el infinito número de bajos y 
rocas que los circundaban, todo era nuevo, todo era rico en 
43U pobreza y todo, por consiguiente, objeto de du avaricia 
y de su rapiña. 

Establecidos en climas más dulces, en costas menos 
peligrosas bañadas por mares más apacibles, trajeron sus 
kyes, sus costumbres y sus ideas y trataron de imponerlos 
á los habitantes de los países conquistados. 

Si la civilü^ación romana, á pesar del rigor de sus leyes 
y la justicia que presidía á casi todas sus disposiciones, fué 
impotente para hacer respetar en el litoral de^su inmenso 
Imperio la vida, la libertad y las propiedades de los náufra- 



- 288 — 

goa, oon mayor rasón, después de fraccionados y conquista- 
dos aquellos vastos dominios por los diferentes pueblos que 
los invadieron, no podía ee^rarse, de su definitivo estable- 
cimiento en las provincias, otra civilización más dulce, 
costumbres más humanitarias y mayor respeto de parte de 
hordas guerreras pero salvajes • hacia los derechos, leyes, 
costumbres y propiedades de los vencidos. 

La ley feudal declaraba que todo aquello que no tenia 
propietario pertenecía al Bey; convertida cada monarquía 
en diferentes y pequeños reinos que solo nominalmente 
acataban la autoridad del soberano, aquellos reyezuelos se 
atribuyeron muchos de los derechos inherentes á la sobera- 
nía del monarca y los ejercieron con lamentables abusos en 
sus pequeños estados. 

Los naufragios que ocurrían en sus costas eran juzgados 
según el capricho del Señor. Sus despojos una de las rega- 
lías del imperio señorial; el fisco, la rapiña feudal había 
sustituido al fisco real y los infelices náufragos eran despo- 
jados sin piedad alguna de todas sus propiedades. 

Muchas veces se vio á estos orgullosos Señores enten- 
derse con prácticos ó lemanes para hacer naufragar los 
buques extranjeros confiados á su cuidado, ó en noches 
tempestuosas mandar encender fogatas en las cercanías de 
los puntos más peligrosos con el detestable objeto de atraer 
á los bajos á los navegantes nacionales ó extranjeros. 

El artículo 26 de las Leyes de Oleeron, ó Layron como 
le llaman otros, ordenaba que los Señores culpables de este 
crimen fuesen atados á un poste en el interior de su casa y 
quemados con ella, estableciéndose después en el lugar 
donde estuvo la mansión del criminal un mercado de puer- 
cos: (Us et oostumes de la mer, Bstéban Clairac, Burdeos 
1620. Pardessus Lois maritimeSy tomo 1.^ pág. 846). 

La ley 11 del Código de las Partidas que mandó promul- 
gar en 1266 el Rey D. Alonso el Sabio de Castilla, expi»<- 
sa varios casos referentes <al mismo asunto y e8, por sí 
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misma, más elocuente que cuantos comentarios pudiéramos 
hacer. 

«Pescadores é otros omes de aquellos que usan á pescar, 
é á ser cerca la ribera de la mar, facen sennales de fuego 
de noche engannosamente en logares peligrosos á los que 
andan navegando é cuidan que es el puerto alli; ó los facen 
con entencion de los engannar que vengan á la lumbre é 
fíeran los navios, en penna, ó en logar peligroso é que se 
quebranten, porque puedan furtar é robar algo de lo que 
traen: é porque tenemos que estos átales facen muy grand 
mal, si acaeciese que el navio se quebrantase por tal en- 
ganno é puduiere ser probado tal enganno é cuales fueron 
los que lo fícieron: mandamos que todo cuanto furtasen é 
robasen de los bienes que en el navio venían que lo peche 
cuatro doblado si les fuere demandado por juicio; é si fasta 
un anno no demandasen dende adelante pechen otro tanto 
cuanto fué lo que tomaron; é si por ventura acaeciese que 
ellos no lo robasen mas que se perdiese; debenles pechar 
todo cuanto perdieron é menoscabaron por esta razón. E 
aun demás de esto mandamos: que el judgador del logar 
ante quien fuere esto probado, les faga escarmiento en los 
cuerpos según entendiese que merecen por la maldad é el 
enganno que fícieron. (Ley 11 de las Partidas de Alonso el 
Sabio de Castilla). 

El Libro del consulado del Mar de Barcelona no habla 
expresamente del derecho de Naufragio; en alguno de sus 
Capitules se hace referencia al hecho casual de encontrarse 
mercancias ó efectos flotando en la mar, arrojados á las 
playas ó extraidos del fondo. En primer término sanciona y 
reconoce el derecho de propiedad cuando marca el plazo en 
que legalmente prescribe la propiedad, ordena después el 
modo y forma en que han de practicarse las diligencias para 
encontrar al propietario y devolverle sus bienes y, por 
último marca con perfecta precisión la parte que correspon- 
de al físco y á los que la salvaron ó encontraron. 
A pesar de cuanto se ha dicho y escrito sobre este famoso 
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libro, considerándolo y admitiéndose como un Código, como 
una colección de costumbres marítimas, que no tenían ni 
el origen ni la autoridad de la Ley, entendemos y podríamos 
probar que el Libro del Consulado del Mar de Barcelona 
tuvo la sanción de los monarcas aragoneses en fecha ante- 
rior á la promulgación de las Leyes de las Partidas de Alon- 
so el Sabio de Castilla, pero no siendo este el lugar apropó- 
sito para refutar los errores cometidos por distinguidos pu- 
blicistas extranjeros, nos limitaremos á consignar que la 
ausencia de disposiciones concretas sobre naufragios prue- 
ban el grado de cultura y el espíritu de justicia y senti- 
mientos humanitarios de aquellas generaciones que alcan- 
zaron é crear en nuestro litoral la mayor y más civilizada 
potencia marítima del Mediterráneo. 

Atendiendo únicamente á la Introducción de este Libro 
puede afirmarse que hecho por hombrea buenos que colee- 
cionaron navegando las buenas costumbres de todos los 
países, sus disposiciones, más bien que una idea sobre las 
prácticas humanitarias de España en los naufragios, uo las 
prestan sobre las observadas en el litoral del Mediterráneo. 

«Estos son los buenos establecimientos y buenas cos- 
» tumbres concernientes á hechos de mar, que los hombres 
» expertos que navegan el mundo empiezan á dar á nues- 
» tros antecesores; los quales hicieron por los libros de la 
» ciencia de las buenas costumbres.» (Introducción al Libro 
del Consulado de Barcelona. Capmany, 1791). 

Y en efecto según afirma el autor de «L'Histoire commer- 
» ciale, politique et diplomatique des echelles de Levant, 
» rOrient, Marseille et la Mediterráneo» el Libro del Con- 
sulado del mar fué adoptado en Marsella en 1162, en Rho- 
das en 1190, en Morea el año de 1200, en Venecia en 1215 
y en 1262 en Constantinopla. 

El capiítulo 16 de los «Asientos de Jerusalen» hechos en 
1194, mandaba que los objetos salvados y procedentes de 
naufragios fueran restituidos á sus legítimos propietarios 



en el mismo ser 7 estado en que faeron eocontrados y loe 
EstatutoB de Marsella hechos en 1356, prohibían el despojo 
de los náufragos 7 el comercio de armas con los infieles 

Los Juicios de Otearon atribuidos á la Reina Leonor de 
Guyena á su vuelta de Palestina el año de 1152, expresaban 
que: 

«Parceque, en aucuns lieuj la mauldicte et damnable 
costume court, san raison, que des navires que se perdent 
le seigneur du lieu en prent le tiers ou quort el les salveurs 
ung autre liers ou quart et le demourant H maislres et 
niarchans, etc., ele.» 

El capítulo 159 del Libro del Consulado que se refiere al 
caso de hallazgo de mercancías ü otros efectos en la mar 
dice: 

«También está obligado todo marinero, que si halla 
alguna cosa después de sentar plaza en la nave; el buque 
tira tres parles j una los marineros sean muchos 6 pocos. 
Y si están en el mar y descubren algo que sea mercadería, 
que no lo sea, deben ir á buscarla, solo que el patrón se lo 
mande; j deben de ello percibir en la forma referida. Y 
como reciben salario y ración por esto toma tan gran parle 
el patrón.» 

InserlamoB íntegro á pesar de su extensión el capítulo 
251 del mismo libro porque en él se espresa detalladamente 
las prácticas sobre naufragio. 

CAPÍTULO 241. — DEL HALLAZSO DB-MBBOANOÍAS 

Trátase de géneros encontrados en una playa, puerto ó 
ribera que flotan sobre el agua, ó que los haya echado á 
tierra. 

Bl que los encontrare en playa, 6 puerto, ó ribera, si el 
mar no los había arrojado á tierra, debía percibir la mitad 
por el hallazgo; pero btea entendido que tos debe presentar 
á la juatieíe y ésta los deberé tener de maniSesto al público, 
un efio y ud dfa. 
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Y si eran géneros que pudiesen consumirse se deberán 
vender; poniendo el valor que de ellos, se sacare de mani- 
fiesto, como más arriba está dicho. 

Y si pasado aquel tiempo no hubiese comparecido el 
dueño de dichos géneros, ni del valor que de ellos se sacó, 
entonces la justicia deberá dar al que la encontró la mitad 
por el hallazgo; y de la restante mitad deberá la misma jus- 
ticia hacer dos partes, pudiendo tomar para sí la una y 
aplicar la otra que queda por amor de Dios, en sufragio del 
alma de aquel de quien hubiese sido, en donde le parezca 
bien. 

Si acaso la mar hubiere arrojado á tierra aquellos gé- 
neros que se encontraron; el que los hallase deberá recibir 
de ellos albricias correspondientes, según lo que tuvieran á 
bien los hombres buenos del lugar adonde fueron hallados. 

Pero con estos que así se hallasen, se deberá hacer lo 
mismo que se acaba de decir de los otros, j hacer las mis- 
mas partes de lo que quedase en poder de la justicia. T si 
se encontrasen algunos géneros en golfo ó en mar libre se 
deberán partir en la forma que en otro capítulo se contiene 
por no ser menester ahora expresar ni repetirlo. 

Si por casualidad se encontrasen géneros que arrastra- 
sen en el fondo, estos pues no sobrenadan, por cuanto toda 
mercancía que yace en el fondo, siempre espera á su dueño, 
bien que deben darse las correspondientes albricias al que 
los hallase, á juicio de la justicia, y de dos hombres buenos 
de la mar, dignos de fé, y que sepan repartir bien y dili- 
gentemente, manteniendo la justicia toda aquella mercade- 
ría de manifiesto, ó el precio de ella si fuesen efectos que 
p^Mdan dieteriorarse. 

Y si dentro del término de la costumbre ó del estilo que 
el Grobierno tiene establecido es el país adonde fuesen en- 
encontittdos los géneros, no viniese ni saliera demandador, 
ni dueño, dicha justicia debelé hacer pregón público por 
treinta díai». 
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T si comparece algún dueño de aquellos efectos se le 
entregarán; y sino, deberán dividirse conforme arriba se 
expresa en el artículo que trata de géneros que sobrenadan 
7 van sobre el agua; pues asi debe, practicarse con estos 
otros, respecto de haber pasado el término que el Gobierno 
habrá puesto. 

Pero débese entender, que aquel ó aquellos que encon- 
trasen ó hubiesen encontrado los sobre dichos efectos, los 
deben haber manifestado y denunciado al magistrado del 
lugar en donde fueron hallados, dentro del tercer día, si 
tuviesen disposición para hacerlo. 

Y si dentro de los tres días no los hubiesen presentado 
á la justicia, deberán hacerlo dentro de seis; y si dentro de 
los seis no hubiesen podido executarlo, para contener la 
molestia y para evitar daños, menoscabos y gastos, se debe- 
rá precisar á aquel ó aquellos que los dichos géneros halla- 
ron, á tenerlos manifestados y presentados en el término 
de diez días. Y si dentro de estos diez días no los hubiesen 
manifestado, no hubiese parecido el sujeto cuyos fuesen los 
objetos; la justicia en nombre de esto demandará como á 
robo, y podrá demandar dicha mercadería encontrada al 
sujeto ó sujetos que la hubiesen hallado, y éstos estarán á 
merced del juez, y además perderán todo el derecho que 
debían percibir de aquella mercadería por el hallazgo. 

Salvo, pero, que si aquel 6 aquellos que hallaron los 
sobredichos efectos, según se expresa arriba, y dentro de 
los diez días no lo habrán aun presentado á la justicia, 
como queda expresado, pudiesen alegar legítimas causas 
6 justas razones, de no haber podido presentar ó manifestar 
aquellos efectos al juez dentro de los diez días, se les debe- 
rán admitir, pero baxo el supuesto de que si las referidas 
causas 6 razones declaradas y alegadas no pudiesen ellos 
justificar; la justicia podrá proceder entre ello según la 
forma que más arriba está explicada. 

Pero si los referidos efectos que fueron hallados hubie* 
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son estado perdidos un año y un día, y pasado ya este 
tiempo hubiesen sido encontrados; el que fuere dueño de 
dicha mercadería, nada de ella podrá pedir, antes hien de*' 
beré ser del que la hubiere encontrado, sin que el sujeto 
cuyo era, pueda reclamarla. 

Y esta es la razón: porque no hay mercadería en el mundo 
de la qual habiendo estado un año baxo del agua, ó encima 
ó junto á ella todo aquel tiempo, pueda el que fué su dueño 
conocer exactamente alguna señal, perla qual pueda decir 
que era suya, á menos que no lo hiciere por arbitros, ezec* 
to hierro, acero ó metal; así pues los géneros hallados como 
se e^ipresa arriba deben ser del que los halló. 

Pero si el que pretende que los referidos géneros son 
^uyos, jura que son suyos y que lo fueron, se le deberán en- 
tregar^ con la condición de graliñcar al que los halló á su ar- 
bitrio, si éste lo quiere; porque de otra suerte, juez alguno no 
le puede otorgar, á menos de que el que reclamase dichos gé- 
neros, pueda probar con testigos fidedignos, que eran suyos. 

Y si en esta forma no puede justificar que aquellos gé- 
neros eran suyos y quiere recobrarlos todos íntegramente; 
estará obligado á reintegrar y satisfacer al sujeto que los 
había hallado todos los perjuicios, incomodidades y gastos 
que pudiere justificar se le habían acarreado, y había su-* 
frido y hubiese que sufrir por causa de los referidos géneros 
á juicio del dicho magistrado y de los dos hombres buenos 
que sean dignos de fé. 

Y si aquel ó aquellos que habían hallado los referidos 
géneros se sirviesen de ellos, ó granjeasen con ellos alguna 
utilidad, y después de haber los tales, servídose de ellos» ó 
hecho algunos beneficios, pidieren gratificación por el ha« 
llazgo» se les deberá dar conforme fuese la costumbre, pero 
se les deberán descontar del importe del dicho hallazgo, las 
utilidades que había granjeado, y el uso que habían hecho 
de dichos efectos.» 

Conviene hacer presente que la ley 7.* de los Partidas 

Í9 
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de Alonso el Sabio de Castilla que se refiere á «las cosas 
que son falladas en la ribera del marj» no establece, ni san- 
ciona el derecho de naufragio, ni tampoco otorga parte algu- 
na de los objetos salvados á aquellos que los encontraron. 
Con mayor espíritu de justicia que las disposiciones del libro 
del Consulado del mar de Barcelona, prohibe á sus subditos 
yá los señores sus vasallos, tomar parte alguna de los obje- 
tos que 1q mar arroja á las playas. 

Hemos creído conveniente la inserción íntegra de la ex- 
presada ley, asi para que pueda compararse con los capítu* 
los del Consulado que se refieren al mismo asunto, como para 
salvar las omisiones que se advierten en obras modernas de 
autores extranjeros que citan las leyes de Castilla y de Ara- 
gón, cuidando de poner por noto disposiciones extranjeras 
que revelan menor grado de cultura, de justicia y respeto al 
derecho que enseñan las leyes de nuestra patria. 

«Ley 7." Como las cosas que son falladas en la ribera de 
la mar que sean de pecios ó echamento, deben ser turnadas 
á sus dueños. 

»Miedo de muerte muey« á los mercaderes é á los ;otros 
ornes á echar sus mercadurías en la mar, quando han tor- 
menta, con en tención de aliviar las naves porque puedan es- 
torcer de peligro. E por ende, tenemos por bien é mandamos: 
que todas las cosas que asi fueren echadas, que quien quier 
que los falle sea tonudo de las dar á aquellos cuyas fueren 
ó á sus herederos. E lo mismo decimos que debe ser guar- 
dado, si acaeciese que la nave se quebrantase por tormenta 
ó de otra manera; que todo cuanto pudiere ser fallado della 
ó de las cosas que eran en ella, ó quier que le fallasen, que 
debe ser de aquellos que lo perdieron. E defendemos que 
ningún orne gelo pueda embargar, que lo non agan, maguer 
aviere privilegio ó costumbre usada, que tales cosas como 
estas, quQ aportasen á algún puerto suyo, ó que fueren fa- 
lladas cerca de algún castillo, ó en ribera de la mar, que 
deben ser suyas, nin por otra razón que ser pueda; ca non 
tenemos por derecho que las cosas que los omes pierden por 
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por ó e casión de tal malandaD^a, que las pueda ninguno 
tomar por costumbre, niir por privilegio que aya, fueras en 
de si tales cosas fueren dé los enemigos de rey ó del reyno, 
ca entonce, quien quier que los falte, deben ser suyas.» 

Antes que Alfonso el Sabio de Castilla promulgare su 
célebre Código de las Partidas se había dejado oir en Euro- 
pa la humanitaria voz de la iglesia de Jesucristo. 

Los Concilios de Litran en 1078 y de Nantes en 1127 y 
con anterioridad á este último, la bula de Calixto II en 1124 
pronunciaban pena de excomunión mayor contra los que 
atentaren contra la vida, libertad ó propiedades de los náufra- 
gos. Excluidos de estas disposiciones los moros y sarracenos- 
eran despojados de sus bienes y condenados á la esclavitud. 
En las costas del Norte de Francia no solo se atentaba á 
la propiedad de los náufragos, sino también á su libertad 
personal. El 1165, el caballero Herald cuñado de Eduardo el 
Confesor, naufragó en las tierras del conde de Ponthieu y 
solo pudo alcanzar su libertad mediante un fuerte rescate 
que pagó el duque de Normandia. 

Casi al mismo tiempo que el rey Alonso el Sabio de 
Castilla mandaba promulgar sus leyes de las Partidas, 
(1266) publicaba Luis XI de Francia sus Ordenanzas de 1268 
que abolían el derecho de naufragio. 

Pocos años después, en 1277, restablecía este derecho su hi- 
jo y sucesory daba reglamentos para regularizar su ejercicio. 
Federico I emperador de Alemania dio en 1177 sus céle- 
bres ordenanzas sobre naufragios prohibiendo, bajo severísi- 
mas penas, el espolio y la rapiña: sin embargo las costas de 
Prusia de hoy no eran mas humanitarias que el litoral de 
los Estados del conde de Ponthieu. 

En Dinamarca solo se respetaban las propiedades de los 
náufragos nacionales ó de, los extranjeros ligados por pactos 
especiales y medíante el pago de un crecido rescate. Los 
despojos de los buques excluidos de estos convenios eran 
propiedad real. (Leyes de Waldemarel Grande 1162). 

Carlos de Anjou, rey de Ñápeles, robaba á todos cuantos- 







«>»■ ti* t. 



— 292 — 

teuían la desgracia de naufragar en sus costas, hasta el ex<^ 
tremo que los mismos cruzados no merecieron mayor piedad 
en las tierras del hermano de St. Luis. 

Las Basílicas del imperio de Oriente no merecían mayor 
respeto que las leyes vigentes en otros paisea sobre naufra- 
gios, porque vemos que, á pesar del espíritu de equidad y 
justicia que anima á aquellas sabias leyes, fué preciso que 
en 1290, ios emperadores pactasen con el comercio catalán 
la obligación de eximirlos de los derechos de naufragios. 

Si en estos siglos los sarracenos eran considerados como 
constantes é irreconeíliables enemigos del nombre cristia- 
no, si las leyes de todos los paisas, el Consulado del mar, 
las Partidas, los Estatutos de Pisa, los Asientos de Jerusalen 
y hasta los Concilios mismo autorizaban y hasta casi prescri- 
bían la esclavitud de las personas y confiscación de los bienes 
de los moros náufragos, no podía esperarse de estos que, 
aparte de la enemistad predicada, aplicasen á los cristianos 
otros principios que los ejercidos sobre sus personas y bienes 
en las costas de los reyes sus enemigos. 

Este rigor de las leyes sobre naufragios en el Norte y 
parte Oriental de Europa nos muestra al mismo tiempo que 
el abuso que se hacía de este odioso derecho, la tendencia 
civilizadora de los monarcas en lucha constante con la noble- 
za para sostener su autoridad. 

Solo en las costas de España cristiana de entonces 
y. en el litoral de alguna república italiana se practicaban 
principios más humanitarios, porque allí era también más 
amplio el espíritu feudal (1). En el litoral de Aragon^^^en las 

(1) Los Estatutos de Pisa (1160) sostenían que asi las mercancías 
como los despojos del buque náufrago pertenecían á sus legítimos pro- 
pietarios; prohibían á los señores, en cuyas tierras ocurría el desastre 
y á cualquier otra persona, apropiarae ú ocultar la menor parte de 
aquellos despojos y ordenaban á todos los que vieran á un buque en 
peligro auxiliarlo eficaz é inmediatamente, saliendo del puerco en la 
primera lancha que encontrasen. 

Los Estatutos de Bimini en 1303, imponían p^na arbitraria á ios 
que no cumplieran sus obligaciones en ayuda de náufragos. 

(Pardesfus. Lois niariíimes) 
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costas de Cataluña y de Valencia, emporios del comercio del 
Mediterráneo, se observaban las costumbres del libro del 
Consulado; aquella orguUosa nobleza, que por su famoso pri- 
vilegio de la Unión babia alcanzado el apogeo de su poder 
y de su independencia, no desdeñaba estas prácticas huma- 
nitarias. 

Superior á toda la nobleza ureopea, el espíritu del cris* 
tianismo y el sentimiento de su propia dignidad había pe- 
netrado en sus costumbres. La afluencia de extranjeros ge- 
neralizó, desde muy temprano, el respeto hacia las propieda- 
des de todos haciendo hospitalarias las costas del reino más 
compacto, más poderoso y también más glorioso de la Euro* 
pa del siglo xiii. Más tarde, en los últimos años de este siglo 
y en los primeros del xr^, comienza á formarse en el Norte 
de Europa, aquella poderosa Hansa Teutónica con reglamen- 
ioe equitativos sobre naufragios. 

A medida que esta poderosa Liga iba extendiéndose y 
adquiriendo estabilidad y poder, se observa que, al mism 
tiempo que expulsaba de la asociación á las ciudades en 
cuyo puerto ó litoral se ejercía la piratería ó se despojaba á los 
náufragos (1), celebraba capitulaciones con los reyes sus 
vecinos, se extendían á los paises cuyo comercio habían de- 
mandado, á titulo de previiegio, la exención del fisco real 
en los naufragios de sus boques; pactaba después estas 
exenciones como un derecho adquirido y exigían, por 
último^ el respeto absoluto hacia los despojos de sus buques» 
como condición indispensable para su navegación y co- 
mercio. 

La primera obra que emprendió y llevó á feliz término 
esta poderosa asociación fué la limpia de piratas en el mar 
Báltico, mar del ^orte y estribos de comunicación entre 
ambos mares. 

'Su los últimos años del pritner tercio del siglo xiv^ 
poseía la Liga grandes privilegios comerciales en Dinamar* 

(i) Ver eí Be^lamento de 1^287, en Parddssítfir. Lois marítímes. 
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ca y Suecia: de Noruega sacaba en abundancia maderas y 
metales para la construcción de sus buques, solicitaba con- 
cesiones para invernar en sus puertos y soñaba con las ex- 
pediciones al Polo y tal vez con la conquista de la Scania. 

El inmenso y rápido desarrollo de su comercio y su ^os- 
peridad siempre creciente servía de estímulo á otras ciuda- 
des para solicitar su entrada en la asociación y dar salida á 
sus propias producciones. Los mercados de Dinamarca, 
Suecia y Noruega se abrieron para las ciudades de Fiandes 
desde su ingreso en la Liga y el comercio anseático alcanzó 
por este medio, establecerse en Normandía y en Inglaterra 
llevando á estos incultos y semisalvajes paisas las luces y 
prácticas de una civilización más avanzada y costumbres 
más humanitarias. 

Aquí, como en todas partes, solicitaban á título de pri- 
vilegio, la exención del üsco real en los naufragios de sus 
buques y con una actividad y perseverancia incansables 
destinaban buques y flotas á la persecución de los piratas. 

fiespues de la paz de 1326 aparece la Liga anseática inter- 
viniendo en ios asuntos interiores de Suecia y aspirando á 
sentar en su trono al príncipe alemán Alberto de Mecklem- 
burgo: setenta y siete ciudades confederadas, declararon la 
guerra á Dinamarca, porque apoyaba al legítimo rey de 
Suecia. La paz de 1370, favorable á los anseáticos, los ele- 
vó al apogeo de su podeír política y comercial, pero introdu- 
jo en la asociación el germen fecundo de su propia ruina. 

El yugo alemán iba haciéndose cada día más insoporta- 
ble en Dinamarca, en Suecia y en Noruega; las ciudades 
confederadas eran dueñas del tráfico y comercio de los tres 
reinos y hasta establecieron factorías en Berghen, con el ob- 
jeto de apoderarse del comercio de la Laponia. 

El rey Waldemar III, intentó emanciparse de esta de- 
pendencia: saqueó la isla de Wisby é impuso respeto á los 
alemanes: pero éstos á su vez, asolaron la Zelanda, saquea- 
ron á Copenhague^ se hicieron dueños de Elseneur y des- 
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pues de afirmar en el trono de Suecia á Alberto de Meck- 
lemburgo, exigieron y obtuvieron de la regente de Dina* 
marca nuevos y grandes privilegios en la pesca de sus cos- 
táis y la entrega de las plazas fuertes de la Scania. 

Más hábil ó más feliz la reina Margarita, con la unión 
de Calmar (1397)» afirmó en sus sienes la triple corona de 
Suecia, Noruega y Dinamarca: todos los esfuerzos de la Li- 
ga fueron impotentes para destruir la Unión y, después de 
haber llamado en su auxilio hasta los piratas italianos, 
hubieron de aceptar las condiciones de paz que les propuso 
Margarita. 

En esta época comienza la decadencia de aquella pode- 
rosa asociación de ciudades comerciantes. Las exigencias del 
rey Erico y sus propias intrigas, provocaron nuevas guerras 
que amenguaban su poder. Las ciudades de Holanda y 
Prusia Oriental, empezaron á responder fríamente é las exir 
gencias de naves y hombres para las guerras, concluyendo 
bien pronto por adquirir privilegios en Dinamarca y sepa- 
rarse de la Liga. Los mercados de Inglaterra se cerraron pa- 
ra ios anseáticos al mismo tiempo que se abrían para flamen- 
cos y holandeses y poco tiempo después, ingleses» holande- 
ses y flamencos obtenían en el Báltico los mismos privile- 
gios comerciales que los anseáticos. A pesar de su decaden- 
cia, todavía en el siglo xvi, la Liga anseática pactaba con los 
reyes y emperadores; eu esta época el comercio flamenco y 
el comercio inglés, monopolizaban los mercados del Norte 
de Europa; la organización de este comercio, el cambio de 
costumbres, las leyes que se observaban para la contratación 
de mercancías y fletamento da buques ys sobre todo, la abo? 
lición del derecho de naufragio se debe á aquella poderosa 
asociación de comerciantes que tuvo é impuso en aquellas 
inhospitalarias costas, las luces de una civilización más 
avanzada y el respeto hacia las propiedades de todos. . 

Sin embargo, en 25 de febrero de 1433 los magistrados 
municipales de Barcelona, dirigieron una carta al duque .de 



Borgoña demandando la restitución del cargamento de una 
nave catalana, varada en la costa de Flandes que había si* 
do conQscado por los oficiales del Duque é título de derecho 
de naufragio. Otras dos cartas sobre el mismo asunto» es- 
critas en 1435, prueban que no había felices disposiciones 
para la restitución de las propiedades españolas. 

En 28 de Enero de 1438 los mismos magistrados munici- 
pales de Barcelona demandaron al Duque de Soboya la res* 
titución de una nave catalana, que dio al través en el puet^ 
to de Niza, cuyo cargamento fué embargado so pretexto de 
represalias y en 8 de enero de 1439 el Ayuntamiento de 
Barcelona se dirigió al bey de Túnez suplicando la de«¥olu- 
ción de una galeota catalana, náufraga en aquellas costas. 

Afirmada en estos siglos la autoridad real en Europa, co* 
menzaron á ser menos frecuentes los abusos en los naufra* 
gios: el fisco señorial cedió definitivamente el puesto al fisco 
real. 

Los tratados públicos empezaron á condenar ios despojos 
en los naufragios, imponiendo la obligación de satisfacer los 
gastos de salvamento. 

Las leyes interiores estaban en armonía con estos con- 
venios, pero en algunas y por mucho tiempo, la ley fué im- 
potente y todavía, en el último tercio del siglo xvtr, se vio 
el despojo de ios náufragos en las costas de Francia. 

El establdcimiento de los consulados en España comenaó 
á regularizar y á imprimir mayor desarrollo al comercio ma- 
rítimo. Siendo los'priores y cónsules delegados del poder 
real en asuntos comerciales, competía á su juicio el de los 
naufragios ocasionados en sos costas:. encargados «xelwiivB- 
mente de la observancia de las leyes y reales pragmáticas, 
se contraían á su más exacto cumplimiento, haciendo desa- 
parecer y desarraigar del suelo español las bárbaras éinb»« 
manitarias costumbres que la rapiña feudal y ta intotofODcia 
feligiosa establecieron primeroy sostuvieron después en casi 
todas las costaa de ios Estados áa JBuropa y litoral ¡afnceno. 
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Facultado cada Consulado, por las reales cédulas que au- 
torizaban su eslablecimiento, (1) para redactar las Ordenan- 
zas para su gobierno, expresando .en estas la extensión y 
límites de su jurisdicción, no aparecen en todas una perfec- 
ta igualdad de facultades para los priores y cónsules, ni 
tampoco en las obligaciones y derechos de los miembros de 
cada Universidad, ni en las funciones de los tribunales con- 
sulares. Sin embargo, ninguna notable diferencia se obser** 
va en el asunto que nos ocupa pues, en todas, el conocimien- 
to y juicio de los naufragios, averías gruesas y comunes 
competía á sus respectivos cónsules y priores que venían 
obligados á ser iieles intérpretes y aplicadores de la ley y á 
averiguar la malicia que pudieran entrañar todos y cada 
uno de estos desastres marítimos (2). 

Hasta el siglo xvii no comienzan á aparecer los tratados 
públicos en cuyas disposiciones se condena, de una manera 
solemne, el antiguo y odioso derecho de nuafragio. 

La primera estipulación de este género que conocemos 
es la inserta en el art. 15 del tratado celebrado entre Espa«- 
ña y la Gran Bretaña, firmado en Madrid en 18 de julio de 
1670, que ordenaba que «si los navios de alguna de las dos 

(1) Beal cédala para la jansdiccién privativa de la universidad 
de mercaderes de la ciudad de Burgos, expedida en 1494. 

Beal cédala para la naeva fandaciéa y eelablecimiento del Consa- 
lado marítimo en la ciadad de Sevilla en 1644. 

(2) Ordenanzas hechas por la casa de contratacién y consulado 
de Burgos, sohre la forma que en adelante se deba goardar en las 
cargaciones y fletamentos en ios pnertoa de CaAtUla ^probadas-y eoo- 
firmadas por la reina D.* Juana en 1511. 

Ordenanzas de los seguros marítimos que formaron el prior y con- 
soles de la Univerndad da mereaderes de Borgos en 1537. 

Ord/Dnanzas para los segaros marítimos qipe formaron .éí .prior y 
cónsules de la Universidad de mercaderes de Sevilla, respecto á la na- 
vegación & las Indias Occidentales en 1655. 

Offdenansas de Fei^ n p^ra 1» eaaa de (tontoiitaoión de 1» üdí- 
versidad de Sevilla en 1553. 

Ordenanzas para el prior y cónsules de la Universidad de merca- 
dtset deSefiUa, aivabada p^r jFelfpe II «#n iqiü cédnla de 16fí4. 



— 298 — 

» confederados y de sus subditos j habitantee encallaran en 
» las riberas y dominios del otro, alijaren ó, lo que Dios no 
;> permita, padeciesen algún naufragio ó perjuicio, no será 
» lícito prender, ni cautivar á los que hubiesen sido ó pade* 
» cido algún detrimento, sino que antes se socorrerá y dará 
» auxilio buena y amistosamente á los que hubiesen en pe- 
» ligro ó hubiesen padecido naufragio; se les dará letras de 
» salvo-conducCo para que puedan salir de allí seguramen- 
» te y sin molestia y volver cada uno á su patria.» 

El artículo 33 del tratado ajustado en 1.° de Mayo de 
1725 con el Emperador de Alemania Carlos VI, merece una 
mención especial por ser q1 único de aquella época que 
expresa la cantidad que debía cobrarse á título de derecho 
de naufragio. 

Este tratado no está vigente hoy porque, á consecuencia 
de una reclamación del ministro de Austria en Madrid para 
que los buques austríacos quedaran exentos del pago de 
todo derecho por los víveres que extrajeran de los puertos 
de España, nuestro gobierno declaró en 25 de diciembre de. 
1832 que el tratado de 1725 había caducado desde que se 
inició la guerra de sucesión que afirmó en el trono de Aus- 
tria á la Emperatriz María Teresa, quedando vigente el 
ajustado en 14 de febrero de 1752 que estipula ventajas ge- 
nerales de comercio, iguales á las que se concedían á las 
demás naciones amigas. 

He aquí el artículo de referencia: 

Artículo 33. Si una embarcación de alguno de los dos 
príncipes contratantes ó de algún subdito suyo naufragase 
en dominios de una de ellaB, en tal caso ni los oficiales de 
Real Patrimonio, ni los de rentas podrán pretender derecho 
alguno sobre ellas. T se prohibirá severamente todo robo á 
cualquier persona y particulares; antes bien el señor ó el 
magistrado del pueblo más cercano estará obligado á darle 
todo socorro y ayuda á las pérdidas y á salvar del buque 
naufragado, todo lo que pudiere y pQnerlo en recaudo. Pero 



por el derecho de saWamento gozarán del uno por ciento 
aegún la estima de los mercancías y se les satisfarán los 
gastos hechos en tan piadosa obra. Pero si la embarcación, 
aunque i^uy maltratada, andaré entera y no hubiesen fene- 
cido ni tos oficiales, ní loa marineros, á estos les tocará el 
cuidada de salvar las cosas, á los ouales se les dará pronto 
socorro y asistencia, suministrándoles por su justo precio 
lo que recibieren.» 

El articulo 34 del traudo de 18 de julio de 1742 con 
Dinamarca establece, en caso de naufragio, la restitución 
íntegra por invaotario de los objetos salvados, al capitán del 
buque. 

Guando éste hubiose perecido, las justicias locales 
vienen obligadas á conservar en depósito todo lo procedente 
del buque para restituirlo á sus legítimos herederos, debien- 
do siempre abonarse por los propietarios los gastos de sal- 
vamento. 

Por Real orden de 17 de julio de 1751, comunicada al 
Intendente de Marina de Cádiz, se dispuso que cuando va- 
rase algi^n navio francés en playa ó puerto de las costas 
del reino, por temporal ú ok'O accidente, teniendo á su bordo 
el todo ó parte de 1% tripulación y en cuyos parages haya 
cónsul ó více-cónsul de la misma nación, se deje al cuidado 
de éstos que «practiquen todo lo* que tuvieren por más con- 
> veniente á salvar el navio, su carga y pertrechos, satis- 
» facción de gentes y demás que tenga conexión en el inci- 
» dente; sin que por parte de los oficiales y ministro de 
» marina y tierra, sus justicias se mezclan en otra cosa que 
» en facilitar, porsu justo precio, á los cónsules, vice-cóusu- 
» lea y capitanes de los navios varados los auxilios y favor 
» que les pidieren para conseguir, con la mayor brevedad y 
» resguardo, que se salve lodo lo posible y eviten desórdenes 
í y robos.» 

Catorce eños antes, en 1737, habían aparecido, con la 
aprobación real, las ordenanzas de la célebre Universidad y 



casa de contralacién de la Villa de Bilbao. Su capítulo dies 
7 nueve «De los naufragios 7 forma en que se deberá pro- 
ceder en ellos» está en armonfa con los tratados celebrados 
con algunas potencias de Europa, el desarrollo mercaütil de 
la época 7 las ideas humanitarias del siglo xttii. 

Bl número I de este Capítulo declaraba la competencia 
del prior 7 cónsules para entender únicamente en loe nau- 
fragios que ocurran en el litoral marítimo del consulado de 
su jurisdicción, tanto para el salvamento 7 repartición de 
los objetos naufragados, como para proceder contra aquellos 
que aparezcan culpables en el naufragio (1) 

El número II ordena á todos los pilotos 7 gentes de mar 
de la costa 7 demás personas cercanas, acudan á salvar lo 
que naufragare, poniéndolo en paraje seguro con toda 

(1) Por cnanto soeede muchas veces en las costas de la jnrisdic- 
ci6n de este Consulado sanfiragar, varar 6 quebrarse algunos navios 
cor la braveza de los mares, tempestades de vientos y otros acciden- 
tes, etc., etc., se ordena 7 manda qne ine^o que sucedan tales desgra- 
cias, se dé cuenta al consulado de esta dicha villa, 7 que inmediata- 
mente que llegue á su noticia (por aviso que se les dé 6 en otra for- 
ma) acudan prior 7 cónsules 6 cualquiera de ellos con sus ministros á 
la Tilla, costa, puerto 6 pancje en que se hallare el nayio naufragado, 
sus fragmentos, carga 7 demás á él tocante, 7 hagan cuantas diUigen- 
cias les sean posibles para salvar 7 asegurar lo uno 7 lo otro, me- 
diante la jurisdicción que tienen 7 que como protectores 7 padres del 
comercio, 7 que deben 7 pueden entender en estas materias con más 
aplicación, dÜesvelo 7 cuidado, procurarán el remedio 7 alivio de las 
partes interesadas, como lo han tenido 7 tienen de Ordenanza, oso 7 
costumbre, averiguando con toda TÍgilancia 7 justificación lo qne á 
cada interesado tocare, pora qne se repaarta entre ellos según regias 
de comercio, 7 que eran puestas en esta Ordenanza; procediendo con- 
tra algunos, si se hallaren culpables en el naufragio, 7 contra los 
robadores 7 ocultadores, si hubiere, por si, ó por sus münistros, 7 
^nienes tengan su oonisióo, por prisión 7 todo rigor de Justicia, 
07endo en eUa á los culpables verbal ó judicialmente, como vieren 
pide la causa; determinándola breve 7 sumariamente, la verdad sabida 
y bneaaié guaráada i uso de este consulado 7 como se practica en 
las demás dependencias; con que en cuanto á su jurisdicción se ob- 
serve, como siempre se ha observado, la que le esta concedida por los 
privilegios insertos ai principio de esta Ordenanza, por las Le7es 7 
Cédalas leaias deísta saste* 



cuenta y razón, sin- extraer ni oeuliar nada, pena de incu- 
rrir en las preaeritaa por las Lejes reales^ á cuya ejecución 
se procederá con el mayor rigor, para evitar gravísimos 
dañosy etCy etc. 

El número VI está redactado en estos términos: 
«Qualquiera persona que sacare del fondo del mar ó ha«> 
liare sobre sus olas ó arenales (después del naufragio, y 
librado lo demás del navio y su carga) géneros, merca- 
derías ú otra cosa; deberá acudir á eniregarlo á disposición 
y orden del prior y cónsules, dentro de veinticuatro horas, 
para que lo pougan con lo demás que se hubiere salvado; 
pena de que pueda precederse contra los que así no lo 
hicieren como contra encubridores, ocultadores ó robado- 
res; y $e declara, que los tales, que después de haberse sal- 
vado cuanto se hubiere podido del naufragio, y abandoná- 
dose ya por sus interesados, hallare dichos géneros, (sacán- 
dolos del fondo del agua ó de otra manera) y lo restituyeran 
han de haber, y se les deberá dar la tercera parte de lo que 
manifestaren y eutregoren, por razón de su trabajo y ha- 
llazgo, para que por este medio se les invite á su busca y 
salvamento, y se eviten las extracciones y ocultacioues que 
en semejantes casos se suelen experimentar.» 

«Y por cuanto puede también acontecer (número YII) 
que de navio naufragado en otras costas, echazón que se 
hizo ú otro semejante accidente, traiga el mar y arroje en 
arenales de la jurisdicción de este consulado, sus canales ó 
puertos, algunas mercaderías; para en estos casos se ordena 
y manda que cualquiera persona que lo hallare, dé luego 
cuenta en dicho consulado, para que se proceda á hacerlo 
publicar, con sus señales, números y maicss, para que si 
pareciere dueño de ello, se le den las dos tercias partes, y 
la otra tercia parte sea para el que lo halló y manifestó, y 
si no pareciere dueño legitimo á quien pertenezcan, se le 
dará la mitad al tal que lo halló, y la otra mitad deberá ser 
y aplicarse para reparos y beneficios de la ria de este puerto.» 
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Estas prácticas en los naufragios 7 la exclusiva competen- 
cia del consulado marítimo para entenderen cuanto se refería 
á asuntos del litoral, no tenían ejercicio solamente en luga- 
res sometidos á la jurisdicción del consulado de la Villa de 
Bilbao, ee extendían á todos los establecidos en la Penín- 
sula, pudiéndose afirmar que las disposiciones de les cita- 
das Ordenanzas eran fiel trascrito de las Leyes del Beino y 
una muestra del modo y forma que se practicaba en España 
en el primer tercio del siglo xviii, el siempre odioso derecho 
de naufragio de la Edad Media. 

Una prueba parcial de este aserto encontramos en las 
Ordenanzas navales de 1748, cuyo artículo XL del Título 
quinto de la parte primera, dice: 

«Si la embarcación hubiere sido encontrada en la mar. 
sin gente, conocimientos de carga, ni otros instrumentos 
por donde conste á quien pertenezca^ se tomaren declara- 
ciones de les circunstancias en que se halló y detuvo á los 
oficiales y equipage del apresador: Se hará reconocer la 
carga por hombres inteligentes» y se practicarán las posi- 
bles diligencias, para venir en conocimiento de quien fuese 
su dueño: y en caso de no verificarse, se inventariará la 
carga, y se pondrá en depósito, para restituirse á el que en 
término de un año y medio justificase serlo: como no haya 
motivo para declararla de buena presa, adjudicando siempre 
la iereera parte de su valor d los recobradores: y lo restante 
se repartirá como bienes mostrencos, no habiendo parecido 
su dueño. 

El artículo 105 del tratado 5.' título VII de las Ordenan- 
zas generales de la Armada de 1793 manda que en el caso 
de no bastar los botes ó lanchas de guardia del Gremio de 
mareantes para el urgente socorro que pueda necesitar un, 
buque que entre en puerto españH, se echará mano de 
toda la gente que hallarse pudiere, para prestar el pronto y 
eficaz auxilio que la embarcación necesitare, penando á los 
que se nieguen á obedecer, con la pérdida del jornal del tra* 
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bajo, ó más seriamente según el grado de su resistencia. 

£1 artículo 114 faculta é los Capitanes de puerto para 
ordenar é cualquiera embarcación fondeada en el de su 
gobierno» que preste los auxilios precisos á los buques que 
lo necesitaren. 

Y por último, el artículo 191 del mismo tratado y título, 
ordena que en radas poco frecuentadas del comercio, ejerza 
las funciones de Capitán de puerto, el capitán ó patrón más 
antiguo en el ejercicio de patronía. T por el 194 se manda 
que «en el caso de abordajes ó pérdidas, á más de los auxi- 
lios que exigen la policía general y la justicia, será obliga- 
ción del patrón antiguo formar, asesorado con otros dos ó 
tres patronos, relación de lo que inmediatamente deben 
averiguar de las circunstancias del suceso y de su concepto 
de culpa y responsabilidad á los daños ó de su solvencia 
por irremediable, reservándola en su poder para entregarla 
al ministro del primer puerto á que arribare y que se gire 
por éste á donde corresponda para los autos de su razón.» 

En el segundo año del corriente siglo se promulgó en 
España el sabio Código, vigente hoy en casi todas sus par- 
tes, conocido con el nombre de Ordenanzas de matrículas 
de mar; sus disposiciones sobre naufragios, salvo algunas 
ligeras modificaciones introducidas por los tratados celebra- 
dos con la mayor parte de las potencias del mundo civili- 
zado, están en armonía con las necesidades de la época, el 
espíritu de equidad y justicia que debe presidir á todas las 
leyes interiores que se refieran al trato de extranjeros en 
los dominios de otro Estado y aún con los tratados públicos 
ajustados con algunas naciones para asegurar á sus subdi- 
tos ventajas recíprocamente iguales á las concedidas á los 
españoles náufragos en sus costas. 

El artículo 3.° del título VI de las citadas ordenanzas, 
declara corresponde á la jurisdicción militar de marina les 
materias de pesca, navegación, presas, arribadas y nau- 
fragios. 
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El artículo 10» al mismo tiempo que ordena la práctica de 
los deberes de humanidad auxiliando ¿ los náufragos y con- 
tribuyendo al salvamento de sus propiedades y efectos, sos* 
tiene en absoluto el deriocho de jurisdicción territorial cuan- 
do declara la exclusiva competencia de las autoridades de 
marina españolas, no solo para entender en los asuntos del 
naufragio, sino para proceder cootra toda persona por cuyo 
error ó malicia haya acaecido el desastre, en la mar, en puer* 
tos 6 en costas españolas (1). 

El art. 11 ordena al jefe marítimo del distrito más pró- 
ximo á donde ha ocurrido q\ naufragio, su inmediata pre- 
sencia en el sitio del desastre, para tomar, por sí mismo, las 
disposiciones que las circunstancias permilan; en primer 
lugar, para el socorro y alivio de los náufragos, y después 
para el salvamento del buque, con obligación y facultades 
para recoger y custodiar los efectos que pudieran salvarse. 

£1 art. 12 se refiere al caso especial de estar sin gente la 
embarcación naufragada, imponiendo al jeíe de marina del 
distrito, la obligación de apoderarse de los papeles y libros 
que á bordo encontrase, para venir en conocimiento tácito 
de los dueños del buque, como de las mercancías que tenga 
en su custodia. «Pero sino se hallasen á bordo libros ó pa- 
peles que pudieran acreditar la propiedad del buque y mer 

(1) Art. 10. Corresponderá también á los jefes militares de ma- 
rina, entender de las arribadas, pérdidas 6 naoiragios de todas las 
embarcaciones en las costas 6 puertos de sus- demarcaciones; y por 
consiguiente darán todas las providencias para el salpimentó y cus- 
todia de papeles y efectos de buques naufragados, con facultades de 
proceder severamente contra cualesquiera perdona de cualquier clase 
y condición que sean, complicadas en la ocultación ó robo de algún 
eiectO) ó que hubiera contribuido de cualquier modo, al naufragio 6 
pérdida de alguna embarcación en la mar, costa ó puerto; cuyas can- 
sas con todas sus incidencias competen privativamente al juzgado de 
marina, y á este fin todo naníragio se actuará sumariamente por el 
comandante del partido ó ayudante del distrito que acudiese primero, 
y se enviará al capitán general por mano del principal, para que reco* 
nocida en Junta del Departamento, con asistencia de este jefe, se de- 
cida el caso ó se exija mayor aclaración para juzgarlo. 
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candas salvadas, se publicará el naufragio por edicto, para 
que llegue á conocimiento del ó de los interesados, á los 
cuales, después de acreditado el derecho, se hará entrega 
de los efectos custodiados, debiendo de estos deducirse los 
gastos del salvamento; pero si pasado el primer mes después 
de la publicación del edicto, no se presentase nadie como 
propietario de aquellos objetos, se venderán en pública su- 
basta las mercancías más espuestas á deteriorarse, hasta 
reintegrar al Estado de los dichos gastos. 

El artículo 13 concede el plazo de tres meses para recla- 
mar así el buque como los objetos naufragados, transcurri- 
dos los cuales, el Comandante de marina pasará inventario 
de los efectos que tuviere á su custodia, al subdelegado más 
inmediato de bienes mostrencos y vacantes, poniendo á su 
disposición con todas las formalidades legales, los dichos 
objetos. 

El artículo 14 dice: 

Siendo extranjera la embarcación perdida y hechas las 
primeras diligencias para el socorro de la gente y salvamen- 
to de los efectos, se pondrán éstos á la orden del Juez con- 
servador de extranjería, asegurando el reintegro de los gas- 
tos hechos, sin verificar la entrega mientras no se justifi- 
que la nación á que pertenece el buque naufragado. 
El artículo 16 está redactado en estos términos: 
Pudiendo importar á los dueños del buque naufragado ó 
á los interesados en su carga, ó á los que tenían en él voz y 
mando, el seguro conocimiento de lo que resultara del su- 
mario que siempre ha de formarse sobre el fracaso, para 
usar de su derecho, ó en prueba de su respectiva inculpa- 
bilidad, recurrirán al Comandante de la provincia que les 
enterará en el asunto y dispondrá se les facilite, si lo exi- 
gieren, un extracto substancial del expediente, autorizado 
con su firma. 

Pero cuando del sumario resultaren indicios ó pruebas 
de haberse ocasionado la pérdida por malicia, ignorancia 6 

20 
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negligencia, el Comandante de la provincia, aunque no hu- 
biese parte que reclame, lo enviarfi original por mano del 
Comandante principal, al Capitán general del Departamen- 
to, quien á au discreción mandará formar una junta de ge- 
nerales y de oficiales de graduación, é la que concurriendo el 
Comandante principal de loa tercios, se examinará si hubiese 
justa causa pare proceder contra los acusados, que habién- 
dola se mandará arrestar ; continuar en las prOTÍncias las 
diligencias hasta poner le causa en estado de plenario, y 
remitirla entonces con los reos á la capital del Departamento, 
donde serán juzgados en Consejo de guerra ordinario.» 

Este artículo, como todos los que se dirigen al sosteni- 
miento de loa derechos de jurisdicción territorial, hemos 
preferido insertarlos íntegros, tanto porque sus clarísimas 
disposiciones, no demandan comentarios de ningún género, 
como para tener ocesión de compararlos con los artículos de 
los tratados posteriormente celebrados por España. 

En cuanto á la base en que se apoyaba el antiguo dere- 
cho de naufragio ó sean los efectos que la mar arrojaba á 
las playas, las Ordenanzas de Matrículas de mar, dictan las 
sabias disposiciones siguientes: 

«Del mismo modo, (artículo 18) que en los naufragios 
han de entender los Comandantes de Marina, en la custo- 
dia y adjudicación de todo aquello que la mar arrojase á las 
playas, bien sea producto de la misma mar, ó de otra 
cualquier especie que no teniendo duefio correspondiera á 
quien la hubiere encontrado, lo mismo que al que extraje- 
re conchas, coral, etc., etc. 

Y cuando los pescadores sacaren del fondo anclas perdi- 
das 6 pertrechos de bajeles naufragadas desde mucho ttern* 
po, sabiéndose el dueño á quien perlenezcan, se le entrega- 
rán pagando del hallazgo la tercera parte del valor, lo mismo 
que en el primer caso; pero ignorándose la propiedad de los 
efectos y hecha la publicacidn prevenida en el artículo 12 
de este título, si en el transcurso de un año no pareciere 
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Trípoli y Túnez. Pero el que merece nuestra parlicular 
atención es el artículo 10 del tratado de paz. amistad y co- 
mercio y navegación, antre S. M. Católica y los Estados- 
Unidos, firmado en San Lorenzo el Real, en 29 de octubre 
de 1795, que impone á las partes contratantes la obligación 
de conceder á los subditos de la otra, 8us buques, propieda. 
des y efectos náufragos en sus costas el mismo trato, soco- 
rro, protección y ayuda que se otorga á sus propios subdi- 
tos en circunstancias análogas, pagando las mismas cargas 
y derechos que hubieren exigido á los habitantes del país, 
á donde ocurra la desagracia, y añade: «y si fuere necesario 
» para componer el buque que se descargue el cargamento 
» en todo ó en parte, no pagarán impuesto alguno, carga ó 
» derecho de lo que vuelva á embarcar para ser expor- 
» lado>^. 

£1 artículo 22 del tratado de paz. amistad, navegación, 
comercio y pesca, entre S. M. Católica y S. M. Marroquí, 
firmado en Mequinez en I.** de marzo de 1799, por cuyo 
artículo 1." se renuevan y confirman el tratado de 1767, el 
convenio de 1780 y el arreglo de 1785, estipula solamente 
que, « siempre que un buque español naufrague en el río 
» Nun y su costa, donde no ejerce dominio S. M. Marroquí, 
» ofrece sin embargo valerse de los medios oportunos para 
» sacar y libertar las tripulaciones y demás individuos que 
» tengan la desgracia de caer en manos, de aquellos natu- 

\» rales )>. 

Las disposiciones del Código de Comercio de 1829, se 
acuerdan con las citadas y trascritas de las Ordenanzas de 
matriculas de mar. 

El artículo 986 se refiere al caso de naufragar un buque 
que navegue en convoy ó conserva y obliga á los capitanes 
de los buques del convoy á recibir á su bordo las mercan- 
cías salvadas del buque náufrago: y si todos ó algunos de 
aquellos, sin causa legítima, se negaren á admitir los obje- 
tos salvados, el capitán del naufragado viene obligado á 
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hacer la protesta de que habla el artículo 35 del título xit 
de las Ordenanzas de matrícula de mar (1). 

El artículo 990 dice: 

« Guando no se puedan conservar los efectos recogidos 
por hallarse averiados, ó cuando en el término de un año 
no se puedan descubrir sus legítimos dueños para darles 
aviso de su existencia, procederá el tribunal á cuya guardia 
se confien, á venderlos en pública subasta, depositando el 
producto, deducidos los gastos, para entregarlos á quien co- 
rresponda.» 

Lospárrafos2.*y S.^'del artículo I.'* de la ley de 9 de 
mayo de 1835, declaran corresponden al Estado: 

2.° Los buques que por naufragio ariiben á las costas 
del reino, igualmente que los cargamentos, frutos, alhajas 
demás que se hallase en ellos, luego que pasado el tiempo 
prevenido porlas leyes, resulte no tener dueño conocido. 

3.° En igual forma lo que la mar arrojase á las playas 
sea ó no procedente de buque naufragado, cuando resulte 
lio tener dueño conocido. 

Y el artículo 7.** de misma ley corrobora estas dos dispo- 
siciones cuando dice: «Los buques que naufragasen sus 
cargamentos, y demás que en ellos se encontrasen y las 
cosas que la mar arroje sobre sus playas, según lo expresa- 
do en los párrafos 2.° y 3.° del artículo I.', serán también 
ocupados á nombre del Estado, á quién se entregarán previo 
inventario y justiprecio de todo, y quedando responsable á 
las reclamaciones de tercero, sin perjuicio de recompensa ó 

(1) Articulo 986. Naufragada uní embarcación que va en con- 
voy 6 conserva de ésta, se repartirá la parte de »u cargamento y de 
pertrechos que haya podido salvarse entre los demás buques, habien- 
do cabida en ellos para recibirlos y en proporción ¿ lo que cada uno 
tenga expedito. Si algún capitán la rehusare sin justa causa, el capi- 
tán naufragado protestará contra él ante dos oficiales de mar, los da- 
ños y perjuicios que de ello se originen, y en el primer puerto ratifi- 
cará la protesta dentro de las veinte y cuatro horas, incluyéndola en 
el expediente justificativo que debe promover según lo dispuesto en el 
articulo 552. (Código de Comercio de 1829.) 
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derechos, que cod arreglo á les disposicionefl que rigea, ad- 
quieren los que cootribujen al salvamento del buque 6 
mercaderías.» 

A ciinsecueDcia de una balandra inglesa encontrada sin 
tripulación en las aguas de Ayamonte por un fragata mer- 
cante española, recayó en 4 de mayo de 1848, una real 
orden marcando las reglas que en lo sucesiTo han de obser- 
varse en caaos anllogos. Sus disposiciones son las siguientes: 

1.° Que 8i ao puede averíguarae la procedencia del bu- 
que perdido, 6 reconocido por extranjero no se justlGca la 
nación á que pertenece, en cualquiera de estos dos casos 
debe considerarse la embarcación como española, y prece- 
derse como se previene en los artículos 12 y 13 título 6.° de 
la Ordenanza de matrículas, para evitar su completa ruina 
en el puerto. 

Si es coaocido como extranjero y está ju8li6cad8 la na- 
ción á que pertenece, se entregará al juez conservador de 
extranjería en los términos prevenidos en el artículo 14 del 
citado título; pero si el juez conservador no pudiera satisfa- 
cer los gastos de que debe responder el buque porque los 
verdaderos dueños se desentendiesen ó hiciesen - abandono, 
como no ea justo dejar perder el buque en el puerto y privar 
al que le encontró y salvó de la parte que le concede la Or- 
denanza, ni dejar de Balisfacer los gastos y costas ocasiona- 
das, deberá venderse en pública subasta: y si aquel por 
quien ésta quedase lo deseara matricular y abanderar, 
debe accederse & ello, cualquiera que sea su porte, soto 
que en este caso, además de los descuentos que se hagan 
del importe del buque por el que lo encontró y salvó, costas 
y demás gastos ocasionados, debe agregarse el pego de 
derechos de introducción en los términos que está preveni- 
do en la partida □." 433 del arancel vigente, siendo uu tercio 
más si el buque no midiese 400 toneladas.» 

El compendio de todas las disposiciones modernas sobre 
naufragios y las ligeras variaciones introducidas en algunos 
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mos ultramarinos, algún buque sin gente, náufrago ó 
abandonado, procederán las autoridades de marina á cuyo 
punto arribe ó llegue la noticia del suceso, á disponer lo con- 
veniente al inventario ó en su caso al salvamento» custodia 
j depósito del buque, cargo y documentos, en los términos 
prevenidos en el artículo 318, pasándose inmediatamente 
noticia, por el ayudante, al Gefe de la Provincia, por cuyo 
juzgado se procederá en el asunto, correspondiendo á éste 
disponer su venta en almoneda pública, de los efectos ex- 
puestos á pérdida por deterioro. 

El artículo 121 en armonía con el 13 del título VI de las 
mismas Ordenanzas de matrículas y la 2.* disposión de la 
Real orden de 1848 dispone que: 

Si no pudiese venirse en conocimiento de la nacionali- 
dad y dueños del buque y cargamento por falta de documen- 
tos ú otros motivos, se hará publicación del caso con las 
reseñas é indicaciones convenientes, llamándose á los inte- 
resados por tres edictos sucesivos de á treinta días de plazo 
cada uno, que se insertarán en los periódicos oficiales. Pre- 
sentados que sean los dueños, y justificados sus respectivos 
derechos, se les entregará lo que les pertenezca, con deduc- 
ción de los gastos ocasionados y demás que corresponda al 
Capitán del buque que lo encontró y salvó, no presentándo- 
se, terminado el plazo de los edictos, los dueños del buque 
y carga, ó mediando formal abandono, se pondrá todo á 
disposición de quién corresponda con arreglo á lo dispuesto 
en el artículo 7.* de la ley de 9 de mayo de 1835.» 

El artículo 32S trata de los naufragios ocurridos á buques 
extranjeros en costas españolas, ateniéndose á los tratados 
celebrados con todas las potencias marítimas, cuyos artículos 
citaremos después, dispone que: 

«Guando los casos de naufragio de que tratan los artícu- 
los anteriores, ocurriesen á buques extranjeros, porque en 
los de abandono resultase probada la nacionalidad, las 
autoridades de marina, solo intervendrán para coadyuvar 
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al auxilio y socorro de los náufragos» si los hubiese, y al 
salvamento, según las instrucciones del Cónsul ó Vice cón- 
sul respectivos, dejando á éstos entera libertad de obrar 
como crean conveniente. T añade el citado artículo: 

Solo en el caso de no acceder dichos funcionarios, po- 
dren los Gefes de marina formar inventarío y depósito, en 
la manera prevenida en el artículo 318, quedando todo á 
disposición de aquéllos, tan luego como se presenten, ó en 
su defecto al juez conservador de estranjería, asegurándose 
en todo caso, el reintegro de los gastos ocasionados salvo la 
debida intervención de los funcionarios de la Hacienda. 
Solamente impedirán que dichos Cónsules procedan por sí 
á la venta de los cascos, sino en concepto de desguace; pues 
para que arguya derecho á matriculación nacional, ha de 
preceder un reconocimiento para la autorización con arre 
glo á las leyes.» 

Después de haber consignado en los anteriores artículos 
los deberes de las autoridades de marina para el salvamento 
de la tripulación y buque náufragos, el 324 del mismo pro- 
yecto se refiere ya al ejercicio de los derechos de jurisdic- 
ción civil y criminal del Estado. 

Sus disposiciones concuerdan con las del artículo 16 del 
título VI de las Ordenanzas de 1802. 

<^Los Comandantes de marina ó Ayudantes, eu los luga- 
res donde haya solo estos funcionarios, están obligados á 
instruir en la forma militar, sin intervención de ninguna 
otra jurisdicción, y asistidos de un individuo de la matrícu- 
la para ejercer las funciones de Escribano, una averiguación 
sumaria acerca de las causas que originaron el naufragio: 
« examinando al efecto al Capitán é individuos de la tripu- 
» laciób, pasageros ú otros testigos á fin de hacer constar 
)!> cuantos incidentes hayan ocurrido, ó los que perentoria- 
» mente se ofrezcan investigando y comprobando las causas 
> que hayan dado lugar al siniestro, como también los su- 
y> cesos que sobrevengan en el salvamento de los efectos.» 
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El artícalo 325 ordena el inmediato pase de estas dili- 
gencias sumarias al juzgado de marina de la provincia, que 
tiene facultades para ampliarlas y practicar cuantas sean 
necesarias ó convenientes para su completa instrucción; 
limitando siempre su conocimiento» (artículo 17 título VI 
Ordenanzas de 1802) al de los casos facultativos marineros 
y criminales «y demás objetos que pertenezcan á cosas de 
mar y delitos comunes,» pues en cuanto á los asuntos co- 
merciales y defraudación de la Hacienda pública» deben 
entender en ellos los tribunales respectivos. 

El artículo 327 dice: 

Segregados y formados los ramos separados relativa- 
mente á las ocultaciones, robos y demás delitos comunes 
que puedan ocurrir en un naufragio, é instruidas completa- 
mente las diligencias de que trata el artículo 318 y reduci- 
da así la sumaria original ó primordial, al objeto puramente 
de investigación del acontecimiento marítimo, ó sea á la 
parte criminal ó de culpabilidad en el hecho facultativo, 
para venir en conocimiento de si hubo en él malicia, igno- 
rancia ó negligencia, se someterá el caso al informe y pare- 
cer del Jurado especial marítimo de los Departamentos (1) 
para la declaración de si ha ó no lugar á respousabilidaden 
alguno de los tres conceptos aducidos, remiliéndose por el 
Comandante de la Provincia al Capitán general del mismo 
departamento. 

Los artículos 328, 329, 330, 331 y 332 se refiere á las for- 
malidades judiciales que se han de emplear en el juicio de 
estos incidentes, para declarar la inocencia ó culpabilidad 
del Capitán ó tripulantes. Y por último el artículo 334, im- 
pone á los Cónsules y Vice cónsules españoles en el.extran- 
jero^ la obligación de observar los mismos preceptos que 
quedan establecidos en los artículos 318 y siguientes para 

(1) Hay Tribunal de Jasticia de la Comandancia general de los 
Departamentos. 
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las autoridades de marina^ «guardándose sin embargo lo 
que sobre el particular está determídado en los tratados vi- 
gentes y siempre bajo la regla de exacta reciprocidad.» 
Aquellas diligencias deben remitirse al Comandante de ma- 
rina del punto de la matrícula del buque, sin librar docu- 
mento de lo que de ellos resultase, al Capitán, Patrón, due- 
ños ó consignatarios del buque y carga. 

Redactado el Proyecto de Ordenanzas cuyo capítulo VI 
ligeramente acabamos de reasumir, por una comisión com- 
puesta en su mayor número de Gefes del Cuerpo general 
de la Armada, contando en su seno cod algunos individuos 
del Jurídico de la misma y siendo su Presidente el que en 
la actualidad lo era de la Junta Consultiva, claro es que 
sus disposiciones habrían de estar en armonía con la legis- 
lación actual del reino y con los tratados' vigentes en las 
Potencias marítimas: estas consideraciones han sido las 
únicas que nos han guiado para apoyarnos en la autoridad 
del citado Proyecto, que hasta ahora no ha llegado á ser ley 
por causas que desconocemos, pero sus disposiciones con- 
cuerdan tanto con las de las Ordenanzas de matrículas de 
mar, leyes y reales órdenes, posteriores y tratados celebra- 
dos después, que creemos poder asegurar, sin temor de 
equivocarnos, que si su letra no es la ley española sobre nau- 
fragios, el espíritu de ésta y sus prácticas no son segura- 
mente distintos al del mencionado Proyecto de Ordenanzas. 

Pero dejando estas consideraciones y siguiendo la hila- 
clon natural de nuestros apuntes sobre naufragios, réstanos 
investigar los derechos de los buques españoles en el des- 
graciado caso de naufragar en costas extranjeras, exponien- 
do al mismo tiempo los inherentes á los subditos de otras 
potencias cuando sus buques naufragan en litoral español. 

La ley española para estos casos no hace distinción al- 
guna entre naciones: todos los extranjeros son tratados del 
mismo modo, todos reciben los mismos auxilios y todos, en 
fín, pueden aspirar á los mismos derechos. 
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El artículo 40 capitulo IV del Real decreto fijando los 
derechos de extranjería en España, de 17 de noviembre de 
1852, es el resumen de todo lo pactado con las demás nacio- 
nes marítimas para el caso de naufragio de sus buques en 
las costas españolas; sus disposiciones son la ley española 
que é continuación insertamos, sin perjuicio de hacer refe- 
rencia después á los tratados en que se apoya. 

El articulo de referencia dice así: 

«Ea los casos de naufragio de buque extranjero, tas auto- 
ridades de marina, sin que por ninguna otra deba euscilar- 
se competencia y dar ocasión á entorpecimientos, daños y 
reclamaciones trascendentales, antes bien recibiendo aque- 
lla autoridad el auxilio de todas las demás, proveerán i 
todo cuanto fuese necesario para el salvamento de las per- 
sonas del buque y de su carga, procediendo en todo de 
acuerdo con el Cspitán del buque y el Cónsul de la nación 
respectiva si en aquel punto lo hubiese.» 

A folta de Cónsul en el puerto del naufragio, podré el 
más inmediato nombrar persona que con poder bastante lo 
represente. 

Los extranjeros están exentos, así como los siíbdilos es- 
pafiolea en la actualidad, de pagar cantidad alguna por ra 
zÓD de costas ó derechos procesales en las actuaciones, ex- 
pedientes ó procedimientos que se formen con motivo del 
naufragio 6 salvamento. 

Deberán satisfacer tínicamente, como los subditos espa- 
ñoles, los gastos que se causen por razón del salvamento del 
mismo. 

Bn el caso de que se altere la legislación y disposicioues 
vigentes, ni en ningún otro los extranjeros tendrán obliga- 
ción de pagar nunca derechos más crecidos que aquellos 
que peguen los subditos españoles; pero podrá detenerse la 
entrega de los efectos salvados hasta que se satisfagan los 
derechos correspondientes ó se asegure el reintegro, por me- 
dio de fianza bastante. 
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Los buques y subditos españoles, náufragos en costas 
extranjeras, son acreedores á las mismas ventajas^ derechos 
y exenciones que disfrutan los buques y subditos extranje- 
ros náufragos en ]as costas españolas, en virtud del.artícu* 
lo 40 del decreto de 1852. 

Los tratados de comercio y navegación, consulados, etc.; 
celebrados modernamente con casi todas las potencias 
marítimas, estipulan estas recíprocas ventajas. 

Entendemes conveniente copiar algunas y citar otros 
para que puedan servir de consulta en los casos de duda. 

Uno de los tratados que contienen disposiciones más ter- 
minantes sobre naufragios, es el celebrado con el extingui- 
do reino de las Dos Sicilias, on 26 de marzo de 1856. 

Copiamos su artículo 37, porque casi todos los ajustados 
después con otras potencias no solo contienen estipulaciones 
análogas, sino también el orden de estas disposiciones, es 
el mismo que se observa en dicho artículo 37 

Artículo 37. Cuando naufragase ó encallase algún bu- 
que de los Partes contratantes en el litoral de la otra, 
teniendo á su bordo la tripulación ó parte de ella, corres- 
ponderá al Cónsul ó vice-Cónsul respectivo, la dirección del 
salvamento y la conservación de los objetos salvados. 

Desde el momento que las autoridades del país sepan el 
fracaso, lo avisarán al Cónsul más inmediato del puerto 
donde ocurra, y mientras asiste en persona á representarlo 
por algún delegado de su confianza, dictarán las medidas 
conducentes á poner en seguro á los navegantes, el buque 
y su cargamento, proveyendo á la asistencia de aquellas 
y á la conservación del todo ó de la parte que se salve de 
estos. 

En cuanto comparezca el Cónsul ó su representante, las 
autoridades locales dejarán á su cuidado que practique lo 
que tuviere por más conveniente al salvamento, y sólo in- 
tervendrán en sus operaciones para facilitarle los auxilios 
que necesite, mantener el orden, proteger los derechos del 
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Fisco resguardar la salud pública, garantir los intereses de 
los salvadores que no pertenezcan á la tripulación y conocer 
judicialmente del naufragio ó varada, siempre que se re- 
quiera la autoridad del Juez para acreditar la legitimidad 
del inventario de los efectos salvados, el depósito de ellos y 
los demás incidentes que pudieran hacer sospechosa la con- 
ducta del Capitán y tripulación de las naves que en seme- 
jante situación se encuentran. 

El Cónsul podrá vender, desde luego, con las formalida- 
des establecidas en cada país, la parte de los objetos salva- 
dos que fuese necesaria para sufragar los gastos hechos en 
su salvamento y conservación» así como todas aquellas mer- 
caderías del cargamento que estén expuestas á deteriorarse, 
comprometiéndose á satisfacer las obligaciones á que está 
afecto el producto de la venta. 

T si no existe Cónsul ó si existiendo no acudiera al lla- 
mamiento de las autoridades locales, procederán éstas á la 
mencionada venta, y guardarán en depósito los papeles del 
buque náufrago, los efectos conservados y el sobrante que 
resultare de los vendidos, después de satisfechas las referi- 
das obligaciones, para entregarlo todo á los propietarios ó á 
sus legítimos representantes, sin que por esto se causen 
más gastos que los derechos de salvamento, cuarentena y 
conservación, así como los eventuales y extraordinarios á 
que estén obligados en semejantes casos los buques nacio- 
nales. 

Las altas Partes contratantes convienen en que los gé- 
neros salvados que deben reexportarse, no paguen derecho 
alguno de aduana, y que los destinados al consumo interior 
disfruten de las rebajas que determine la legislación de 
ambos países.» 

El artículo 13 del Convenio Consular, ajustado entre 
España y Cerdefia, firmado en París el 1.^ de abril del 
mismo año de 1856, contiene disposiciones análogas á las 
insertas en el 37 que ocabamos de copiar, añadiendo solo que 
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en lo8 casos de duda sobre la nacionalidad de los buques 
náufragos, compete á las autoridades locales, con exclusión 
de la intervención consular, el ejercicio de todas las dispo- 
siciones contenidas en el mismo artículo. 

El 27 del Convenio entre España y Francia para fijarlos 
derechos civiles de sus respectivos subditos y las atribucio- 
nes de los agentes coorulards destinados á protegerlos, fir- 
mado en Madrid el 7 de enero de 1862, es copia literal del 
13 del Convenio consular con Cerdeña, citado en el párrafo 
anterior. 

El artículo 14 del Convenio Consular entre España 
y el Brasil, firmado en Río Janeiro, el 9 de febrero 
de 1863, es también copia literal del 27 citado anterior- 
mente. 

Igual á los anteriores, tanto en sus disposiciones como 
en su letra, es el artículo 24 del Convenio entre España é 
Italia para fijar los derechos civiles de los subditos respec- 
tivos y las atribuciones de los agentes consulares destina- 
dos á protegerlos, firmado en San Ildefonso, el 21 de julio 
de 1867. 

El artículo 26 del Convenio entre España y Portugal, fi- 
jando los mismos derechos de los subditos respectivos y las 
atribuciones de los agentes consulares, es copia literal del 
24 del Convenio con Italia. 

Algunos de los tratados cuyos artículos hemos última- 
mente citado contienen reservas respecto á nuestras posesio- 
nes ultramarinas. 

El artículo 38 del primero ó sea del tratado de comercio, 
navegación y consulados entre España y las Dos Sicilias 
estipula que: 

Los Cónsules, Vice cónsules y subditos de S. M. el Rey 
del reino de las Dos Sicilias, gozarán en todas las provin- 
cias españolas de Ultramar, de los mismos derechos y fran- 
quicias y la misma libertad de comercio y navegación que 
actualmente gozan y en adelante gozaren los de la nación 



la, etc. Nada se estipula respecto á nuestras po- 

'llramar en el tratado con Cerdefia. 

-a disposición del artículo 30 del convenio con 

cláusulas de este convenio concernientes é las 
IB j ab-intestatos, naufragios y salvamentos, 
os á las posesiones ultramarinas de uno y otro 
s reservas contenidas en el régimen f^special á 
netidaa dichas poseaiones:» 
} 16 del convenio coa el Brasil estipula que: 
iones del presente convenio no son aplicables 
3 que S. M, Católica posee en Ultiamar, mien- 
llos la legislación especial que restrioge las fa- 
m Cónsules oxiraujeros. 

del convenio con Italia se dispone: «Todas las 
este convenio coucernieiiles á las herencias, 
salvamentos, seráu aplicables A las provincias 
de Espalda con las reservas contenidas en el 
cial á que están sometidas dichas posesiones. 
mo el 29 del celebrado con Portugal, dice tam- 

cláusulas de este Convenio concernientes á las 
is y ab-in testa tos, naufragios j salvamentos, 
s á las posesiones ullrema riñas de uno y otro 
a reservas contenidas en el régimen especial 
ometidas dichas posesiones, 
ébrero de 1871 se celebró y firmó en Madrid 
I comercio y navegación entre España y los 
is de Suecia y Noruega, de cuyo artículo 5." to- 
sposicioDes siguientes sobre naufragios: éstas 
bslancia, otras cosas que las contenidas en 
s celebrados modernamente por Kspafia con 
18 marítimas, y su tipo regulador es, como ya 
bI Tratado de Comercio y Navegación y Consu- 
lo 6D 1854 GOD los Dos Siciliss. 



«Sn caso de naufragio, dice, en un paraje perteneciente 
á una ó á otra de las Altas Partes contratantes, todas las 
operaciones relativas al salvamento de los buques náufra- 
go6^ encallados ó abandonados» serán dirigidos por los 
Cónsules en los Estados respectivos. Dichos buques, sus 
fragmentos ó restos, sus aparejos y todos los objetos que leíB( 
pertenezcan, así como todos los efectos y mercancías que se. 
habrán salvado ó su producto, si hubiesen sido vendidos^ 
como también todos los papeles que se hayan encontrado 4 
bordo» se entregar&n al Cónsul ó Vicecónsul respectivo del 
distrito en que haya ocurrido el naufragio. Las autoridades 
locales respectivas intervendrán para mantener él orden, 
garantir los intereses de las personas empleadas en el sal-^ 
vamento, si son extrañas á la tripulación de los buques 
mencionados, y asegurar la ejecución de las disposicioniag 
que deberán tomarse para la entrada y salida de las mer- 
cancías salvadas. También deberán, en ausencia ó hasta la 
Llegada de los Agentes consulares, tomar todas las medidas 
para la prolección de los individuos y conservación de los 
objetos salvados. 

»No se exigirá al Cónsul ni á los propietarios, ni á sus 
partícipes, más pago que el de los gastos hechos para la 
conservación de la propiedad; los derechos de salvamento y 
los gastos de cuarentena serán los mismos que se paguen en 
igual caso por los buques nacionales. Las mercancías sal* 
vadas no se someterán á ningún derecho ó gasto de Aduana 
hasta el momento de su admisión para el consumo interior» 
»En el caso de que se haga alguna reclamación legal con 
respecto al naufragio, á las mercancías y á los efectos nau- 
fragados, será llamado á decidirla el Tribunal competente 
del país en que haya ocurrido el naufragio». (Gaeeta.de Ma-. 
drid del lunes 14 de agosto de 1871). 

La segunda disposición del artículo 9,'' del Tratado df^ 
Comercio y Navegación, celebrado entre España y la Mor. 
narquía austro-húngara, firmado en Madrid el,24 de .man^. 
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de 1870, contiene idénticas disposiciones que el que acaba- 
mos de copiar del tratado celebrado con Sueoia. Su letra e» 
como sigue: 

«En caso de naufragio ó de averías de un buque, perte- 
neciente al Gobierno ó á los subditos de una de las Alta& 
*^ Partes contratantes, en las costas ó en ei territorio de la 

^y, Otra, no solamente se dará á los náufragos toda clase de 

asistencia y socorro, sino que también los buques, aus par- 
tes y restos, sus utensilios y todos los objetos que les par- 
tenezcan, los papeles encontrados á bordo, así como lo& 
efectos y mercancías que, arrojados á la mar, hayan sida 
salvados, ó bien el precio de su venta, serán fielmente en- 
tregados á los propietarios cuando lo reclamen por sí ó por 
medio de sus apoderados, y esto sin otro estipendio que el 
délos gastos de salvamento, de almacenaje y de aquello» 
mismos derechos que en igual caso deban pagar los buques 
nacionales. 

»A. falta del propietario ó de un agente especial de éste,, 
se hará entrega á los Cónsules respectivos, á los Vicecónsu- 
les ó á los Agentes consulares, entendiéndose que si el bu- 
que, sus efectos y mercancías llegasen á ser objeto de una 
reclamación legal, se reservará la decisión á los Tribunales 
competentes del país. 

»Los restos salvados de los baques y bienes averiados, 
procedentes del cargamento de un buque de una de la& 
Partes contra tan tes^ no podrán ser sometidos por la otra al 
pago de gastos de ninguna especie fuera de los de salva- 
mento, á no ser que se destinen al consumo interior;». (Ga- 
ceta de Madrid del miércoles 2 de agosto de 1871). 

Hasta ahora sólo nos hemos ocupado de las naciones que 
tienen tratados con España, en cuyos artículos se pacta 
expresamente las formalidades en los naufragios y las atri- 
buciones, derechos y deberes, así de las autoridades locales 
como de los Agentes consulares en cuyes distritos ocurran 
los siniestros, y réstanos deducir de los tratados de comer^ 
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cío j navegación celebrados úUimamente ó de otros docu- 
mentos oficiales, las mismas, prácticas que se observan en 
las costas de otras potencias en el caso de naufragio de bu- 
ques españoles. 

En la exposición de los artículos de estos tratados segui- 
remos el orden de fechas, tanto por ser así más fácil su con- 
sulta, como para ir apreciando los progresos que paulati- 
namente se han ido introduciendo en las disposiciones que 
encierran estos documentos. 

£1 artículo 18 del Tratado de reconocimiento, paz y 
amistad, entre España y la República de Venezuela, firma- 
do en Madrid el ,30 de marzo de 1845, estipula que «los 
Cónsules y Vicecónsules de España en Venezuela y los de 
esla República en España, intervendrán en las sucesiones 
de los subditos de cada país establecidos, residentes ó tran- 
seúntes en el territorio del otro, por testamento ó ab intes^ 
tato, así como en los casos de naufragio ó desastre de bu- 
ques, etc.» 

La segunda disposición del artículo 15 del Tratado de 
reconocimiento, paz y amistad, entre S. M. la Reina de 
España y la República de Costa Rica, firmado en Madrid el 
día 10 de mayo de 1850, está concebido en estos términos: 

«En los casos de naufragio, los Cónsules respectivos po- 
drán también proceder al salvamento de acuerdo con la au- 
toridad local competente». 

Notemos, siquiera sea ligeramente, que en el tratado 
con Vene2^ttela se concede á los Cónsules intervención en 
los naufragios, al paso que cinco años después se les otorga 
ya el derecho de proceder al salvamento de acuerdo con la 
autoridad local competente. 

El artículo 37 del Tratado de reconocimiento, paz, amis- 
tad, comercio, navegación y estradición, entre S. M. la 
Reina de España y la República Dominicana, firmado en 
Madrid el Ji8 de febrero de 1856, contiene disposiciones 
iguales al 37 del tratado celebrado con las Dos Sicilias en 
26 de mayo de 1856. 
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En los dos tratados de reconocimiento, paz y amistad, 
celebrados entre España y la República Argentina, firma- 
dos en Madrid el 9 de julio de 1869 y 21 de setiembre 
de 1863, nada se habla de naufragios ni atribuciones de los 
Cónsules, sólo se estipula que los subditos y buques de 
ambas Partes contratantes disfrutarán en los puertos y 
aguas de la otra, las mismas ventajas que disfrutan ó en 
adelante disfrutarán los subditos de la Nación más favo» 
recida. 

Ta hemos dicho en otro lugar, que las antiguas estipu- 
laciones con Marruecos, quedan anuladas por el artículo 61 
del tratado de comercio, firmado en Madrid el 20 de noviem- 
bre de 1861. 

Las disposiciones sobre naufragios están consignadas en 
el artículo 38, y atendida la diferente legislación de aquel 
país, son distintas de las contenidas en los tratados con otras 
potencias. 

El Cónsul español en Marruecos no preside el salvamen- 
to de personas y buques náufragos: las autoridades locales 
están obligadas á prestar los auxilios necesarios, conser- 
vando el buque y cuanto contenga, para entregarlo á sus 
dueños ó al Cónsul de España. 

Los géneros procedentes del buque náufrago que fuesen 
vendidos en los dominios marroquíes no pagarán derecho 
alguno, así como tampoco los que se reembarcaren después 
de salvados. 

La tercera disposición de este artículo concede á los bu- 
ques marroquíes, náufragos en las costas españolas, el mis- 
mo trato que el otorgado á los nacionales. 

La última disposición dice: 

«Si naufragase algún buque ospañol en Vad«Nun ó cual- 
quier puerto de su costa, el Rey de Marruecos empleará su 
poder para salvar y protejer al Capitán y á la tripulación 
hasta que vuelva á su país, y se perruna «1 Coronel gene- 
ral de España, Cónsul, Yioecónaul, Agenté ' insular y S«b- 
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delegado» tomar cuantos informes ó noticias necesite acerca 
del Gapit6n y de la tripulación de dicho buque, á ñn de 
poder salvarlos. Los Gobernadores del Rey de Marruecos 
auxiliarán igualmente al Cónsul general de Españal, Con* 
sul, Vicecónsul, Agente consular y Subdelegado, en sxis 
investigaciones, según las leyes de la amistad». 

El artículo 17 del Tratado de amistad, comercio y nave- 
gación ajustado entre España y Chinai y firmado en Tien- 
Sin el 10 de octubre de 1864, está redactado en estos tér- 
minos: 

«Artículo 17. Si naufragase algún buque español en 
las costas de China ó se viese obligado á refugiarse en cual- 
quiera de los puertos del Imperio, las Autoridades chinas, 
tan luego como reciban la noticia del suceso, tomarán las 
providencias necesarias para socorrerle y protegerle, aco- 
giendo amigablemente á la tripulación y prestándole, si 
fuese preciso; los medios de transporte al Consulado mas 
próximo». 

^De lamentares que en un país cuyos habitantes no se 
han distinguido nunca por su respeto á la propiedad de los 
extranjeroSi no se hayan estipulado otras medidas más efi- 
caces que aseguren así la vida como los intereses de los 
subditos españoles que tengan la desgracia de naufragar en 
la parte de aquellas costas vedadas al comercio de Europa. 
El artículo 9."* del Tratado de Comercio y navegación en- 
tre España y la Confederación de la Alemania del Norte y la 
Unión Aduanera y Comercial alemana ('), firmado en Ma- 
drid el 30 de Marzo de 1868^ está concebido en estos tér- 
minos. 

Artículo 9."* Para todo lo que se refiere á la colocación de 
los buques, á la carga y descarga de los mismos en los puer- 
ca) La unión aduanera y comercial alemana comprende, & más 
de la que faé GonfedjDración de la Alemania del Norte, Iob reinos de 
Babiera y Wtmtemberg, los Ghrandes Ducados de Badén, Luxemburgo 
y Hesse por sus paSses situados al Sud del Mein. 



adas, eoBenadas ; bahías, geoerlmente para todas las 
ilidades 7 disposicioaes de cualquier clase á que eetéo 
os los buques de comercio, sus trípulacionas 7 cargas, 
a convenido que uo se concederá á los buques uacio- 
I de una de laa partea contratautes ningún privilegio 
or que no lo sea á los buques de la otra; siendo Is vo- 
id de las partes contratantes que también, bajo este cod- 
I, BUS buques sean tratados bajo el pié de una perfecta 
[dad. 

!n virtud de este articulo podemos afirmar que los bu- 
espafioles náufragos en las coatas alemanas, reciben 
lea auxilioB, favores é inmunidades que, según el ar* 
o 40 de la ley de 1852, se otorga á los buques alemanes 
B costas espaSolas. 

!1 arlfculo 22 del Tratado de Amistad, comercio y nave- 
tn entre EspaSa y las Islas Hawüanas firmado en 
Ires el 19 de Octubre de 1863, contiene diEposiciones 
Qgas, á las insertes en loa tratados ya citados celebrados 
ornamente por Espafia. 

In la disposición primera se conviene que todas las ope- 
>nes relalivaa al salvamento del buque naufragado serán 
idos en los litorales respectivos por los Cónsules os- 
les á hawQanos, pero «si las partes interesadas se ha- 
n en el sitio del siniestro ó los capitanes están provistos 
oderes BuQcientes, se les encomendará las administra- 
de los naufragios.» 

las tres diaposiciones sigulentea relativas á la interven - 
de las autoridades lóceles y á los derechos que puedan 
Dgar las mercancías procedentes de la carga del buque 
rago, son exactamente iguales á laa citadas ya en los 
dos con Francia, Portugal, etc. 

•a segunda disposición del arlfculo 12 del Tratado de 
Qocimiento, paz y amistad entre EspaDa y la República 
honduras, firmado en Madrid el 15 de Marzo de 1867, al 
ir de las atribuciones coBBularea dioe: «Bn los caios de 
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naufragio» los Cónsules respectivos podrán también proce- 
der al salvamento» d^ acuerdo con la autoridad local compe- 
tente.» 

El día 7 de Abril de 1868, se firmó en Madrid elTratado 
de Amistad, comercio y navegación entre España y la Re- 
pública de Liberia, cuyo art. 6.** dice: 

«Si naufragase algún buque cerca de las costas de una 
de una de las partes contratantes, las autoridades locales 
prestarán inmediatamente los auxilios más eficaces que se 
hallen á su alcance para salvar el buque, la tripulación y 
la carga, y prestarán también su ayuda y protección contra 
el robo de los efectos salvados cuidando de que se devuelvan 
todos á sus legítimos dueños. 

»La cantidad debida por el salvamento se determinará 
por las autoridades locales y en el caso de que suscitare al- 
guna cuestión acerca de ella, se zanjará por medio de arbi- 
tros elegidos entre ambas partes. 

»Si no se supiese quienes fueren los dueños de los ar- 
tículos salvados, se dará conocimiento de ello al Gobierno 
de la otra parte contratante, tan luego como se averigüe que 
el buque náufrago pertenece á su país, y además dichos ar- 
tículos se entiegarán al indicado Gobierno, á los subditos ó 
ciudadanos respectivos que tengan derecho á ellos ó á sus 
herederos. 

»Si en el punto en que ocurra elnaufragio correspondiera 
á algún Cónsul ó agente consular de la nación á que perte- 
nezca el buque náufrago, las autoridades locales participa- 
rán inmediatamente el siniestro á dicho Cónsul ó agente 
consular, le dejarán en plena libertad para dirigir las ope- 
raciones del salvamento, y se limitarán á prestarle los auxi- 
lios que al efecto les pida.» 

Y por último, el artículo 12 del Tratado de Amistad, co- 
mercio y navegación entre España y el Japón, firmado en 
Kanagawa en 12 de Noviembre de 1868, autoriza estipula- 
ciones análogas y su letra, con ligeros diferencias, es igual 
al 1? del Tratado celebrado con China. 
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Los EístadoB del norte de Europa que modernamente no 
han celebrado tratados de comercio j navegación ó convenio 
consulares con España, los tienen más antiguos» como en 
ótro'lugar hemos ya hecho ver, estipulando que sus respec- 
tivos cónsules disfrutarán en el territorio español las mismas 
prerrogativas, franquicias é inmunidades de que gozan ó én 
adelante gozarán los de las naciones más favorecidas: y re- 
cíprocamente los cónsules españoles en los territorios de In- 
glaterra, Bélgica, Holanda, Dinamarca y Rusia, tienen las 
mismas atribiidones y ejercitan los mismos derechos y prác- 
ticas que^ según el artículo 40 de la ley de Mayo de 1852, 
se concede á los cónsules extranjeros acreditados y residen* 
tes en territorio español. 
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CAPITULO XIII 



ASILO Y EXTRADICIONES 



De la perfecta independencia inherente á cada Eetado 
soberano en el ejercicio de su poder judicial y del carácter 
concedido por todas las naciones civilizadas á sus buques de 
guerra y mercantes, hemos deducido ya las reglas que el 
Derecho de gentes admite para el ejercicio de su jurisdicción 
territorial. 

Si esta es absoluta y exclusiva dentro de los límites 
territoriales, hay que convenir en que las faltas, delitos ó 
crímenes ó cualesquiera clase de infracciones de las leyes de 
un Estado soberano, no son punibles por este siempre que 
se cometan en los dominios d& otro Estado soberano y sus 
autores residan en territorio extranjero. 

Y del mismo modo las faltas, delitos ó crímenes cometi- 
dos en el territorio de un Estado soberano deben quedar 
impunes si los perpetradores del delito alcanzan á penetrar 
en tierras ó aguas sometidas á la jurisdicción de otra nación 
soberana. 

Es evidente que los derechos de jurisdicción civil y cri- 
minal sobre sus subditos y ciudadanos, facultan á un Estado 
para someter á su poder judicial á los que infrinjan sus 
l^yos^ por más que fedidan en territorio extranjero ó se 
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I evadido del de su naturaleza antes que pueda alean - 
. la sccíóa de la justicia terrilorial. Pero como la acción 
ta justicia no puede estenderse fuera de loa límites 
irialea, los delincuentes ó infractores de las leyes deben 
ir impunes hasta que de nuevo entren dentro de la 

de acción de aquella justicia, ya sea voluntariamente, 
rque el Gobierno de la nación en cuyo territorio se ha 
.ido la infracción de las leyes del Estado patria del 
dúo, 6 aquel en cuyos dominios se ha refugiado des- 
de haber delinquido en los de otro Estado soberano, lo 
se del suyo propio ó lo restituya ó entregue á las euto- 
ía ó Gobierno de quien depende. 

perfecto derecho que tiene un Estado soberano para 
1 acción judicial de otra nación no franquee sus propios 
s y el beneScio que obtienen los individuos que, per- 
loe por aquel poder judicial, penetren en un territorio 
ajero, es lo que se conoce con el nombre de <uito 6 re- 
para el criminal ó delincuente, y derecha de asilo para 
a do. 

ro como cada Estado soberano tiene libertad absoluta 
idmitir Ó rechazar de su territorio á loa subditos de 
naciones, y como es condición indispensable para reai- 
traositar por un territorio extraño el consentimiento 
so 6 tácito del Gobierno que lo rige, resulta evidente- 
) que el derecho de asilo para el Estado es esencial- 
i Tolunlario y que puede ampliarse, estrecharse y aún 
ribirse por completo por medio de leyes de carácter 
mente 6 cualesquiera otras disposiciones, oríundea 
de la soberanía interior del Estado que las dicta. 
i facultad que tiene el soberano ú Gobierno de uoa 
Q para rechazar ó expulsar de su territorio á loa exlran- 
que pretenden que la hospitalidad concedida en su 
los exima de las penas á que se han hecho acreedoras 
ifracción de las leyes vigentes «n au patria ó en el 
ario extraño en que aocidental ó ..permaDentemente 
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residiera, es lo que se conoce en el lenguaje del derecho in- 
ternacional con el nombre de derecho de expulsión. 

Este derecho, como originario de la soberanía interior 
del Estado, es absoluto en grado máximo, siendo susceptible 
de aplicarse á casos generales ó determinados, á los subditos 
de todas las naciones ó á los de algunas solamente, según 
la voluntad ó intereses del Estado que lo practica. 

Si en el pleno ejercicio de su libertad absoluta dos ó más 
Estados soberanos convienen que sus respectivos territorios 
DO sirvan de asilo á los autores de ciertos crímenes ó delitos 
cometidos en los dominios respectivos, estipulando la mutua 
entrega de estos delincuentes, el acto de la entrega del cri- 
minal se distingue con el nombre de extradición de un reo, 
y el derecho en que se apoya el Estado que lo reclama, con 
el de derecho de extradición. 

Estos principios generales, pero inherentes á la sobera- 
nía de un Estado, ¿pueden aplicarse á los buques mercantes 
en la mar y á los de guerra en ésta y en las aguas someti- 
das á la jurisdicción absoluta ó parcial de una potencia 
extranjera? 

Si los primeros en el Occeano y los segundos en todas 
circunstancias son una continuación del territorio del Estado 
bajo cuyo pabellón navegan, ¿dif>frutan por esto los mismos 
derechos, inmunidades y privilegios del territorio conti- 
nental? 

Antes de analizar estas importantes cuestiones, parece 
necesario definir qué es lo que se entiende por asilo á bordo 
de un buque. 

«Por' asilo se entiende, dice Riquelme, el derecho que 
» pueda tener un buque para ofrecer seguridad á su bordó 
» á cualquier individuo perseguido por las justicias territo- 
» riales. » 

Si se halla en la mar el buque mercante á cuyo bordo se 
encuentra un individuo, dependiente por el crimen ó delito 
cometido de la justicia territorial de un Estado soberano, eff 
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eTidente que asiste perfecto derecho al buque para conser- 
var á BU bordo al criminal ó delincuente porque, aislados en 
el Occeano, así el de comercio como el de guerra, son inyio- 
lables y se encuentran sometidos única y exclusivamente é 
la jurisdicción del Estado bajo cuyo pabellón navegan. Bn 
aquel estrecho recinto no puede tener ejercicio el poder 
jurisdiccional de otra nación y sería un grave atentado á la 
soberanía del Estado propietario, el solo intento de detener 
al buque para obligar á su capitán ó la entrega del delin- 
cuente. 

Ni aún en el caso de que este funcionario hubiera reci- 
r bido en el puerto del Estado ofendido al criminal que se 

t; persigue, asiste derecho para extraerlo de su bordo, porque 

i^- la acción de la justicia territorial no debe franquear los 

^r límites de su propio territorio. 

^- De aquí nace la obligación para los capitanes de los 

buques de comercio, de no acceder á las demandas que 
pudieran hacer en la mar loa funcionarios ó agentes de otro 
^stado para la entrega de cualquiera de las personas que 
se encuentren á su bordo, debiendo resistir hasta á donde 
alcancen sus fuerzas, para que no sean impunemente viola- 
dos los derechos de protección que otorga el pabellón na- 
cional. 

Pero si el buque mercante se encuentra en puerto ex- 
tranjero ó en aguas sometidas á la jurisdicción absoluta ó 
parcial de otro Estado soberano, la situación cambia, porque 
son distintos los derechos y deberes del capitón y tripu- 
lantes. 

El capitán de un buque de comercio en aguas extranje- 
ras no puede ofrecer seguridad á ningún individuo perse- 
guido por las justicias territoriales, porque el derecho de 
ofrecer y la facultad de conceder asilo es un atribulo sobe- 
rano inherente al Gobierno de un Estado ó á ios funcionarios 
públicos de una nación autorizados expresamente para 
Otorgarlo por las leyes ó gobierno de quien dependen. 
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. Los baques mercantes en puerto extranjero no disfrutan' 
de los beneficios de la exterritoriabilidad; sujetos á las lejes' 
vigentes en el puerto, les alcanza la jurisdicción que im- 
pera en el territorio en que accidentalmente se encuentran 
y lógicamente no puede haber refugio para un criminal ó 
delincuente en el lugar mismo ó donde puede tener pleno 
ejercicio la acción de la justicia que lo persigue. 

Bn muchos de los tratados públicos entre naciones se 
hace mención expresa de estos derechos de jurisdicción 
territorial y aún se estipula en algunos que se imponga á 
los capitanes de los buques mercantes extranjeros que ma- 
liciosamenie reciban ú oculten ó su bordo á los perseguidos 
por las justicias territoriales, la» mismas penas que las leyes 
del país se sirvan para los que abriguen delincuentes en sus 
domicilios ó, por otro cualquier medio, los sustraigan á la 
acción de estas justicias. ^ 

Las Ordenanzas generales de la Armada de 1793, en su 
tomo I, tratado 2."". título Y, artículo 124, sostienen este de- 
rocho ordenando á los Comandantes generales de escuadra 
reconocer en puertos españoles á toda embarcación mercante 
que entre ó salga, no permitiendo que sin pasaporte legítimo 
se transporte en ella « vasallo alguno de S. M. » y <c si du- 
» rante la mansión de los mercantes extranjeros en el puerto 
» se amparasen en ellos algunos prófugos de mi servicio, se 
» extraerán allanando la embarcación con tropas en caso de 
» que su capitán no se avenga á entregarlos idmediata- 
» mente. » 

Bn el artículo 76 del título VII, tratado 5.% tomo II de 
las mismas Reales Ordenanzas se faculta á los capitanes de 
los puertos españoles para pasar á bordo de los mercantes la 
misma visita y revista, « extrayendo y conduciendo presos 
» á tierra á cuantos encontrase furtivamente embarcados, 
» teniendo presente lo que sé ordena en el título de Coman- 
» d/mte de qscuadra^T^: los clisos de refugiarse prófugos 



>• en los mercantes extranjeros, que deben allanarse si se 
» resisten á entregarlos inmediatamente » Q), 

Pero si el buque mercante á cuyo bordo se encuentran 
algunos individuos perseguidos por las justicias de un Es- 
tado, arriba á uno de los puertos de la nación ofendida, 
¿puede su Gobierno extraer de á bordo á los delincuentes, á 
pesar de que su embarque se haya efectuado en la mar, en 
los puertos, aguas corrientes ó zona marítima territorial de 
una nación extranjera? 

Si para resolver esta cuestión se consultan los sencillos 
principios cuyo ejercicio prescribe la soberanía interior de 
un Estado, es fácil apreciar la extensión del derecho que 
asiste ¿ todo Gobierno para, de su propia autoridad, aprehen- 
der á aquellos infractores de las leye^ vigentes en su terri* 
torio. 

En efecto: si los derechos de jurisdicción civil y criminal 
de un Estado son absolutos y exclusivos en grado máximo, 
sus leyes afectan, obligan y rigen de pleno derecho á todos 



(1) Con anterioridad á la fecha de las Ordenanzas citadas, soste- 
nia el Gobierno español este mismo derecho^ según se expresa la si* 
guíente comnnicación. 

El señor conde de Floridablanca, con fecha del 11 del corriente 
me dice lo sigoiente: 

Enterado el rey del dictAmen de V. £. sobre la resolución de S.]i. 
siciliana, declarando qne sn bandera real en las embarcaciones mer- 
cantes, no sirva de asilo á los que cometieran delitos en los puertos 
de dominios extraz^eros, aunque sean marineros de la misma embar- 
cación, antes bien queden sujetos á la justicia territorial, y sin embar- 
go de que en la marina de España convienen distintas circunstancias, 
usando difente bandera en las embarcaciones de guerra, y los mer- 
cantes y en la marina de las dos Sicilias usan de una misma, unos y 
otros indistintamente, quiere S. M. se prevenga á los capitanes y pa- 
trones de embarcaciones mercantes que observen la reciproca, y las 
resoluciones de aquel soberano concurriendo & que tengan su debido 
efecto. 

He comunicado el aviso conrespondiente al señor don Antonio Yal- 
dés y lo participo á Y. B. para que prevenga á los gobernadores de 
nuestros puertos que observen la reciproca, teniendo presente la 
real resolución de 4 de Julio de 1769 sobre visita de embarcaciones. 
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loB hombrea y cosas que habiten 6 se eocaentren ea el 
mismo territorio. 

De aquí naturelmente se deduce la facultad que tiene el 
Estado para someter á su poder judicial á aquellos de sus 
subditos ó extranjeros que infrínjau sus leyes en su propio 
territorio, por más que accidentalmente residan en domi- 
nios de otro Estado por haberse evadido del de su natura- 
leza, antes de que pudiera alcansarles la acción de los tri- 
bunales 7 justicia territorial. Pero ai, por cualquier causa ó 
motÍTO, traspasara las fronteras del Estado ofendido, entran 
de nuevo en la esfera de scciún eScaz de estos tribunales 
que, de pleno derecho, pueden hacerles pasibles de las penas 
reservedas á los infractores de las leyes vigentes. 

El buque mercante extranjero y sus tripulantes no se 
hallan esentos de la jurisdicción del soberano del puerto; 
desde el momento que franquean los limites de su territorio 
quedan somelidos al poder jurisdiccional que allí tiene ejer- 
cicio; embarcados los delincuentes en tierras 6 aguas ex- 
trañas ¿ la jurisdicción ofendida, pudieron encontrar asilo 
en lugares á donde no alcanzaba la acción de esta jurisdic- 
ción, pero Ib seguridad del asilo cesa en cuanto el lugar 
que lo presta pierde el carécter de inviolabilidad indispen- 
sable para la efectividad del asilo. 

Orlalan opina de distinto modo: dice que asiste derecho 
al buque mercante para conservar é su bordo á, loe en estas 
circunatancíaB, perseguidos por las justicias territoriales y 
prescribe al Gtobiemo del Estado ofendido la obligación 
de acudir al de la nación propietaria del buque para que, 
por una demande de extradición, le sean entregados los 
delincuentes. 

El reconocimiento de eata obligación implica necesaria- 
mente la admisión de la teoría déla exterritoriabilidad del 
buque mercante en puerto extranjero porque la sola de- 
manda do extradición lo asimila al territorio continental del 
Estado que autoriza su armamento. 
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Bn derecho extricto\ heoios YÍsto ja, que el buque mer^' 
cante no puede eximirse de la jurisdicción del soberano! 
territorial: los tratados y la costumbre internacional han 
establecido una indulgencia en el severo y pleno ejercicio 
de esta jurisdicción única y exclusivamente en asuntos de 
policía j disciplina interior de abordo y mientras, por trata- 
dos solemnes ó declaración expresa de las naciones maríti* 
mas, no se consagre la innovación que Orlalan llama dere- 
cho, no puede admitirse en la práctica de las relaciones in* 
temacionales. 

Por otra parte los argumentos que este autor expone y 
las razones que aduce, parece qiie se dirigen, más bien que 
al sostenimiento del derecho que asiste al buque para con- 
servar á su bordo los delincuentes, á demostrar la inocencia 
del capitán que los recibió en su buque. 

Aparte de que la exhibición de pruebas de inocencia en 
el capitán, condenan la existencia del derecho de asilo atri* 
buido al buque, conviene hacer, en este caso, una distinción 
importante entre los derechos que asisten al soberano del 
puerto. 

El primero y el más importante, sin duda, es el que lo 
faculta para la aprehensión de los delincuentes, y el segundo 
se relaciona con las investigaciones ' encaminadas á probar 
si ha habido ó no culpabilidad en el capitán que los con* 
duce. 

Si trata de eriminalea ó malhechores de aquellos cuyos 
actos se condenan por la moral universal, parece que, en 
principio, debe atribuirse al capitán extranjero una falta de 
conocimiento del verdadero carácter de los hombres que 
transporta, porque repugna á la razón que el ciudadano de 
un Estado á quieü los armadores del buque confían y los 
poderes públicos sancionan la conducción y custodia de su 
propiedad se haga el conductor voluntario de hotnbres 
cuyos actos serían severamente penados por las leyes de 
la patria. ' : 
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Pero cuando loB conducidos tioiieii el carácter de Iiom- 
bres políticos dentro del Estado á cuyo puerto arribe ei 
buque, cuando su importancia personal y las circunetanciaa 
del país pudieran ofracor ocasión oportuna para la práctica 
de actos hostiles contra el gobierno ú orden establecido, pa- 
rece también admisible que el Capitán pudiera ser cómpli- 
ce en loe planes que abrigan los individuos que á bu 
bordo trae. En estos casos, ta jurisdicción territorial tiene 
competencia para hacer investigaciones que conduzcan á pro- 
bar la inocencia ó culpabilidad del Capitán, para someterlo 
& sus tribunales é imponerle las penas que las leyes pro- 
nuncien, porque no puede admitirse, en principio, que la 
autorización concedida para penetrar en el propio territorio, 
á título de comercio, faculte i los Capitanes extranjeros para 
hscerse cómplices de atentados contra el Gobierno li orden 
establecido. 

Riquelme sostiene el mismo principio apoyándose, en 
las mismas razones aducidas posteriormente porOrtolan, 
pudiendo a&rmarse que ambos autores incurren en iguales 
contradiciones. 

Si después de habernos ocupado de loa buques mercan- 
tes, pasamos á deducir las reglas cuyo ejercicio edmite el 
Derecho internacional para los de guerra en puerto extran- 
jero, hallaremos soluciones distintas, porque distinto es 
también el carácter que acompafia á cada uno en las aguas 
de otro Estado soberano. 

El buque de guerra es, en todas partes y en todas circuns- 
tancias, un pedazo del territorio de la nación á que pertene- 
nece. Regido y administrado por sus leyes y funcionarios, 
asiste perfecto derecho á su Comandante para admitir ó re- 
chazar extranjeros del territorio que gobierna. Así podemos 
decir, en principio, que los derechos de asilo y de expulsión 
de su bordo, son inherentes á la soberanía que en el buque 
iiene ejercicio. 
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diente enclayado en el territorio de otro Estado soberano: ^ 

sus relaciones con el gobierno de la Nación en cuyas aguas 
flota, deben, conservando siempre un carácter de indepen- 
dencia y de inviolabilidad, tener un tinte de respeto, de 
benevolencia y de generosidad que ni existe, ni se exige en 
las corrientes entre Naciones soberanas y amigas. 

El hecho material de que individuos perseguidos por las 
justicias de un Estado traspasen su línea de límites y en- 
cuentren asilo en un nuevo territorio, no puede legalmente 
compararse con el caso de que aquellos mismos delincuen- 
tes se refugien en un buque de guerra extranjero. 

La extensión de aquel territoriO| el número de sus habi- 
tantes, sus industrias, agricultura y comercio, los variados 
recursos que poseen y la libertad de que gozan en sus rela- 
ciones civiles, comerciales é industriales, no admiten pari- 
dad con la exigua magnitud de un buque de guerra, el 
pequeño número de sus tripulantes, las necesidades del 
servicio de abordo y el riguroso y severo imperio de la ley 
militar. En ambos casos el asilado se encuentra en territorio 
extranjero y extraño, por consiguiente, á la acción eficaz del 
poder jurisdiccional que lo persigue, pero no debe olvidarse 
nunca que el territorio continental de un Estado soberano, 
es sagrado é inviolable por su propia esencia y naturaleza 
propia, cuando solo por la virtud y eñcacia de una ficción 
legal, necesaria para la práctica regular de las relaciones 
internacionales, se otorga, por todas las Naciones, al buque 
de guerra en puerto extranjero, los mismos derechos de in- 
dependencia que al territorio continental del Estado á que 
pertenece. 

La práctica y ejercicio del derecho de asilo en los buques 
de guerra, se apoya é inspira en estas consideraciones que 
la costumbre internacional ha sancionado y confirmado al- 
gunas veces por tratados públicos y solemnes. 

Si se trata de delitos comunes condenados por la moral 
universal, de aquellos cuyos autores se distinguen en el 



— M2 — 

' UD USO moderado, asi del derecho de asilo, como 
ulsióD de su bordo. Solo un tacto exquisito j aen- 
profuodoa de la alta misión que desempefia, 
clínar el ánimo de aquel Gefe hacia la poaible con- 
e las neceeidades del servicio interior con la hu- 
' compasión i que son acreedores siempre los re- 
8u bordo. 

) los refugiados, cualesquiera que sea el delito 
< les persigue, fueren admitidos abordo de un 
guerra en alta mar. en las aguas territoriales, en 
ites ó puertos de un Estado extrafio para el buque 
lurisdiccióu que les persigue, do puede su Coman- 
egarlos á las autoridades que les reclamen, ni ex- 
le su bordo en puertos Ó aguas sometidas á la ju- 
do I Estado ofendido. 

en que del derecho de expulsión, se trata en este 
L extradicción de un delincuente 7 las reclama- 
este género deben remitirse por cada Comandante 
amo, conservando á su bordo á los delincuentes 

08. 

i estos se han recibido abordo por orden directa 
'no ó de los agentes diplomáticos de su Nación, 
esa el derecho de expulsión de abordo porque el 
ite se ha hecho depositario de las personas recibi- 
I reclamación de las autoridades territoriales ó del 
de le Nación en cuyo puerto se encuentra, deben 
6 los que dieron la orden de admitir abordo los 

por circunstancias graves, síntomas alarmantes, 
os exiguos medios de defensa que tuviere el buque 

1 Comandante que pudiera ser víctima de un atro- 
Dseja la prudencia abandonar aquellas aguas con 
ados á su bordo. 

iques de guerra en puerto extranjero, tienen tam- 
iber especial de protejer á sus nacionales y ofre- 
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cerleB abrigo seguro en loa casos de agitaciones políticas, 
guerras civiles ó internacionales. De aquí nace la obligación 
para el Comandante de un buque de guerra de recibir á su 
bordo é esos conciudadanos conservándoles en el buque 
basta que hubiesen desaparecido los riesgos en tierra. 

Si en estas ú otras diferentes circunstancias algún na- 
cional respecto al buque, pero dependiente de la justicia 
territorial por crímenes 6 delitos comunes, buscase refugio 
abordo, no puede negarse el asilo. Salvo los casos en que 
por tratados solemnes se estipule la entrega, el asilado debe 
conservarse abordo hasta recibir instrucciones de su propio 
Gobierno. 

Esta doctrina se halla perfectamente deGnida en los artí- 
culos loo y 101 del tratado 2.", titulo V de las Ordenanzas 
Generales de la Armada de 1793, que á contÍQuaciÓn co- 
piamos: 

Arl. loo. No permitirán los Comandantas de mis bá- 
jales que ios Comandantes militares, Jugtirias locales, ni 
otra jurisdicción de los puertos de potencias extranjeras en 
que se bailen, ejerciten en sus bordos reconocimiento algu- 
no, en busca de desertores ú otros fugitivos ó con otro cual- 
quier pretexto. O&ciarén en tales incidentes con el nervio, 
celo y prudencia que exijo el decoro de mi bandera, acor- 
dando lo que fuese conforme á él; y en el caso de que no 
obstante se intente violencia, la rechazarán como correspon- 
de al honor de mis armas. 

Art. 101. Lo mismo se entiende al encuentro con ba- 
jeles de guerra de cualquier otra Nación, sin permitirles 
usar de prepotencia para conseguir sus fines, oponiéndose 
en caso necesario con la fuerza, bajo la seguridad de que 
la provocacíén i este medio ha venido de la otra parte. 

Con mayor claridad aparecen definidos en el Derecho 
Internacional I los derechos y debores de las autoridades lo- 
cales en los casos en que, individuos perseguidos por el 



tado, Be refugien eD buques de gue- 

ies autoridades locales para persa- 
acto alguno de jurisdicción sobre los 
en un buque de guerra estranjero, 
ables ; se encuentran exentos de la 

lutoridades tienen facultad para re- 
I aquel territorio flotante, la entrega 
icueutes asilados, ya fuese apoyén- 
veDencía privada, ye en la carencia 
varios á bordo. 

el buque BÜrma que no se encuen- 
i vi dúos reclamados, vienen obligadas 
á prestar entera fe y crédito á la dé- 
lo público de una nación amiga ('); 
legura el Comandante que los delin- 
baltan é su bordo y, apoyado en ra- 
a ó de otra fndele, rehusa ecceder £ 

6 expulsión, no queda otro recurso 
stado reclamante que dirigir una de- 
at Gobierno propietario del buque, 
n grave atentado el sólo intento de 

á los criminales y delincuentes. 

lendo la laperioi equidad de S. M. CaUlioa 
í la mfltoa entrega de los reoí capitolea, 
toB graves j aseeinos, que se refag;iaMn en 
«uto de S. U. cnanto de la Bepública, de- 
Cotnandantes de dichas embarcaciones, & 
epiiblica el correspondieote o&cio, siempre 
lin qne se necesite otra seguridad de qne 
liordo, qne afiímailo asi el propio Coman- 
y hombre de honor, etc. PrímeroB dispoBi- 
tonvenio entre España j Oénora pora la 
rtores, Armado en Q6nova en 6 áe jnoio 
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En todo cuanto se relaciona con criminales, delincuentes 
ó desertores refugiados en buques mercantes extranjeros, 
aparece de pleno derecho la competencia de las autoridades 
locales para extraerles de su bordo. 

El buque mercante en los puertos de una nación amiga 
no es inviolable; excepción hecha de los actos que se rela- 
cionan con el orden, policía y disciplina interior, se encuen- 
tran sometidos á la jurisdicción que impera en el puerto y, 
por consiguiente, asiste derecho perfecto á las autoridades 
locales para practicar é bordo del buque de comercio las vi- 
sitas, investigaciones, registros, etc., que estimen necesa- 
rias ó convenientes á la perfecta función de la jurisdicción 
territorial. 

La única limitación que la costumbre internacional im« 
pone y sancionan los tratados públicos, es el previo aviso 
que se debe al Cónsul de la nación con cuyo pabellón se 
cubre el buque cuyo registro va á practicarse, para que 
sancione con su presencia el perfecto y correcto ejercicio de 
la jurisdicción del soberano del puerto: bien entendido que 
el aviso al Cónsul es un acto de cortesía que no se origina 
de un derecho perfecto, no alcanzando á evitar el ejercicio 
de la jurisdicción local la ausencia de aquel funcionario 
extranjero. 

La primera parte de esta doctrina se encuentra consig- 
nada en muchos de los tratados públicos celebrados por Es- 
paña con varias naciones, apropósito del contrabando que 
los buques mercantes extranjeros pudieran hacer en los 
puertos españoles. 

Los derechos para que las autoridades españolas puedan 
trasladarse á bordo y efectuar visitas, registros ó interroga- 
torios, se encuentran tácita y expresamente consignados y 
de6 nidos en aquellos documentos. 

Una de las estipulaciones más antiguas referente á estos 
derechos, aparece en el tratado definitivo de paz y comer- 
cio, ajustado entre S. M. Católica y los Estados generales 
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:iaa Unidas, ajustado y firmado en el Congre- 
' de Westfalie en 30 de enero de 1642. Su ar- 
coDcebído en estos términos: 
20. Los mercaderes, maestres de navios, pi- 
eros, sus navios, mercaderias, géneros 7 otros 
), no podrán ser embargados, ni confiscados en 
lÚu mandamiento general 6 particular. 6 por 
usa que sea, de guerra ú otras, ni tampoco 
de querer servirse de ellos para la (ronservación 
ti país: pero no se entiende comprendidos en 
argos y conñecaciones las de justicia por las 
las á causa de deudas, propias oljligaciones y 
[idos de aquellos á quienes se hubiesen hecho 
abargoB, en lo cual procederfi, según costum- 
icho y razón». 

dio particular, tocante á navegación y comer- 
níado ff firmado eu ^uuBler é 4 de febrero 
:e: 

I que en los dichos navios se hallen aquellos 
naderías 6 géneros que están declarados por 
contrabando, los dichos bienes, mercaderías 
ohibldos y de contrabando, serán solamente 
y confiscados sin que el navio y los demás 
adarfas 6 géneros que estuviesen en él pue- 
I razón, ser en ninguna manera molestados, 
S confiscados». 

18 del tratado de paz y amistad, ajustado 
) de España y los Estados generales de las 
das de los Plises Bajos en el Congreso de 
i junio de 1714, es copia literal del que ocu- 
!Oen el tratado de 1648. 
1." de los preliminares á la pazde Aquisgran, 
Congreso de esta ciudad en 30 de abril de 
irán BretaDa, Francia y Holanda, habiendo 
ín el Rey Católico D. Fernando VI en 28 de 



junio del mifimo año, se confirman y declaran como baso 
para la paz, los tratados de Westfalia y ütrech. 

El artículo 38 del tratado de paz, amistad y comercio, 
ajustado en Madrid en 23 de mayo de 1667 entre las Coro- 
nas de España y de la Gran Bretaña, estipula «que los 
» pueblos y subditos de uno y otro aliado tendrán y gozarán 
» en sus respectivas tierras, mares, puertos, radas, playas, 
» territorios y lugares cualesquiera los mismos privilegios, 
y> seguridades, libertades é inmunidades (así por lo que 
» toca á sus personas como á sus negocios), que se han con- 
» cedido ó en adelante se concedieran por cualesquiera de 
» los mencionados reyes, al Rey Cristianísimo, á los Estados 
» Generales de las Provincias Unidas del País Bajo, i las 
» ciudades Anseáticas ó á cualquier otro reino ó Estado por 
» cédulas reales, con todos los requisitos y cláusulas de 
» estas concesiones, que obran en su beneficio y favor de 
» un modo y forma tan amplia y eficaz para hacer que pro- 
y> duzca todo su efecto el contrato ajustado y ratificado como 
» si estuviesen prescritos é insertos á la letra en el dicho 
» tratado». 

El artículo 1.^ del tratado de comercio y amistad, ajus- 
tado entre las Coronas de España y de la Gran Bretona el 
9 de diciembre de 1713 en el Congreso de Utrech, ratifica y 
confirma el tratado de 1667. 

En el tratado de comercio y navegación entre el Rey de 
España D. Felipe V y el Emperador de Alemania Carlos VI, 
concluido en Viena en 1.** de mayo de 1725, se conviene 
que «todo lo que fué umversalmente estipulado en favor de 
» la nación británica en los tratados de Madrid de 23/13 de 
» mayo de 1667, 18/8 de julio de 1670 y en los tratados 
» de paz y comercio de ütrech en 1713 y recientemente 
» en el tratado ó convención estipulado en (<) que aquí 
:» se ha expresado sólo de paso, ó no está suficientemente 

(*) En la colección de tratados de paz y comercio, de Alejandro 
del Cantillo, aparece en blanco. Ver la página 227 de dicho libro. 
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» explicada en favor de los subditos de S. M. Cesárea, en 
» cuanto se les pueda aplicar se tenga por especialmente 
» expresado é inserto: entendiéndose también lo mismo de 
» las ventajas que fueron concedidas á los subditos de las 
» Provincias Unidas en el tratado de paz de Munster en el 
» año de 1648, por el tratado de navegación del Haya, año 
» de 1650, j por el tratado de paz y comercio de Utrech, 
» año de 1714, de suerte que si ocurriese duda en este ó 
» aquel caso sobre lo que se debiere observar en España 
» ó en los demás reinos de S. M. Católica, respecto de los 
» subditos de S. M. Cesárea, los referidos tratados y los que 
» por los precedentes Reyes de España y por S. M. Católica 
» hoy reinante fué concedido á las dos dichas naciones de- 
» bajo de las mencionadas fechas, deberá servir de norma 
» y regla en los casos dudosos ó en los omitidos en este insh 
» trumento». 

Excusamos citar y copiar otros artículos de otras con- 
venciones que, en sustancia, expresan que España se obliga 
á conceder en sus puertos y territorios á los subditos de 
otras potencias contratantes un trato, igual al que otorgue á 
los ciudadanos, buques y comercio de la nacióa más favo- 
recida, pudiéndose asegurar que los derechos que se otor- 
gan á las autoridades locales españolas, respecto á buques y 
mercancías extranjeras en los puertos de su residencia, se 
encuentran convenidos y reconocidos por todas las naciones 
civilizadas. 

En cuanto á la segunda parte de aquella doctrina, ó sea 
la obligación impuesta á las autoridades territoriales para 
dar previo aviso al Cónsul de la nación antes de oonstituir- 
se en un buque mercante extranjero para el ejercicio de 
sus derechos de jurisdicción, se halla también asentado y 
convenido por España, y esta disposición forma parte de su 
legislación marítima. 

El artículo 11 del tratado de alianza, unión y recíproca 
convenencia^ entre las Coronas de España, Francia, Nápo- 
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les y la República de Genova, concluido y firmado en 
Aranjuez en 1.^ de mayo de 1746, dice que «las embarca- 
7> cienes de comercio de bandera española, francesa y ñapo- 
» litana, que llegaren á los puertos, costas y playas de la 
» República de Genova, no podrán defraudar los derechos 
» de ella, ni hacer contrabando de suerte alguna, ni ampa- 
:» rar desertores ni otros delincuentes que se amparasen á 
» sus bordos». Conviniendo, además, en la exacta ejecución 
de las providencias insertas en los tratados, especialmente 
en los de 1667 y 1713 con Ingla tierra y 1714 con la Repúbli- 
ca de Holanda. 

En 2 de mayo de 1772 se firmó en Genova la declara- 
ción comercial entre España y esta República, para ampliar 
el artículo 11 del tratado de 1745, que dispone de una ma- 
nera perfecta así los derechos y deberes de los buques mer- 
cantes, como los inherentes á los Cónsules y autoridades 
locales en los casos de refugiarse á bordo algunos indivi- 
duos perseguidos por las justicias territoriales. 

La segunda disposición del artículo 2.'' dice que «la Re- 
» pública no podrá pretender violar la inmunidad de la 
» bandera de España, enviando de su propia autoridad gen- 
» tes de armas, soldados, oficiales ú otros individuos á 
» bordo de las dichas embarcaciones^ ni por innovaciones 
» contrarias á las reglas y usos á los cuales no se ha dero- 
» gado por la presente declaración. 

» En los casos de contrabando ó de efectos robados ó en- 
» cubiertos, como asimismo en caso que desertores, crimi- 
» nales y malhechores, prevenidos en justicia, pudiesen 
» haberse refugiado á embarcaciones españolas del porte de 
» 600 fanegas ó 600 quintales y más arriba, los oficiales de 

> justicia ó de Renta de la República podrán entonces 

> transferirse á ellas para retirar ó sacar á los culpables, 
» que les serán entregados en presencia y con asistencia del 
» Cónsul de la nación española en Génovai'Bxi Vice-cónsul ó 
» Canciller en su defecto, y de los Vice-cónsules establecí- 
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» dos en otros puertos de dichos Estados. Lo8 Cónsules y 
» Vice-cónsules tendrán obligación de ir á bordo y acompa- 
» ñar al oficial de la República comisionado para hacer la 
» visita d su primer requerimiento, y no podrá usar de re- 
» tardo ó cualquier otro pretexto, sopeña de responder por 
» el inconveniente que pudiera resultar del retardo, rehusa- 
» ción ó negligencia y aún destitución)^» 

Por el artículo 4."* se conceden facultades á los oficiales 
de Rentas ó de justicias de la República, para arrestar 
todas las embarcaciones que bajen de 600 fanegas ó quinta- 
tales con ó sin cubierta, esto es, los esquifes y chalupas de 
toda nave ó navio y obligarles á transportarse al paraje 
más vecino á un Cónsul ó Vicecónsul de su nación, en 
donde, después de haberle dado aviso en su presencia y con 
su asistencia, los efectos robados ó encubiertos, como tam^ 
bien los contrabandos, malhechores y desertores, serán sa- 
cados y entregados al oficial de la República comisionado 
al efecto, según ha sido arreglado acerca de las embarca- 
ciones de 600 fanegas y más arriba. 

Por el artículo 6.* se dispone que: 

«Los dichos Cónsules ó Vice-cónsules harán entrega al 
primer requerimiento de los oficiales de la República, y, 
sopeña de responder del propio, de su evasión, todos los 
criminales y malhechores, procesados en justicia de cual- 
quier nación que sean, y también todos los desertores que 
no fuesen españoles ó desertores de cuerpos de tropas ex- 
tranjeras al servicio de su Magostad, bien entendido que 
estos no sean perseguidos como criminales y malhechores^ 
los cuales se hubieren refugiado á bordo de toda embarca- 
ción española que haga comercio, siendo defendido á todos 
los capitanes, patrones y marineros de recibirlos ó favorecer 
su evasión bajo cualquier pretexto que sea y añadiéndose 
& esto el hacer inmediatamente restituir los efectos robados 
que hubieran podido llevar y recibir á bordo de las dichas 
embarcaciones». 
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En el artículo 5.* de la Convención entre las Coronas de 
España y Francia para ampliar y explicar el artículo 24 del 
Pacto de Familia, en punto á navegación, comercio y visita 
de embarcaciones, ajustado y firmado en Madrid en 2 de 
enero de 1768, estipula en su última disposición que: «lo& 
administradores de las Aduanas procederán en los actos de 
visita de acuerdo con el Cónsul, conforme á lo que queda 
dispuesto en el artículo 6.^ de este convenio, mediante que 
se considerará absolutamente necesaria esta intervención 
para evitar toda especie de molestia y mal entendido, bajo 
circunstancias que se darán por malas todas las causas, 
procedimientos y confiscaciones que resultaren hechas sin 
haberse observado esta precisa formalidad, etc.» 

La primera disposición del artículo 6.** ordena á los 
Cónsules, Vicecónsules, Diputados, etc., acompañar á los 
Capitanes, maestres y patrones, en todas las diligencias 
que tengan que hacerse para el manifiestos de mercancías. 
La misma obligación se prescribe á estos funcionarios res- 
pecto al administrador de la Aduana cuando practique á 
bordo su visita de fondeo. Y añade además. «Se ha conve- 
nido, pues, que se observará esta práctica sin omisión al- 
guna, y que ningún juez podrá tomar declaración á un 
Capitán, maestre ú otro cualquiera de la tripulación de su 
navio, sin que esté presente el Cónsul, por ser el medio de 
evitar sorpresas y desazones y hacer que la justicia se ad- 
ministre sin alboroto.» Q) 

(}) El año sigaiente de 1769 (11 de Octubre), apropósito de las 
violencias causadas poi dos fragatas de guerra inglesas en el puerto 
de Cádiz, se expidió una Beal orden inserta ya en otro lugar, pero 
cuyos párrafos expresan en combinación de los tratados, la práctica 
de España sobre visitas y registros en bus puertos de embarcaciones 
mercantes extranjeras. 

El párraio es el siguiente: 

«Pocos dias antes supo el Rey por el ministro de Hacienda, la 
prepotencia con que aquella ú otra firagata de guerra inglesa, alijó un 
contrabando de barras de oro, llevando á su costado la embarcación 



El arlfculo I.* del Congenio entre España y Genova 
ara la recíproca exlradicíóa de reos y deaertores, Qrmado 
a Genova en 5 de junio de 1799, es más explícito que loi 
a citados porque consigna la forma y modo de practicar 
lias extradiciones, y bus disposiciones se encuentran en 
rmonfa con las dictadas por el monarca espafiol en sus 
rdenanzas generales de la Armada Naval, en el tomo 1.*, 
atado 2.°, titulo V, artículo 134 y en el tomo 2.*, tratado 
.". título VII, artículos 73, 74, 75 y 76. 

Dice así el artículo 1* 

«Los Cónsules i5 Vicecónsules de Eapsfia y, donde no los 
ubiere, los miamos Capitenea ó patrones de las embarca- 
iones de bandera espafiole, existentea en los puertos, pía» 
as ó senos marítimos del genovesado, deberán hacer en- 
ega al primer requerimiento del Gobierno de la república 
jurisdicientes de ella, todos y cualesquiera reos de cual- 
uiera delito, en cualesquiera tiompo cometido en los 
irritorios del genoveaedo que se hubiesen refugiado á di- 
bas embarcaciones, bien entendido que no se babrin de 
cercar ¿ ellos esbirros de suerte alguna, si solamente sol- 
ados y donde no los hubiere, milicias del genovesado; £ 
)s cuales, soldados ó milicias, será permitido el ingreso en 
18 embarcacionesde bandera española, pero siempre con 
1 preventivo consentimiento de los CónGules y VicecÓnsu- 
9S, y donde no los hubiere de los mismo Capitanes y pa- 
ronea de las tales embarcaciones.» 

>8pechosa, para qne no se registiase, trasbordando de ona á otn al 
arecer el contrabando, é impidiendo con amenuai á loa bareos de 
I Benta aas diligenciaB de averigaacion, i qne se janM la ittBÍil«n- 
ia maliciosa con qne Cfinsnl infries hajb de concurrir al registro da 
i embarcación mercante. > 

iKnWiado 3. U. de todos estos hechos han mandado pedir satis- 
3cc¡&n 6 la corte de Lóndiee, con e] castigo de los Capitanea de lu 
ragatas, qne tan abiertamente inanltan su aoberania, y del Comal 
oe con maliciosa tardanza evita concnrrir á la averigaaci6n del con- 
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No creemos necesario hacer aquí mención expresa de 
los artículos de tratados que las diferentes naciones de Eu* 
ropa han celebrado con España, estipulando que sus res* 
pectivos subditos y comercio serán tratados, en los puertos 
respectivos, como lo fuesen en la actualidad ó en lo sucesi- 
vo lo sean los de las naciones más favorecidas. Por fortuna 
no existen hoy en España aquellos privilegios comerciales 
otorgados á otras naciones que debilitaron nuestro comercio 
marítimo é hicieron casi nula nuestra industria. El comer- 
cio de todas las naciones se rige en la Península por leyes 
de carácter permanentCi aplicables á todos; los subditos y 
ciudadanos de todas las naciones disfrutan de iguales pri-- 
vilegios, y los derechos de las Autoridades territoriales so^ 
bre los buques mercantes extranjeros, se encuentran per- 
fectamente difínidos en las leyes españolas. 

Con el único y exclusivo objeto de probar, una vez más, 
el reconocimiento y práctica de los derechos que asisten á 
las Autoridades locales españolas para la extracción de cri- 
minales y delincuentes de los buques de comercio extran- 
jero surtos en sus puertos, parécenos oportuno citar el ar- 
tículo 11 de la Convención firmada en Versailles el 14 de 
noviembre de 1788 entre Francia y los Estados Unidos. En 
otro lugar hemos probado que las disposiciones de esta 
Convención son aplicables á España por el artículo 19 del 
tratado de amistad, límites y navegación entre España y los 
Estados Unidos de América, Qrmado en S. Lorenzo el Real 
el 29 de octubre de 1795. 

El artículo de referencia está concebido en estos tér* 
minos: 

«Cuando los dichos culpables formen parte del equipaje 
de uno de los buques de su nación y se hubieren retirado 
é bordo de los dichos buques, podrán ser allí detenidos y 
arrestados por orden de los jueces territoriales. Estos pre- 
vendrán al Cónsul ó Vicecónsul, el cual podrá transportarse 
á bordo si lo juzga apropósito: pero esta prevención no po- 

23 
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drá, en ningún caso, leUrdar la ejecución de la orden de que 
se trata.» 

»Las personas arrestadas no podrán ser puestas en li- 
bertad sin que sea prevenido antes el Cónsul ó Vicecónsul» 
á los cuales serán entregados si asi lo requiere, para resti- 
tuirlos del buquo en que fueron presos, á otros de su nación 
ó ser enviados fuera del país.:» 

Cuando el asilo se busca de abordo á tierra, cuando 
después de haber delinquido en el buque se refugian los 
reos en el territorio continental ó marítimo del soberano 
del puerto ó, simplemente, cuando algunos individuos de la 
dotación ó equipaje de un bnque de guerra ó mercante de- 
sertasen de sus bordos amparándose en tierra, en buques 
nacionales ó extranjeros, respecto al puerto, la situación 
varía^ porque los derechos de sus jefes naturales son dis- 
tintos de los inherentes, en casos análogos, á las Autoridades 
territoriales. 

Aquí conviene tener presente cuál es el verdadero ca- 
rácter de un buque mercante ó de guerra en puerto extran- 
jero para comprender inmediatamente que los individuos 
fugados de sus respectivos bordos quedan exentos de la 
jurisdicción á que estaban sujetos. La acción de los Co- 
mandantes ó Capitanes no alcanza fuera de sus respectivos 
buques, y de aquí la carencia de poderes para aprehender, 
por sí mismos, á sus fugitivos ó desertores. 

Los Cónsules y Comandantes de los buques de guerra 
pueden dirigirse áe oñcio á las Autoridades locales, recia- 
mando la entrega de aquellos criminales ó desertores, y si, 
por cualquier motivo^ rehusasen acceder á su demanda, 
pueden dirigirse á su gobierno para que, si hay lugar, se 
entable una demanda formal de extradición. 

Fuera de los casos de existir convenciones expresas para 
lo contrario, no vienen obligadas las Autoridades locales á 
acceder á las demandas de este género, y si bien las leyes 
del país pueden expresar que los extranjeros sin pasaportes 
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ú otros documentos que acrediten su personalidad, sean 
expulsados del territorio á titulo de vagamundos, no por 
esto pueden ser aprehendidos por los Comandantes ó Capi- 
tanes de los buques á que pertenecieron. 

Si la expulsión se efectúa por la frontera terrestre, el 
nuevo territorio que pisan los exime de la jurisdicción de 
quien dependen, y si aquella tiene lugar por la vía maríti- 
ma, los derechos de protección de la bandera que arbole el 
buque que los conduzca, no pueden ser violados por los 
Comandantes ó Capitanes de quien dependen. 

Las necesidades del comercio y las exigencias del servi- 
cio marítimo han aconsejado á todas las naciones el estable- 
cimiento de indulgencias en el severo ejercicio de sus de- 
rechos de jurisdicción territorial. La mayor parte de las 
civilizadas han convenido entre sí facultar á sus Cónsules 
respectivos para demandar de las Autoridades locales la 
extradición de criminales y desertores fugados de los bu- 
ques de guerra ó del comercio, imponiendo á aquellas Au- 
toridades el deber de acceder á las demandas de los Cón- 
sules. 

Los reglamentos consulares de casi todas las Naciones 
de Europa y América, prescriben á sus respectivos Cónsu- 
les la practica de esta demanda, apoyadas siempre en los 
tratados que cada una haya celebrado para asegurar el 
éxito. 

Los principios generales que sirven de apoyo á la extra- 
dición de criminales, las reglas para su demanda y práctica, 
y los casos en que deben concederse ó negarse aquellas 
extradiciones, parecen extrañas á la índole de esta obra, 
limitándonos, por consiguiente, á consignar aquí las prác- 
ticas que se observan en el Derecho Marítimo Internacio- 
nal, las facultades otorgadas á los Comandantes de buques 
de guerra españoles en puertos extranjeros y las concedi- 
das á nuestros Cónsules para los casos en que se asilen en 
tierra individuos pertenecientes á las dotaciones ó equipa- 
jes de buques españoles. 
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Pero lo que hace más patente la práctica de España en 
estos asuntos, en la segunda mitad del siglo último, son 
las Reales órdenes siguientes: 

Con fecha del 16 de febrero de 1776, se circuló á los Ca- 
pitanes Generales y Gobernadores de los puertos marítimos 
la siguiente Real orden : 

«El ministro de los Estados Generales de las Provincias 
Unidas, ha expresado, por una parte, los perjuicios que al 
buen servicio de la marina de la república de Holanda re- 
sultaban de la práctica establecida de no restituirse en los 
puertos de España los desertores que, de los buques de 
guerra holandeses, se refugian en tierra, así los soldados, 
como los malhechores españoles que hagan fuga, y se aco- 
jan á los valimientos de la república, solicitando mande 
S. M. se observe este método con los desertores holandeses.» 

»El Rey, que lleva por máxima constante la reciproci- 
dad on el trato con las potencias, en consecuencia ha resuel- 
to que, desde ahora en adelante, se restituyan todos los 
desertores, ya sean soldados, ya sean marinos ú otras per- 
sonas que hagan fuga de los navios holandeses surtos en 
los puertos de la Península^ sin que deba extenderse esta 
providencia á los buques de las demás potencias, pues éstos 
deben observar distinto método respecto á nuestros deser- 
tores y fugitivos.» 

»Particípolo á V. E. de orden del Rey para que en ese 
puerto se observe puntualmente, en lo sucesivo, lo que dejo 
aquí expuesto sobre el particular, no obstante cualquiera 
orden en contrario que antes se haya expedido.» 

»Dios, etc. Pardo, 16 de febrero de 1776.— El Marqués 
de Grimaldi.» 

El convenio entre los Reyes de España y Francia para 
la mutua entrega de reos de ciertos delitos que se pasen del 
uno al otro territorio, firmado en San Ildefonso el 29 de 
Septiembre de 1765, establece solomente que: <clos efectos 
que consigo llevan los desertores de los respectivos ejérci- 



— 357 — 

tos seréo entregados*, j aun qd la última dispoaicióa del 
artículo 3." dice: 

« Y por lo que mira á los vasallos de los d'is monarcas 
» que hubiesen cometido menores delitos (fuera de la de- 
» serción) y pasaren del uno al otro reino para librarse del 
» castigo, también ofrecen loe dos soberanos restituírselos 
» recíprocamente & la primera requisición que haré lo una 
» á la otra corte.» 

Con fundada razón dice nuestro Riquelme, al ocuparse 
de este tratado, que pudiera sospecharse, en vista de la ex- 
cepción establecida ea favor de los desertores que «ambos 
gobiernos trataban de protejer la deserción de sus ejér- 
citos.» 

En el artículo 8.° de la Convención entre las Coronas de 
Gspa&a y Dinamarca para ¡a restitución de esclavos y de- 
sertores en las Islas de Puerto Rico y en las danesas de 
Santa Cruz, Santo Tomas y San Juan, concluido y firmado 
en Madrid en 21 de julio de 1767, se ofrecen Su Magostad 
Católica y Su Mageslad Danesa, la restitución de los deser- 
tores de las tropas regladas y los milicias, con vestidos, ar- 
mas y cuanto llevaren. 

El artículo 19 del Convenio entre Bspaña y Francia para 
explicar ó ampliar el artículo 24 del Pacto de Familia, en 
punto á navegación, comercio marítimo y visita de embar- 
caciones, ajustado y firmado en Madrid en 2 de enero de 
1768. dice así: 

«Articulólo. Nada es más perjudicial al servicio y al 
comercio marítimo como la deserción de loa marineros al 
tiempo que los navios estén en los puertos: está convenido 
que no se dé asilo á los marinos desertores de los dichos 
navios, ni que se permita é los que se restituyen con 
pasaporte y avío de sus Cónsules á sus respectivos de- 
partamentos que lomen partido en las tropas de tierra; 
antes bien «que los Gobernadores, policías y jefes mili- 
tares do tierra y mar, presten mano fuerte y auxilio para 
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prenderlos y volverlos al Cónsul ó navio que los re- 
clame.» 

Nueve años después, en 3 de febrero de 1777, se pactó 
con Francia (artículo 1.*) «que los desertores, así de tropa 
» como de marinería matriculada de las dos naciones, serán 
» restituidos fielmente por una y otra parte, luego que 
» los reclamen los Oficiales respectivos encargados de su 
» cuidado» (*). 

El día 5 de junio de 1779, se firmó en Genova el Conve- 
nio entre España y esta República, para la recíproca extra- 

(^) £1 año siguiente de 1778 se convino con Portugal (articulo 6.^ 
del tratado de amistad, garantía y comercio, ajustado entre los Sobe- 
ranos de España y Portugal y firmado en el Pardo el 24 de Marzo 
de 1779), en que, «para mejor aplicación de los tratados y concordias 
antiguas del tiempo del Bey D. Sebasti&n, declaran los dos Altos 
Principes contratantes que, además de los cñmenes especificados en 
dichas concordias, se comprenden y han de comprender en las sxposi- 
ciones generales dichas, como si individualmente se hubiesen nom- 
brado, los delitos de moneda falsa, contrabando de extracción ó 
introducción de materias absolutamente prohibidas en cualquiera de 
los dos reinos, y deserción de los cuerpos militares de mar ó tierra, 
entregándose los delincuentes y desertores, bien que de los castigos 
que se hayan de imponer á estos tdtimos, se exceptúa la pena de 
muerte; que no podrá aplicárseles, ofreciendo ambos monarcas con- 
mutarla en otra que no sea capital. Para facilitar la pronta aprehen- 
sión y entrega de unos y otros, han resuelto los dos Altos Contra- 
yentes se ejecute, sin exigir otro requisito, todas las veces que lo 
reclamase el Ministro ó Secretario de Estado de los negocios extran- 
jeros de cualquiera de las dos potencias, mediante oficio que pase 
para ello, ya sea directamente, ó ya por los respectivos Embajadores 
de ambos soberanos; pero cuando sean los tribunales quienes soliciten 
la entrega de algún reo, se observarán las formalidades de estilo con 
los requisitos establecidos desde el tiempo en que se ajustaron las 
mencionadas concordias, etc., etc.» 

Las concordias y estipulaciones á que se refiere este articulo, son 
la 3.* y 4.* del titulo 36, libro 12 de la novisima recopilación, y 5.* 
del mismo titulo y libro en el articulo antecedente. 
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dickSn de reos y desertores, que expresa el modo con que 
se ha de proceder en los casos de deserción y abrigo en lie* 
rra ó á bordo de las embarcaciones de guerra ó mercantes» 
la forma en que deben hacerse las demandas para obtener 
las extradiciones, y los derechos y obligaciones, así de los 
Comandantes y Capitanes, como de los Cónsules y justicias 
locales. 

El artículo 2.*" dice textualmente: 

«Dichos Cónsules y Vicecónsules y, en falta de éstos, los 
mismos Capitanes y patrones de las embarcaciones de ban- 
dera española, deberán hacer entregar ó sea restituir á la 
República los desertores de ella, y cuando no tuviesen más 
delito que la simple deserción, bien que habiendo desertado 
con armas y vestuario, deberán ser exentos de castigo; pero 
si hubiesen cometido algún otro delito más que la deserción, 
deberán ser entregados como reos y, como tales, quedarán 
sugetos á castigo, que no podrá extenderse á la deserción, 
pues á causa de ella siempre deberán ser exentos de casti- 
go, no sólo los soldados, sino asimismo los buenaooycis, for^ 
zadoa 6 esclavos que desertaren de las galeras de la Re- 
pública». 

En el artículo 3.° se conviene que con los desertores se 
restituirán las armas y vestuarios que se hubiesen llevado, 
y á los reos de latrocinios, cuanto se les hallare al haber 
llegado á bordo de las embarcaciones de bandera espa- 
ñola. 

Por el artículo 4.'' se obliga la República de Genova á 
observar igual cuidado con los desertores y reos españoles 
que se asilen en sus buques. 

Una de las disposiciones del artículo 6.^ estipula: 

«Tocante á los desertores, buenavoyas 6 esclavos , debe- 
rán restituirse á la República y recíprocamente á las em- 
barcaciones de guerra de S. M., toda suerte de desertores, 
á saber: soldados, marineros y cualesquiera otros individuos 
que de dichas embarcaciones se huyeren á tierra de la Re- 
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pública y en ella se manifestaren, 6 estando escondidos 
viniesen á ser descubiertos». 

Por el artículo 24 del tratado de paz y amistad, entre Es- I 

paña y la Regencia de Argel, ajustado y firmado el 14 de 
junio de 1786, prohibe á los buques de guerra españoles en 
los puertos de la Regencia, y á los corsacios argelinos en las 
aguas de España, dar asilo á presidiarios y esclavos, «los 
que deberán devolverse con la condición de no ser castiga- 
dos por la fuga». 

El artículo 7.^ del- Convenio entre España y Holanda, 
para restituirse mutuamente los desertores y fugitivos de 
sus colonias americanas, firmado en Aranjuez en 23 de 
junio de 1791, se refiere á los soldados que desertasen 
de ambas banderas en América, que deben restituirse 
á la parte que los reclame, mediando demanda del Gober- 
nador de la Colonia, con equipo,. vestuario, armas, etc., et- 
cétera. 

En julio de 1791 (día 17), se aceptó y firmó el tratado de 
paz, amistad y comercio, entre S. M. Católico el Rey don 
Cérlos IV y el Bey y Regencia de Túnez. 

Dos de sus artículos corroboran la doctrina expuesta. 

En el artículo 6.® se estipula que «cuando en los ba- 
jeles españoles se encuentren vasallos de una nación ene- 
miga de Túnez, no podrán ser molestados no pasando de 
la tercera parte de la tripulación, pero si pasaren po- 
drán ser detenidos y hechos esclavos. Esto no se entien- 
de con los mercaderes y pasageros, cualesquiera que sea 
su número. Y si los tunecinos encontraren en bijque ene- 
migo algún mercante ó pasagero español, no se moles- 
tarán en modo alguno en su persona ó efectos que lleva- 
re, siempre que acredite su calidad y pertenencia con pa- 
saportes y pólizas de carga. De lo contrario^ podrá ser 
hecho esclavo y confiscarse sus bienes, ejecutando lo 
mismo los españoles con los tunecinos en igual caso». 

Este artículo y otros de diferentes tratados ajustados por 
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España, pueden oponerae, coa éxito, i los autores que sostie- 
nen el derecho de asilo en buque mercante. 

La tercera disposiciÓQ del artículo 19, establece la ¡qidu- 
Didad de la bandera eapa&ola en buque de guerra y la for- 
ma en que se han de extraer los criminales cuando, después 
de haber delinquido en tierra, se refugien en buque mer- 
cante español. 

«Tampoco podrá obligarse al Cónsul, dice, á hacer venir 
y buscar al esclavo que se refugiare en alguna nave de gue- 
rra de Espafia, y únicamente cuando ae refugiare en alguna 
embarcación mercante, se deberá restituir y castigar ai que 
hubíeae promovido la fuga y aL'que lo hubiese recibido y 
escondido. » 

En armonía con lo pactado coa diversas potencias y con 
las necesidades y prácticas del servicio militar, las Orde- 
nanzas generales de la Armada de 1793, en el tratado 2.°, 
Utulo V, artículos 95 y 96, facultan á los Comandantes ge- 
nerales de Escuadra para convenir, «tanto con los Coman- 
dantes de Escuadre ó Comandantes de las plazas 6 justicias 
locales, bajo la seguridad de que se recibirán absueltos de 
pena, la mutua entrega de desertores»; y el artículo 95 aña- 
de que «cuando la deserción esté complicada con otro 
delito grave, no se hará más que retener asegurado al reo 
hasta que, informado el Príncipe y Yo de las circunstan- 
cias del hecho, convengamos en lo que fuese de nuestro 
agrado». 

El artículo 96 expresa las formalidades para la práctica 
de estas facultades y cómo se han de observar. 

«Artículo 96. Oficiará para estos ajustes y otros cuales- 
quiera de recíproca conveniencia con que de su parto ase- 
gure la mejor disciplina de la Escuadra, observando con la 
mayor escrupulosidad cuanto pactase, y franqueará los au- 
xilios que le pidiesen en lo que tenga de arbitrio, acredi- 
tando su satisfacción y reconocimiento al hospedaje». 

El artículo 134 del tratado 3.*, titulo I de las mismas 
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Ordenanzas, hace extensivas dichas facultades á los Coman- 
dantes de buques sueltos en país extranjero. 

Por el convenio de 4 de octubre de 1794, entre el Co- 
mandante general del campo de Gibraltar, Conde de las 
Lomas y el Gobernador inglés de aquella plaza, Teniente 
general Mter. Bainefort, se estipula que serán mutuamente 
devueltos todos los desertores del ejército j armada, como 
asimismo los contrabandistas y fugitivos, con las armas y 
efectos que se. les hallasen, siempre que no hubieran de su* 
frir pena aflictiva ó capital, exceptuando los reos de deli- 
tos enormes, á quienes podrá castigárseles con presidio <5 
galeras. 

Las violencias empleadas en la Revolución francesa, los 
nuevos intereses creados con la liga con Inglaterra, y las 
guerras, sacudidas violentas y revoluciones en que se vió^ 
envuelta nuestra patria en los últimos años del pasado siglo 
y primeros del presente, hicieron olvidar á nuestros gobier- 
nos la conveniencia de celebrar tratados con las demás na- 
ciones para obtener la mutua extradición de criminales y 
desertores refugiados en sus respectivos buques y terri- 
torios. 

Ya en el año de 1819, restablecida y asentada la paz en 
Europa, y con algunos elementos de orden en la monarquía 
española, vuelven á aparecer las estipulaciones sobre fugi- 
tivos y desertores en el tratado celebrado con los Estados 
Unidos de América, concluido y firmado en Vashintong en 
22 de febrero del mismo año. 

Su artículo 13 está redactado en estos términos: 

«Artículo 13. Deseando ambas potencias contratantes 
favorecer el comercio recíproco, prestando cada una en sus 
puertos todos los auxilios convenientes á sus respectivos 
buques mercantes^ han acordado en hacer prender y entre- 
gar los marineros que deserten de sus buques en los puer- 
tos de la otra, á instancia del Cónsul, quien, sin embargo, 
deberá probar que los desertores pertenecen á los buques 
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que los reclaman, esto es, que el Cónsul español en puerto 
americano exhibirá el roll del buque j el Cónsul americano 
en puerto español, el documento conocido con el nombre 
de Artides; y constando en uno ú otro el nombre ó nombres 
del desertor ó desertores que se reclaman, se procederá al 
arresto, custodia y entrega al buque á que corresponda». 

En el artículo 1.^ del Convenio definitivo entre las Cor- 
tes de España y Portugal, para la mutua entrega de malhe- 
chores, desertores y prófugos del alistamiento militar, fir- 
mado en Madrid el 8 de mayo de 1823, se vuelve á convenir 
en que «todos los desertores, reclutas ó mozos aIístados.para 
el servicio militar de España ó Portugal que fuesen recla- 
mados como tales por sus respectivos gobiernos, ya sea in- 
mediatamente, ya por las autoridades superiores de las 
provincias fronterizas serán recíprocamente entregados á las 
autoridades que los reclamen». 

El 21 de abril de 1838 se firmó en Gibraltar el Convenio 
para la mutua entrega dé desertores españoles é ingleses, 
ajustado entre los Gobernadores del campo de San Roque y 
la plaza de Gibraltar. 

De la obra del Sr. Riquelme copiamos el texto de este 
Convenio, que se halla también íntegro en la del Sr Bacar- 
dí, tomo II. 

«Artículo 1.* Todos los sargentos, cabos, soldados, tam- 
bores, pífanos ó cornetas del ejército español ó del real 
cuerpo nacional de marina, ó los reclutas á quienes haya 
tocado la suerte de soldados, que desertaren de los distritos 
de las Capitanías Generales de Andalucía y la costa de 
Granada y que se refugien y se presenten con armas, ves- 
tuarios ó caballos ó sin ellos, en la plaza de Gibraltar, ó 
que sean hallados á bordo de los pontones que tienen licen- 
cia, ó de los buques mercantes con pabellón inglés, en el 
puerto ó fondeaderos de Gibraltar, y todos los sargentos, 
cabos y soldados de las tropas británicas que estén de ser- 
vicio en Gibraltar, que desertaren á la línea española ó á 
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cualquiera de los puntos demarcados que anteceden, serán 
entregados á sus respectivas autoridades militares de Gi- 
braltar y comandancia del campo de San Roque, con cual- 
quier equipo militar que tengan. )^ 

«Artículo 2.^ Para que pueda efectuarse la captura de 
los desertores de que hace mención el artículo que antece- 
de, el señor Gobernador de la plaza de Gibraltar acompañará 
su reclamación con una descripción de la persona del deser- 
tor, como también si ha desertado con armas, vestuario, 
equipaje ó caballo, y el señor Comandante del campo ob- 
servará igual formalidad.» 

^iirtículo 3.^ Efectuada quesea la aprehensión, los de- 
sertores serán entregados por cualquiera de las partes en el 
estado en que hayan sido cogidos, y se hará toda diligencia 
para encontrar las armas, equipo y caballos con el objeto 
de que sean restituidas.» 

«Artículo 4.^ Durante la detención de un desertor cuan- 
do ésta exceda el término de veinticuatro horas, se le su- 
ministrarán para su subsistencia dos reales vellón diarios, 
que le serán abonados á la parte que haga el adelanto.» 

«Artículo 5.° Se ha de entender claramente que este 
convenio no comprenderá á los reos políticos, sino que es 
puramente para fines militares, y en ningún caso servirá 
de alegato para pretender la entrega de personas acusadas 
de delitos políticos.» 

»Gibraltar 21 de abril de 1838, firmado. El Comandante 
General del Campo de San Roque, Ramón Sánchez Salva- 
dor, Alexander Wordford, mayor general gobernador de 
Gibraltar.» 

«Artículo adicional. Los desertores que sean entregados 
por cualquiera de las partes, bien sea que se hayan pre- 
sentado ellos mismos, ó que hayan sido aprehendidos, no 
podrán en ningún caso sufrir la pena de muerte, y ambas 
naciones prometen conmutarla por otra que no sea pena 
capital.» 
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»Gibraltar21 abril de 1838, firmado. El Comandante 
General del Campo de San Roque, Ramón Sánchez Salva- 
dor, Alexander Wordford, mayor general gobernador de 
Gibraltar.» 

£1 artículo 12 del Convenio entre S. M. la Reina de 
España y la república francesa para asegurar la recíproca 
extradición de los malhechores, firmado en Madrid el 26 de 
agosto de 1850, declara nulo y sin ningún valor el Conve- 
nio de 29 de septiembre de 1765. 

El artículo 2.'' especifica los crímenes ó delitos por los 
cuales debe demandarse y obtenerse la extradición de cri- 
minales ó delincuentes: nada se estipula en este Convenio 
respecto á desertores del ejército ó Armada. 

En 6 de septiembre de 1857 se firmó en Turín el Conve* 
nio entre S. M. la Reina de España y S. M. el Rey de Cer- 
deña, para asegurar la recíproca extradición de malhecho- 
res: sus disposiciones son casi iguales á las incluidas en el 
de 1850 can la Francia; á pesar de ser más lata en parte, 
nada habla tampoco de desertores. 

Bajo las mismas bases y sólo referente á malhechores se 
han celebrado estos últimos años los tratados ó convenios 
siguientes: 

Con S.'A. S. el señor Príncipe de Monaco, en París el 
16 de junio de 1859. 

Con Prusia, en Berlín el 5 de enero de 1860. 

Con los Países Bajos, en la Haya el 5 de noviembre de 
1860. 

Con Baviera, en Viena el 28 de junio de 1860. 

Con el Gran Ducado de Badén, en Yiena el 24 de Di- 
ciembre de 1870. 

Con Austria, en Viena el 17 de abril de 1861. 

Con el Gran Ducado de Hesse, en Danstadt el 17 de fe- 
brero de 1862. 

Con Hannover, en Aranjuez el 13 de mayo de 1863. 

Con Witemberg, en Franfort sobre el Main el 14 de 
mayo de 1864. 
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CoB el Gran Ducado de Oldemburg, en Francfort sobre 
Mein el 3 de junio de 1864. 

Con Sajonia, en Dresde el 8 de enero de 1866 y en Ber- 
lín el 30 del mismo mes y año. 

Con Portugal, en Lisboa el 28 de junio de 1867. 

Con Italia, en Madrid el 3 de junio de 1868. 

Respecto á marineros desertores en estos últimos años 
se han celebrado varias convenciones 6 estipulado artículos 
de tratados, sobre la mutua entrega de aquéllos. 

Algunas, como la celebrada en Ñápeles el año de 1854, 
ha perdido su eficacia, por haberse este antiguo reino de 
las Dos Sicilias agregado á la corona de la casa de Saboya: 
no dejaremos por esto de insertarla, siquiera como modelo 
de las convenciones de esta clase. 

Su texto, aparte de los títulos de los respectivos pleni 
potenciarios, es el siguiente: 

El Gobierno de S. M. la Reina de España y el Gobierno 
de S. M. el Rey del reino de las Dos Sicilias, deseando arre* 
glar de común acuerdo las cuestiones relativas al asunto y 
entrega de los marinos desertores de los buques de sus res- 
pectivos Estados, han convenido en adoptar las disposicio- 
nes siguientes: 

Los Cónsules generales, Cónsules y Vicecónsules de Es- 
paña en el reino de las Dos Sicilias, y los Cónsules genera- 
les, Cónsules y Vicecónsules del reino de las Dos Sicilias 
en España y sus posesiones, podrán hacer arrestar y devol- 
ver, sea abordo, sea á sus respectivos países, los marineros 
y todas las otras personas que haciendo regularmente parte 
de las tripulaciones de los buques de su respectiva nación, 
con otro título que el de pasajeros hubieren desertado de 
los mencionados buques. Para este objeto acudirán á las 
autoridades locales y comprobarán con los registros del bu- 
que y el rol de la tripulación, ó si hubiere partido el buque, 
con la copia de dichos papeles debidamente certificada por 
ellas mismas, que los hombres que reclaman hacían parte 
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de la mencionada tripulación. Bn vista de esta demanda no 
podrá ser negada la entrega. 

Les será dada además toda clase de ayuda j asistencia 
para el descubrimiento y arrostra de los dichos desertores, 
los cuales serán también destenidos y custodiados en las 
eárceles del país á petición y á espensas de los Cónsules» 
hasta que estos agentes hayan hallado una ocasión para 
hacerlos partir. — Bien entendido que si esta ocasión no se 
presentare en el espacio de tres meses, á contar desde el 
día del arrostro, los desertores serán puestos en libertad, 
sin que pudieren ser arrestados de nuevo por el mismo 
motivo. Sin embargo, si el desertor hubiere cometido ade- 
más algún delito en tierra, su extradición podrá ser diferida 
por las autoridades locales hasta que el Tribunal competen- 
te haya pronunciado debidamente su sentencia en el se- 
gundo delito y haya obtenido la sentencia misma, cumpli- 
miento. 

Queda igualmente establecido que cuando los marineros 
ó otros individuos de la tripulación sean, subditos del país 
en que suceda la deserción, permenecerán en tal caso ex- 
ceptuados de las estipulaciones de la declaración presente. 

En fe de lo cual, los infrascritos en nombre de sus res- 
pectivos Soberanos, han firmado por duplicado la presente 
declaración, sellándola con su sello.. 

Hecho en Ñapóles el 11 de mayo de 1854. (L. S.), firma- 
do. Salvador Bermudez de Castro.— (L. S.), firmado. Luis 
Caraia. 

Por Real Decreto del 27 de abril del mismo año, se man- 
dó cumplir y observar en España la declaración anteceden- 
te: pocos días antes por otro Real Decreto se había hecho 
el mismo mandato en el reino de las Dos Sicilias. 

Con fecha del 7 de febrero de 1855 se celebró en Madrid 
un acuerdo entre el señor Ministro de Estado y el señor 
Ministro residente de S. M. el Rey de los Belgas, en esta 
corte, para el arrostro y recíproca entrega de los marine- 
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ros desertores de los buques de España y Bélgica, cuyas 
disposiciones son enteramente iguales á las contenidas en 
la declaración cangeada en Ñapóles, á excepción de que 
ésta estipula que á los tres meses de estar el desertor dete- 
nido en la cárcel por no haberse presentado ocasión de res- 
tituirlo á su buque ó patria, ó no haber dispuesto de su 
persona el Cónsul á cuya disposición estaba, será puesto en 
libertad, y el celebrado en Bélgica estipula bajo las mismas 
condiciones y circunstancias, el plazo de dos meses. 

£1 día 21 de diciembre de 1859 se firmó en Londres la 
declaración siguiente: 

£1 infrascrito, enviado extraordinario y ministro pleni- 
potenciario de S. M. Católica, en virtud de orden que ha 
recibido de su Gobieano, está autorizado para hacer la de- 
claración siguiente. Los Cónsules generales, Cónsules y 
Vicecónsules del Reino Unido de la Gran Bretaña é Irlanda, 
en España y sus posesiones, podrá hacer arrestar y enviar 
sea á bordo^ sea á su país, los individuos de las tripulacio- 
nes de los buques mercantes británicos que hubiesen de- 
sertado de los mencionados buques. Para este efecto acudi- 
rán á las autoridades locales competentes y justificarán 
con los registros del buque ó el rol de la tripulación, ó con 
copia de los dichos papeles debidamente certificados por 
ellos mismos ó con otros documentos oficiales, que los indi- 
viduos que se reclaman hacían parte de la tripulación ex- 
presada. En vista de esta demanda, apoyada de este modo, 
no podrá ser negada su entrega. Se dará toda clase de ayu- 
da y asistencia á los Cónsules y Vicecónsules de la Gran 
Bretaña para el descubrimiento y arresto de los dichos 
desertores. Si el desertor hubiese cometido además algún 
delito en tierra, su entrega podrá ser deferida por las au- 
toridades locales, hasta que el Tribunal competente haya 
pronunciado debidamente su sentencia por este delito y esta 
sentencia haya recibido cumplimiento. De esta declaración 
quedan exceptuados los individuos de la tripulación que 



sean subditos españoles, á menos que hayan adquirido car- 
ia de naturaleza de otro pafs. El Goberoador de S. M. Ca- 
tólica se obliga á dar á la presente declaración fuerza de 
le; ínternacioDal. 

Londres veintisiete de diciembre de mil ochocientos cin- 
cuenta y nueve, firmado. Javier Isturiz. 

Con fecha 23 de enero de 1860 se publicó en Londres 
uD decreto relativo á la declaración anterior, cuyas dispo- 
siciones, aparte del preámbulo, son las siguientes: 

(Traducción oficial, ministerio de Estado). 

«A.hora, por tanto, S. M. en virtud del poder con que 
se halla investida por dicha ley eobre desertores extranje- 
ros de 1852, y por y con el dictamen de su Consejo privado, 
tiene á bien mandar y declara, y por la presente se manda 
y declara, que desde y después de la publicación de ésta en 
le Gaceta de Londres, los marineros, no siendo esclavos, 
ni subditos ingleses que dentro de los dominios de S. M. la 
Reina, desertaren de buques mercantes pertenecientes ó 
subditos de S. M. la Reina de España, estarán sujetos á ser 
aprehendidos y conducidos á bordo de sus respectivos bu- 
ques, siempre con tsl que, si cualquiera de estos desertores 
ha cometido algún crimen en los dominios de S. M. pueda 
ser detenido, basta (anlo que haya sido juzgado por el Tri- 
bunal competente y hasta que se haya llevado á erecto su 
sentencia (si recayere alguna). 

Y los muy Honorables Lores, comisionados del Tesoro 
de S. M. y el Secretario de Estado para los negocios de la 
India, en Consejo, darán las disposiciones necesarias en 
ésta. Nin L. Batuerst (Secretario del Consejo privado). 

Con fecha de 19 de abril de 1860 se expidió en España 
el Real Decreto, mandándolo observar la declaración de 
nuestro ministro Plenipotenciario en Londres, desde el 
mismo día en que el Gobierno inglés dio el suyo antece- 
dente. Desde el 24 de enero del mismo año, tiene fuerza de 
ley para ambas naciones las declaraciones hechas por el 
Plenipotenciario de España, y las iguales contenidas en el 
Decreto de S. M. la Reina de Inglateris. 
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delito en tierra, podrá la autoridad local diferir la extradi- 
ción hasta que el Tribunal haya dictado su sentencia y ésta 
haya recibido plena y entera ejecución. 

Las Altas Partes contratantes contienen en que los ma- 
rineros y otros individuos de la tripulación, subditos del 
país en que tenga lugar la deserción, están exceptuados de 
las estipulaciones del presente articulo». 

Este artículo está corroborado por el 22 del Convenio 
entre España é Italia, para fijar los derechos civiles de los 
subditos respectivos y las atribuciones de los Agentes con- 
sulares, destinados á protegerlos, firmado en San Ildefonso 
el 21 de julio de 1887. 

El artículo 25 del Convenio entre España y Francia para 
fijar los derechos civiles de los respectivos subditos y las 
atribuciones de los Agentes consulares, destinados á prote- 
gerlos, firmado en Madrid en 7 de enero de 1862, es copia 
del 22 del ajustado con Italia en 1867, á excepción de que 
éste se refiere á desertores de los buques de guerra y mor- 
cantes, cuando el de Francia sólo hace mención de los de- 
sertores de los buques del comercio respectivo. 

Las estipulaciones respecto á desertores con el Imperio 
de Marruecos, se encuentran en el Tratado de comercio ce- 
lebrado con este Imperio y firmado en Madrid en 20 de no- 
viembre de 1861. 

Derogadas, como en otro lugar hemos ya dicho, las an- 
tiguas estipulaciones ajustadas entre España y Marruecos, 
por el artículo 61 de este tratado, no hemos hecho mención 
de aquellas que se refieren á desertores; insertamos copia 
de la de este, que no son otra cosa que la condensación de 
aquellas estipulaciones. 

«Artículo 17. Las Altas Partes contratantes han conve- 
nido en no recibir á sabiendas, ni mantener á su servicio, 
subdito alguno que hubiere desertado del ejército, armada 
ó presidio respectivos. Los subditos de S. M. Católica que 
desertaren del ejercito, de la armada ó de los presidios es- 
pañoles, serán conducidos, desde luego que lleguen al terri- 
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torio de Marruecos, á la presencia del Cónsul general de 
España, quedando á su disposición para cumplir, respecto 
^ á ellos, lo que ordene el Gobierno español, y pagando éste 

'^v los gastos de conducción y manutención de dichos deserto- 

k res, obligándose el Gobierno marroquí, por el presente artf- 

f\, culo, á entregar expontáneamente los desertores españoles; 

|v no será obstáculo para ello el pretexto alegado hasta ahora, 

^. de abrazar el mahometismo, para eludir la pena á que se 

hayan hecho acreedores». 
V «Artículo 18. Si un individuo de la tripulación de un 

buque de cualquiera de las partes contratantes, desertase 
en un puerto de la otra, las autoridades locales estarán 
obligadas á prestar la asistencia necesaria para su aprehen- 
sión al Cónsul, Vicecónsul ó Agente consular que lo recla- 
me, y nadie ampararé, ni dará asilo á estos desertores. 

Las Altas Partes contratantes convienen en que los ma- 
rineros y otros individuos de la tripulación, subditos del 
país en que tenga lugar la deserción, así como los esclavos 
marroquíes que desertaren en los puertos españoles^ estal 
rán exceptuados de las estipulaciones contenidas en el pá- 
rrafo anterior». 

£1 artículo 12 del Convenio consular entre España y el 
Brasil, Grmado en Río Janeiro el 9 de febrero de 1863, con- 
tiene iguales estipulaciones respecto á desertores que las 
incluidas en el 22 de igual clase, celebrado entre España é 
Italia; puede afirmarse que, aparte de ligeras diferencias en 
la letra, ambos artículos son exactamente iguales. 

En el tratado de amistad, comercio y navegacióo, ajus- 
tado entre España y China y firmado en Tien Tsin, el 10 de 
octubre de 1864, se estipula (art. 18), que: 

«Todo subdito chino culpable de algún delito que en 
cualquiera de los puertos de China busque asilo en la habi- 
tación ó abordo de un buque de algún subdito español, 
lejos de ser acogido y ocultado, será entregado á las autori- 
dades chinas después que éstas lo reclamen al Cónsul espa- 
ñol establecido en aquel puerto. De la misma manera si 
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alguno ó algunos marineros españoles se desertaren de su 
buque y se refugiasen en alguna embarcación ó casa china, 
la autoridad local, tan pronto Como haya recibido la recla- 
mación del Agente de S. M. Católica al efecto, tomará las 
medidas necesarias para descubrir al prófugo, y después de 
arrestadolo entregará al dicho Agente del Gobierno español». 

£1 Convenio sobre atribuciones y prerrogativas de los 
Cónsules de España y Portugal, celebrado en 26 de junio 
de 1845, quedó sin efecto por el artículo 39 del celebrado 
con este reino para regularizar las atribuciones de sus 
Agentes Consulares y los derechos civiles de sus respectivos 
subditos, firmado en Madrid el 21 de abril de 1866. 

El artículo 15 encierra las mismas estipulaciones que 
las contenidas en el 22 del ajustado con Italia y el 12 del de 
igual clase concluido con el Brasil: agregando sólo á estas 
estipulaciones generales las particulares de conceder un 
plazo de ocho días á los Cónsules respectivos, á contar des- 
dt5 el día del arresto del desertor, para probar á la autoridad 
local, por medio de los documentos exigidos en el artículo, 
que el individuo detenido pertenece realmente á un buque 
de guerra ó mercante español ó portugués; «pasado este 
plazo de ocho días el arrestado será puesto en libertad, me- 
diante aviso al Cónsul con tres días de anticipación y no se 
le podrá volver á arrestar por el mismo motivo». 

La segunda disposición del artículo 7 del tratado de 
amistad, comercio y navegación entre España y la Repúbli- 
ca de Liberia, firmado en Madrid el 7 de abril de 1868, está 
concebida en estos términos: 

«Especialmente se dará la ayuda más eficaz y pronta en 
ambos Estados contratantes, á petición de sus respectivos 
Agentes Consulares ó, en su lugar, á la de los Capitanes ó 
patrones de los buques, para el arresto y extradición de los 
desertores pertenecientes á los buques de guerra y mercan- 
tes de sus respectivos países. 

Dichos desertores serán admitidos en las cárceles públi- 
cas del país á petición de los Agentes, y conservados en 



-; Vio v^-^r .]•: ^;fiv^3^^.^^.fí' ' -y&PAS^ ' -- ■. ^"-AS^V'A^-I Í tív'^/Í3^Sfi\':M5N' VG^J3G^S^P/íiv^ '.tí^- ví^ ■ 



CAPITULO XIV 



CEREMONIAL MARÍTIMO 



Al conjunto de prácticas civiles y corteses que tienen 
ejercicio en tiempo de paz entre buques de guerra de dife* 
rentes naciones; á los honores y saludos hechos y devueltos 
por éstos á las plazas, fortalezas, baterías y personas de 
alta gerarquía extranjeras» y á las demostraciones de públi- 
co regocijo ó duelo á que se asocian los buques de guerra 
en los puertos de otra potencia, es á lo que se llama Cere- 
monial marítimo. 

El Ceremonial marítimo, es hijo de los usos, de las cos- 
tumbres, de las prácticas civilizadas de las naciones y aua 
de loa tratados: no puede invocarse como un derecho abso- 
luto ó primitivo, pues la perfecta independencia é igualdad 
de cada una se opone á esta exigencia que. le haría perder 
su carácter de cortesía voluntaria, para tomar el de una se- 
ñal de sumisión, de inferioridad que está en conflicto con 
lo derechos de soberanía. 

Apoyado en sus derechos de independencia cada Estado 
soberano, lo tiene perfecto para determinar, por sí mismo, el 
ceremonial que se ha de observar en sus puertos, territorio 
marítimo y zona territorial, ya sea á sus buques de guerra, 
respecto á los mercantes nacionales ó extranjeros, ya á las 
marinas militares de otras potencias entre sí ó con los bu- 
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los oficiales en los saludos en la mar ó á la entrada de los 
puertos, han convenido en declarar que en adelante no 
tendrán lugar los saludos en la mar ó á la entrada de los 
puertos entre ios buques de las dos naciones, cualesquiera 
que sea la especie de estos y el grado de los oficiales que 
lo manden.» 

En la circular á los Capitanes generales de provincias 
españolas, fechada en San Ildefonso el 15 de agosto de 1741, 
manda el Rey «que en todas las plazas y puertos de la na- 
ción -y costas de sus dominios, se hagan los saludos corres- 
pondientes que están arreglados y se practican á cualquiera 
armada, escuadra ó navios de guerra sueltos de las demás 
potencias amigas ó neutrales, que llegaren á dar fondo en 
los parajes que les convenga, precediendo el que ellos sa- 
luden como deben para ser correspondidos, empleándose á 
este fin la pólvora que fuere precisa siempre que se ofrezca, 
y también la que se necesite para el saludo que pertenece 
á los embajadores extraordinarios que, defuera del reino, 
vinieren á la corte y transitaren por alguna plaza de guerra 
, en las provincias, etc., etc., que no debe entenderse para 
no ejecutar los referidos saludos, que mande S. M. se ha- 
gan como antes sin intermisión en adelante.» 

Siete años después en 1748, aparecieron las célebres or- 
denanzas españolas para el Gobierno militar, político y 
económico de la Armada Naval. 

En su parte primera, tratado tercero, título IV de los 
saludos, se prescribe el ceremonial marítimo qne debía ob- 
servarse en los puertos y territorios marítimos de España 
por los buques de cualesquiera clase nacionales y extran- 
jeros, así como el que estaban obligagos á practicar en ma- 
res libres los buques de nuestra marina militar. 

En esta época aun se admitía en Europa la gerarquía 
entre naciones, es decir, concediendo á todas y á cada una 
los mismos derechos y obligaciones, se consideraban supe- 
riores ó inferiores según la gerarquía del Jefe del Estado. 
Las Testas coronadas, los Reyes de Derecho Divino eran 
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en las costas de mis reinos, 6 entrando y saliendo de mis 
pnertos pasaren por la inmediación de los navios. 

El artículo XXXVII se refiere ya á los saludos á plazas 
y fortalezas extranjeras por los buques de guerra españoles: 
está basado en el principio de reciprocidad, en caso de 
igualdad de gerarquías entre los soberanos propietarios de 
las plazas y buques; su letra es como sigue: 

«Cuando mis navios ó escuadras entraren en puertos per- 
tenecientes á otros Príncipes, no previniéndole en sus ins- 
trucciones lo que deban de efectuar, procurarán informarse 
de lo que se haya practicado en punto á salado, con insig- 
nias iguales de otras Testas coronadas y asegurados de 
igual correspondencia podrán saludar, y no de otro modo; 
y si no hubiere ejemplares anteriores sobre que gobernarse, 
registrarán su capitulación por lo que queda establecido, 
debe practicarse con las plazas de mis dominios, bien en- 
tendido han de ser Testas coronadas, porque siendo de 
otros Príncipes inferiores ó Repúblicas habrán de saludar 
primero á toda bandera cuadra, y responderá la corneta 
tiro é tiro.» 

El artículo XXXVIII establece los honores exteriores 
que se han de hacer ó los personajes extranjeros que en sus 
puertos visiten á los navios de guerra españoles. 

*Y si estando alguna escuadra ó navio de la Armada 
anclado en puerto extranjero pasare á visitar al Comandan- 
te, su Gobernador, Capitán General ú otro personaje de 
graduación, se saludará á proporción dicha según se esta- 
blece en el artículo XTX.» 

En 2 de julio de 1770 se reiteró la orden para la obser- 
vación de las prácticas acostumbradas en los saludos á los 
navios de Testas coronadas y de Repúblicas, á los Gober- 
nadores y Comandantes de las plazas marítimas que según 
ordenanza deban saludar. 

En 5 de diciembre de 1777 se ordenó que en los casos de 
arribar á puertos españoles alguna embarcación rusa, se le 
hagan los honores con igual número de tiros que ella dispare. 
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Comandantes de escuadras de otros Principes; pero en los 
demás buques subalternos sólo se les hará el saludo de voz 
con los demás honores militares al desembarcar; y cuando 
los Comandantes de mis escuadras fueren saludados en sus 
visitas á baxeles de guerra extranjeros, se contestará de 
sus bordos proporcionalmente al carácter del que saluda, y 
según ellos lo hubiesen practicado en igual caso: corres- 
pondiendo igualmente en otro' ciíalquier ceremonial de 
agasajo, por ejemplo, arbolar la insignia de Comandante 
General de escuadra extranjera en las ocasiones de tenerlo 
convidado con algún motivo de celebridad, sin omitir reci- 
procidad alguna de obsequio aun la de saludar al cañón en 
iodos los buques al Comandante general extranjero, si se 
hiciere lo mismo en los suyos con el de mi escuadra.» 

El artículo 41 contiene las disposiciones del 28 de las 
Ordenanzas de 1748, añadiendo que no sólo en la mar, sino 
en los puertos extranjeros en que se hallaren buques de 
guerra de otro Príncipe, no harán ni exigirán saludo los es- 
pañoles, etc., etc. 

Quedan reproducidas en el artículo 44 todas las disposi- 
cioBOS del XXXI de las Ordenanzas del 48. 

En las primeras disposiciones del artículo 45 quedan con- 
signadas las del XXXII de las citadas Ordenanzas, añadiendo 
después, como justa medida de reciprocidad, que los buques 
mercantes españoles deben también arriar sus gabias cuan- 
do, navegando á la vista de costas, ó entrando ó saliendo en 
puerto, se encontrasen con buques de guerra del Príncipe 
<;uyas fuesen aquéllas y éstos. 

Todas las disposiciones del artículo XXXVII de las Orde- 
nanzas del 48, están contenidas en los primeros del 51 de 
éstas del 93, añadiendo este último: 

«Y aunque haya otra insignia superior en el mismo 
puerto, no será óbice para que el que llega haga el saludo 
á la Plaza si fuere esta la práctica, y lo mismo á la salida 
donde la hubiese, como en reconocimiento al hospedaje; 
supuesto siempre el acuerdo de la correspondencia en los 
términos expresados». 
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Y por último el articulo 52 dice: 

«Se observará también la práctica que hubiese en las 
Plazas de puertos extranjeros, sobre contestar desde ellos á 
los saludos que se hicieren á sus CoqFiandantes generales 6 
Gobernadores, y si lo executasen se hará lo mismo con los 
baxeles comandantes, cuando la Plaza saludase á su des- 
embarco á los de mis Escuadra. 

La real orden del 7 de febrero de 1799, se refiere á la 
eztricta observancia de los artículos de la Ordenanza de 1793 
respecto á saludos hechos por buques extranjeros. 

Poco tiempo después de la promulgación de estas últi- 
mas Ordenanzas^ empezó á desaparecer en £uropa el absur- 
do sistema de saludar con dos tiros, menos á los pabellones 
de Príncipes inferiores y Repúblicas. 

El decreto de la Convención nacional de Francia de 19 
de Nivoso, año II de la República (9 de enero de 1794), 
m^nda que: 

«Los Comandantes de los navios y buques de guerra de 
la República devolverán el saludo, tiro por tiro, ó todo bu- 
que de guerra de las potencias extranjeras». 

El artículo 22 del tratado de 1801 entre Suecia y Rusia, 
dice: 

«Respecto al saludo en la mar entre los navios de guerra 
de las dos Altas Partes contratantes, se ha convenido arre- 
glarlo bajo el pie de una perfecta igualdad entre las dos co- 
ronas. Cuando ios navios de guerra se encuentren en la 
mar, el saludo seguiré el rango de los Oficiales comandan- 
tes, de modo que el de un rango superior recibirá el primer 
saludo, que será devuelto tiro por tiro; si son de un rango 
igual no se saludará ni de una parte, ni de otra. Delante de 
los castillos, fortalezas y á la entrada de los puertos, el que 
sale ó el que entra saluda el primero y este saludo será de- 
vuelto tiro por tiro». 

El artículo 19 del tratado de 1809 entre las dos coronas, 
es copia textual de éste. 

Así, creemos poder augurar, que ya en esta época el sa- 



— 883 — 

ludo entre buques de guerra de diferentes naciones había 
perdido el carácter de sumisión, de dominio ó supremacía 
que en otras épocas quisieron darles las ridículos exigen- 
cias de Inglaterra y las bárbaras Ordenanzas de Luis XIV 
de Francia. 

Despojado de aquel odioso carácter, empezó á interpre- 
arla como el testimonio de la independencia de un pueblo 
soberano, como un homenaje de cortesía, de atención entre 
naciones que se estiman y respetan. 

Sin embargo, todavía en el año de 1802, en las confe- 
rencias para la paz de Amiens, el plenipotenciario Lord 
Gornwallis, rehusó, en nombre de su Gobierno insertar en 
el tratado un artículo parecido, en sus disposiciones, al 20 del 
tratado de 1787 entre Francia y Rusia (Ostolan, tomo I, pá- 
gina 333). 

Estas disposiciones de la Corte de Inglaterra no deben 
extrañar si se recuerda que en el tratado de 1784 con la 
Holanda, hizo insertar en el artículo 2 las disposiciones del 
4 de 1864 sobre saludos á las armas de Inglatera. 

La convención del 15 de enero de 1829 entre Dinamarca 
y Rusia, abolió el saludo entre los buques de guerra de 
ambas potencias, modiñcando al mismo tiempo el que de- 
bían hacer los mercantes. 

Con motivo de haber saludado en el puerto de Mahón el 
navio «Holanda)i> y el bergantín «Courrier», de la marina 
de los Países Bajos, el día de cumpleaños de S. M. el Rey, 
se mandó, con fecha de 16 de enero de 1826, «que siempre 
que tengan tal atención se corresponda por nuestras plazas 
con la misma en los días de su soberano». 

La real disposición de 7 de setiembre de 1828 está con- 
cebida en estos términos: 

«Habiendo dado cuenta al Rey nuestro señor, de una 
consulta del Capitán general de Mallorca, sobre si se ha de 
hacer saludo á los buques de guerra extranjeros que lo ha- 
gan en días de S. M., citando la real orden de 16 de enero 
de 1826, en la que se mandó corresponder con igual aten- 
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ciÓD respecto á udos buques holandeses que así lo veriQcfi- 
ron, se ha servido resolver el Rey nuestro señor, confor- 
mándose con lo expuesto por su Consejo supremo de guerra, 
que las Plazea espaflolas en cuyos puertos se hellen buques 
de guerra exlranjeros, deben saludar y hacer las mismas 
demostraciones de júbilo que hagan en los días de su so- 
berano». 

Las costumbres de otras épocas sobre plegar, arriar ó 
echar un nudo al pabellón con el objeto de que no dote du- 
rante el saludo, han desaparecido afortunadamente: símbolo 
de la soberana independencia de un pueblo, el pabellón 
que un buque arbola no debe arriarse nunca; sólo en ios 
casos de pedir auxilio ea cuando se usa echar un nudo ó la 
bandera. 

Es de un uso universal, que los buques de guerra llega- 
dos á un puerto exlraujero saluden primero á la Plaza, ar- 
bolando en el palo trinquete el pabellón del Estado propie- 
tario de ésta; semejantes saludos deben ser devueltos tiro 
por tiro ('); pero si los buques de guerra de una nación 
cualquiera omiten esta formalidad al fondear en los puertos 
de un Estado extranjero, no asiste derecho á este Estado, 
para exigir el saludo; éste, como ya hemos dicho, ea una 
muestra voluntaria de cortesía, de respeto, de atención de 
papellón á pabellón: siu duda podré acusársele al Estado 
cuyos buques no practican esta costumbre, de faltar á las 
oonvenleuciss, ¿ las cortesías ioternacioDales, pero nunca 

(*) He dado cuenta í la Reina goberaadora del expedienta ins- 
tmldo en consecuencia de lo manifestado por Y. E. en junio último, 
acerca de la necesidad de dictar una medida general para la contesta- 
ci6n é, los saludos que loa ttnqneB estranjeros hacen en los puertos de 
España j sus dominios de América, ; S. M. conviniendo con el pare- 
cer de la junta del Almirantazgo, quien ba encontrado justa y acer- 
tada la regla general propuesta por Y. E. en su citada coajnnicación, 
se ha dignado resolver que, aai en los pnertos de la perdnaula, como 
en los dem&s, sujetos á sn gobierno, en cnjos puntos artillados se 
tremole el pabellún nacional, á la entrada de buques de guerra ex- 
tranjeros, ge conteste tiro por tiro & los saludos que ¿ates bagan. 

(Beal orden de 30 de marzo de 1838.) 
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exigírselo como una obligación que heriría la suscepti- 
bilidad nacional é indisputables derechos de indepen- 
dencia. 

Otra de las costumbres que tienen un frecuente ejercicio 
en el ceremonial marítimo es, después de haber fondeado y 
saludado á una plaza extranjera, saludar también á las in- 
signias superiores que arbolen en el puerto los buques de 
guerra nacionales, del país ó extraños, para el buque 
entrante y puerto en que están fondeados; está en uso la 
misma práctica de arbolar en el palo trinquete el pabellón 
con que se cubre el buque á quien se trata de saludar; pero 
que con el fin de hacer una distinción que indique el objeto 
del saludo, se acostumbra á izar al mismo tiempo un foque 
ó dejar larga cualquiera vela; este saludo también debe ser 
devuelto tiro por tiro. 

Si bien, en rigor, el saludado no tiene esta obligación^ 
pues el saludo es personal en este caso, y las diversas orde- 
nanzas de todas las naciones marítimas marcan el número de 
cañonazos que corresponde á cada grado de la gerarquía mili- 
tar, debe, sin embargo, contestarse con igual número de tiros 
para no despertar añejas suceplibilidades, dando al mismo 
tiempo una prueba de galantería y aprecio á la nación cuya 
bandera ondea en el buque entrante. 

Es también de un uso universal que en los casos de en- 
contrar un buque de guerra en la mar á una escuadra ex* 
tranjera ó buque suelto que arbole una insignia superior, 
saludar el primero á dicha escuadra ó buque, devolviendo 
así el buque Comandante de aquélla como éste el saludo 
hecho tiro por tiro. 

Una de las partes más importantes del ceremonial marí- 
timo es la visita que los Comandantes de las escuadras ó 
buques sueltos, deben á las autoridades del puerto á donde 
llegan, á los jefes de su marina militar en él surto y á los 
de los buques extranjeros fondeados en aquellas aguas. 
Esta etiqueta internacional es de rigor y su ejercicio no 
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debe nunca olvidarseí interpretándose en estos casos como 
una falta de cortesía del pueblo que se sirve de funcionarios 
cuyos actos no están en armonía con las costumbres civiles 
y corteses que se admiten y practican entre pueblos cultos. 

Recíprocamente las autoridades del puerto y los Coman- 
dantes de los buques de guerra nacionales y extranjeros 
que en él se encuentren, deben, á su vez, enviar al buque 
entrante un oficial para saludar á su Comandante, ofrecién- 
dole sus respetos al mismo tiempo que los auxilios que pudie 
ra necesitar. Estas y las despedidas son las visitas 'que 
personalmente está obligado á devolver y hacer el Coman- 
dante del buque entrado. 

A las demostraciones de público regocijo 6 duelo que se 
hagan en el Eslado, en uno de cuyos puertos se encuentren 
fondeados los buques de guerra extranjeros, deben asociar- , 
se éstos siempre que, en su ejercicio, no lastimen el amor 
propio de otro Estado ó hieran su suceptibilidad nacional. 
Los pabellones extranjeros no deben tomar parte en festi- 
vidades tales como el aniversario de la independencia de un 
pueblo ó de una batalla ganada ú otras de este género, 
pues se ofende con esto á la antigua metrópoli ó al pueblo 
vencido. 

Pero si la festividad que se celebra es ofensiva para al- 
guno de los buques de guerra surtos en el puerto, con fun- 
* dada razón dice Riquelme que la prudencia aconseja per- 
manecer frío espectador y abandonar aquellas aguas. 

Estas prácticas aquí ligeramente indicadas son, en re- 
sumen, las que tienen ejercicio hoy entre pueblos civiliza- 
dos; fundadc^ hoy el ceremonial marítimo ^n principios de 
exacta reciprocidad, de perfecta igualdad, no puede ser 
como en otras épocas, causa de choques, de disgustos, origen 
de antipatías nacionales que dificultan tantas veces la cor- 
dial inteligencia entre muchas cortes de Europa. 
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CAPITULO XV 



DB LOS PIRATAS 



En el Derecho de Gentes se conocen y califican actos de 
piratería los condenados por la moral universal, los que en 
abierta oposición con todas las leyes divinas y humanas, 
con el derecho primitivo y secundario se imponen á Estados 
soberanos é independientes ó á ciudadanos extranjeros por 
la fuerza de las armas. 

Especialmente en el Derecho Marüimo Internacional se 
designan con el mismo epíteto las depredaciones, asesina-^ 
tos» robos y atropellos cometidos en la mar, en tiempo de 
guerra ó de paz, por buques que no pbedeceh á autoridad 
alguna, por aquellos cuya tripulacióa se compone de hom- 
bres dedicados exclusivamente al despojo violento de la 
propiedad particular de los subditos de todas las naciones 
navegantes. 

Estos delitos son los que la jurisprudencia de todas la& 
naciones civilizadas califican de crimenea de piratería, dis- 
tinguiendo á sus autores con el nombre de piratas. 

Una banda organizada de bandidos que roban y asesi- 
na en los caminos públicos^ que saquea las propiedades 



rústicas de los íoderensos habilaatea del campo, cae bajo et 
ÍDinedialo poder juriediccioDal del Estado eo cuyo territorio 
se cometen estos delitos; pero la mar es un lugar neutral 
que no se eacuentra sugeto á jurisdición deningún Estado, 
y los crímenes de esta Índole no lastiman únicamente ¿ los 
subditos de una sola nación: los piratas no respetan la na- 
cionalidad del buque; indistintamente roban y saquean los 
del comercio de todos los pueblos, ; de aquí nace el dere- 
cho de todas las naciones para prenderlos y juzgarlos. 

No se concibe que ainguaa nación cÍTÍlizada comisione 
los buques de su propiedad ó 'autorice á los del comercio 
de sus subditos para ejercer la piratería y, por consiguien- 
te, el pabellón que arbolen los piratas no puede protegerlos 
en manera alguna. En derecho, el verdadero buque pirata, 
carece de nacionalidad; ninguno puede ampararlo, ningún 
estado soberano querría maucharsu pabellón declarándolos 
BUS ciudadanos y someter, por consiguiente, á su juris- 
dición á hombres que del mismo modo roban y saquean los 
buques de sus compatriotas, que los del comercio eztranje. 
ro: fuera de la ley de las naciones, entes malditos que la 
sociedad rechaza, todos los pueblos navegantes tienen igual 
interés en su aprehensión y exterminio y, por consiguiente, 
así los Estados como sus ciudadanos tienen derecho para 
perseguirlos y prenderlos. 

Los piratas están excluidos del Derecho de Gentes, son 
los enemigos del genio humano, es lícito apoderarse de su' 
persona por todos los medios posibles; pueden ser detenidos 
en la mar por los buques de guerra de un Estado cualquie- 
ra y conducidos i los puertos del apresador para someterlos 
al juicio de sus propios tribunales. 

Pero se hace preciso distinguir entre los actos que el De- 
recho de Gentes califica de crímenes de piratería y aquellos 
designados con el mismo epíteto por las leyes interiores de 
algunas naciones. 

El crimen de piratería, cualesquiera que sea la neciona- 
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lidad de sus autores, puede ser juzgado por tribunales del 
Estado propietario del buque que ha hecho la captura: 
pero si una nación asimila á los piratas, los autores de cier- 
tos delitos no reconocidos como crímenes de piratería por 
todas las naciones civilizadas, estas leyes, como interiores del 
país que las dicta, no pueden aplicarse sino á subditos de 
aquel Estado, y sería un atentado á la independencia del 
pueblo ageno á estas disposiciones, declarar y hacer pasibles 
á sus subditos de las penas que aquellas pronuncien. 

Las leyes interiores de Inglaterra y de los Estados Uni- 
dos de América, ordenan sean tratados como piratas aque- 
líos de sus subditos que se dediquen al comercio de esclavos 
negros en la costa de África. En el tratado de 20 de diciem- 
bre de 1841, ajustado entre Inglaterra de una parte y Rusia, 
Austria y Prusia por otra, se conviene en considerar como 
actos de piratería la trata de esclavos negros destinados prin- 
cipalmente á las colonias europeas en las islas ó [continente 
americano. 

Pero ni de estas leyes interiores, ni de estos tratados ó 
convenciones análogas, puede legítimamente deducirse que 
la trata de negros, considerada bajo el punto de vista del 
Derecho de Gentes, constituye un crimen de piratería. 

La pasión de un gobierno, su loable filantrópico celo en 
favor de esos seres desgraciados prisioneros de reyezuelos 
que los venden como mercancía productiva y, sobre todo, los 
sagrados deberes de caridad que nuestra religión impone á 
todos los que la profesan y practican, pueden inspirar el 
pensamiento de castigar severamente é los subditos del Es- 
tado que se cubren con su pabellón para dedicarse á ese 
comercio inmoral que reprueba la conciencia de tosdos los 
pueblos cultos; pero sería hacer violencia á la razón, poner- 
se en completa oposición con el buen sentido y la justicia, 
admitir que los mismos perjuicios causan á la humanidad, 
que del mismo modo lastiman la libertad y seguridad de los 
mares, los que se dedican á ese ilícito tráfico, como los que 
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recorren en todas direcciones sin otro objeto que el robo y 
saqueo de las propiedades comerciales de todos los pueblos 
navegantes. 

Pero si al amparo de una mentida fílantropia, de un ar- 
diente amor á la justicia y á la práctica de los principios de 
nuestra cristiana religión, se oculta hipócritamente el deseo 
de adquirir el derecho de registrar, en plena paz, los buques 
de todas las naciones comerciales del universo, de alcanzar, 
por este medio indirecto, una preponderancia naval que al- 
gún día pudiera lastimar, no solóla libertad absoluta, sino 
también la comercial v la independencia de cada pueblo, 
fundados en la extricta libertad del Occeano debe rehusarse 
el reconocimiento de que la trata de negros constituye un 
crimen de piratería, y no admitir el ejercicio de los medios 
que para la extinción de este comercio, propone la nación 
que desde 1815, aparece en Europa como el paladín de esos 
sentimientos humanitarios que tanto se acuerdan con su 
propio comercio y desarrollo mercantil. 

El delito de motín abordo en puerto ó en la mar, con 
asesinato del Capitán ó pilotos, puede caliñcarse de crimen 
de piratería según el Derecho de Gentes. 

¿El buque á cuyo bordo se ha cometido el delito, el que 
ha caido en manos de una tripulación amotinada, puede ser 
perseguido como pirata y aquellos hombres, ciudadanos del 
Estado, bajo cuyo pabellón navegan, pierden sus derechos 
de ciudadanía y se hacen susceptibles del juicio y sentencia 
de un tribunal extranjero? 

Algunos autores no vacilan en calificar de actos de pira- 
tería esta clase de crímenes, porque, apoyados en la expe- 
riencia de pasados tiempos, suponen que, á fin de escapar de 
las penas que reservan las leyes patrias á los perpetradores 
de los crímenes de motín y asesinato abordo, se harán 
dueños del buque y mercancías, corriendo los mares por su 
propia cuenta y riesgo para robar y saquear los buques del 
comercio de todas las naciones: pero conviene distinguir 
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entre uno y otro delito; el verdadero de piratería estriba en 
robo y saqueo de las embarcaciones mercantes de cuales- 
quiera nacionalidad, y el de asesinato, por motín á bordo, no 
puede calificarse del mismo modo, porque real y verdade- 
ramente afecta sólo al Estado cuyo pabellón arbola el bu- 
que. El primero de los crímenes puede ser reprimido por 
cualquiera de las naciones marítimas del mundo, y la inte* 
ligencia y juicio del segundo compete única y exclusiva- 
mente á los tribunales del Estado propietario y, en tanto 
no se evidencie que la tripulación del buque amotinado ha 
cometido actos de verdadera piratería, no asiste derecho á 
nación alguna extranjera para perseguir y condenar á sus 
autores como piratas. 

El buque armado y provisto de órdenes de un gobierno* 
regular que persigue, destruye ó apresa los de guerra ó co- 
mercia de una nación determinada no puede considerarse 
como pirata, porque siendo el derecho de guerra inherente 
á la perfecta soberanía de un Estado, tiene facultades para 
confiar el ejercicio de este derecho á los buques que arbolen 
legítimamente su pabellón. 

El buque que recibe y acepta la comisión y todos sus 
tripulantes forman parte de la fuerza pública de su Estado, 
y por más que en el ejercicio de su derecho de guerra lasti- 
me, de una manera indirecta, los intereses de otro Estado, 
también soberano, no asiste derecho alguno para conside- 
rar á estos buques como excluidos del Derecho de Gentes. 

Este principio se aplica de igual modo á los buques de 
guerra como á los construidos única y exclusivamente para 
el tráfico y comercio y provistos de una comisión en forma 
de su gobierno. 

Cuando alguno de estos buques cometa vejámenes 
sobre el comercio de una nación determinada ú hostilice á 
los habitantes de una costa ó país cualquiera, no asiste de- 
recho á ninguna nación para condernarlos y tratarlos como 
piratas, pues obedecen á órdenes regulares de un gobierno- 
admitido en el concierto de las naciones. 
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Pero si un buque recibe y acepta comisión de un gobier- 
no beligerante para hostilizar el comercio dje una nación, su 
enemiga, pero en paz con el Estado cuyo pabellón arbola el 
buque, puede ser tratado como pirata, en la forma y modo 
que expresa el Derecho de Gentes? 

Esta cuestión envuelve dos importantísimas en el Dere- 
cho Internacional. 

1.^ Si asiste derecho á un Estado beligerante para otor- 
gar poderes á los ciudadanos de un Estado extranjero que 
les autoricen para combatir á su enemigo; y 

2.^ Si asiste derecho al Estado ofendido para considerar 
á estos extranjeros, ágenos á la guerra, como piratas. 

Gomo veremos después al tratar del derecho de guerra, 
los beligerantes lo tienen perfecto para combatir é muerte 
á su enemigo, por todos los medios directos y lícitos en ar- 
monía con la moral universal, independientes y soberanos 
tienen facultades para aumentar el número de combatientes 
en el modo y forma que estimen conveniente para causar 
mayores perjuicios ¿ su enemigo y, si algunos subditos de 
otras naciones se ponen á su sueldo, no ofende ¿ ninguna 
aceptando los servicios de estos hombres de guerra. 

Pero la nación hostilizada por estos hombres extranjeros 
para ambos beligerantes, tiene también un vital interés en 
que su enemigo no aumente sus fuerzas para que sean me- 
nores las ventajas que pueda alcanzar en la lucha: los sub- 
ditos de una potencia neutral que se mezclan directamente 
en la guerra, los que hostilizan á cualquiera de las poten- 
cias que tienen las armus en la mano, infringen el primer 
deber de la neutralidad y, si la nación orendida los declara 
y considera como ai-reedoresj al trato que merecen los pri- 
sioneros, los iguala á sus propios subditos y sanciona la in- 
fracción de aquellos deberes. 

Parece» pues, preciso la adopción de medios más efica- 
ces, de un trato más severo, para impedir que los subditos 
neutrales dañen eficazmente al enemigo de aquel á cuyo 
sueldo se ponen. 
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Apoyados en estas consideraciones, entendemos que los 
hombres que componen la tripulación de un buque extran- 
jero á sueldo de uno de los beligerantes, no pueden ser con- 
siderados en el Derecho de Gentes como enemigos re- 
gulares. 

Los que defienden el honor ó los intereses de su patria, 
los que combaten bajo su legítimo pabellón, los que recha- 
zan con las armas una invasión extranjera en su propio te- 
rritorio, defienden una causa santa para todos los pueblos ó 
prestan cumplimiento al deber que les impone esa religión 
de la bandera que obliga á combatir á todas las fuerzas 
públicas de los Estados civilizados. 

Por injusta que sea la causa que motiva la lucha, 
cada ciudadano aspira legítimamente á que sus servicios 
personales tengan un grado de utilidad eficaz para el Esta- 
do de que forma parte. 

Lo mismo en la guerra continental que en la marítima, 
las fuerzas regulares de los beligerantes pueden ser auxi- 
liadas por compañías francas ó buques corsarios que los 
ciudadanos del Estado armen para hostilizar al enemigo: 
en estos hombres se concibe así el deseo, como el deber de 
hacer la guerra para prestar cumplimiento á las sagradas 
obligaciones contraídas con la patria. 

Los Estados que en las guerras continentales toman ex- 
tranjeros á sueldo, los agregan á las fuerzas regulares de su 
ejército y los inscriben ó interpolan en cualquiera de los 
cuerpos de operaciones: el terreno en que vienen obligados 
á combatir estos extranjeros pertenece al enemigo ó es el 
propio territorio de la nación á cuyo sueldo se encuen- 
tran. 

Todos los intereses creados en ambos territorios, ya sea 
el propio, ya el ocupado por las fuerzas regulares, se en- 
cuentran de una manera permanente ó accidental someti- 
das á la acción de la potencia á quien sirven, que puede 
reprimir, en el acto, las depredaciones de estos mercenarios 
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cuyo único objeto en la guerra es el interés privado, el 
sueldo que perciben y los despojos del enemigo. 

El corsario extranjero, el buque armado en corso por 
haber recibido una patente para su ejercicio de un gobierno 
extraño al de su nación, se encuentra en peores condiciones 
y en caso distinto que las compañías francas extranjeras en 
la guerra continental. G>mo en tierra, el único objeto de 
aquellos hombres que aquí tienen más libertad, más ancho 
campo de acción y mayores probabilidades de éxito, es e^ 
interés privado, la presa que puedan efectuar sobre el co- 
mercio del otro beligerante. 

Separados generalmente de las fuerzas regulares de, mai* 
del Estado bajo cuya patente hacen el corso, parece mucho 
más fácil se aparten del cumplimiepto de las reglas admiti- 
das para su ej.ercicio y, bajo fútiles pretextos, turben el pací 
fíco comercio y navegación neutral. 

Por otra parte, las leyes fundamentales de las marina» 
mercantiles de todas las naciones civilizadas se infripgen 
con el armamento de estos corsarios: como hemos visto, cada 
una tiene leyes que expresan y determinan las condiciones 
indispensables, para que un buque mercante pueda cubrir- 
se legítimamente con los colores nacionales; así la cons- 
trucción del buque como la naturaleza de sus propietarios, 
el número de tripulantes nacionales y los documentos ofi- 
ciales que deben aqompañar al capeo, se expresan y deter- 
minan en aquellas leyes que han adqv^irido un cierto colo- 
rido internacional por su inserción en muchos tratados 
públicos. Para que estos buques puedan recibir una paten- 
te de corso de la nación á quf9. pertenecen, sq precisan otras 
condiciones que también expresan las leyes de su país y son 
una especie de garantía que precitan á sus respectivos go- 
biernos del buen uso que harán en la mar de los poderes 
que se les confíen. 

Con el hecho de aceptar la patente de corso d,e un go- 
bierno extranjero, se infringen todas estas leyes» perdiendo 
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el buque los derechos hacia la protección de la nación á que 
pertenece y no pudiendo adquirir la nacionalidad del Esta- 
do á cuyo sueldo se encuentra. 

En el Derecho de Gentes no se concibe un buque sin 
nacionalidad, pudiendo, por consiguiente, asimilarse é los 
piratas los que no arbolan legítimamente el pabellón de 
cualquiera de las naciones admitidas en el concierto de los 
pueblos cultos. 

A pesar de qtie este principio no está reconocido en Eu- 
ropa como formando parte de su derecho público, porque 
en ningún Congreso Internacional se haya hecho mención 
expresa ni aceptado pública y solemnemente por todas las 
naciones civilizadas, son tantos y en tal número los tratados 
públicos que lo sancionan, que puede admitirse como in- 
cluido en el derecho convencional ó, más bien, afirmarse con 
perfecta verdad, que el derecho convencional ha sancionado 
esta deducción lógica del modo de existencia admitido para 
las marinas mercantiles de todas las naciones civilizadas. 

Para adquirir la perfecta certidumbre del expreso ó táci' 
to reconocimiento de este principio, basta consultar los tra- 
tados entre Francia y Holanda en 1739, entre las Dos Sici- 
lias y Suecia en 1744. entre Suecia y Dinamarca en 1748, 
entre Inglaterra y Trípoli en 1751, entre Francia y los Es- 
tados Unidos en 1778, entre Dinamarca y Genova en 1789, 
entre los mismos Estados Unidos y Suecia en 1783 y 1827, 
entre la misma república americana é Inglaterra en 1794 y 
1806, entre aqnélla y Prusia en 1785, 1799 y 1828, y con 
alguna de las repúblicas del centro de América en 1825. 

Los fundamentos de la ley española sobre este asunto, 
se apoyan en el mismo principio. 

Los artículos 27 y 28 de las Ordenanzas de Corso de 1801. 
declaran que serán considerados como piratas, los buques 
que carezcan de patente de corso ó sea falsa la que se les 
encuentre, reputándose y tratándose del mismo modo al 
que combate bajo otro pabellón y al buque español que 
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arme en coreo síd expresa licencia del gobierno, ó al que 
acepta patente de otro Estado, aunque sea amigo y aliado 
de España. 

El articulo 5 del tratado de paz y amistad, ajustado en- 
tre la corona de España y los Estados Generales de las Pro- 
vincias Unidas de los Países Bajos, en el Congreso de Utrech 
en 26 de junio de 1714, está concebido en estos tér- 
minos: 

«Artículo 61. Los subditos de dicho señor Rey no po- 
drán tomar comisión alguna para armamentos particulares 
ó patentes de represalias de los príncipes ó Estados enemi- 
gos de los dichos Estados Generales; y menos turbarles 6 
hacerles daño en manera alguna, en virtud de las tales co- 
misiones ó patentes de represa la is, ni ir en corso con ellas, 
bajo pena de ser perseguidos y castigados como piratas; lo 
que Igualmente se observará por los subditos délas Provin- 
cias Unidas con respecto á los subditos de dicho señor Rey. 
T á este fin, todas las veces que éste fuese requerido de 
una parte y otra, en las tierras de la obediencia de dicho 
señor Rey y Estados Generales, se publicarán y renovarán 
prohibiciones muy expresas y precisas de servirse en ma- 
nera alguna de tales comisiones ó patentes bajo la pena 
arriba mencionada, la que será ejecutada severamente con- 
tra los contraventores, además de la entera restitución á 
que estarán obligadas en favor de aquellos á quienes hu- 
bieren causado daño)». 

En el artículo 42 del tratado de comercio y navegación, 
entre el Rey de España Felipe V y el Emperador de Ale- 
mania Carlos VI, concluido en Viena el 1.^ de mayo de 
1725, se estipula que: 

«A los subditos de S. M. Cesárea y á los de S. M. Cató- 
lica, estrechamente se les prohibirán las comisiones que 
llaman de armar y patentes de represalias, para hacer el 
corso como enemigos contra los subditos de alguno de los 
dos y que también los reciban de otro príncipe. Y si alguno 
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contraviniere á este artículo, será tratado como pirata, no 
> sólo en las provincias contra las que recibe dicha comisión, 
siendo cogidos en el mismo hecho de su corso, sino también 
en todas los de aquel príncipe á cuyo dominio estuviesen 
sujetos; y en la primera queja, se procederá contra el tal 
criminal basta su ejecución)>. 

El artículo 14 del tratado de amistad, límites y navega- 
ción, entre S. M. Católica y los Estados Unidos de América, 
ñrmado en San Lorenzo el Real en 27 de octubre de 1795, 
dice: 

«Artículo 14. Ningún subdito de S. M. Católica tomará 
encargo ó patente para armar buque ó buques que obren 
como corsarios contra dichos Estados Unidos ó contra los 
ciudadanos, pueblos ó habitantes de los mismos, ó contra 
su propiedad ó la de los habitantes de alguno de ellos, de 
cualquier príncipe que sea^ con (](uien estuviesen en guerra 
los Estados Unidos. 

Igualmente ningún ciudadano ó habitantes de dichos 
astados, pedirá ó aceptará encargo ó patente para armar 
algún buque ó buques con el fin de perseguir los subditos 
de S. M. Católica ó apoderarse de su propiedad, de cual- 
quier príncipe ó estado que sea con quien estuviere en gue- 
rra S. M. Católica. 

Y si algún individuo de una ó de otra nación tomase 
semejantes encargos ó patentes, serán castigado como 
pirata». 

En el tratado de amistad, arreglo de diferencias y lími- 
tes, entre S. M. Católica y los Estados Unidos de América, 
concluido y firmado en Washington el 23 de febrero de 
1817, se conviene en su artículo 12 que: 

«El tratado de límites y navegación de 1796 queda con- 
firmado en todos y en cada uno de sus artículos, excepto 
los artículos 2, 3, 4 y 21, y la segunda cláusula del 22 que, 
habiendo sido alterados en este tratado ó cumplidas entera- 
mente, no pueden tener valor ninguno». 
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ítem no será lícito i las naves y barcos mercantiles de 
la una y de la otra potencia contratantes, el tomar patente - 
ó bandera enemiga, y siendo apresado, el Comandante será 
ahorcado en la entena de su nave para ejemplo de los de- 
más; su equipaje y mercancía de buena presa, quedando 
en esclavitud del que lo' prendiese. 

ítem no será lícito á ninguna de las potencias contra- 
tantes, el conceder su patente ó bandera á otros que á sus 
propios subditos establecidos en sus dominios. {Tratado de 
paz, amistad y comercio, entre España y la Puerta Otoma- 
na, firmado en Gonstantinopla «1 14 de setiembre de 1782; 
últimas disposici<mes del capítulo 18). 

Por el artículo 2/ del tratado de pass, amistad y comercio 
entre Bspaña y la Regencia de Trípoli, firmado en 1784. 
se obliga á la Regencia á observar respecto á España, el 
tratado de 1782 entre ésta y la Turquía. 

Como inteligencia y cumplimiento de los artículos 12 y 
14 de los diferentes tratados ajustados por España con los 
Estados Unidos dd America» véase la nota que el Ministro* 
de Relaciones Exteriores de aquella República dirigid á 
nuestro gobierno á fines de 1646 apropósito de la guerra 
que existía entre aquellos Estados y la República Mexica* 
na, recordando el artículo 14 del tratado de 1795. 

La respuesta del gobierno español fué satisfactoria, en- 
viando al mismo tiempo órdenes terminantes á las autori- 
dades superiores marítimas de las Islas de Cuba y Puerto 
Rico, para impedir que en sus puertos se armasen clandes-^ 
tinamente buques españoles que, con patentes de corso del 
gobierno mexicano, hostilizacen al comercio de los Estados 
Unidos. 

Seis años antes el Almirante francés -M. Baudin en la 
guerra que su nación sostenía contra la misma República 
de México, declaró que tenía instrucciones de su gobierno 
para tratar como pirata al buque extranjero que encontrase 
con patente de corso del gobierno mexicano. 
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Y^ por último, véanse las declaraciones de neutrali- 
dad hechas en agosto de 1870 por las principales poten- 
cias marítimas de Europa, España inclusive, y en todos 
encontraremos la prohibición ¿ sus respectivos subditos de 
los armamentos en corso á favor de cualquiera de los beli- 
gerantes, bajo la pena de la pérdida del derecho á la pro- 
tección del Estado y sujeto, por consiguiente, al castigo 
que la nación ofendida tuviera á bien imponerles. 
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